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Presentación

El financiamiento político, tanto el privado como el entregado por el Estado a 
los actores políticos, ha abierto un campo de estudios que, en paralelo al avance 
normativo sobre la materia en América Latina, se ha vinculado cada vez más a 
los estudios sobre procesos electorales. El financiamiento privado y la influencia 
de grupos de poder —incluyendo el crimen organizado— en las instituciones 
políticas ha sido un foco de atención en la región por sus implicancias sobre la 
corrupción, los riesgos de captura del Estado y la calidad de la gestión pública. 
Más recientemente, el nexo entre financiamiento y elecciones se ha hecho 
patente con la expansión del financiamiento político basado en desembolsos 
de dinero provenientes de las arcas públicas y en la entrega de otros recursos 
financiados por el Estado, particularmente los orientados a gastos de campañas 
electorales. Las dinámicas de poder y las desigualdades económicas en los 
ámbitos intra e interpartidarios que afectan las candidaturas de grupos en 
desventaja, como las mujeres, y a la representación descriptiva y sustantiva de 
estos también son un ámbito de estudio clave para América Latina. 

El nexo entre elecciones y financiamiento, además de ser un campo amplio 
para la indagación académica, es un ámbito fértil para estudios aplicados, eva-
luaciones, análisis de políticas públicas y debate jurídico. Cabe señalar que en el 
financiamiento tienen un peso importante los intereses de los gobiernos y los/as 
representantes en el Poder Legislativo, que afectan la dirección de las reformas, 
el control sobre la materia y su implementación. Por ello, los organismos elec-
torales —a cargo de las acciones de supervisión y fiscalización— de la región 
tienen un reto amplio a nivel normativo y a nivel fiscalizador. 
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Este número de la revista Elecciones tiene como objetivo acercarnos a los 
avances respecto a la investigación sobre el financiamiento político en América 
Latina. Para ello, la sección principal de esta revista cuenta con cuatro artícu-
los centrados en aspectos relevantes para su estudio en la región. En conjunto, 
estos estudios ofrecen un panorama sobre las líneas de investigación que pue-
den considerarse prioritarias respecto del tema en la actualidad.

La sección Artículos de este número cuenta con cuatro contribuciones. El 
primer artículo, de Betilde Muñoz-Pogossian y Flavia Freidenberg, titulado 
“Estrategias de recaudación, financiamiento público para campañas electora-
les de mujeres y reformas partidistas en América Latina”, presenta un análisis 
de los regímenes de financiamiento electoral aprobados en diecinueve países 
de América Latina y el Caribe, y las estrategias institucionales con perspec-
tiva de género. Además, presenta una serie de recomendaciones y propuestas 
de reformas partidarias y normativas para contribuir a mejorar las condicio-
nes más equitativas en la competencia electoral. El estudio presenta una nece-
saria entrada en clave de género al análisis del nexo financiamiento-elecciones 
que ha sido generalmente impulsado por politólogas con enfoques feministas 
de investigación. 

El artículo de Leandro Ríos, “El bien jurídico en el delito de financiamiento 
ilícito de partidos políticos: una aproximación teórica a partir del caso argen-
tino”, aborda de manera teórica el debate sobre el objeto de protección que 
la regulación penal sobre el financiamiento ilícito puede incorporar en países 
como Argentina. De esta manera, presenta aportes para el fortalecimiento del 
control sobre el financiamiento privado, sus orígenes y su uso. 

“El modelo de financiación pública de campañas electorales en Brasil: erro-
res y aciertos”, de Ana Claudia Santano, describe y evalúa el desempeño del 
Fondo Especial de Financiación de Campañas (Fefc), una forma de financia-
miento público electoral utilizada en los últimos procesos electorales de Brasil. 
Su análisis toma en consideración la coyuntura que acompañó la creación del 
Fefc y las características de este, en contraposición con datos recogidos acerca 
de su distribución, inter e intrapartidaria, y su posible impacto en las dinámi-
cas electorales y partidarias.
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La sección de Artículos concluye con la investigación de Fan Jua Rivas 
Maldonado: “Financiamiento público que promueve el liderazgo político de las 
mujeres: hallazgos a partir de la fiscalización realizada por el INE de México”. 
Rivas Maldonado presenta una medida relacionada con el uso del financia-
miento público en favor de la capacitación de mujeres políticas, haciendo énfa-
sis en los hallazgos obtenidos a partir de la experiencia de fiscalización del uso 
de este tipo de financiamiento. Se presentan los principales obstáculos y limi-
taciones de la planificación y el gasto de este tipo de financiamiento en México, 
planteando posibles factores asociados con el mal uso de este.

En la sección Varia, José Andrés Sumano investiga el impacto de las elec-
ciones de gobernadores/as de 2021 en México en los niveles de homicidios 
dolosos. Su artículo titulado “Impacto de las elecciones subnacionales 2021 
en los homicidios dolosos en México: un análisis a través de series de tiempo 
interrumpidas” utiliza series de tiempo interrumpidas para evaluar los cam-
bios en el nivel y tendencia de los homicidios dolosos durante el periodo que 
abarcó el proceso electoral. Se analizaron los casos de Chihuahua, Sinaloa 
y Guerrero, y el grupo de control fue compuesto por los casos de Coahuila, 
Durango y Oaxaca.

Este número presenta dos notas de investigación. La nota de investiga-
ción de Carlos Guadarrama-Cruz describe la metodología y mecánica de 
investigación del Observatorio de Reformas Políticas en América Latina 
(#ObservatorioReformas) al momento de estudiar los cambios institucionales 
de doce dimensiones de los sistemas políticos y electorales de América Latina. 
Es importante destacar que la investigación empírica sobre el financiamiento 
público y privado como objeto de estudio de la política comparada debe su 
desarrollo actual al trabajo de sistematización realizado por el Observatorio 
de Reformas Políticas en América Latina (#ObservatorioReformas). Contar 
con bases de datos normativas a nivel regional de acceso abierto y en formatos 
amigables sobre el financiamiento político y otras muchas dimensiones de la 
reforma política-electoral es un aporte invaluable que debe servir de referente 
para la comunidad académica.

Romina Accossatto y Ronald Sáenz Leandro presentan la segunda nota de 
investigación. En “Movimiento de mujeres y gobierno local: hacia una agenda 
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de investigación sobre la democracia paritaria en Cuenca, Ecuador” realizan 
una exploración sobre la construcción de la democracia paritaria a nivel local 
en Cuenca, Ecuador. Se describe la experiencia de los avances y limitaciones 
de la democracia paritaria según sus diferentes dimensiones, en un contexto 
de decreciente representación descriptiva para las mujeres en el gobierno local.

La sección Análisis sobre Elecciones presenta artículos sobre tres procesos 
electorales ejecutados en 2022 en América Latina. En esta edición se analizan 
las Elecciones Regionales y Municipales de Perú (Cristhian Jaramillo), las 
Elecciones estatales 2022 de México (Joel Mendoza Gómez) y las Elecciones 
Generales 2022 de Brasil (Ximena Simpson). Cada uno de estos manuscritos 
aborda aspectos clave de estos procesos y plantea temas relevantes para futu-
ras indagaciones.

En “Perú: Elecciones Regionales y Municipales 2022. La continua preva-
lencia de los movimientos regionales”, Jaramillo busca describir el desarrollo 
de las Elecciones Regionales y Municipales 2022, destacando su importancia 
en el escenario político nacional. Se destaca que los movimientos regionales 
siguen acaparando preferencias en el ámbito subnacional y los partidos políti-
cos continúan siendo desplazados por estos.

En “Elecciones Locales 2022 en México: polarización política y coaliciones 
electorales asimétricas”, Mendoza presenta las elecciones para gubernatura en 
seis estados mexicanos: Aguascalientes, Durango (donde también se realiza-
ron elecciones municipales), Hidalgo, Oaxaca, Quintana Roo (donde también 
se celebraron elecciones de diputaciones) y Tamaulipas. Se hace énfasis en la 
composición de dos grandes coaliciones mayoritarias: Juntos Hacemos His-
toria y Va por México, con Movimiento Ciudadano como tercera alternativa.

Finalmente, Simpson, en “Las Elecciones Generales 2022 de Brasil: una 
mirada longitudinal a los desafíos de la democracia” pone en relevancia tres 
elementos clave para comprender el contexto político-electoral en Brasil: la 
emergencia de la extrema derecha radical, el mayor uso de las redes sociales 
como estrategia de campaña y una mayor presencia de sectores militares en 
puestos de la administración pública y en la arena de representación. 
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ARTÍCULOS

Estrategias de recaudación, financiamiento público 
para campañas electorales de mujeres y reformas 

partidistas en América Latina

Betilde Muñoz-Pogossian
Organización de los Estados Americanos

Red de Politólogas
Estados Unidos

ORCID: 0000-0001-8757-2316  

[Resumen] La relación entre dinero y política ha sido poco explorada en las investigaciones comparadas 
sobre la competencia de los sistemas políticos latinoamericanos. Este artículo explora el modo en que las 
mujeres pueden acceder a los recursos para sus campañas electorales y analiza las diferentes estrategias 
institucionales que se pueden impulsar para romper con las barreras que ellas enfrentan cuando quieren 
hacer política. El argumento sostiene que las reglas institucionales son un incentivo que puede transfor-
mar el escenario de juego y las barreras que reproducen las brechas de género. Esta investigación analiza 
los regímenes de financiamiento electoral aprobados en diecinueve países de América Latina y el Caribe, 
y que se encuentran disponibles en el Observatorio de Reformas Políticas en América Latina; examina 
las estrategias institucionales con perspectiva de género que se emplean; y presenta una serie de recomen-
daciones y propuestas de reformas partidarias y normativas para contribuir a mejorar las condiciones más 
equitativas en la competencia electoral.

[Palabras clave] Campañas electorales, financiamiento político, mujeres en política, perspectiva de 
género, América Latina.

[Title] Fundraising and public funding for women’s electoral campaigns and party reforms in Latin 
America

[Abstract] The link between money and politics has received limited comparative research, especially in 
terms of the competence of Latin American political systems. This article explores the manner in which 
women access financial resources for their electoral campaigns, and assesses the various institutional 

Flavia Freidenberg
<flavia@unam.mx>

Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM
Red de Politólogas

México
ORCID: 0000-0001-9905-0777  
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strategies that can be adopted to break the obstacles women face in their political careers. It argues that 
institutional rules can serve as an incentive to transform the rules of the game and the barriers that 
reproduce gender gaps. This research project analyzes the electoral funding regimes approved in 19 Latin 
American and Caribbean countries, available in the Latin American Political Reform Observatory. 
Furthermore, it looks into the gender-conscious institutional strategies used and offers a series of 
recommendations and proposals for future electoral and political party reforms that can improve 
equality in the electoral competition.

[Keywords] Electoral campaigns, political funding, women in politics, gender perspective, Latin 
America.

[Recibido] 13/07/22 y [Aceptado] 03/10/22

Muñoz-Pogossian, Betilde, y Flavia Freidenberg. 2022. “Estrategias de recaudación, financia-
miento público para campañas electorales de mujeres y reformas partidistas en América Latina”. Eleccio-
nes (julio-diciembre), 21(24): 15-68. DOI:10.53557/Elecciones.2022.v21n24.01
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1.	 Introducción1

América Latina se encuentra en un momento particular en su proceso de 
democratización. Ese proceso ha tenido avances importantes en las últimas 
cuatro décadas respecto a la ampliación de derechos, la competitividad y el 
pluralismo, la profesionalización y autonomía de las autoridades electorales, el 
acceso de las mujeres a las candidaturas y a los cargos de representación popu-
lar y el incremento de los mecanismos de rendición de cuentas de las personas 
gobernantes a la ciudadanía (Freidenberg y Saavedra 2020). No obs-
tante, en ese escenario de competencia democrática, las mujeres suelen tener 
más problemas para el ejercicio de sus derechos cuando se las compara con los 
hombres (Freidenberg y Muñoz-Pogossian 2022; Schwindt-Bayer 
2018; Estrada 2018). 

Diversas investigaciones empíricas han evidenciado que las mujeres 
políticas tienen mayores dificultades que los hombres para obtener recursos 
para financiar sus campañas electorales.2 Incluso una serie de estudios en 
Estados Unidos, Europa y América Latina evidencian que las mujeres tienden 
a recaudar menos fondos privados para sus campañas (Sanbonmatsu s. f.; 
Ferreira 2009). Las mujeres también reciben menos financiamiento de 
sus propias redes (familiares o personales), acceso diferenciado en tiempos 
a la radio y la televisión, y escaso o nulo apoyo económico de sus partidos 
políticos (Freidenberg y Muñoz-Poggosian 2022; Aparicio 2020; 
Ballington y Kahane 2014).

La evaluación del modo en que las mujeres hacen política evidencia que, 
a pesar de las reformas aplicadas hacia el fortalecimiento del régimen elec-
toral de género que se han dado en la mayoría de los países de la región 

1	 Este estudio forma parte del Observatorio de Reformas Políticas en América Latina, que se desarrolla en el Institu-
to de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México y la Secretaría de Fortalecimiento 
Democrático de la Organización de los Estados Americanos. La investigación ha sido realizada gracias al Programa 
de Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación Tecnológica (Papiit) de la Unam al Proyecto “Reformas 
electorales y democracia en América Latina” [Clave del proyecto: IN301020], dirigido por Flavia Freidenberg.

2	 Una encuesta a 300 miembros de órganos legislativos, aplicada por la Unión Inter-Parlamentaria (UIP), encontró 
que el acceso al financiamiento era uno de los principales obstáculos para la participación política de las mujeres 
(Ballington 2008: 18). Es más, en un estudio posterior, en 2013, realizado por ONU Mujeres, más del 80 % 
de las participantes señaló la falta de acceso a financiamiento como una de las mayores barreras de entrada de las 
mujeres a la política (Ballington y Kahane 2014). En América Latina, una encuesta digital a 225 personas 
candidatas dio cuenta de la misma situación: Las mujeres señalaron en un 80 % que no contaban con apoyos eco-
nómicos para hacer campañas (Freidenberg y Muñoz-Pogossian 2022).
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(Freidenberg 2020; Schwindt-Bayer 2018; Archenti y Tula 2017), 
las mujeres tienen menos acceso a los recursos necesarios para buscar con éxito 
una candidatura para un cargo de representación popular (Freidenberg y 
Muñoz-Pogossian 2022: 288) y los partidos tienden a continuar ejerciendo 
como gatekeepers (porteros) de la política (Lovenduski 2005), manteniendo 
las barreras que dificultan una competencia igualitaria y buscando designar 
más hombres para los cargos ganadores, basándose en la expectativa de que 
ellos tienen más posibilidades de ganar que las mujeres candidatas (Ohman 
2018: 7; Estrada 2018: 100). 

La persistente “desigualdad estructural” (Saba 2016) que condiciona la 
manera en que se ejercen los derechos continúa limitando las oportunidades de 
igualdad en las democracias paritarias.3 Esto genera consecuencias concretas 
sobre el funcionamiento del sistema político: el desencanto con la democracia 
y el cuestionamiento de si es la mejor manera para organizar el poder. En este 
sentido, Azpuru y Smith (2012: 75) dan cuenta de cómo pertenecer a uno 
de los grupos generalmente discriminados (ser mujer, indígena o tener piel 
oscura) afecta el apoyo al sistema político y hacia la democracia. Esto es así 
porque las discriminaciones a nivel social también se traducen en límites a las 
oportunidades de acceder a las instituciones políticas y en un “serio déficit 
democrático” (Ferreira 2013: 76). Con frecuencia, son pocas las personas 
que acceden de manera plena a la competencia por el poder político, y pocas 
las que cuentan con fondos para armar sus campañas y compiten con posibi-
lidades reales de ganar. Como sostienen Pérez-Liñán y Mainwaring (2008), 
la desigualdad y la exclusión social se relacionan directamente con el desen-
canto democrático.

El papel del dinero en la política en esos contextos de desigualdad y desencanto 
se hace prioritario. De algún modo, el acceso a recursos económicos es el pase de 
entrada para competir y, eventualmente, acceder a un cargo de elección popular 
a nivel nacional o subnacional en igualdad de condiciones. La regulación del 
financiamiento de la política puede ser “una herramienta de política pública para 
facilitar la equidad de género en la competencia electoral” (Ferreira 2013: 79). 

3	 La paridad de género hace referencia al principio que busca integrar la diferencia sexual a la democracia represen-
tativa (Bareiro y Soto 2015), lo que supone que las candidaturas se distribuyen por sexo en partes iguales, y 
significa un paso hacia la “democracia paritaria” (Bareiro y Soto 2015).
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En ese sentido, el financiamiento de la política y los mecanismos para monitorear 
y controlar cómo entran y salen los recursos de las campañas electorales y de la 
política en general continúan siendo el “hoyo negro” de los sistemas políticos 
democráticos.4 Como sostiene Van Biezen (2004: 702), la participación 
directa del Estado en los asuntos internos de los partidos ha contribuido a la 
transformación de los partidos de asociaciones privadas tradicionalmente 
voluntarias hacia partidos como actores de servicios públicos y, en ese escenario, 
el impacto de los sistemas de financiamiento no debe subestimarse. 

A pesar de la intuición bastante creíble de la existencia de brechas de género 
en la recaudación de fondos y de la suficiente evidencia empírica que sostiene 
que los partidos políticos son bastante reacios a promocionar a las mujeres como 
candidatas (Muñoz-Pogossian y Freidenberg 2018; Llanos y Rozas 
2018; Došek et al. 2017; Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo 2016), aún hay poca investigación comparada respecto a cómo 
recaudan dinero las mujeres candidatas, cómo funcionan los sistemas de finan-
ciamiento con perspectiva de género, así como también sobre cuáles pueden ser 
las estrategias institucionales y no institucionales más adecuadas para generar 
incentivos que faciliten el sostén económico de las campañas electorales de las 
mujeres políticas.5 

El objetivo de este artículo es abordar la estrecha relación entre dinero y 
política desde el análisis de las reglas formales del régimen de financiamiento 
público electoral con la intención de evaluar, desde el neoinstitucionalismo 
feminista (Krook y Mackay 2011), el modo en que los países establecen la 
manera en que las mujeres pueden acceder a los recursos económicos para sus 
campañas electorales. La investigación describe los modelos de financiamiento 

4	 Algunos de los retos sobre los sistemas de financiamiento de la política en América Latina incluyen la falta de 
transparencia e información certera, regulaciones pobremente conceptualizadas, infiltración de dineros ilícitos en 
las campañas y la ausencia de un monitoreo más fuerte (y eficaz) de parte de las agencias correspondientes, entre 
otros (IDEA Internacional 2014).

5	 La literatura comparada también presenta otros vacíos que tienen que ver con conocer quiénes recaudan el dinero 
dentro de los partidos, qué tipo de recursos otorgan directamente a las candidatas y los candidatos, y en qué medida 
quienes distribuyen el dinero dentro de los partidos perciben de la misma manera a las posibles candidatas femeni-
nas y/o a los candidatos masculinos con méritos similares. Es más, aún no se conoce de manera clara en qué medida 
las mujeres abandonan la idea de postularse a un cargo por carecer de suficiente apoyo financiero frente al número 
de hombres que declinan a su potencial candidatura por el mismo criterio. Estos vacíos también se encuentran en 
la literatura sobre participación de las mujeres en campañas electorales de Estados Unidos (Sanbonmatsu, s. f ). 
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público y privado de manera general, y también busca saber más sobre las reglas 
de financiamiento con perspectiva de género de los países de América Latina 
con la intención de identificar semejanzas y diferencias entre ellos, así como 
conocer si las normas contemplan mecanismos específicos para mejorar las 
condiciones de competencia de las mujeres. 

El estudio revisa las leyes, reglamentos y decretos sobre financiamiento 
público electoral que han aprobado diecinueve países de América Latina y el 
Caribe,6 y también examina los modelos específicos de financiamiento con 
perspectiva de género que han aprobado diez países y están vigentes en la 
actualidad. Se trata de evaluar diferentes estrategias normativas e instituciona-
les que se pueden impulsar para romper las barreras de género que enfrentan las 
mujeres respecto a los candidatos varones.7 El argumento sostiene que las reglas 
formales pueden funcionar como un incentivo que marca el escenario de juego 
de los partidos y sus candidaturas, y que pueden ser una herramienta para rom-
per los denominados “techos de billetes” (Pomares 2014; Johnson 2014) 
que enfrentan las mujeres candidatas cuando quieren hacer política. Dado que 
los países no cuentan con diseños institucionales homogéneos en materia de 
financiamiento público, este estudio también presenta recomendaciones de 
reformas y estrategias específicas en relación con el modo en que los regímenes 
electorales pueden mejorar la relación entre dinero, género y política. 

El texto se estructura en cuatro secciones. La primera sección revisa la 
literatura comparada sobre financiamiento de las campañas electorales y de 
la política. La segunda sección sienta las bases para establecer si las mujeres 
líderes efectivamente tienen recursos y, si los tienen, cómo acceden a ellos. La 
tercera parte analiza estos temas vis a vis con los sistemas de financiamiento 
político que existen, poniendo particular atención en aquellos elementos que 
facilitan el acceso de las mujeres a recursos a través de incentivos institucionales 
públicos, así como de otras formas no institucionales de coordinación 
estratégica. Finalmente, se ofrecen algunas propuestas de reformas partidistas 

6	 Los países que se estudiaron en esta investigación son Argentina, Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Uruguay y Venezuela.

7	 La investigación emplea la Base de Datos sobre Financiamiento de la Política del Observatorio de Reformas Polí-
ticas en América Latina, disponible en https://doi.org/jm76
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y normativas basadas en las normas y prácticas, que pueden contribuir al 
acceso a fondos por parte de las mujeres y a la construcción de dinámicas 
igualitarias de la competencia.

2.  Discusión Teórica  

2.1 	 El financiamiento de las campañas electorales en la 	
	 investigación académica

En las últimas décadas se han producido cambios dramáticos en la manera en 
que los partidos se financian en las democracias modernas (Katz y Mair 
1995), así como en el modo en que se organizan (Van Biezen 2004: 702; 
Janda 1980). La creciente dependencia de los partidos respecto al financia-
miento que proviene del Estado no solo ha incrementado los niveles de concen-
tración de poder dentro de los partidos —porque monopolizan la distribución 
de los incentivos y los recursos de poder (Panebianco 1982)— sino además, 
ha contribuido a su alejamiento de la sociedad (Katz y Mair 1995), en par-
ticular en los sistemas en los que predomina el financiamiento público. Esta 
relación entre financiamiento y política ha impactado también en el modo en 
que se llevan a cabo campañas electorales (Ballington y Kahane 2014). 

La literatura académica ha dedicado tiempo al análisis del financiamiento 
de las campañas desde diversas perspectivas en América Latina (Fuentes y 
Herrera 2016; Gutiérrez y Zovatto 2011; Navarro 2005, 2007; 
Zovatto 2003, 2005; Navas-Carbó 1993), incluyendo los debates sobre los 
tipos de financiamiento disponibles para apoyar a los partidos políticos (apor-
tes privados y públicos) y sus ventajas y desventajas, las regulaciones y controles 
relativos a los medios de comunicación de masas (Cáceres 2022; Rial 2015) 
y, finalmente, los escándalos de corrupción causados por problemas con el 
financiamiento electoral.8 La literatura también ha vinculado la capacidad 
regulatoria de los países con la calidad de las elecciones, bajo el supuesto de 
que un diseño institucional adecuado mejora las condiciones de competencia 
y la igualdad de acceso a los recursos (Elklit y Reynolds 2012; Scarrow 
2004). Precisamente, el financiamiento político es una de las dimensiones 

8	 En menor medida, la literatura también ha discutido sobre la transparencia en el financiamiento, y los mecanismos 
de fiscalización y control del ingreso y del gasto en las campañas (Estrada y Ramírez 2018; Casas-Zamora 
y Falguera 2016; Gutiérrez y Zovatto 2011; Ferreira 2013, 2009; Aceves 2009; Lauga y García 
2007; Córdova y Murayama 2006; Griner y Zovatto 2004; Navarro 2005). 
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de regulación institucional más problemática para las democracias porque 
plantea preguntas sobre cómo garantizar igualdad política mínima cuando la 
riqueza se distribuye de manera desigual (Scarrow 2004: 653) o respecto a 
cómo conseguir fiscalizar los recursos en sistemas de alta impunidad sistémica 
y débiles capacidades estatales. 

Dentro de estos análisis, una parte muy específica de la literatura analiza la 
regulación de ese financiamiento público con enfoque de género (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2016; Ballington y 
Kahane 2014), esto se refiere a, en términos de Ohman (2018: 8), los “sistemas 
en los que la elegibilidad de un partido político para recibir parte o el total de 
su financiamiento público, o la cantidad (asignación) de fondos públicos que 
recibe un partido político elegible, está vinculada a disposiciones relacionadas 
con el género, o cuando parte de la financiación pública está destinada a fines 
relacionados con el género”. Esta dimensión resulta clave, dado que uno de los 
consensos más extendidos es que las regulaciones y reformas del financiamiento 
político reflejan los intereses de los partidos en el poder (Scarrow 2004: 654). 

Las reglas formales, es decir, las que se inscriben en los diseños institucio-
nales para marcar la cancha de juego de la competencia, pueden incluir dis-
posiciones tanto sobre el modo en que se financia la participación de mujeres 
y hombres en las candidaturas para una elección, o en relación con el equili-
brio que se espera conseguir entre candidaturas de mujeres y hombres exito-
sos (International Knowledge Network of Women in Politics 
2012). Si bien no hay una receta única que garantice la democratización del 
acceso de las mujeres a los recursos públicos, una parte de la literatura com-
parte el argumento de que la adopción de modelos puros o predominantemente 
públicos de financiamiento de campañas genera una mayor equidad electoral 
(Muñoz-Pogossian y Freidenberg 2018; Estrada 2018; Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2016; Ferreira 2003). 
Es más, Koß (2010), Casas-Zamora (2005) y otros autores han argumen-
tado que el uso de subsidios estatales para facilitar la participación de los par-
tidos en las elecciones se ha convertido en la tendencia más importante en el 
financiamiento político contemporáneo.9 

9	 Aunque aún quedan preguntas por estudiar sobre la efectividad del financiamiento político, dado los límites en el 
control de la corrupción, las dificultades de fiscalizarse y de establecer el papel del financiamiento ilegal de las cam-
pañas en relación al dinero total que reciben las candidaturas, los trabajos dan cuenta de que los subsidios públicos 
son más eficientes que los privados para garantizar la equidad.
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Conectado al tema de la fiscalización de los gastos de los partidos políti-
cos, la literatura comparada (Estrada y Ramírez 2018; Ferreira 2013, 
2004; Lujambio 2007) ha señalado la importancia de contar con un sistema 
de rendición de cuentas a fin de divulgar el origen, gerencia y propósitos de los 
fondos en una campaña electoral. Es más, en los últimos años, los diversos sis-
temas políticos han ido avanzando en mejorar los sistemas de financiamiento 
público, incluso incorporando mecanismos de gestión de gasto en línea, como 
en el caso mexicano (Estrada y Ramírez 2018). También se ha avanzado 
en el conocimiento sobre las causas de los altos costos de las campañas, el papel 
de las autoridades electorales en el monitoreo y fiscalización de los fondos, y de 
cómo asegurar la transparencia y rendición de cuentas sobre los recursos que 
entran y salen.10  

Asimismo, la percepción de impunidad en el uso y gestión de los fondos o 
la manipulación de las reglas, procedimientos o plazos sobre financiamiento 
también afecta la integridad de las elecciones, e incluso suele ser considerado 
como una mala práctica cuando violentan lo que sostiene el Estado de derecho 
(Méndez de Hoyos 2017; Birch 2011). No fiscalizarlos, dando luz verde a 
que las candidaturas accedan a fondos sin restricción, se añadiría a la serie de 
factores que desnivelan la cancha para las candidaturas de mujeres, quienes 
usualmente no tienen acceso a los recursos ni a los procesos de toma de decisio-
nes dentro de los partidos, que suelen ser decididos en círculos de poder minús-
culos, controlados fundamentalmente por hombres (Morgan e Hinojosa 
2018; Llanos y Rozas 2018). La investigación comparada latinoamerica-
nista se complementa con trabajos sobre Europa Occidental, Estados Unidos y 
Canadá, que han atendido cuestiones vinculadas a la rendición de cuentas, el 
papel de los medios de comunicación sobre la elección, la corrupción política 
y los escándalos que disparan, con frecuencia, reformas políticas (Williams 
2000; Rhodes 1997; Pujas y Rhodes 1999). Resulta interesante que, en los 
estudios sobre Estados Unidos, por ejemplo, varios autores han analizado los 
efectos del dinero de las corporaciones y empresas en las dinámicas electorales 
(Ohman 2012), donde los partidos y las candidaturas pueden recibir dinero 
del sector privado sin problema.

10	 Ver Corrado et al. (1997); Carrillo, Lujambio, Navarro y Zovatto (2003); Casas-Zamora (2005); Pinto-
Duschinsky (2002); Ferreira (2005, 2013); Zovatto (2005); Córdova y Murayama (2006); Ballington (2008); 
Tuesta (2011); Fuentes y Herrera (2016); Estrada (2018), entre otros.
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En América Latina, al menos cuatro países prohíben las donaciones por 
parte de sindicatos; cinco, las donaciones corporativas (exceptuando el caso de 
Colombia, que las restringe solo para las elecciones presidenciales); y doce, lo 
que concierne a las donaciones de contratistas gubernamentales (Gutiérrez 
y Zovatto 2011: 9). Esto resulta importante si se considera que quienes 
ostentan el poder público pueden utilizar su posición para beneficiar o 
perjudicar los intereses de ciertas empresas e incluso de sus propios intereses 
particularistas (Scarrow 2004: 655). Como mínimo, las limitaciones a las 
donaciones corporativas que son socias de los gobiernos, o tienen contratos 
con ellos, pueden jugar un papel fundamental en reducir las donaciones del 
sector privado vis a vis las expectativas de beneficios en el futuro de favorecer 
intereses particularistas.

Aunque ha habido importantes contribuciones teóricas y metodológicas 
en los últimos años sobre género y financiamiento de la política (Muñoz 
Pogossian y Freidenberg 2018; Estrada 2018; Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo 2016; Ferreira 2009, 2013), 
queda mucho por analizar aún respecto al modo en que los diversos regímenes 
de financiamiento favorecen el acceso de las mujeres candidatas a los recur-
sos económicos para sus campañas electorales, y sobre cuáles son las mejores 
opciones para garantizar la evaluación efectiva del uso de fondos públicos para 
fortalecer los liderazgos de las mujeres y sus candidaturas. 

La falta de acceso al financiamiento precisamente es lo que disuade a 
muchas mujeres de lanzarse como candidatas, especialmente donde los sis-
temas de financiamiento (SF) son predominantemente privados. En esas 
dinámicas adquieren un peso especial los factores institucionales —como 
las reglas del régimen político, la forma de gobierno, el sistema electoral— 
y del régimen electoral de género en relación con la existencia de cuotas y/o 
paridad (Freidenberg 2020; Ferreira 2013: 79), así como también las 
características mismas del nivel de empoderamiento de la mujer en la política 
(Muñoz-Pogossian 2016), su capacidad de autonomía económica, sus res-
ponsabilidades en temas de cuidado, las reglas de propiedad legales respecto al 
matrimonio, la posibilidad de acceso a la tierra y a la propiedad, los niveles de 
representación política de las mujeres en las instituciones (Došek et al. 2017; 
Ferreira 2013: 80), entre otros. 
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Las dudas que surgen de la revisión de la literatura comparada y de la evi-
dencia disponible que se ha podido encontrar tienen que ver con cuáles son las 
reglas que establecen el modo en que las mujeres candidatas recaudan fondos 
para sus campañas; dónde consiguen el dinero; cuál es el criterio que usan los 
partidos para distribuir los fondos que reciben por vía de los mecanismos de 
financiamiento público entre candidatas y candidatos; y, finalmente, en qué 
medida las mujeres candidatas emplean redes informales de apoyo para suplir 
la ausencia de dinero partidista y de apoyo del aparato de su partido. La cues-
tión clave que subyace a estas interrogantes está relacionada con si existe o no 
una “brecha de género” en la asignación de los fondos para las campañas. Es 
decir, se trata de identificar si los partidos emplean criterios diferenciados en 
función del género de quien detenta la candidatura y si existen patrones infor-
males de financiación de la política. Varias de esas preguntas son las que se 
buscan responder en esta investigación, a la luz de la experiencia de las mujeres 
candidatas latinoamericanas. 

2.2 	 Visión multidimensional del reclutamiento para la 	
	 representación política y la necesidad de dinero en 	
	 cada una de las etapas

Krook y Norris (2014: 2-20) proponen un modelo secuencial y multietapas 
del proceso de reclutamiento de candidatas en el que es posible identificar las 
ventanas de oportunidad que existen para contribuir al aumento del número 
de mujeres en la política. En este modelo, las mujeres pasan 1) de ser elegibles 
a aspirantes, 2) de aspirantes a candidatas, y 3) de candidatas a electas o repre-
sentantes. En su análisis, estas transiciones deberían darse de manera similar 
para hombres y mujeres, pero argumentan que las prácticas políticas al interno 
de las organizaciones partidistas, dominadas por hombres, reducen las opor-
tunidades para la entrada de mujeres en puestos directivos en sus partidos y en 
el acceso a las candidaturas que ofrecen al electorado. 

Al mismo tiempo, Krook y Norris (2014) mapean estrategias que pueden 
contribuir a incrementar la cantidad de mujeres aspirantes, candidatas y elec-
tas. La necesidad, el peso y la influencia de los recursos varían en cada una de 
las etapas (Ferreira 2013: 79). En dichas etapas toman en cuenta los fondos 
para las campañas y establecen que no solo acceder a recursos para las campa-
ñas es importante para pasar de candidatas a electas, sino también para tomar 
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la decisión de pasar de aspirantes a candidatas. En suma, el dinero es clave para 
que las mujeres decidan romper con los obstáculos que limitan sus oportuni-
dades para ser aspirantes, candidatas o electas y, por lo tanto, resulta clave para 
tener más mujeres en las instituciones políticas.

Los mecanismos para facilitar la transición de mujeres candidatas a electas 
buscan asegurar que las mujeres tengan acceso a los recursos y al apoyo nece-
sario para ganar las campañas electorales. En este campo, los partidos cum-
plen igualmente un papel fundamental. Se puede priorizar la aplicación de 
incentivos a partidos que efectivamente consiguen que las mujeres sean electas 
(otorgándoles, por ejemplo, un plus de financiamiento público por el número 
de mujeres que consiguieron ganar la elección),11 pero también se pueden pro-
mover otras actividades enfocadas en apoyar a las mujeres, incluyendo la exis-
tencia de unidades de género dentro de los partidos y/o de las instituciones 

11	 Un objetivo común del financiamiento público relacionado con el género es incentivar a los partidos políticos a 
nominar más candidatas mediante el uso de recompensas financieras para conectar la cantidad de fondos públicos 
proporcionados al nivel de igualdad de género entre sus candidatos/as, independientemente de cómo se utilicen 
estos fondos adicionales (Ohman 2018: 12). El éxito de los incentivos públicos depende de lo atractivo que sean 
para los partidos políticos. Para que el incentivo sea eficaz, entonces los recursos tendrían que constituir un monto 
significativo del financiamiento que requiere el partido en cuestión (Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo 2016: 25).
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•	 Desarrollo de capacidades

•	 Leyes de cuota
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Fuente: Krook y Norris (2014)

Gráfico 1

Modelo de reclutamiento político 
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de las autoridades electorales, la creación de centros de formación en valores 
democráticos, así como para la capacitación de mujeres. 

El uso de las herramientas que definen el régimen electoral de género como 
los mecanismos de acción afirmativa (cuotas) y/o la inclusión de la exigencia 
del principio de paridad de género en los requisitos para el registro de candi-
daturas funcionan como incentivos eficientes para que los partidos consideren 
mujeres como candidatas (Freidenberg 2020; Schwindt-Bayer 2018; 
Archenti y Tula 2017). Históricamente, los partidos no presentaban 
mujeres candidatas y fue necesario exigírselo a partir de esas medidas insti-
tucionales. Al inicio, incluso, simulaban cumplir ubicando a las mujeres en 
distritos perdedores, al final de las listas u obligándolas a renunciar si llega-
ban a ganar la candidatura para que sus suplentes hombres las reemplazaran 
(Freidenberg et al. 2018). Debido a ello, algunos países incorporaron el 
plus de dinero por candidatas electas como una manera de incentivar a los par-
tidos a que apoyen de manera efectiva a las mujeres candidatas en las campañas 
y que fueran ubicadas en distritos competitivos con mayores posibilidades de 
ganar elecciones.12  

En este sentido, una serie de factores posicionan a las mujeres en una cancha 
desnivelada para acceder al financiamiento para sus campañas. Estos factores 
se convierten en obstáculos que frenan su incursión en la política y que suelen 
ser experimentados siempre en menor medida por los hombres. Entre esos fac-
tores destacan los siguientes:

a)	 Desigualdad de ingresos: para aspirar a una candidatura, frecuente-
mente hace falta partir de una base de ingreso razonable. Con estos 
fondos se puede trabajar en promover acciones para el reconocimiento 
del nombre de la candidata, ganar exposición y establecer un equipo (al 
menos mínimo) para asesorar a la candidata. Con frecuencia, esos fon-
dos saldrán de la propia candidatura, y aquí, las mujeres encuentran el 
primer obstáculo. Según un documento de trabajo del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (2015), las mujeres ganan en pro-
medio el 71 % del ingreso masculino. Esto ha sido atribuido al hecho 

12	 Krook y Norris (2014) también establecen algunas medidas adicionales, como a) la promoción del acceso de las 
mujeres dentro del partido al financiamiento partidario y a las redes de recaudación de fondos, y b) el financia-
miento público (directo o indirecto) etiquetado o dirigido. Estas son algunas de las medidas que pueden contri-
buir a incrementar la representación de la mujer y su paso de candidatas a electas.
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de que, con frecuencia, las mujeres desempeñan trabajos no asalariados 
o de baja productividad en el sector informal y, en el sector formal, lo 
hacen en empleos de baja productividad, y tienen menos posibilidades 
de ascender en la jerarquía corporativa o institucional. En este contexto, 
las mujeres tienen mayores dificultades de disponer de un monto inicial 
de fondos para financiar sus candidaturas.

b)	 Desigualdad en la distribución del tiempo dedicado al cuidado domés-
tico y, en particular, al cuidado de menores, adultos/as mayores y perso-
nas con discapacidad: candidatear requiere tiempo y atención a las activi-
dades públicas. Contar con la flexibilidad para hacerlo también tiene un 
costo monetario que pocas personas tienen posibilidad de asumir. Según 
datos del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (Pnud, 
2015), las mujeres dedican en promedio entre 15 % y 30 % más horas al 
trabajo, es decir, tienen una mayor carga dedicada al cuidado y trabajo 
doméstico. Optar por una candidatura les supone tomar una difícil deci-
sión (que no enfrentan con frecuencia sus pares hombres) o enfrentar el 
dilema de cómo invertir tiempo en una carrera política (pública) cuando 
el peso del cuidado del hogar (en lo privado) es responsabilidad de ellas. 
Esto, además, no es una cuestión menor porque, como se ha evidenciado 
en diferentes investigaciones, las mujeres también son quienes se ocupan 
de tareas del cuidado dentro de los partidos (Htun 2005). 

c)	 Costos del mantenimiento del hogar versus costos de inicio e imple-
mentación de las campañas: aunado a la desigualdad de ingresos, la 
región latinoamericana ha visto un aumento en el número de hogares 
donde las mujeres son cabeza de familia (Liu et al. 2017). Registrar 
una candidatura ante una autoridad electoral competente supone costos 
de tiempo; de gestión administrativa; de contratación de asesorías en 
comunicación, en gestión de redes sociales, en despachos jurídicos, entre 
otros. Asimismo, se deben contabilizar costos de transporte, de movili-
zación territorial del voto (caminatas puerta a puerta, mítines), visitas y 
reuniones de trabajo con diferentes sectores sociales y de impresión de 
materiales de campaña, entre otros. Aunque estos costos sean modestos 
comparados, por ejemplo, con la inversión en publicidad, en el tiempo 
en medios de comunicación de masas (en aquellos sitios donde el acceso 
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no es gratuito), o en la gestión de las redes sociales, ponen a las muje-
res en la posición de tener que escoger si financiar costos asociados 
al mantenimiento del hogar o invertirlos en la campaña. Es decir, las 
mujeres se ven forzadas a decidir si invertir sus ya limitados recursos 
en su vida privada o en su vida pública, dilema que no frecuentemente 
enfrentan los hombres.

d)	 Desigualdad en el acceso a las redes de financiamiento: Ferreira (2009: 3) y 
Sanbonmatsu (s. f.) han dado cuenta de que las mujeres tienden a per-
tenecer menos que los hombres a redes corporativas y de acceso a fon-
dos. Como resultado, del mismo modo que ocurre en otros países del 
mundo, las mujeres tienen más dificultades para identificar a las y los 
donantes (Sanbonmatsu s. f.); menos tiempo para asistir a eventos, 
mítines y otras actividades políticas para conectar con donantes, y más 
dificultades para conciliar su trabajo político con su vida familiar y 
personal. También las investigaciones sobre las campañas al Congreso 
de los Estados Unidos (Sanbonmatsu s. f.) han evidenciado que las 
mujeres suelen creer que tienen más dificultades que los hombres para 
recaudar dinero, suelen recibir menos dinero y también suelen donar 
menos dinero, de manera más ocasional y en cantidades más pequeñas.

3.	 ¿Cómo es el régimen de financiamiento en el que operan 
las mujeres candidatas cuando compiten en una 
elección?   

3.1 	 Modelos de financiamiento de la política 

Las carreras políticas de las mujeres no avanzan de manera aislada del con-
texto institucional, sino que son influidas por el “nivel de generización” del 
sistema político.13 Su éxito también se encuentra influenciado por el tipo de 
sistema de financiamiento político (SFP); es decir, las normas y prácticas que 

13	 La idea de “generización” proviene de los estudios de las instituciones y de la representación política, desarrollados 
desde el neoinstitucionalismo feminista, que se refiere a la tendencia en la que un género (el masculino) tiene 
privilegios por encima del otro (el femenino), condicionando las relaciones de poder que se manifiestan como 
desiguales y androcéntricas. Por el contrario, se entiende por “feminización de la política” (feminizing politics) el 
proceso a partir del cual “se da la inserción e integración de las mujeres tanto en términos de números como de 
ideas” (Lovenduski 2005: 12-13). Para las feministas, lo político abarca la vida personal y privada (doméstica), 
que se basa en relaciones de poder desiguales en las que los hombres tienen más poder que las mujeres y también 
tienen poder sobre las mujeres” (Lovenduski 2005: 13).
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gobiernan el flujo de recursos financieros hacia los partidos y organizaciones 
políticas, bien sea para financiar campañas políticas o el funcionamiento per-
manente de los partidos en periodos no electorales (Urizar et al. 2012). 
Al mismo tiempo, las prácticas dentro de los partidos políticos para distribuir 
recursos son importantes. Aunque dependen de la cultura político partidista, 
las normas de financiamiento pueden afectar la idiosincrasia y las dinámicas 
particulares de cada organización política porque condicionan determinado 
tipo de decisiones o porque exigen el cumplimiento de una serie de reglas (por 
ejemplo, que se destine una cantidad específica de dinero para la capacitación 
y/o el fortalecimiento del liderazgo de las mujeres).

En cuanto a los sistemas de financiamiento político (bien sean públicos 
o privados), la equidad y la transparencia tienen igual importancia, pero los 
mecanismos para asegurar la equidad son instrumentos requeridos para ase-
gurar una mayor participación política (Zovatto 2005; Casas-Zamora 
2005) especialmente hacia las mujeres. Las regulaciones formales y legales 
sobre el financiamiento público pueden ayudar a romper los “techos de bille-
tes” (Pomares 2014), es decir, las barreras que existen sobre la igualdad de 
participación política de mujeres y hombres (Ohman 2018: 7). Es más, se las 
suele considerar como un “mecanismo de compensación de las disparidades” 
(Ferreira 2013: 80), que funcionan mucho mejor cuando hay pleno ejercicio 
del Estado de derecho, un compromiso efectivo de las autoridades electorales, 
del movimiento de mujeres y de la ciudadanía por el cumplimiento de las nor-
mas y se cuenta con la participación política de las mujeres. En este sentido, 
el sistema de financiamiento público también ha servido para fomentar una 
concepción particular de la democracia y los partidos políticos, por la cual los 
partidos son vistos cada vez más como un bien público esencial para la demo-
cracia (Van Bizen 2004; Katz 1996).

Aun cuando diversos estudios han analizado los factores institucionales y 
no institucionales que contribuyen a que más mujeres participen en política 
(Freidenberg et al. 2018; Schwindt-Bayer 2018; Došek et al. 2017), 
algunos pocos se han centrado solo en la dimensión del financiamiento de 
manera comparada en diversos países de América Latina (Estrada 2018; 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2016; 
Ferreira 2013). Los trabajos que han mirado esta dimensión han destacado 
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que en los modelos de financiamiento que mejoran las condiciones de equi-
dad en la participación y favorecen el éxito de las candidaturas de mujeres se 
encuentran aquellos que contienen: a) normas que promueven el uso de recur-
sos que nivelan la cancha, b) normas que restringen los recursos financieros 
que generan efectos adversos, c) normas que establecen topes de gasto de cam-
pañas y d) las normas que exigen la transparencia de los sistemas de financia-
miento político.

a)	 Normas que promueven el uso de recursos que nivelan la cancha: los SFP 
públicos (versus los predominantemente privados) tienden a generar más 
equidad, incluso para las candidatas. En este sentido, la existencia de 
SFP públicos, con candados, proveen un piso mínimo de equidad para 
las candidatas al otorgarles —a priori— fondos para comenzar sus cam-
pañas. Algunos de esos candados incluyen el establecimiento de méto-
dos claros de cálculo y criterios definidos para la distribución de fondos 
entre los partidos y entre las candidaturas dentro de cada partido, fechas 
establecidas para la entrega de los fondos, y la inclusión de mecanismos 
directos o indirectos para apoyar a las candidaturas de grupos subrepre-
sentados, como las mujeres. Se suele establecer la distribución de un por-
centaje de financiamiento público etiquetado con perspectiva de género, 
y que, por lo tanto, obliga a los partidos a entregar ese financiamiento 
para el fortalecimiento del liderazgo de mujeres dentro del partido y sus 
campañas. El financiamiento público dirigido, directo o indirecto, es, 
entonces, un mecanismo que contribuye a nivelar la competencia frente 
a otras candidaturas.14

b)	 Normas que restringen los recursos financieros que generan efectos 
adversos: el uso del financiamiento público para las campañas electora-
les debe tener restricciones para poder asegurar equidad en la competen-
cia electoral. Cuando la ciudadanía o quienes ejercen el poder público 
utilizan inadecuadamente los recursos gubernamentales, esos fondos 
públicos pierden su naturaleza imparcial y se ve afectada la capacidad 

14	 En México, para la elección de 2021, las mujeres debían contar al menos con 40 % del financiamiento público de 
las campañas e igual acceso a los tiempos de radio y televisión, a fin de que compitan en igualdad de condiciones 
que sus homólogos hombres en candidaturas equiparables (Acuerdo INE/CG517/2020, art. 14).
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del sistema político de generar condiciones de equidad. El uso de recur-
sos gubernamentales para propósitos electorales desvirtúa la equidad 
electoral porque solo aquellos que están en el poder son quienes pueden 
usarlos. En este marco, un SFP con equidad es aquel que prohíbe el uso 
de recursos estatales para propósitos electorales a través de prohibiciones 
a la propaganda para promover asuntos del gobierno, al uso de oficinas 
públicas para propósitos de la campaña, al uso de fondos públicos para 
la campaña y, finalmente, a través de prohibiciones al uso de programas 
sociales gubernamentales con fines electorales, la compra de votos o el 
financiamiento de redes clientelares. Aunque estas condiciones inequi-
tativas afectan tanto a las mujeres como a los hombres que disputan un 
cargo electoral, las mujeres se ven más afectadas dadas las dificultades 
que ya enfrentan para pertenecer a las cúpulas partidistas que son las 
que controlan las redes de financiamiento y/o al acceso a fondos directos 
para cubrir los gastos de sus campañas.

c)	 Normas que establecen topes de gasto de campañas: mientras más altos 
sean los costos de las campañas, más difícil será para que las mujeres, 
y otros grupos históricamente marginados, puedan competir y efecti-
vamente ganar una elección. El problema es que, en sociedades como 
las latinoamericanas, con altos niveles de inequidad socioeconómica (en 
la cual los recursos privados se concentran en unos pocos), optar por 
un modelo de financiamiento privado (únicamente) afecta la equidad 
electoral, y afecta desproporcionadamente a las mujeres y otros grupos 
en situación de exclusión social. En otras palabras, el financiamiento pri-
vado de campañas también puede afectar la equidad. Si se contempla 
algún grado de financiamiento privado, es clave poner límites a esos fon-
dos privados. Algunos mecanismos para este fin incluyen la prohibición 
de contribuciones anónimas, financiamiento directo o indirecto prove-
niente del extranjero, contribuciones de contratistas y entidades legales, 
incluidos los medios de comunicación, y finalmente, aquellos que consi-
deran la posibilidad de imponer límites a las contribuciones individuales 
(directas o indirectas). 
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3.2 	 Modelos de financiamiento público con perspectiva 	
	 de género en América Latina 

Dentro de las diversas regulaciones sobre la provisión de financiamiento 
público a los partidos políticos suele haber una partida etiquetada para activi-
dades relacionadas con el género. Según una investigación reciente (Ohman 
2018: 7), tales disposiciones existen actualmente en alrededor de treinta paí-
ses, tanto en democracias consolidadas como emergentes, siendo una regula-
ción cada vez más común en las últimas dos décadas. Más allá del modelo 
de financiamiento ideal que propende incrementar las posibilidades de 
las mujeres de entrar a espacios políticos, América Latina ha dado algu-
nos pasos importantes en términos de la regulación pública con enfoque 
de género hacia los partidos, que puede sistematizarse en cuatro grupos: a) 
financiamiento para capacitación y fortalecimiento de liderazgo de las muje-
res, b) financiamiento para promoción de liderazgos en medios de comuni-
cación de masas, c) financiamiento "plus" a los partidos por tener candidatas 
electoralmente exitosas, y d) financiamiento para actividades concretas sobre 
igualdad y diseño de políticas públicas.

a)	 Financiamiento para capacitación y fortalecimiento de liderazgo de las 
mujeres: los países suelen disponer de un porcentaje de fondos públicos 
asignados a los partidos para capacitar y fortalecer el liderazgo de mujeres 
militantes. Esta suele ser la estrategia más común encontrada en las refor-
mas implementadas en América Latina. Panamá aprobó que un 25 % 
del financiamiento público hacia los partidos debía ser destinado para 
capacitar a mujeres en 2006; Costa Rica lo hizo en 2009 (porcentaje 
no determinado) y México, en 2008 (un 2 % a nivel federal, teniendo 
cada entidad federativa un porcentaje diferente); luego, en la reforma 
constitucional de 2014, pasó al 3 % y en 2022, a un 10 %. Por su parte, 
Honduras estableció que un 10 % de la deuda pública de los partidos 
debía ser destinado a capacitación y promoción política de las mujeres, 
y que esto debía ponerse en marcha a partir de 2013;15 Colombia señaló 

15	 Artículo 105.A. “Con el objeto de fortalecer las capacidades requeridas para que el principio de paridad se imple-
mente con igualdad de oportunidades para las mujeres, el Tribunal Supremo Electoral a partir del 2013 hará las 
previsiones presupuestarias con el propósito de su inclusión en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la 
República a fin de transferir anualmente a los partidos políticos, un monto equivalente al diez por ciento (10 %) 
de la deuda política, que le corresponde a cada uno de los partidos políticos. Dichos fondos deberán ser utilizados 
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que fuera un 15 % y Brasil, un mínimo de 5 % del fondo partidario para 
formar y difundir la participación de las mujeres.16 

b)	 Financiamiento para promoción de liderazgos en medios de comunica-
ción: otro elemento introducido en los modelos de financiamiento con 
perspectiva de género es el uso de la franja electoral para promocionar 
candidaturas de mujeres en Brasil. La legislación brasileña es la única 
que ha incorporado el financiamiento público indirecto de candida-
turas de mujeres con un 10 % del tiempo en franja que por ley debe 
ser usado para candidaturas femeninas (Estrada 2018; Muñoz-
Pogossian 2016). 

c)	 Financiamiento "plus" a los partidos por tener candidatas electoralmente 
exitosas: un elemento novedoso ha sido la entrega de recursos específi-
cos a aquellos partidos que consiguen que sus candidatas mujeres ganen 
elecciones, lo que para esta investigación hemos denominado “plus de 
financiamiento”. Esta medida se ha incorporado recientemente en la 
legislación de Colombia y Chile, pensada como incentivo directo a las 
dirigencias de los partidos para incrementar el número de candidatas 
que impulsa cada partido.17 En Colombia se establece que el 5 % del 
financiamiento se distribuya en proporción al número de mujeres elegi-
das en las corporaciones públicas. 

exclusivamente para la capacitación y promoción política de las mujeres; los partidos políticos podrán aplicar 
mecanismos financieros para anticipar recursos y cancelar los adeudos cuando se reciba la transferencia. El Tri-
bunal Supremo Electoral reglamentará y supervisará la transferencia y ejecución de estos fondos, y establecerá las 
sanciones pecuniarias y administrativas que correspondan cuando los mismos no se utilicen para el fin establecido” 
(Decreto n.° 54-2012). Disponible en http://bit.ly/3TYpAUX

16	 Según la Ley n.° 9.096 de 1995, Brasil contempla un fondo partidario integrado por las multas y sanciones im-
puestas por el Código Electoral y otras leyes. En el artículo 44 de dicha Ley se establece que los partidos deben 
destinar un porcentaje de esos recursos para la creación, y mantenimiento de programas de promoción y difusión 
de la participación política de las mujeres.

17	 Gazmuri et al. (2021: 7) señalan que los partidos son compensados con 500 unidades de fomento (UF) por cada 
una de sus candidatas mujeres electas, dinero que podían ocupar únicamente para actividades que busquen pro-
mover la inclusión y participación femenina en política. Del mismo modo, la Ley n.° 20.840 establece que candi-
daturas y partidos tendrán una devolución adicional de 0.01 UF por voto obtenido para el caso de las candidatas, 
lo que corresponde a un aumento de 25 % en la devolución de gastos por voto en relación con las candidaturas 
masculinas.
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d)	 Financiamiento para actividades de divulgación sobre igualdad y diseño 
de políticas públicas: otra forma de financiación pública dirigida al 
género que se centra principalmente en mejorar el equilibrio de género 
en la política es la asignación de fondos públicos a los partidos políti-
cos, para que utilicen un determinado porcentaje para actividades de 
divulgación relacionadas con la igualdad de género, a fin de aumentar 
el papel de las mujeres en los partidos políticos e, incluso, la obligación 
de desarrollar un plan de acción de género. En Costa Rica, por ejemplo, 
se prevé la creación de un fondo con obligación de utilización paritaria 
para la formación en valores democráticos (igualdad de género, derechos 
humanos o empoderamiento). En Honduras se exige el diseño de una 
política de igualdad por cada partido, condición necesaria (en la norma) 
para poder hacer las transferencias de dinero. 

Cualquier tipo de medidas que se decidan aprobar para acompañar el pro-
ceso de financiamiento a las mujeres candidatas debe estar correctamente 
reglamentado, con una clara definición sobre qué se entiende por actividades 
de formación, qué indicadores se emplearán para evaluarlas, qué contenidos 
deben tener estas, cuál será el ente fiscalizador y cuáles serán las consecuencias 
en caso de que el dinero destinado no se emplee de manera correcta. Así, se 
podrá evaluar de manera efectiva si la formación está contribuyendo a insta-
lar capacidades y mejorar la posición de las mujeres al interior de los partidos 
(Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2016: 31). 
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Tabla 1

Reglas electorales respecto a financiamiento político con perspectiva 
de género en América Latina

País Financiamiento con perspectiva de género Rubro Legislación

Brasil

Al menos 5 % de los recursos del fondo 
partidario han de ser empleados en 
programas de promoción y difusión de la 
participación de las mujeres en la política 
(aporte público orientado).

Espacio franja (mínimo 10 %) para 
promoción y divulgación de la 
participación de las mujeres en política.

El 30 % de los recursos con los que cuentan 
los partidos políticos para las campañas 
electorales deberán dedicarse a financiar 
candidaturas de mujeres, dado que la cuota 
es del 30 %.

Promoción 

y difusión

Acceso a medios

Promoción

Art. 44, Ley n.° 9.096 de 1995 

Ley n.° 12.034 de 2009
Ley n.° 13.165 de 2015
Ley n.° 23.464 de 201518

Resolución del Tribunal 
Superior Electoral n.° 23.568 
del 24/05/201819

Chile

Sí, 10 % del financiamiento público 
dedicado a capacitación.

Compensación a los partidos por mujeres 
electas (500 UF) y uso de ese recurso para 
actividades de inclusión y participación de 
las mujeres. 

Candidatas a senadoras y diputadas tienen 
derecho a un reembolso adicional de 
sus gastos electorales, de cargo fiscal, de 
0,0100 UF por cada voto obtenido.

Capacitación

Plus de 
financiación por 
mujeres electas

Art. 33 bis. Ley n.°18.603

Art. 2, Ley n.° 19.884
Ley n.° 20.840

Art. 3, Ley n.° 19.884

18	 La administración de los recursos del fondo de fortalecimiento para las mujeres se debe realizar a través de cuentas 
bancarias específicas abiertas por los partidos políticos, según dicha norma (Estrada 2018, 9). El monto debe 
ser de un mínimo de 5 % a un máximo del 15 % del fondo partidario para el financiamiento de campañas de las 
candidatas mujeres (Ley n.° 13.165 de 2015). 

19	 Disponible en http://www.tse.jus.br/legislacao/codigo-eleitoral/normas-editadas-pelo-tse/resolucao-no-23-568-de-
24-de-maio-de-2018-2013-brasilia-df [Fecha de consulta: 15 de julio de 2022, 13:46 h.]. La Acción Directa por 
Inconstitucionalidad (ADI) n.º 5.617 fue juzgada procedente por el Tribunal Supremo Federal, quien interpretó, 
de acuerdo a la Constitución, el artículo 9 de la Ley n.° 13.165/2015, que el monto mínimo de recursos del fondo 
partidario que deben ser designados a las candidaturas femeninas debía equipararse al mínimo legal de candida-
turas femeninas que debe ser respetado por los partidos de acuerdo a la Ley n.° 9.504/1997. Es decir, no debe ser 
menor al 30 % para elecciones mayoritarias y proporcionales. Además, fija que, en el caso de haber proporción de 
candidaturas femeninas superior al 30 %, el mínimo de recursos globales del partido destinados a campañas le sean 
destinados en la misma proporción. Más información en el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina 
y el Caribe, disponible en https://oig.cepal.org/es/laws/3/country/brasil-7 
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Colombia

Sí, 15 % debe destinarse a actividades que 
promocionen la inclusión de mujeres, 
jóvenes y minorías étnicas (aporte público 
orientado).
5 % se distribuirá por partes iguales entre 
todos los partidos o movimientos políticos 
en proporción al número de mujeres 
elegidas en las corporaciones públicas.

Promoción y 
capacitación

Plus de 
financiación por 
mujeres electas

Art.18 de la Ley de Partidos 
Políticos n.° 1.475

Art. 17 de la Ley de Partidos 
Políticos n.° 1.475

Costa Rica

Aporte público orientado (sin especificar 
montos). Promoción 1990

Sí, pero no especifica porcentajes o montos.
“Los partidos políticos deben invertir 
parte de su presupuesto para alentar 
la capacitación de mujeres de forma 
permanente y paritaria, la concientización 
de la igualdad de los géneros, la promoción 
de los liderazgos, la participación política, 
el empoderamiento, la postulación y el 
ejercicio de puestos de decisión, entre 
otros”.

El TSE controlará si el dinero público se 
utilizó efectivamente para fomentar la 
igualdad; caso contrario, no autorizará el 
pago del monto en el rubro de capacitación. 

“Los partidos políticos garantizarán, en sus 
respectivas liquidaciones, que los gastos 
que realicen en el rubro de capacitación 
durante el periodo no electoral están 
siendo destinados, en sus montos y 
actividades, a la formación y promoción de 
ambos géneros en condiciones de efectiva 
igualdad, según el inciso p) del artículo 
52 de este Código. Para tal fin, deberán 
acompañar la liquidación respectiva 
con una certificación emitida por un 
contador público autorizado, en la que 
se especifique el cumplimiento de esta 
norma. Si la certificación no se aportara, 
el TSE entenderá que el respectivo partido 
político no cumplió y no autorizará el pago 
de monto alguno en ese rubro”.

Creación de un fondo paritario para la 
promoción de valores democráticos.

Capacitación Art. 103 de la Ley n.° 8.765 de 
2009
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Honduras

Sí, 10 % para la motivación, capacitación y 
formación de jóvenes y mujeres.

Penalidad sobre monto del financiamiento 
público. 

Los presupuestos deben transferir a los 
partidos políticos un monto equivalente 
al 10 % de la deuda pública para cada 
partido destinado a la capacitación.

Capacitación 
y promoción 
política

Art. 82 de la Ley Electoral y 
de las Organizaciones Políticas 
(LEOP) del 2007/2008

Art. 105A de la LEOP 
(Decreto n.° 54-2012)

México

Sí, 2 % del aporte público orientado (de lo 
entregado anualmente).

Promoción y 
capacitación 2007

Sí, mínimo 2 % anual a actividades de 
promoción del liderazgo femenino (2008-
2014).

Sí, mínimo 3 % anual a actividades de 
promoción del liderazgo femenino (2014-
2022).

Sí, 10 % anual para actividades para 
capacitar, promocionar y desarrollar el 
liderazgo político de las mujeres (2022).

Promoción y 
capacitación

Art. 78 inc. A, fracción 
V de Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos 
Electorales (2008)

Ley General de Partidos 
Políticos de 2014

Reglamento para la 
Fiscalización de los Recursos 
de los Partidos Políticos 
Nacionales

Reforma al art. 199 de la 
LGIPE, del 9 de febrero de 
202220

Panamá

Sí, el 2.5 % del aporte público. Promoción 2002

Para estas actividades se destinará un 
mínimo de 25 %. Del aporte anual con 
base en votos se deberá garantizar un 
porcentaje mínimo del 10 % para el 
desarrollo de actividades exclusivas para la 
capacitación de mujeres.

Capacitación Art. 169 inc. 2.4c de la Ley nº 60 
(Código Electoral) de 2006

Sí, 20 % del aporte público orientado para 
capacitación. Capacitación 2012

Sí, 20 % actividades exclusivas para 
capacitación de mujeres coordinadas con 
la Secretaría de la Mujer (o equivalente).

Capacitación Art. 48 inc. 24 d de la Ley n.° 29 
de 2017

Fuente: Elaboración propia con base en la legislación vigente y apoyada en Estrada (2018); Ferreira (2013); Muñoz-Pogossian 
y Fin (2017) y del Observatorio de Reformas Políticas en América Latina (1978-2022). 

Fecha de revisión y actualización: agosto de 2022

20	 La Cámara de Diputadas y Diputados aprobó el 9 de febrero de 2022 por 480 votos (96 % de sus miembros) una 
reforma al artículo 199 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (Lgipe), con la finalidad 
de establecer que la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral (INE) tenga la facultad de 
promover que a los organismos de mujeres de cada partido político le sea asignado el 10 % de su financiamiento 
público ordinario para capacitar, promocionar y desarrollar el liderazgo político de las mujeres (Humprey 2022). 

País Financiamiento con perspectiva de género Rubro Legislación
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3.3 	 Las limitaciones de las reglas formales y las 		
	 prácticas alternativas de los partidos políticos 

Los mecanismos formales de financiamiento público con perspectiva de género 
tienen limitaciones tales como el tipo de control y fiscalización del uso de ese 
dinero etiquetado con perspectiva de género. En tal sentido, se debe velar por 
que se controle que efectivamente se destine a la formación y capacitación de 
mujeres; que las actividades del rubro de capacitación y formación de mujeres 
efectivamente supongan formación en perspectiva de género; que ese recurso 
no sea solo para épocas electorales, sino que también exista financiamiento en 
periodos no electorales; que se controle claramente el uso que se hace de ese 
recurso y que haya sanciones que incluso hagan perder el registro cuando no 
se cumplan.21 Asimismo, ese recurso destinado a la capacitación de liderazgo 
no necesariamente contribuye a financiar de manera directa las campañas 
de las candidatas, uno de los obstáculos más fuertes que deben enfrentar las 
mujeres. Los efectos de estos recursos serán más eficientes mientras el finan-
ciamiento público sea una fuente de recursos relevante para los partidos polí-
ticos. Si estos pueden obtener financiamiento por otros medios, los efectos de 
los incentivos o las sanciones monetarias no serán tan importantes como se 
esperaría al aprobar dicha norma (Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo 2016 37).

En Costa Rica, por ejemplo, donde los partidos deben destinar un porcen-
taje a la promoción del liderazgo femenino, no existen aún instrumentos efi-
cientes que garanticen la planeación, programación y evaluación de la utiliza-
ción de recursos públicos dentro de los partidos para fortalecer el liderazgo de 
las mujeres políticas (Muñoz-Pogossian y Finn 2016) ni tampoco estrate-
gias de fiscalización con perspectiva de género regladas desde la ley, de manera 
que el control de los recursos que se les entrega a los partidos sea monitoreado 
a partir de las demandas y necesidades de formación y liderazgo de las mujeres. 

21	 El financiamiento específico basado en la elegibilidad describe sistemas en los que los partidos solo pueden acceder 
a todo o parte del financiamiento público si cumplen con ciertas reglamentaciones sobre igualdad de género, 
generalmente que alcanzan un cierto nivel de equilibrio de género entre sus candidatos nominados o elegidos. 
En la práctica, esto se hace comúnmente dejando de lado una cierta proporción de los fondos públicos dedicados, 
haciéndolo accesible solo a los partidos que han cumplido con tales disposiciones. La versión más extrema de atar 
el financiamiento público a la igualdad de género es aquella en la que los partidos que no cumplen ciertos crite-
rios no reciben ningún tipo de financiación pública (Ohman 2018). Una experiencia interesante en este sentido 
es la de Costa Rica, donde además pueden perder el registro jurídico de partido si no cumplen con las normas 
(Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2016: 28). 
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En Honduras, a pesar de que mediante una interpretación extensiva del 
principio de paridad se decidió destinar el 10 % del financiamiento público 
dirigido a la promoción de la participación política de las mujeres, en la prác-
tica ni los partidos ni el Tribunal Superior de Elecciones lo ponen en prác-
tica. Esta decisión evidencia la voluntad política de las autoridades hondure-
ñas en la práctica (Muñoz-Pogossian y Finn 2016), y da cuenta de que 
deben contemplarse herramientas transparentes y eficientes para fiscalizar la 
transferencia anual establecida por ley, y el uso adecuado de ese 10 % para la 
capacitación y la promoción política de las mujeres.22 En el mismo sentido, 
en México, a pesar de que existen reglas claras respecto al financiamiento 
para la capacitación y el fortalecimiento del liderazgo de las mujeres, diversas 
investigaciones han evidenciado que los partidos no ejecutan ese recurso de 
manera adecuada (Vázquez Piñón y Vázquez Correa 2021; Arteta 
2021; Estrada 2018) o, en su caso, sus actividades no están directamente 
relacionadas con el objetivo de capacitación de las mujeres en términos de 
autonomía y agencia.23  

La experiencia mexicana da cuenta de la relevancia de contar con autorida-
des electorales que puedan identificar claramente qué significa destinar fondos 
para actividades que permitan el fortalecimiento del liderazgo, y que faciliten 
poder ejercer de manera directa y clara la fiscalización de esos recursos otor-
gados a los partidos para el fortalecimiento del liderazgo de las mujeres.24 Las 
investigaciones han evidenciado el mal uso que han hecho los partidos políti-
cos del 3 % establecido en la reforma constitucional de 2014 (Arteta 2021). 

22	 Según la Red de Mujeres Interpartidarias y el Observatorio Político de las Mujeres, esto no ocurre en la práctica. 
Publicado en El Heraldo. Disponible en http://bit.ly/3U1VNLl

23	 En 2011 el Consejo General del Instituto Federal Electoral (IFE) aprobó disposiciones reglamentarias que clarifi-
caran qué se entendía como “capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político” (Acuerdo CG201/2011). 
En esta disposición se decidió que los partidos debían programar el gasto para el desarrollo de actividades especí-
ficas de capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres y que para ello debían “seguir 
reglas contables basadas en la planificación, programación, evaluación y seguimiento” (Estrada 2018: 14). De 
ahí que los partidos debieran desarrollar “Programas Anuales de Trabajo” (PAT), los que deben ser entregados 
dentro de los 30 días siguientes a la aprobación del financiamiento público y suponen ejercicios de evaluación de 
calidad de la ejecución del gasto del dinero público otorgado a los partidos por parte de la autoridad.  

24	 El Consejo General del Instituto Nacional Electoral de México aprobó el 12 de septiembre de 2018 el "Protocolo 
para la implementación de buenas prácticas en el ejercicio de los recursos del gasto programado: capacitación, 
promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres", por la necesidad de erradicar la simulación respecto 
al destino de los recursos públicos entregados a los partidos políticos para el fortalecimiento del liderazgo político 
de las mujeres. Ya que, en muchas ocasiones, el reporte de gasto no suele corresponder en sentido estricto al monto 
presupuestado, o bien, este financiamiento se ha utilizado para cubrir otros gastos ordinarios (Ravel 2018). 
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Los esfuerzos de evaluación de los Programas Anuales de Trabajo (PAT), que 
ha desarrollado la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional 
Electoral (INE), han evidenciado diversas situaciones de simulación de dichos 
recursos, en los que los mismos han sido usados en actividades como la com-
pra de gasolina, impresión de folletos, mandiles, mastografías, escobas, folle-
tos rosas, o simplemente que dichos recursos no se ejercen (Vázquez Piñón 
y Vázquez Correa 2021), todo ello a pesar de que existen instrumentos 
claros como el "Protocolo para la implementación de buenas prácticas en el 
ejercicio de los recursos del gasto programado", publicado por el INE en 2018.

Los partidos políticos, además, llevan a cabo prácticas informales alternati-
vas para el acceso y la distribución de los fondos (Freidenberg y Levitsky 
2007), y eso también incluye el modo en que las mujeres candidatas acceden a 
los recursos para sus campañas. Cuando los partidos se mueven en el mundo 
de la legalidad y de la formalidad, el financiamiento de las campañas y del pro-
pio partido se desarrolla a través de canales transparentes y predecibles. Tanto 
las contribuciones públicas como las privadas son reguladas por el Estado. El 
financiamiento público suele funcionar a partir de los subsidios que otorga el 
Estado al partido. La gestión de los recursos se hace a través del aparato del 
partido, es decir, la burocracia central (por ejemplo, a través de la tesorera o el 
tesorero, o del representante de finanzas que se haya registrado ante la auto-
ridad electoral), y no a través de políticos/as individuales o una fracción del 
mismo. Este suele ser un modelo de gestión de las finanzas que impacta sobre 
el modo en que funciona el partido, y que suele ser esperado por las autoridades 
electorales e incluso por la academia. 

A diferencia de ello, una gran parte de los partidos de América Latina (en 
particular, aquellos de “sistemas de partidos débilmente institucionalizados”, 
como los definieron originalmente Mainwaring y Scully (1995), se orga-
nizan de manera informal, siendo que sus finanzas no son transparentes ni 
están reguladas y, a menudo, son ilícitas (Freidenberg y Levitsky 2007). 
Los partidos no guardan los registros de las contribuciones privadas y el partido 
no se preocupa porque el manejo de sus finanzas sea transparente ni esté bajo la 
mirada del público. Las contribuciones privadas exceden los límites legales y, en 
algunos casos, estas incluyen pagos de fuentes ilícitas, como mafias, cárteles de 
la droga, y permiten el ingreso de dinero proveniente de entidades extranjeras. 
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Los partidos organizados de manera informal emplean de forma extendida 
recursos estatales de manera ilícita para cumplir sus funciones, y en estos sis-
temas suele ser bastante complicada la tarea de fiscalización de los recursos. 
Los criterios de distribución de ese dinero a las candidaturas suelen ser dis-
crecionales, descentralizados, y no suele haber registro ni castigo efectivo por 
no llevar un control formal de la organización y su dinero de operación. En 
muchos de esos partidos, el control de las finanzas muy pocas veces pasa por la 
burocracia central; más bien, es canalizado por personas, candidatos/as o redes 
de patronazgo, sean regionales y/o nacionales. En este tipo de partidos también 
es común que los/as propios/as candidatos/as paguen sus campañas y que, si el 
partido recibe dinero del Estado, esos montos se centren en las candidaturas de 
los líderes principales, normalmente nacionales, y no se distribuyan de manera 
equitativa en las candidaturas que compiten en todo el territorio. 

4.	 Recomendaciones de reformas partidistas y normativas 	
	 para romper los techos de billetes

Si bien no hay recetas mágicas, todo diseño de reglas debe indicar de manera 
clara y precisa al menos los siguientes elementos (Ferreira 2013): a) monto 
y reglas específicas del financiamiento público; b) distribución de las asigna-
ciones en al menos dos etapas, la de nominación (precandidatura) y la de cam-
paña; c) claridad en la determinación de quién es el sujeto que recibe el dinero 
y el que rinde cuentas por dicho dinero: si es el partido (y no la o el candidato/a 
individual), deben quedar claros cuáles son los criterios y los mecanismos de 
distribución de los ingresos entre las candidaturas; d) formato del aporte 
público, orientado más a que sea un adelanto o aporte previo que un reembolso 
de gastos; e) acceso a los medios de comunicación como aporte indirecto; f) 
establecimiento de límites a los gastos de campaña, dado que esto favorece a las 
candidaturas con menos fondos (como suelen ser las de las mujeres); g) reglas 
de financiación para el funcionamiento interno de los partidos, distribuidas 
para líneas o facciones internas y para candidaturas de manera equitativa; h) 
capacitación para las mujeres en el fortalecimiento de las campañas; y, final-
mente, i) sanciones claras por incumplimiento de las normas exigidas por ley. 

Los retos en el financiamiento de las carreras políticas pueden ser superados 
con algunas intervenciones tales como el establecimiento de redes independien-
tes de financiamiento, la concesión de dinero directo a las candidatas mujeres 
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registradas ante la autoridad electoral (sin que se le otorgue a las cúpulas de 
los partidos),25 la creación de un fondo dentro del partido político para apo-
yar las actividades de campaña o los costos de entrenamiento de las mujeres, 
y la implementación de incentivos o penalidades a través del financiamiento 
público. Además de las reformas existentes, se pueden considerar algunas otras 
estrategias no institucionales que pueden contribuir a reducir la brecha de 
género en el acceso a los recursos en las sociedades latinoamericanas: 

a)	 Financiamiento directo a las mujeres para el cuidado de los asuntos del 
hogar (pagar a personas que se ocupen del cuidado de la niñez, personas 
mayores u otras personas que se tienen a cargo, entre otros): una buena 
práctica es la que se aplica en Canadá, a través del Canada Elections Act, 
que supone asumir por parte del Estado gastos de campaña que reconci-
lian la vida privada y la vida pública de cualquier candidata o candidato. 
En su numeral 409(1) establece que los gastos personales de cualquier 
candidato/a incluirán todos aquellos que razonablemente tengan que 
incurrir para poder implementar sus campañas. En esta clasificación se 
incluyen: a) gastos de viaje y de manutención; b) gastos del cuidado de 
niños y niñas; c) gastos vinculados al cuidado de personas con discapaci-
dad en el hogar; que la candidata o el candidato tiene la responsabilidad 
de proveer; y finalmente, d) cualquier otro gasto en que la candidata o el 
candidato con alguna discapacidad tenga que incurrir para poder hacer 
su campaña.26  

b)	 Financiamiento adicional compensatorio para mujeres que deben dejar 
su trabajo formal para poder hacer política: aún en la región no exis-
ten este tipo de disposiciones en la ley, pero de manera similar a lo 
implementado en el caso de Canadá, se apuntaría a aliviar las pérdidas 
económicas de una mujer que decide entrar al mundo de la política. 
Teóricamente aplica para hombres y mujeres que se candidatean, pero, 
en la práctica, son las mujeres las que no suelen tener ahorros o accesos a 
fondos complementarios para sostener una campaña y deben abandonar 
un empleo formal.

25	 Honduras y Panamá son países donde las candidaturas (o al menos los independientes) pueden recibir financia-
miento público directo del Estado, sin que sea mediado por las estructuras partidistas.   

26	 Canada Elections Act (S.C. 2000, c. 9), disponible en http://bit.ly/3XuP5Ay    
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c)	 Líneas de créditos subsidiados para la actividad política o microcréditos 
por parte de los partidos políticos:27 en sistemas de financiamiento en 
los que los subsidios del Estado a las candidaturas llegan después de la 
elección (y no en el periodo preelectoral), ya existe la práctica de que los 
bancos otorguen créditos para pagar gastos de campaña, y lo hacen, al 
menos hasta muy recientemente, tomando en cuenta los resultados de 
las encuestas de intención del voto (ver Costa Rica). En este caso, se ten-
dría que generar un acuerdo con entidades bancarias y financistas para 
que apuesten por garantizar ese tipo de préstamos específicamente para 
las candidaturas de mujeres, ya sea mediante la organización partidista 
o de manera directa.  

d)	 El crowdfunding político, o recaudación de fondos en línea para candi-
daturas de mujeres: el crowdfunding político se puede definir como el 
proceso mediante el cual muchas personas donan pequeñas cantidades 
de dinero a una iniciativa política, a menudo un partido político, a través 
de medios predominantemente digitales (IDEA Internacional 2018). El 
caso más exitoso de crowdfunding político fue el del presidente Barack 
Obama (2009-2013, 2013-2017), quien rechazó el financiamiento 
público para su campaña y privilegió la búsqueda de pequeñas donacio-
nes por una gran cantidad de ciudadanas y ciudadanos, motivándolos 
por Facebook y Twitter. El crodwfunding tiene la ventaja de que mayor-
mente se hace en línea, usando redes sociales y medios electrónicos, 
reduciendo así la cantidad de tiempo que la candidata o el candidato 
tiene que invertir para recaudar financiamiento para su campaña. En la 
elección de México de 2018, un grupo de académicas, políticas y miem-
bros de la sociedad civil crearon una iniciativa de este tipo denominada 
“Fondo Paridad” para apoyar a las mujeres candidatas que necesitaban 
asistencia legal por casos de violencia política en razón de género.28 

27	 Ver la experiencia del New Democratic Party de Canadá, que genera sistemas de créditos para las mujeres o miem-
bros de grupos subrepresentados para que puedan acceder a dinero cuando están pensando en presentar su candi-
datura (Ferreira 2013).     

28	 Ver más sobre la campaña en http://bit.ly/3VoPjHv  
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e)	 Financiamiento público indirecto: el financiamiento de la política tam-
bién puede ser indirecto cuando se facilita en especie la promoción de las 
candidaturas, en este caso, de las mujeres. Proporcionar un acceso a los 
medios de comunicación es una manera de financiar indirectamente las 
candidaturas femeninas. Entre los países latinoamericanos, Brasil es el 
que ya abrió brecha en este sentido. Otra manera de proporcionar fondos 
públicos indirectos es el acceso a los medios de comunicación estatales, 
como en el caso de México, donde en la legislación se ha introducido una 
cláusula que obliga a garantizar un número de minutos paritarios a las 
candidaturas de mujeres.29  

f)	 Alianzas con Organizaciones de la Sociedad Civil (ONG) en pro de más 
representación de mujeres en política: estas organizaciones de mujeres 
tienen dos funciones primordiales: por un lado, con frecuencia cumplen 
un papel fundamental en la capacitación de mujeres que aspiran a can-
didatear o las candidatas; por el otro, tienen una función de abogacía 
primordial para promover los liderazgos de mujeres y generar consensos 
sociales en pro de su participación. Aunque aún no se empieza a produ-
cir en América Latina, las organizaciones de la sociedad civil también 
pueden tener un rol en la recaudación de fondos para candidaturas de 
mujeres, tal como EMILY’s List en Estados Unidos, Equal Voices en 
Canadá, o el Victory Fund, que en Estados Unidos apoya específica-
mente a mujeres de la comunidad LGBTI. Estas redes de recaudación 
de fondos son particularmente importantes donde no existe el financia-
miento público y las candidaturas tienen que recaudar fondos privados 
para disputar una elección.

5.		 La agenda pendiente para equilibrar la competencia 
entre mujeres y hombres

Las candidatas deben tener acceso a recursos para pagar los gastos de sus cam-
pañas políticas. El acceso al financiamiento resulta clave para aumentar sus pro-
babilidades de éxito electoral y también para hacer más equitativa la contienda. 

29	 Idealmente, la proporción de minutos en televisión estatal que tienen los partidos para promocionar sus campañas 
debería ser proporcional a la representación de mujeres en las listas, que en el caso de México es paritaria. Es decir, 
en un escenario que busca la equidad, el número de minutos que se otorga a un partido debería ser dividido parita-
riamente entre hombres y mujeres en campaña.     
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Algunos de los modelos de financiamiento político que favorecen el éxito de 
las candidatas incluyen aquellos que tienen a) normas que promueven el uso de 
recursos que nivelan la cancha de competencia electoral, b) normas que restrin-
gen el uso de fuentes de financiamiento que generan efectos adversos y c) normas 
que establecen topes de gasto (Muñoz-Pogossian y Freidenberg 2018). 
Estos mecanismos, junto a diagnósticos y presupuestos sensibles al género, 
suponen una agenda subversiva del orden social dominante.30  

Una serie de preguntas aún se deben responder en relación con el modo en 
que las mujeres financian sus campañas, y también respecto a cómo los parti-
dos deciden y organizan la distribución de los recursos financieros en América 
Latina. En esa línea, resulta clave explorar el papel de las instituciones infor-
males y el modo en que otros actores (no partidistas) participan de esas decisio-
nes. Aun cuando se han dado avances importantes respecto a la representación 
política de las mujeres en América Latina, todavía queda mucho por hacer: Las 
mujeres han avanzado en los puestos de representación popular, pero cuando 
compiten, lo hacen en una cancha inclinada. 

Si bien existe un amplio consenso en la actualidad respecto a la importancia 
de superar los aún significativos niveles de subrepresentación de los diversos 
sectores en la región, aún falta profundizar en las reformas que mejoren las con-
diciones de acceso a los cargos de representación. Por lo tanto, resulta urgente 
encontrar soluciones para aumentar la representación política de las mujeres, así 
como para mejorar las condiciones de igualdad en las que compiten. Estamos 
convencidas de que resulta clave continuar generando investigación comparada 
y empírica para responder estas preguntas y formular recomendaciones de 
reformas electorales concretas, y de prácticas políticas que puedan ayudar a 
eliminar las barreras en el acceso de las mujeres a posiciones de liderazgo polí-
tico. Nuevos estudios deberán atender también los factores estructurales que 
facilitan a las mujeres el acceso a los fondos para las campañas, al igual que 
identificar las herramientas prácticas y concretas que pueden usar las mujeres 
para encontrar ese dinero.

30	 Algunos países de América Latina y el Caribe han aprobado mecanismos de financiamiento público complemen-
tarios. Esos mecanismos buscan mejorar las condiciones de participación de las mujeres y pueden agruparse en 
cuatro: a) financiamiento para la formación y fortalecimiento del liderazgo de las mujeres (Panamá, México, Costa 
Rica, Colombia, Brasil, Honduras); b) financiamiento para promover las candidaturas de mujeres en los medios de 
comunicación de masas (Brasil); c) financiamiento adicional "plus" a los partidos que logren que las mujeres sean 
electas (Chile y Colombia); y d) financiamiento de actividades concretas en temas de igualdad y políticas públicas 
(Costa Rica y Honduras) (Muñoz-Pogossian y Freidenberg 2018).      
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País y año

Financiamiento público

Financiamiento público indirecto

Actividades 
comprendidas

Tiempos 
de entrega

Modalidades 
de acceso a TV

Criterios 
de distribución 
de franjas

Argentina (2019)
Beneficios tributarios, 
otros (impresión 
de boletas)

Ambos

Reducción del 10 % 
a 5 % de los tiempos 
gratuitos en TV 
y prohibición de 
contratación de espacios

Equitativo

Bolivia (2004) Beneficios fiscales No tiene Tiempos gratuitos Igualitarios 
por sorteo

Brasil (2017) No especifica Ambos Solo tiempos gratuitos Mixto (equitativo 
y fuerza electoral)

Chile (2016) No tiene Electoral
Tiempos gratuitos 
y publicidad pagada 
regulada

Equitativo

Colombia (2011) No tiene Ambos Solo tiempos gratuitos Equitativo

Costa Rica (2009) Uso de edificios 
públicos No tiene No tiene No tiene

Ecuador (2008) Beneficios impositivos, 
transporte No tiene Publicidad regulada sin 

tiempos gratuitos No tiene

Anexo 2

Financiamiento público indirecto en América Latina

Fuente: Observatorio de Reformas Políticas en América Latina (1978-2021). Ciudad de México: Instituto de 
Investigaciones Jurídicas (IIJUNAM) y Washington, D.C.: Secretaría de Fortalecimiento de la Democracia de la 

Organización de los Estados Americanos. Elaborada por Cristhian Uribe. Fecha de actualización: 11 de abril de 2021. 
Fecha de publicación: 29 de abril de 2021. http://bit.ly/3EqGrd
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ARTÍCULOS

El bien jurídico en el delito de financiamiento 
ilícito de partidos políticos: una aproximación 

teórica a partir del caso argentino

[Resumen] La legitimación relativa a la incriminación del delito de financiamiento ilícito de partidos 
políticos remite directamente a la específica ilicitud penal que eventualmente pueden contener algunas 
conductas de recaudación y aplicación de recursos materiales a la actividad política. Precisar qué se prote-
ge y cuál es la función del Derecho Penal en la actividad política electoral implica analizar y comprender 
una cadena de conceptos labrados en la Ciencia Política (Estasiología), así como en el Derecho Consti-
tucional, Electoral y Penal. Constituye un presupuesto elemental de toda tipificación penal establecer 
con claridad cuál es el bien jurídico protegido en el delito de financiamiento ilícito de los partidos po-
líticos. Este estudio pretende abordar de manera teórica aquello que resultaría digno de tutela penal en 
el contexto de la recaudación y aplicación de recursos económicos y financieros en la actividad política. 
La contribución concreta que se aspira a realizar consiste en establecer con claridad el genuino objeto de 
protección que cualquier regulación penal sobre la materia debería considerar.

[Palabras clave] Bien jurídico, financiamiento ilícito de los partidos políticos, sistema de partidos 
políticos, participación política, democracia interna.

[Title] The legal right in the crime of illicit financing of political parties: a theoretical approach based 
on the case of Argentina

[Abstract] The legitimacy related to the categorization of illicit financing of political parties as a crime 
refers directly to the specific criminality that may eventually appear in some funding conducts, and 
the application of material resources related to the political activity. Specifying what is protected and 
what is the role of Criminal Law in electoral political activity implies analyzing and understanding a 
chain of concepts developed in Political Science (Stasiology), as well as in Constitutional, Electoral, and 
Criminal Laws. It is fundamental to establish clearly the protected legal right to categorize the crime of 
illicit financing of political parties. This study aims to approach, in a theoretical manner, what would be 
worthy of criminal protection in the context of the funding and application of economic and financial 
resources in political activity. The specific aimed contribution of this article is to establish the genuine 
object of protection that any criminal regulation on the matter should consider.
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1.	 Introducción

El binomio “sistema de partidos políticos” / “elección” condensa todo el sis-
tema jurídico electoral en tanto conjunto unificado, limitado y complejo de 
normas electorales (principios y reglas, leyes, decretos, acordadas y sentencias), 
instituciones, prácticas operativas, ideologías jurídicas, estructuras y funciones 
que interactúan entre sí y que, al hacerlo, se diferencian de un “entorno” (polí-
tica, moral, economía, etc.), con el que también se comunican y condicionan, a 
través, sobre todo, de la regulación (programación) de determinadas relaciones 
sociales. Sin lugar a dudas, el sistema jurídico electoral es la “puerta” a la “sala de 
máquinas” de la Constitución, es decir, a las normas que organizan el poder.1 

A su vez, desde esta perspectiva, el sistema de partidos políticos es la inte-
racción comunicativa reglada del conjunto de partidos políticos en un espacio 
y tiempo determinados, generados por, para y en el régimen representativo. Se 
trata de un sistema social integrado por comunicaciones entre electores y elegi-
dos, de tipo representativo, mediante programas, enfoques y visiones distintas 
y plurales de los problemas de la comunidad y de los medios o planes de acción 
para superarlos. Su prestación más importante es la de intermediar articulada-
mente entre la sociedad y el Estado, canalizando, armonizando y ejecutando, 
en la formación institucional de la voluntad estatal, las expectativas, intereses 
y ambiciones comunes de la ciudadanía. Sus presupuestos lógicos o sintácticos 
son la libertad de asociación-reunión-participación y la democracia interna en 
los partidos políticos.

A esta velocidad o dimensión ordinaria o habitual del sistema jurídico 
electoral se le contrapone de modo complementario la dimensión extraordi-
naria o periódica denominada elección, en tanto procedimiento de selección 
característico de la democracia que torna operativa la voluntad de la mayoría. 
Dicho mecanismo selectivo, conforme a legislación electoral vigente, puede 
ser de autoridades partidarias y/o candidaturas (elecciones internas), de can-
didaturas (elecciones primarias) o de cargos públicos (elecciones generales), 
siendo presupuestos lógicos la titularidad del derecho fundamental a elegir 
libremente (sufragio), la regularidad competencial y procedimental (vigencia), 

1	 Gargarella (2014: 363-364), sobre la constatación de la desigualdad como el gran drama constitucional que en-
frenta Latinoamérica, alerta sobre los peligros de la falta de democratización política y económica.
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y la autenticidad (validez) de los comicios, como marco o contexto necesario 
para el ejercicio de dicha libertad electoral.

Entre derecho y política hay un tercero en discordia, que es el capital, cuya 
incidencia en la actividad electoral configura ámbitos de licitud e ilicitud 
(Ríos 2022: 126). Respecto a estos últimos es necesario identificar aquello 
que legitima la intervención punitiva. En cuanto a la tutela de la elección, en el 
ordenamiento jurídico argentino, así como en el de otros países, existe un catá-
logo de delitos y faltas electorales. Pero respecto al sistema de partidos políti-
cos, en el ordenamiento jurídico argentino vigente solo existen faltas reguladas 
de modo disperso y se carece de la tipificación del ilícito penal que lo afecta, 
concretamente del delito de financiamiento ilícito de los partidos políticos 
(Ríos 2020).2  

Constituye un presupuesto elemental de toda tipificación penal establecer 
con claridad cuál es el bien jurídico protegido en el delito de financiamiento 
ilícito de los partidos políticos. Este estudio pretende abordar de manera teó-
rica aquello que resultaría digno de tutela penal en el contexto de la recauda-
ción y aplicación de recursos económicos y financieros en la actividad política. 

La contribución concreta que se aspira a realizar consiste en establecer con 
claridad el genuino objeto de protección que cualquier regulación penal sobre 
la materia debería considerar.  

2.  Breve referencia al bien jurídico como estructura de 	
      legitimación de la intervención jurídico-penal  

Utilizar como concepto central el de norma jurídica3 no resulta incompatible 
con remitirnos a la noción de bien jurídico, en la medida en que consideremos 

2	 Por el momento, en el ordenamiento jurídico vigente en Argentina no se ha regulado sustancialmente ninguna 
figura penal de financiamiento ilícito de los partidos políticos. Ello no significa que el momento legislativo no 
haya percibido la problemática, sino que la ha abordado instaurando reglas procesales de prejudicialidad electoral 
y de atracción por conexidad objetiva de investigaciones penales en curso, mediante la última reforma a la Ley de 
Financiamiento de los Partidos Políticos n.º 27.504.

3	 La norma jurídica es una proposición prescriptiva (enunciado con sentido) perteneciente al mundo contrafácti-
co. No está ónticamente demostrada, sino deónticamente argumentada. Desde una perspectiva constructivista, la 
norma jurídica se construye para cada caso por cada operador que interprete y argumente los distintos enunciados 
en el marco de procesos jurídicos específicos (legislativos, judiciales o ejecutivos) y solo recibe la existencia de esa 
construcción en tanto se respeten los protocolos y técnicas constructivas de la teoría de la argumentación, que se 
sirve de reglas, principios, valores constitucionalizados, dúctiles y moldeables como todo valor, pero sistémicos e 
internos al sistema jurídico.
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que esta última expresión es una forma metafórica de referirnos a las propias 
normas (Jakobs 2020: 58-62). Así, el bien jurídico puede ser concebido como 
el eje material de las normas jurídico-penales (Hefendehl et al. 2007).

En el profuso debate acerca de la delimitación del sustrato material del 
bien jurídico se advierte una evolución del concepto que consiste en atravesar 
diversas consideraciones, tales como derecho subjetivo, bien, valor, estado o 
situación, interés social y hasta concepto constitucional (Fernández 2004: 
11-53). En tal sentido, la única restricción previamente dada a quienes legislan 
se encuentra en los principios de la Constitución como límite negativo.4  

El difundido término "bien jurídico" como concepto penal soporta dos 
clases de indagaciones: las ontológicas (¿qué es el bien jurídico?, ¿cuál es su 
esencia?), y las funcionales (¿cómo funciona?, ¿para qué sirve?, ¿por qué se pro-
tege penalmente?). La acentuación de uno de los puntos señalados condiciona 
el método utilizado para la descripción y comprensión de cualquier sistema 
represivo en su integralidad.

Es pertinente destacar que el concepto de bien jurídico reconoce tres dimen-
siones desde la segunda perspectiva señalada: a) la función axiológica, relacio-
nada con los aspectos valorativos del derecho represivo, y que permite la revi-
sión crítica sobre la necesidad e idoneidad de la intervención jurídico-penal en 
el ámbito electoral; b) la función de legitimación material de la norma penal-
electoral en el marco del estado constitucional de derecho, la cual suministra 
fundamento sustancial de la punibilidad en cuanto a la necesidad e idoneidad 
de la intervención penal; y c) la función teleológica o dogmática, que se divide 
en la función técnica, referida a la estructuración de los ámbitos de la ilicitud 
y sancionabilidad; y la función sistemática, como dispositivo de aglutinación, 
clasificación y jerarquización de los tipos penales, lo que facilita el diseño racio-
nal de la arquitectura del ordenamiento temático de la parte especial del dere-
cho positivo vigente (Fernández 2004: 1-10).

4	 Roxin (2015: 55-57) subraya que el bien jurídico, entendido como las circunstancias dadas o finalidades útiles para 
la persona y su libre desarrollo, en el marco de un sistema social global estructurado sobre la base de esa concepción 
de los fines o para el funcionamiento propio del sistema, le viene previamente dado o fijado quien legisle, pero no es 
previo a la Constitución, derivándose de ello las siguientes consecuencias: las conminaciones penales arbitrarias no 
protegen bienes jurídicos; las finalidades puramente ideológicas protegen bienes jurídicos; las meras inmoralidades 
no lesionan bienes jurídicos; los preceptos que crean o aseguran la desigualdad entre personas no protegen bienes 
jurídicos; y las contravenciones lesionan bienes jurídicos.
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3.	  El bien jurídico en el delito de financiamiento ilícito de 
partidos políticos: estado del debate   

En el específico debate acerca del bien jurídico tutelado por los delitos de 
financiación ilícita de partidos políticos se entrecruzan aspectos valorativos, 
fundamentos de índole sustancialista, diseños de la ilicitud y organización de 
los tipos penales; sin embargo, es posible distinguir dos líneas o posturas en las 
definiciones esbozadas por la doctrina, a saber: a) las que subrayan la función o 
trascendencia constitucional que titularizan los partidos políticos (concepción 
institucionalista); b) las que destacan el aspecto patrimonial o socioeconómico 
(concepción patrimonialista). Eventualmente podría agregarse una tercera 
variante, la cual acentúa la organización y complejidad de la criminalidad polí-
tica (concepción organizacional), aunque esta postura solo ha sido enunciada 
sin contar aún con desarrollo argumental acabado (Sierra 2017: 802). 

En el repaso de las opiniones sobre el tópico se advierte que las concep-
ciones institucionalistas se encuentran más difundidas que las concepciones 
patrimonialistas y organizacionales; sin embargo, ninguna de las perspectivas 
es excluyente o absoluta, circunstancia que corrobora que el objeto de tutela 
en los delitos de financiamiento ilícito de partidos políticos es poliédrico 
(Rebollo 2018b: 81). 

3.1 	 Concepción institucionalista 

Romero Flores (2005: 117 y 185), en ocasión de analizar los delitos electorales 
de financiación de partidos políticos, sostiene que los mismos se legitiman en 
la protección del “bien jurídico colectivo” con referencia individual en el dere-
cho de la electora o el elector a decidir su sufragio en condiciones de libertad, y 
en el entendimiento de que la objetividad y pureza de las consultas electorales 
integran intereses jurídico-sociales de toda la comunidad. Ello es complemen-
tado al analizar los delitos que afectan la vertiente económica del proceso elec-
toral pues, a su entender, se protege la regla de la pars conditio entre las fuerzas 
políticas. Finalmente, aboga por la incriminación de la “financiación irregular 
de los partidos políticos” tanto ordinaria como electoral.

Pérez Alonso (2018: 1447) y Martín Morales (2017: 14) coinciden en que 
las diversas formas de corrupción electoral ponen en peligro el propio sistema 
democrático, entendido como el conjunto de instituciones que conforman el 
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orden constitucional y, por dicha razón, la lucha contra la corrupción electoral 
constituye una exigencia fundamental del Estado democrático. Así, se requiere 
un sistema preventivo que reduzca la vulnerabilidad de las instituciones demo-
cráticas. Para esos fines es congruente y razonable el recurso al derecho penal 
en su carácter de última ratio, en los casos de corrupción política más graves, en 
los que la misma soberanía popular se vea fuertemente lesionada en su esencia y 
funciones, lo que sucedería si se tolerase la composición de un gobierno repre-
sentativo conformado con medios ilegítimos.

A la luz de nuestras categorías, se advierte que las posturas de Romero Flo-
res, por un lado, y de Pérez Alonso y Martín Morales,5 por el otro, conciben la 
legitimación de los delitos electorales de financiación de partidos políticos en 
función de la protección de la norma central “sufragio/comicios”, mientras que, 
desde la perspectiva aquí propuesta, esta clase de delitos se relacionan de modo 
directo y preferente con la otra norma central: “libertad de asociación-reunión-
participación / democracia interna”, y solo mediatamente con el proceso elec-
toral en sentido estricto. Advertir dicho matiz permitirá encontrar el verdadero 
centro de legitimación punitiva en la protección del orden constitucional.

Nieto Martín (2006: 123) ha sugerido que la “financiación ilegal de los 
partidos políticos” ostenta potencialidad suficiente como para alterar el fun-
cionamiento del sistema democrático.6 A partir de ello, como sustrato material 
de la tipificación de dicha conducta, eleva a la calidad de bienes jurídicos prote-
gidos la transparencia patrimonial de las organizaciones políticas, la igualdad 
de oportunidades entre las distintas fuerzas políticas y la democracia interna 
de los partidos políticos, todo lo cual alimenta finalmente la confianza en el 
sistema de partidos (Olaizola 2014: 191; Maroto 2015a: 302). En nues-
tro esquema, la transparencia y equidad son solo presupuestos protegidos por 
normas flanqueantes, mientras que la norma central está constituida por el 

5	 Pérez Alonso y Martín Morales (2017: 15-16), y Pérez Alonso (2018: 1454-1455) consideran que el Derecho 
Penal protege el proceso electoral desde la formación de la libertad de decidir votar, hasta el resultado final, sin 
que quepan actuaciones de carácter ilícito que en cualquier punto del proceso puedan incidir en el mismo o bien 
ofrecer resultados falseados. Bajo esta concepción, los delitos electorales, pese a su heterogeneidad, protegen el 
derecho de sufragio que se vertebra a través de los procesos electorales, cuyas normas y procedimientos regulan la 
legislación electoral como derecho de participación política en un Estado social y democrático de derecho.

6	 Nieto Martín (2006: 123) afirma: “Si con el cohecho se tutela la sumisión de la administración al principio de 
legalidad, con la financiación ilegal se tutela la igualdad de oportunidades entre las distintas fuerzas políticas y la 
transparencia patrimonial en la financiación del partido como requisito indispensable para que el voto pueda ser 
verdaderamente responsable y por tanto libre”.
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sistema de partidos políticos, integrado por la libertad de asociación-reunión-
participación y su democracia interna. 

Maroto Calatayud (2015a: 299 y 320-321), basado en la argumentación 
de Nieto Martín, precisará como fundamento del juicio de ilicitud la altera-
ción grave de la duración y funcionamiento del sistema de partidos, especial-
mente en lo referente a tres aspectos: a) la igualdad de oportunidades entre 
los partidos políticos; b) la democracia interna (evitar su quiebra); y c) la evi-
tación de la oligarquización y cartelización de las organizaciones políticas.7 
En referencia específica a la tipificación española de 2015, sostiene que son las 
propias funciones constitucionales de los partidos políticos las que merecen 
protección penal específica, sin desconocer que las prácticas de financiación 
ilegal suelen encuadrarse en un ámbito muy cercano al de los delitos contra la 
administración pública, particularmente el cohecho o tráfico de influencias 
(Maroto 2015b: 761).

Para Maroto Calatayud (2015a: 181, con remisión a Queralt 2012: 
20), las exigencias de una adecuada política criminal en materia de delitos de 
corrupción deben ser cimentadas sobre cuatro elementos centrales, a saber: 
1) correcta definición de los tipos penales; 2) penas adecuadas; 3) ejecución 
efectiva de penas (eficacia preventiva general y especial); y 4) sistema procesal 
garantista, idóneo en la investigación, eficaz en el tiempo de juzgamiento y no 
selectivo (chivos expiatorios).

En esa inteligencia también son cuatro los objetivos político-criminales de 
un delito de financiación ilegal: 1) contrarrestar en el plano dogmático, proce-
sal y simbólico los efectos perversos del actual modelo de intervención penal 
sobre el sistema de partidos; 2) promover en lo posible el cumplimiento de 
la legislación en materia de financiación de partidos, mediante amenazas de 
sanción penal a su vulneración; 3) promover el correcto funcionamiento de 
los mecanismos de control externo del régimen financiero de los partidos polí-
ticos; y 4) promover el desarrollo y puesta en funcionamiento de mecanis-
mos de control interno y autorregulación, basados en el fortalecimiento de la 

7	 En relación con la cuestión más genérica relativa, la responsabilidad penal de los partidos políticos como un ins-
trumento capaz de incentivar comportamientos más respetuosos con el mandato constitucional de democracia 
interna, León Alapont (2019: 186-188) critica, en general, la posición de Maroto Calatayud al considerarla una 
“concepción moralizante del Derecho”.
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democracia interna de los partidos políticos, los programas de cumplimiento y los 
mecanismos restaurativos (Maroto 2015a: 320, 2017: 839-846).8 

Esa propuesta político-criminal busca incentivar un modelo normati-
vamente legítimo de partido político y de sistema de partidos políticos que 
contrarreste las tendencias cartelizadoras del sistema político nacional o, al 
menos, que evite que la huida a un derecho penal inoperante sea utilizada 
para legitimar y hasta fortalecer las tendencias oligárquicas de los grandes 
partidos políticos.9  

A criterio de Maroto Calatayud, la naturaleza pluriofensiva de la financia-
ción ilegal no puede limitarse a una concepción de una financiación corrupta 
exclusivamente ligada a determinadas funciones de la administración pública 
o su patrimonio (partidos como entidades públicas), ni a una concepción 
socio-patrimonial de la corrupción basada en la analogía con los delitos socie-
tarios (partidos como empresas), ni tampoco a una concepción que identifique 
el ilícito de organización (partidos como asociación de criminalidad organi-
zada). Por todo ello, sugiere ubicar el tipo autónomo de financiamiento ilegal 
de los partidos políticos dentro del título relativo a los “delitos contra la Cons-
titución”, dado que el bien jurídico funcional o instrumental es, a su criterio, 
el propio funcionamiento del sistema de partidos como objeto de protección, 
siendo el núcleo material las funciones constitucionales que los partidos tienen 
asignadas y, en particular, el principio constitucional de democracia interna 
(Maroto 2015a: 320-321). 

Más allá de su postura institucionalista, el citado autor percibe tres bloques 
de bienes jurídicos implicados en una concepción amplia de la corrupción. 

8	 Sobre ello ha vuelto a reflexionar, ante lo que considera el evidente fracaso de la regulación de los partidos polí-
ticos, observando la democracia interna como problema y mecanismo de intervención, pues, en tanto mandato 
constitucional, considera que debe ser el punto de partida de una regulación más eficaz en la materia, en cuyo 
contexto el Derecho Penal puede ser entendido, en un sentido no necesariamente negativo, como una “muleta 
legitimadora” en la que se apoya un régimen normativo general demasiado débil para sostenerse por sí mismo. Al 
propio tiempo, preconiza la cultura de cumplimiento de las normas, la cultura organizativa, la introducción de 
mayores mecanismos deliberativos en el proceso legislativo, la denominada justicia procedimental y los programas 
de cumplimientos.

9	 Maroto Calatayud (2017: 843) textualmente señala que la intervención penal es, a menudo, una herramienta 
tosca en términos prácticos, que no tiene por qué resultar beneficiosa, y que es particularmente delicada cuando se 
introduce en asuntos directamente relacionados con la vida política.
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a)	 Un primer bloque de bienes jurídicos colectivos relacionados con la 
función constitucional, en el que el ilícito se vincula a bienes jurídicos 
colectivos asociados a finalidades institucionales esenciales del Estado, 
concretamente con el funcionamiento constitucional del sistema de par-
tidos (principios de igualdad de oportunidades en la competencia entre 
partidos, su democracia interna y el principio de representación).10  

b)	 Un segundo bloque de bienes jurídicos patrimoniales y socioeconómi-
cos (públicos o privados), en el que el ilícito se vincula a determinadas 
disposiciones patrimoniales y toma la legitimación histórica que el orde-
namiento jurídico penal le dispensó al patrimonio.11  

c)	 Por último, un tercer bloque de bienes jurídicos de seguridad pública (tipos 
de organización criminal y de criminalidad organizada), en el cual el ilí-
cito se vincula al adelantamiento de la punibilidad a la conformación de la 
organización en sí misma12 (asociación ilícita) (Maroto 2015a: 185-187; 
reitera la distinción Rebollo 2018a: 331).

A nuestra interpretación, para Maroto Calatayud, el tipo penal del financia-
miento ilícito de los partidos políticos protege la vinculación democrática dada 
por la representación política de los partidos políticos a la ciudadanía. Según 
Maroto Calatayud (2015a: 190-191), los tres ámbitos o dimensiones en los que 
en la financiación de partidos políticos se necesita una adecuada protección de 
las relaciones de vinculación y representación democrática son 1) el partido polí-
tico-administración; 2) las relaciones entre partidos políticos; y 3) las relaciones 
internas del partido político, en especial entre sus dirigentes y representantes 
con las afiliadas y los afiliados y militantes, en las que existen obligaciones de 
comportamiento democrático13 emanadas de la función constitucional de los 

10	 Ejemplos: delitos contra la administración pública (cohecho, exacciones, colusión).
11	 Ejemplos: delitos electorales referentes al financiamiento irregular, delitos contra la propiedad (estafas, adminis-

traciones desleales), delitos fiscales (evasión), delitos contra el orden económico (blanqueo de capitales).
12	 Ejemplos: delitos de organización, como la asociación ilícita y el delito de participación en estructuras u organiza-

ciones cuya finalidad sea la financiación ilegal de partidos políticos.
13	 La configuración del bien jurídico en las conductas típicas del financiamiento ilícito de los partidos políticos debe 

orientarse a la promoción y protección de esas reglas de comportamiento democrático, en particular de las que 
sirven para contrarrestar y confrontar algunos de los problemas estructurales del sistema de partidos políticos que 
conducen a su cartelización. Ello en el ámbito penal se traduce en evitar formas de represión penal que sean instru-
mentalizadas simbólicamente por parte de los actores menos interesados en poner en marcha reformas efectivas.
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partidos políticos, y equiparables con la imparcialidad y objetividad como 
representación democrática de intereses. 

En cuanto al ámbito estatal (administración pública), los partidos políticos 
ostentan claras obligaciones de representación democrática con la ciudadanía 
en general.14 Así, Maroto Calatayud, teniendo en miras el sistema de partidos 
políticos en España, considera que ostenta una cercanía con el ejercicio y con-
trol de la función pública que hace a sus dirigentes y representantes funcional-
mente equiparables a funcionarias y funcionarios de hecho o, incluso, de dere-
cho. Es innegable que la financiación ilícita de los partidos políticos exhibe una 
cercanía a los delitos contra la administración pública.

En cuanto a las relaciones entre los propios partidos políticos, señala que en 
la competencia electoral propiamente dicha existen obligaciones de lealtad con 
las y los contendientes políticos y respeto de las reglas de competencia política 
democrática, tanto en la actuación ordinaria como en los procesos electora-
les. Desde esta segunda dimensión se advierte que la financiación ilícita de los 
partidos políticos exhibe una cercanía a los delitos electorales relativos a la vul-
neración de los principios y reglas que rigen la competencia democrática entre 
fuerzas políticas.

Por último, en cuanto a las relaciones internas en el seno del partido político, 
particularmente las de sus dirigencias y representantes con las afiliadas y los afi-
liados y militantes, Maroto Calatayud recuerda el núcleo esencial del mandato 
constitucional de democracia interna que suministra el fundamento de la protec-
ción de los derechos de las afiliadas y los afiliados y militantes, en cuanto al deber 
de representación de las élites del partido político con las bases de este. Aquí, la 
financiación ilícita de los partidos políticos exhibe una cercanía con los delitos 
societarios como atentados contra la democracia interna de los partidos políticos.

En general, nuestro estudio coincide con el esfuerzo de Maroto Calatayud de 
abordar la complejidad del fenómeno de la financiación ilícita de los partidos polí-
ticos en todas sus conexiones y alcances. Todas las dimensiones señaladas son per-
tinentes y tienen un enfoque útil de los distintos aspectos del objeto de estudio. 

14	 En el caso de Argentina, monopolizando la postulación de candidaturas, en la interpretación del precedente “Ríos, 
Antonio Jesús”, 1987, de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, fallo 310: 819, y la interpretación de la Cámara 
Nacional Electoral del artículo 38 de la Constitución Nacional en el precedente “Padilla, Miguel M. s/ inconstitu-
cionalidad del artículo 2 de la Ley n.º 23.298”, 2002, expediente 3531/01. Gelli, 2008a: 535-539.
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Por su parte, Olaizola Nogales ofrece una fundamentación matizada acerca 
de la necesidad de la tipificación autónoma, pues considera que el funciona-
miento del sistema de partidos en sí mismo no constituye un bien jurídico mere-
cedor de protección penal, dado que solo se justifica tal intervención cuando 
se afectan las propias funciones constitucionales que ejercen los partidos polí-
ticos hacia las ciudadanas y los ciudadanos (funciones de servicio). Entiende 
por tales funciones constitucionales la expresión del pluralismo político, la for-
mación y manifestación de la voluntad popular, y su prestación instrumental 
para la participación política.15 Esta postura excluye la democracia interna de 
los partidos políticos como un bien jurídico penalmente protegido, al conside-
rar que las conductas que afecten únicamente a la organización interna de los 
partidos políticos y que no alteren de modo relevante la función externa básica 
de estos, concretamente la representación de la voluntad popular, no merecen 
reproche penal alguno.16 De otro modo, el cumplimiento del mandato consti-
tucional de asegurar la democracia interna en los partidos políticos no puede o 
debe ser empleado como justificación para la intervención penal, debiendo ser 
alcanzado, eventualmente, por otras vías represivas o mecanismos.17 

15	 Olaizola Nogales (2014: 192) defiende una concepción instrumental de los partidos políticos, en tanto los consi-
dera necesarios para que la ciudadanía pueda participar en la vida política y canalizar sus intereses a través de ellos. 
A su criterio, no cualquier perturbación de la transparencia financiera de los partidos o de igualdad entre las fuerzas 
políticas o de la democracia interna de los partidos será suficiente para ser tipificada penalmente mediante un tipo 
autónomo. Solo reserva dicho recurso para aquellas conductas que, trascendiendo el ámbito interno del partido, 
supongan una perturbación de la representación de la voluntad popular, así también Basso (2017: 1400).

16	 Olaizola Nogales (2014: 203-208, 2015: 342-345) considera que la democracia interna en sí misma no tiene su-
ficiente entidad para ser reconocida como un bien jurídico penal, al menos autónomo. Agrega que, si se optara 
por su protección penal, habría de exigirse al menos una quiebra de esta. En el mismo orden de ideas, descarta la 
transparencia como bien jurídico penal dado que, a su criterio, las normas de transparencia son un instrumento 
necesario para evitar que las formaciones políticas se desvíen de su función de satisfacer los intereses generales en 
favor de satisfacer los intereses “de quien paga”. Pajares Montolío (2017: 206), cercano a esta postura, destaca que 
lo susceptible de ser protegido son las funciones constitucionales de manifestación de la voluntad popular que 
cumplen los partidos políticos y no, en cambio, el orden socioeconómico. Rebollo Vargas (2018a: 332-333), con 
referencia a la regulación española, formula la siguiente interrogante: “¿En qué condiciona la democracia interna 
el comportamiento típico dispuesto por el artículo 304 bis del Código Penal?”, y responde que, sin minusvalorar el 
funcionamiento interno democrático de un partido político, el hecho de que se produzcan irregularidades en esos 
procesos de funcionamiento interno no implica que, necesariamente, se incurra en un delito de financiación ilegal 
de partidos políticos.

17	 León Alapont (2019: 187-188) considera que la incisión del Derecho Penal para propiciar un incremento de la 
democracia interna en la estructura y funcionamiento de los partidos políticos atentaría contra el “libre desarrollo 
de la personalidad”, constitucionalmente amparada también para esta clase de personas jurídicas, aunque segui-
damente puntualiza que una cuestión distinta será el efecto colateral o tangencial que la sujeción de los partidos 
políticos a la responsabilidad penal (objeto de su estudio) redunde en organizaciones más democráticas.
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Para reforzar su argumentación, la citada autora alega que, del mismo modo 
en que los delitos contra la administración pública no protegen la adminis-
tración en sí misma, sino como ente prestacional de servicios a la ciudadanía, 
en el caso de los partidos políticos tampoco se protegerán a sí mismos, sino 
como entes que prestan un servicio básico en una sociedad democrática: el de 
la representación de la voluntad popular. Así termina aseverando que, si bien la 
democracia interna será un requisito funcional necesario para que la manifes-
tación de la voluntad popular sea correcta, no debe ser considerada o elevada a 
la categoría de bien jurídico y, por esa razón, a su entender será necesario que la 
conducta vaya más allá de la lesión o puesta en peligro de la democracia interna 
para ser tipificada autónomamente (Olaizola 2015: 343-344).

Bajo la aclaración previa, la propuesta a la que referimos concibe el bien 
jurídico protegido en el delito de financiación ilícita de partidos políticos en 
dos tiempos o velocidades: en primera instancia, se lo identifica con la protec-
ción de la administración pública, respecto a aquellas conductas más graves de 
financiación que la afecten, y así recoge su tipificación en los delitos contra la 
administración pública, en los tipos de cohecho pasivo, tráfico de influencias 
y de malversación.18 En segunda instancia, para los supuestos en los cuales no 
se involucre a la administración pública, lo susceptible de ser protegido sería 
exclusivamente la propia función que los partidos políticos ejercen hacia la 
ciudadanía, o sea, la representación de la voluntad popular y del pluralismo 
político, no con el objetivo de resguardar penalmente la democracia interna o 
la transparencia en el financiamiento (lo que a su criterio puede ser tutelado 
adecuadamente por vía administrativa en virtud de su grado de abstracción), 
sino para conjurar el peligro concreto de favorecimiento a intereses particu-
lares una vez alcanzado el poder institucional (Olaizola 2014: 203-208; 
Maroto 2015a: 304-305).

Este último modo de concebir aquello que puede ser legítimamente prote-
gido por la incriminación penal se articula fluidamente con las características 
del régimen de financiamiento vigente de doble vía (dual o mixto) además de 

18	 Olaizola Nogales (2014: 197-199, 2015: 353-357) propone la tipificación de las conductas de financiación ilegal 
más graves por ser pluriofensivas, en razón de que se ve involucrada la administración pública. Señala que, en los 
supuestos de delitos de cohecho pasivo y tráfico de influencias, se trata de donaciones finalistas y consisten en casos 
de financiación corrupta, mientras que en el supuesto de malversación, la gravedad se funda en que la conducta 
dispone de fondos públicos.
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completo y forzoso, pues en dicho esquema se distinguen los fondos privados 
cuyo control alcanza el conocimiento preciso de sus orígenes y cuantías, mien-
tras que los fondos públicos deben ser cuidados en su administración y aplica-
ción, dado que se tratan de recursos pertenecientes al erario público.19 

A nuestro juicio, el modo en que analiza Olaizola Nogales la exclusión de 
la democracia interna como bien jurídico susceptible de ser protegido por los 
delitos de financiación ilícita de los partidos políticos responde a una visión 
eminentemente estatalista, desde el momento en que reconduce el objeto de 
protección a una especie de “servicio básico”. Consideramos que la democracia 
interna no puede ser asimilada a una suerte de “servicio público” que ofrenda la 
administración, sino que es la programación constitucional misma de los par-
tidos políticos constitucionalizados, con una personería jurídico-política autó-
noma e independiente del Estado. Desde esta mirada, la democracia interna 
operará como un valor para garantizar la democracia en el sistema de parti-
dos, prestación que el propio Estado no está en condiciones de suministrar de 
modo permanente en su articulación con la sociedad.

Este rasgo político de nuestro objeto de estudio no puede ser soslayado y 
cifra una clave de toda la discusión en la materia, pues no comprender esta 
especificidad en la comunicación del sistema jurídico con su entorno político 
conduce a análisis y conclusiones que no pueden ser generalizables en la rela-
ción bicondicional entre Derecho y Política, circunstancia que condiciona 
toda intervención penal en el quehacer electoral. 

En una línea cercana a la descrita “en dos tiempos o velocidades”, Maldonado 
Fuentes (2018: 17 y 22-23, en particular las notas 190 y 244) exacerba el ejercicio 
igualitario del derecho al sufragio como bien jurídico protegido por los delitos 
electorales, y considera que la obtención indebida de fondos públicos asociados 
al financiamiento del gasto electoral o a la sustracción de fondos de campaña, o 
incluso a la vulneración de deberes relativos al gasto electoral, son conductas 
que solo alteran el desarrollo regular del proceso electoral y, por ende, podrían 
ser sancionadas como supuestos de administración desleal, fraude de subven-
ciones, infracción de deberes o actos de falsedad. Con ello parece sugerir que 
no existe razón alguna que lleve a distinguir los tipos previstos de financiación 

19	 Cámara Nacional Electoral de la República Argentina, fallo 3010/02, Considerando 11.
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electoral respecto de los tipos penales comunes mencionados pues, a su cri-
terio, la idea de corrupción no juega ningún papel en la configuración de los 
delitos electorales.

Expresado con nuestros conceptos, se advierte que el análisis de la crimina-
lidad electoral que formula Maldonado Fuentes solamente atiende al aspecto 
individual de la norma central bifronte elección, es decir, solo se enfoca en el 
sufragio, con lo cual no aspira a comprender todo el andamiaje conceptual y 
normativo del sistema jurídico electoral represivo en su integralidad (“sistema 
de partidos políticos” / “elección”). Es por dicha razón, acaso metodológica, 
que descarta considerar los delitos electorales como formas de corrupción. 

Dopico Gómez-Aller (2015: 270) propone una combinación de las diversas 
propuestas y plantea una tipificación del delito de financiación ilegal de los 
partidos políticos que atienda al mantenimiento de su régimen legal, en tanto 
referente normativo primario, con miras a la prevención de la corrupción y a la 
desviación de poder como objetivo último y criterio de interpretación teleoló-
gica dirimente.

A partir de ello, existe una serie de análisis que consideran que lo suscep-
tible de protección es el normal o correcto desarrollo de las funciones consti-
tucionalmente atribuidas a los partidos políticos: de garantía del pluralismo 
político, de conformación y manifestación de la voluntad popular, y de desa-
rrollo de la participación política en términos de libertad e igualdad, que debe 
ser complementado y profundizado con el objetivo preventivo de desterrar o 
evitar lisa y llanamente la corrupción política (Muñoz 2015: 5; Corcoy y 
Gallego 2015: 1053-1054; Puente 2015: 948, 2017: 59-60; Sáinz 2015: 
666; Macías, 2016: 131, 2018: 14; Núñez 2017: 755; Rebollo 2018a: 336, 
2018b: 78-79 y 89-90; Javato 2017: 24; Basso 2017: 1400; Torres 2016: 
38; Pérez 2017: 4; Maza 2018: 433).

3.2 	 Concepción patrimonialista 

Desde un abordaje de tinte patrimonialista, León Alapont (2018: 9-11, 2019: 
359-361) concibe la financiación ilegal de los partidos políticos como un 
supuesto de competencia desleal entre esa clase de organizaciones. En dicho 
sentido, considera que el bien jurídico consiste en la igualdad de oportunidades 
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(entre formaciones políticas) en materia de financiación, dado que la ventaja 
económica que pudiera obtenerse ilícitamente por la formación política corres-
pondiente situaría a esta en una mejor posición competitiva respecto del resto 
de los partidos políticos.20 Diferencia el bien jurídico en sentido estricto indi-
cado (bien jurídico inmediato), de la finalidad objetiva de la norma o ratio legis 
(bien jurídico mediato), para luego ubicar bajo la finalidad de quien legisla en 
la normativa relativa a la responsabilidad (penal) de los partidos políticos, en 
general, los propósitos de potenciar la democracia interna de los partidos polí-
ticos, el favorecimiento del correcto funcionamiento del sistema de partidos 
políticos, y la protección de sus funciones constitucionales o el mejoramiento 
de la calidad democrática. La tipificación del delito de financiación ilegal de 
partidos políticos persigue como fin, en particular, la transparencia en la finan-
ciación de los partidos políticos, la confianza ciudadana en dicho sistema, y la 
prevención de la corrupción y desviación del poder.

Para Bustos Rubio (2016: 69), el bien jurídico directamente tutelado debe 
identificarse con la libre concurrencia de partidos políticos en condiciones de 
igualdad de oportunidades. Las conductas de financiación ilegal, en su opi-
nión, socavan esa igualdad al momento de concurrir al juego democrático, 
pues rompen las condiciones de igualdad entre todas las formaciones, de 
manera semejante a lo que acontece en los delitos que protegen la libre y justa 
competencia de las empresas en el tráfico mercantil, con el objetivo de man-
tener un concreto sistema de mercado. Así, desde su visión eminentemente 
funcionalista-comercial, identifica el bien jurídico con la libre concurrencia de 
los partidos políticos en condiciones de igualdad de oportunidades como pre-
supuesto necesario para sostener con buena salud un sistema democrático de 
partidos políticos y al propio Estado democrático.

De la Mata Barranco (2016: 9), atendiendo a la concreta regulación espa-
ñola del delito de financiación ilegal de los partidos políticos, califica los deli-
tos socioeconómicos y económicos como los de corrupción pública, diferen-
ciándolos de los delitos de corrupción política. Sostiene que el bien jurídico 
tutelado es la igualdad de oportunidades en una competencia electoral leal.

20	 León Alapont señala como próximas a su tesis las posturas de González Hurtado, Santana Vega y Bustos Rubio.
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Como es fácilmente advertible, las concepciones patrimonialistas de León 
Alapont, Bustos Rubio y De la Mata Barranco parecen asumir o presuponen 
la existencia y funcionamiento de una especie de “mercado” político y anhelan 
transferir, así, las reglas de juego de la libre concurrencia comercial al terreno 
de la actividad política partidaria para reproducir el modelo protectorio del 
derecho penal del comercio a la actividad electoral.

Combinando concepciones institucionalistas y patrimonialistas, en la 
Argentina, la jurisprudencia electoral ha destacado que, en el tópico del finan-
ciamiento de los partidos políticos se implica directamente la cuestión de la 
lealtad en la lucha por el poder público, pues consiste en la transparencia de 
los actos que conducen a obtener y dirigir la voluntad política del Estado. En 
definitiva, de lo que se trata es de la salvaguarda de la programación democrá-
tica de la sociedad organizada, que se cifra en la propia formación del sistema 
de partidos.21 

4.	 Concepción normativa: la especificidad de la ilicitud 	
	 material del delito de financiamiento ilícito de los 	
	 partidos políticos

Desde nuestra perspectiva, y bajo el paradigma del Estado constitucional de 
derecho,22 en el cual democracia y República sostienen una tensión irreduc-
tible constitutiva (no accidental),23 lo que exclusivamente puede garantizar y 
proteger el sistema jurídico electoral represivo (en nuestro caso, argentino) es el 
propio sistema de normas jurídicas electorales (vigentes y válidas),24 referidas al 
axioma participación democrática como mínimo republicano indisponible de 
toda organización democrática y que alcanza su más alta expresión individual 

21	 Cámara Nacional Electoral de la República Argentina, fallo 3010/02, Considerando 2.
22	 El Estado constitucional de derecho condensa las reglas del sistema jurídico que establece quién decide (la ma-

yoría) y cómo se decide (por mayoría), reglas que identificaremos bajo la noción “democracia”, mientras que a 
aquellas que establecen sobre qué no se puede decidir ni siquiera por mayoría (los derechos fundamentales: vida 
y libertad), y a aquellas que fijan sobre qué no se puede dejar de decidir ni siquiera por mayoría (igualdad y so-
lidaridad), las clasificamos bajo la noción de “República” en sus dos líneas, la liberal y la social, respectivamente 
(Ferrajoli 2011: 27-39). Sobre ello sostendremos dos tesis: 1) la insuficiencia de la legitimidad democrática 
para la validez jurídica, y 2) la prioridad o jerarquía axiológica de la República sobre la democracia, que reconoce 
el derecho fundamental a la democracia, pues sobre el proceso democrático de la decisión no se puede decidir ni 
siquiera por procedimientos democráticos (Serrano 2022: 206-210).

23	 Zagrebelsky (2011: 152) dice textualmente: “Teniendo en cuenta la relación de tensión entre Constitución y de-
mocracia, se comprende lo delicado de la relación entre jurisdicción y legislación”.

24	 En síntesis, se refiere a las normas jurídicas que protegen a otras normas jurídicas.



Leandro Damián Ríos

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

86

Elecciones 21 (24), 2022

en el derecho fundamental de elegir las autoridades públicas del poder político 
(arts. 1, 22, 33, 37, 75 inc. 22 Constitución Nacional y 23 Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos).25

En particular, a nuestro criterio, la incriminación del financiamiento ilícito 
de partidos políticos encuentra su objeto de tutela en la norma central referida al 
sistema de partidos políticos, la cual ofrece dos frentes: 1) la libertad de asocia-
ción-reunión-participación, y 2) la democracia interna en los partidos políticos.

La circulación de capital por fuera de las limitaciones constitucionales y 
legales afecta el marco asociativo adecuado en donde ejercer aquella libertad 
electoral fundamental, al punto tal que el anclaje material de ilicitud del tipo 
penal del delito de financiamiento ilícito de los partidos políticos ha de encon-
trarse en la protección de las funciones constitucionales que titularizan de 
modo exclusivo en el ordenamiento jurídico argentino (art. 38, primer párrafo 
de la Constitución Nacional),26 en la libertad de asociación-reunión-participa-
ción y, finalmente, en la democracia interna, como mínimo indisponible aun 
democráticamente.27 Ello debe ser puesto en relación con la defensa del sis-
tema democrático ante ataque (contra el Estado) mediante grave delito doloso 
(art. 36, quinto párrafo de la Constitución Nacional).28

Al mismo tiempo, se tutela la democracia interna en tanto propiedad emer-
gente del partido político y del sistema de partidos políticos, que habilita la 
modalidad de decisión en cuanto a la competencia (de la mayoría) y el proce-
dimiento (por la mayoría) en las relaciones internas de los partidos políticos, 
en un grado admisible frente a la capacidad de autoorganización (eficacia de 
funcionamiento). Sus rasgos mínimos son la exigencia de garantizar las mayores 
oportunidades posibles a las afiliadas y los afiliados para participar en el proceso 
interno de las decisiones de actuación política y el sometimiento eficaz de los 

25	 Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina causa: “Mignone, Emilio Fermín s/ promueve acción de ampa-
ro”, 09/04/2002. Votos de los Dres. Fayt y Petrachi, Considerando 8, y del Dr. Bossert, Considerando 16.

26	 Dalla Vía (2013: 179-180) recuerda que, con anterioridad a la consagración expresa de los partidos políticos en el 
texto constitucional argentino, la jurisprudencia y la doctrina ya habían admitido su inserción constitucional con 
base en los artículos 1, 14, 22, y 33 de la Constitución Nacional.

27	 Maroto Calatayud (2015a: 299 y 320-321). Agregamos que, sobre la organización democrática interna de los 
partidos políticos no se puede decidir ni aun democráticamente.

28	 No es posible abundar sobre el enclave constitución que puede tener una eventual incriminación penal de las 
conductas de financiamiento ilícito de los partidos políticos en el orden constitucional argentino. Para un mayor 
análisis, ver Ríos (2022:185-205).
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grupos dirigentes partidistas a una serie de mecanismos de control adecuados, 
relativos a cómo se accede al poder partidario y de qué forma se ejerce (en el 
plano organizativo, operativo o programático). Una imagen completa se inte-
gra con el reconocimiento de los/as afiliado/as como ciudadano/as, en tanto 
titulares de libertades fundamentales de expresión, de creación de corrientes 
internas de opinión, y de derechos a acceder a cargos partidarios y a formar 
parte de las listas en la oferta electoral partidaria, a la información y a las garan-
tías adjetivas en los procesos políticos disciplinarios internos.

De ese modo, la democracia interna opera como límite a la facultad autoor-
ganizativa, y tiende precisamente a preservar la existencia de un ámbito libre 
de interferencias de los poderes públicos en la organización y funcionamiento 
interno de los partidos políticos (Navarro 1999: 242).

Con base en lo señalado, cualquier tipificación autónoma del delito de 
financiamiento ilícito de partidos políticos en el ordenamiento jurídico penal 
argentino debería integrarse al capítulo de los atentados al orden constitucio-
nal y a la vida democrática, e incluirse en la nómina de los delitos contra los 
poderes públicos y el orden constitucional.29 

Dicha conclusión presenta las siguientes ventajas: evita o, al menos, mori-
gera la “espiritualización”30 del objeto de protección y, a la vez, ofrece un crite-
rio de proporcionalidad como guía del intérprete/argumentador, susceptible 
de control, para la intervención punitiva.

El sistema de partidos políticos es un objeto real del mundo real, que puede 
evitar o, al menos, moderar la “desmaterialización” del concepto "bien jurí-
dico" en la tipificación autónoma del delito de financiamiento ilícito de par-
tidos políticos, pues de lo que se trata es de proteger una concreta prestación 
funcional en un contexto normativo consolidado, es decir, un tópico nodal de 
la programación constitucional en nuestra propia organización institucional.

29	 Bajo el título 10 del libro segundo “De los delitos” del Código Penal Argentino se encuentran catalogados los 
delitos contra los poderes públicos y el orden constitucional, integrando el capítulo 1 sobre los atentados contra el 
orden constitucional y la vida democrática: la rebelión (alzamiento en armas), la amenaza de rebelión, la concesión 
de poderes tiránicos, el consentimiento y la colaboración del Estado de rebelión y la violación del patronato; el 
capítulo 2 sobre la sedición: sedición propiamente dicha (armamiento de una provincia contra otra y alzamiento 
en armas), motín (atribución indebida de los derechos del pueblo y alzamiento público); y el capítulo 3 sobre las 
disposiciones relativas a la regulación de situaciones especiales en relación con la rebelión, sedición o motín y a los 
delitos de conspiración, seducción de tropas y usurpación de mando e infracción al deber de resistencia.

30	 Sobre la desmaterialización del bien jurídico, ver Müssig (2001).
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En cuanto a la segunda ventaja, señalamos que, al definir la democracia 
interna como la “piedra de toque” o el núcleo fundamental de protección en la 
tipificación del financiamiento ilícito de los partidos políticos, no solo se con-
tribuye a delimitar el alcance del tipo respecto de tipicidades adyacentes, sino 
que también se ofrece un criterio de proporcionalidad adecuado para la inter-
vención penal. Esta última pues solo será legítima si resulta necesaria, adecuada 
e idónea para defenderla en el seno de las organizaciones políticas, en tanto 
graduación, razonablemente admisible, entre las tendencias opuestas “autorre-
gulativas” de capacidad de organización por parte de la dirigencia partidaria 
(eficacia en el funcionamiento de la organización política) y “adaptativas” a 
las exigencias de mayor participación de las afiliadas y los afiliados en orden a 
dotar de legitimación al funcionamiento mismo del partido político (partici-
pación plural en las decisiones de la organización política).

Resumiendo, la especificidad de la ilicitud material del delito de financia-
miento ilícito de los partidos políticos consiste en la afectación de la progra-
mación misma de la participación democrática al atacar al sistema de partidos 
políticos (libertad de asociación-reunión-participación y la democracia interna 
en los partidos políticos). La relevancia de ese bien jurídico justifica adecuada-
mente la incriminación de conductas (graves) de recaudación, y aplicación de 
recursos económicos y financieros a la actividad política.

Actualmente, en Argentina, todas estas conductas de financiamiento ilí-
cito son abordadas por otros tipos penales que no alcanzan a captar adecuada-
mente la especificidad señalada. Por ello, y como previo a una eventual y futura 
regulación sustancial, se deberá tener especialmente en cuenta aquello que se 
puede y debe proteger.  

5.		 Recapitulación a modo de conclusiones

Sin reproducir el clásico e irresuelto debate sobre la función del Derecho Penal 
acerca de la existencia y utilidad de los bienes jurídicos o la concentración en 
una sola estructura de legitimación de la intervención penal, como lo es la 
norma jurídica, hemos repasado las distintas definiciones del sustrato material 
de protección penal con el objetivo de aclarar cuál es la especificidad y legitimi-
dad de la ilicitud (material) del delito de financiamiento ilícito de los partidos 
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políticos. Además, hemos puesto en relación el tópico con la propia Constitu-
ción Nacional argentina con la finalidad de sugerir que, si bien no existe un 
mandato de penalización sobre la materia, es posible, en cambio, identificar 
un espacio de legitimación constitucional. A su vez, hemos estratificado las 
distintas opiniones analizadas, y sostenemos que ninguna luce excluyente, con 
independencia de la impronta que exhiba (institucionalista o patrimonialista). 

Luego, focalizamos en el concepto de sistema de partidos políticos y sus 
desagregados “libertad de asociación-reunión-participación” / “democracia 
interna”, por ser coordenadas necesarias para fijar o concretar el objeto de pro-
tección del delito de financiamiento ilícito de partidos políticos. Así, profundi-
zamos en sus definiciones y alcances con el propósito de anclar el juicio de ilici-
tud material de un modo certero. Consecuentemente, establecimos la adecuada 
ubicación sistemática en la parte especial del Código Penal argentino, en la que 
debería tener cabida una eventual regulación del tipo autónomo analizado. 

Por último, argumentamos en favor de las ventajas que una comprensión 
como la propuesta ofrece al estudio de la temática y que puede operar como 
guía o referencia en el momento legislativo, en caso de que se decida tipificar 
autónomamente el delito de financiamiento ilícito de los partidos políticos.
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ARTÍCULOS

Financiamiento público que promueve el liderazgo 
político de las mujeres: hallazgos a partir de la 

fiscalización realizada por el INE de México

[Resumen] El incremento de la participación de las mujeres en los procesos electorales para los cargos 
de toma de decisión en los partidos políticos y en los distintos órganos de gobierno en México ha es-
tado acompañado por diferentes acciones afirmativas necesarias para resarcir la posición de desventaja 
propiciada por un sistema político dominado por varones, que limitó el ejercicio de los derechos cívi-
cos y políticos de las mujeres a lo largo de muchos años. La correcta aplicación del financiamiento para 
la formación de liderazgos femeninos es crucial en un país donde la población está conformada en su 
mayoría por mujeres, ya que justamente tiene como objetivo desarrollar competencias y conocimientos 
fundamentales para su participación política, además de permitir la disminución de brechas de género y 
la construcción de una sociedad más incluyente y democrática. En este estudio exploratorio-descriptivo, 
se presentan los principales obstáculos y limitaciones de la planificación y el gasto de este tipo de finan-
ciamiento en México.

[Palabras clave] Financiamiento público, capacitación, liderazgo, mujeres, fiscalización, México.

[Title] Public funding that promotes political leadership in women: findings based on the inspection 
carried out by the INE of Mexico

[Abstract] The increased participation of women in electoral processes for decision-making positions 
in Mexico —both in political parties and at different government bodies— has been accompanied by 
different affirmative actions necessary to redress the disadvantages created by a male-dominated political 
system, in which the exercise of women’s civic and political rights was limited throughout the years. Thus, 
correctly applying the funding to provide women with leadership tools is crucial in a country where 
most of the population is female, since these tools aim to develop fundamental skills and knowledge for 
their political participation. This, in turn, allows to reduce the gender gaps and build a more inclusive 
and democratic society. This exploratory-descriptive study presents the main obstacles and limitations of 
planning and spending this type of funding in Mexico.
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1.	 Introducción

Las mujeres mexicanas están aún en una clara desventaja con respecto a su 
contraparte masculina, por haber sido excluidas históricamente de los espacios 
de toma de decisiones. Por siglos, la vida de las mujeres estuvo determinada 
por roles y estereotipos que impedían su presencia e incidencia en los cargos 
públicos. Ello ha repercutido en menores oportunidades de desarrollo en tér-
minos de educación, salud, empleo, economía, cultura, política, seguridad y en 
lo social, avivando con ello enormes diferencias en la toma de decisiones entre 
mujeres y hombres.

Si bien en 2018 celebramos los resultados electorales para el Poder Legis-
lativo como producto del “sistema de paridad”, la realidad es que aún es nece-
sario fomentar una cultura cívica que fortalezca la participación política y el 
libre ejercicio de los derechos políticos de toda la ciudadanía mexicana, la eli-
minación de los estereotipos, roles y relaciones de género, así como la violencia 
política, todos factores que obstaculizan la participación de las mujeres.

Los avances normativos para favorecer la participación de mujeres en polí-
tica han incluido, por ello, medidas para incentivar su formación en competen-
cias asociadas a la vida pública. En este contexto, se busca, además de condi-
ciones de equidad en las reglas de competencia política, medidas que permitan 
que la capacidad y el liderazgo femenino sea valorado en la misma medida. 

El financiamiento para la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo 
político de las mujeres (también conocido como “financiamiento del 3 %”), en 
México, es el resultado de la necesidad de contar con mujeres con una mejor 
formación en temas necesarios para la competencia política y el propio ejerci-
cio del poder. Este financiamiento representa un avance significativo para el 
fortalecimiento de cuadros y formación de liderazgos femeninos al interior de 
los partidos políticos en México.

A catorce años de la implementación del “financiamiento del 3 %”, se han 
observado avances y aspectos a mejorar respecto a la calidad de este tipo de 
gasto de las organizaciones políticas. La Unidad Técnica de Fiscalización, 
autoridad fiscalizadora del Instituto Nacional Electoral (INE), ha tenido un 
rol clave en la supervisión del uso adecuado de este financiamiento. Además, 
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ha promovido la mejora del modelo de fiscalización del gasto programado, 
sumando a sus funciones la revisión cualitativa de la planeación para la eje-
cución de los recursos, previa a la revisión y elaboración del informe anual. El 
espíritu de estas acciones, además de fungir como una medida preventiva para 
su correcta aplicación, es contribuir a contrarrestar la simulación, el subejerci-
cio del gasto y las sanciones que se derivan de ello.

Para explicar lo anterior, en este trabajo se abordarán la normatividad para 
fortalecer la participación política de los liderazgos femeninos, el financiamiento 
para la formación de liderazgos femeninos en la política mexicana, los resultados 
del uso del financiamiento a partir de las acciones de fiscalización y los princi-
pales obstáculos identificados. Se trata de un estudio exploratorio-descriptivo, 
basado en la revisión de archivo de normativas y de informes de auditorías a los 
informes anuales de ingresos y gastos realizados por los partidos políticos.

2.  	Cambios normativos para promover la participación de 
las mujeres en la vida política

Contar con mujeres en los cargos de toma de decisiones en espacios que histó-
ricamente han estado al mando de hombres significa contar con una efectiva 
representación de todos los segmentos de la ciudadanía, sin distingo de sexo o 
género.1 En México, la búsqueda de esta representación data de hace más de 
un siglo.2 Durante los últimos treinta años, sin embargo, se han impulsado 
cambios normativos para permitir la incorporación activa de las mujeres en 
los espacios de toma de decisiones del poder público, fortaleciendo con ello 
los derechos civiles y políticos expresados en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Los logros para el reconocimiento de los derechos 
políticos y la participación e incidencia política de las mujeres en México no 

1	 Las mujeres representan poco más del cincuenta por ciento de la población (el porcentaje es similar a nivel mun-
dial) (Comisión Nacional de los Derechos Humanos 2020).

2	 El reconocimiento de ciudadanía para las mujeres mexicanas fue promulgado en la Constitución Política de 1917, 
aún sin derecho al voto. En 1946, se aprobó una iniciativa que permitía a las mujeres votar y ser votadas en eleccio-
nes municipales, la cual entró en vigor en 1947. Posteriormente, en 1953, se otorgó el derecho al voto a las mujeres 
a través del artículo n.° 34 de la Constitución, en el que se expresa: “Son ciudadanos de la República los varones 
y las mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: haber cumplido 18 
años, siendo casados, o 21 si no lo son, y tener un modo honesto de vivir” (Gobierno de México 2018; Insti-
tuto Nacional Electoral 2020). En 1955, las mujeres mexicanas por primera vez ejercieron su derecho al 
voto y a ser votadas (Instituto Nacional Electoral 2020).
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podrían explicarse sin los cambios en la legislación electoral. En ese sentido, 
como se muestra en la Tabla 1, la normatividad electoral ha cambiado en mate-
ria de cuotas de género, paridad y financiamiento para el liderazgo político de 
las mujeres en el caso de México, desde los años noventa. 

Alcanzar una sociedad igualitaria, en términos de inclusión y reconoci-
miento de las mujeres en la participación política en México, ha sido un largo 
camino que ha implicado un esfuerzo considerable para especialistas, asocia-
ciones feministas, organismos electorales y mujeres integrantes de partidos 
políticos. A través de la presentación de diversas iniciativas y mesas de trabajo 
se han logrado relevantes modificaciones normativas que se abordarán a lo 
largo de este trabajo.

El discurso de la importancia de la participación política de las mujeres es 
un tema común en todo el orbe. Como se ha mencionado, si bien en el caso 
mexicano la búsqueda del reconocimiento de derechos políticos data de varias 
décadas atrás, las recomendaciones y referencias internacionales han jugado un 
papel relevante en el planteamiento de las acciones e iniciativas que configuran 
nuestra normativa. Las referencias más relevantes son la Convención Intera-
mericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
conocida como la Convención de Belém Do Pará, y la Convención sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw) 
(Instituto Nacional Electoral 2018).

En relación con la paridad, se pasó de un sistema de cuotas en las candidatu-
ras a un sistema paritario. Sobre sus resultados, cabe señalar que en el recuento 
histórico sobre la cantidad de mujeres que han ocupado cargos relevantes de 
elección popular a la fecha en México, nos encontramos con destacadas candi-
datas a la presidencia de la República, pero ninguna presidenta; igualmente, 
con varias mujeres compitiendo por gubernaturas, pero solo recientemente 
empezaron a establecerse mecanismos para garantizar que las candidaturas 
de mujeres tuvieran posibilidades de ganar en sus entidades. Hasta 2022, de 
treinta y dos entidades federativas solo trece han sido gobernadas por mujeres: 
Aguascalientes, Baja California, Campeche, Ciudad de México, Colima (dos 
ocasiones), Chihuahua, Guerrero, Puebla, Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala 
(dos ocasiones), Yucatán (en dos ocasiones) y Zacatecas (Milenio 2017). En 
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el ámbito municipal el avance tampoco ha sido significativo. Es en el Poder 
Legislativo en donde se ha logrado incrementar la participación política de 
mujeres (Instituto Nacional Electoral 2020; Freidenberg 2017). 
Con el avance de la incorporación en las reglas electorales del “principio de 
paridad” plasmado en la Constitución en 2014 —aplicable a las candidaturas 
para cargos legislativos en los ámbitos federal y local—, se vieron los primeros 
resultados en el proceso electoral de 2018, en el cual se alcanzó por primera 
vez la paridad en el Poder Legislativo en el ámbito federal en el Congreso y en 
el Senado de la República; y en diversas entidades también se alcanzó la inte-
gración de congresos paritarios (Instituto Nacional Electoral 2020). 
Posteriormente, en el proceso electoral intermedio de 2021 también se logró la 
paridad en el Congreso Federal.3

3	 Asimismo, en la administración pública, el número de mujeres designadas en cargos relevantes de alta dirección 
en el sector público, en los diferentes órganos del Poder Ejecutivo, Poder Judicial y organismos autónomos, es, 
igualmente, una tarea pendiente.
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Año Cambios en la legislación electoral

1993
Cofipe:4 “Los partidos políticos promoverán, en los términos que determinen sus documentos 
internos, una mayor participación de las mujeres en la vida política del país, a través de su postu-
lación a cargos de elección popular”.

1996
Cofipe: “Los partidos políticos nacionales considerarán en sus estatutos que las candidaturas 
a diputados y senadores no excedan el setenta por ciento para un mismo género. Asimismo, 
promoverán la mayor participación política de las mujeres”.

2002

El Cofipe aplicó cambios en las cuotas de candidaturas para favorecer la participación de las mujeres.
Art. 175-A: “De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de diputados como de senadores 
que presenten los partidos políticos o las coaliciones ante el IFE, en ningún caso incluirán más 
del 70 % de candidatos propietarios de un mismo género”.
Art. 175-B: “Las listas de representación proporcional se integrarán por segmentos de tres 
candidaturas. En cada uno de los tres primeros segmentos de cada lista habrá una candidatura 
de género distinto. Lo anterior sin perjuicio de lo que señale la normatividad interna y el proce-
dimiento de cada partido político”. 

Art. 175-C: Integra lo que sigue: 

•	 Hecho el cierre del registro de candidaturas, si un partido político o coalición no cumple 
con lo establecido en los artículos 175-A y 175-B, el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral (IFE) le requerirá en primera instancia para que, en el plazo de 48 horas contadas 
a partir de la notificación, rectifique la solicitud de registro de candidaturas y le apercibirá 
que, en caso de no hacerlo, le hará una amonestación pública.

•	 Transcurrido el plazo al que se refiere el párrafo anterior, quien no realice la sustitución 
de candidaturas será acreedor de una amonestación pública. En caso de reincidencia, se 
sancionará con la negativa del registro de las candidaturas correspondientes. 

•	 Quedan exceptuadas las candidaturas de mayoría relativa que sean resultado de un proceso 
de elección mediante el voto directo.

2008

•	 Se aplicaron las siguientes modificaciones al Cofipe:

•	 Art. 175: Fracción 3. Se modifica el concepto de “equidad entre hombres y mujeres” a 
“paridad de género” en la vida política, con el objetivo de propiciar una representación 
igualitaria.

•	 En ese mismo sentido, el artículo 129, en sustitución de lo contenido en el anterior 175-A, 
señala que las solicitudes de registro de candidaturas para el Poder Legislativo que presen-
ten los partidos políticos o las coaliciones se integrarán con al menos el 40 % de candidatos 
propietarios de un mismo género, procurando llegar a la paridad, excepto en los casos de 
mayoría relativa.

Tabla 1

Legislación en materia de cuotas de género y paridad en México

4	 Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
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Más recientemente, en abril de 2020, se presentaron las condiciones para apli-
car modificaciones a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia,5 que conllevó modificaciones a la Ley General de Partidos Políti-
cos y Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales para sancionar 
la violencia política en los procesos electorales. Esto a raíz del aumento de casos 
de violencia contra mujeres candidatas en los recientes procesos electorales, 
tomando como referencia los procesos de 2018 y 2021, así como de los casos en 
que se presentaron obstáculos para la ocupación de un cargo. Con estas refor-
mas se buscó que los partidos políticos realicen adecuaciones a sus estatutos 
para crear las condiciones necesarias para que, al interior de sus estructuras, las 
mujeres puedan ejercer libremente sus derechos políticos y se apliquen sancio-
nes en el caso de presentarse alguna acción de violencia política. 

Otras acciones afirmativas necesarias para avanzar en la ocupación de pues-
tos de toma de decisión y en reglas más favorables para disminuir las brechas 
de género entre mujeres y hombres en los procesos electorales están referidas a 
las reformas sobre el financiamiento público. En el siguiente apartado, se pre-
sentará el desarrollo normativo de un tipo de financiamiento a favor de la par-
ticipación política de las mujeres, el “financiamiento del 3 %”.

2012

•	 Durante el proceso electoral federal 2011-2012, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (Tepjf) impuso a los partidos políticos y coaliciones el 
deber de nombrar mínimo 120 y 26 fórmulas de candidaturas propietarias y suplentes de 
un mismo sexo para diputadas/os y senadoras/es respectivamente. Por su parte, el IFE emi-
tió un acuerdo para establecer los criterios a los que los partidos políticos debían apegarse 
para cumplir con el mandato del tribunal.

2014

•	 En la Ley General de Partidos Políticos y en la Ley General de Procedimientos e Institucio-
nes Electorales se establece que el principio de paridad es exigible para los partidos políticos 
en las candidaturas a cargos legislativos locales y federal. Eso no limita que en la legislación 
local puedan incluirse cargos ejecutivos (ayuntamientos o regidurías).

2020
•	 Modificaciones a la Ley General de Partidos Políticos. Se introducen nuevas reglas para 

prevenir, erradicar y sancionar la violencia política contra las mujeres en razón de género.

Fuente: Elaboración propia con base en normativa en la materia 1993, 1996, 2002, 2008, 2014, 2018 y 2020

5	 La “violencia política contra las mujeres en razón de género” comprende todas aquellas acciones u omisiones que 
se dirigen a una mujer por ser mujer (en razón de género), tienen un impacto diferenciado en ellas o les afectan 
desproporcionadamente, con el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos políticos electorales, in-
cluyendo el ejercicio del cargo. La violencia política contra las mujeres puede incluir, entre otras, violencia física, 
psicológica, simbólica, sexual, patrimonial, económica o feminicida (Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación 2017). 

Año Cambios en la legislación electoral
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3.	  La introducción del “financiamiento del 3 %”

Existe evidencia de que las mujeres pueden desarrollar un liderazgo más empá-
tico y son capaces de tomar decisiones relevantes dando prioridad al bienes-
tar de la ciudadanía, en lugar de poner por delante los intereses políticos.6 En 
palabras de algunos especialistas, se dice que “la forma más eficaz de combatir 
la pobreza mundial, de reducir los conflictos civiles, incluso de reducir las emi-
siones de carbono, es invertir en la educación de las niñas e incorporar a las 
mujeres en la fuerza laboral formal” (Young 2016). Sin embargo, aun cuando 
se cuenta con el reconocimiento de los derechos políticos y de la importancia 
de la participación de las mujeres en la esfera pública, tienen en común que 
siguen enfrentándose a cuestionamientos por su interés por hacer una carrera 
política, se pone en duda su capacidad para ejercer el poder y están sujetas a 
violencia política en razón de género.

En 2008, en México se introdujo la obligación para los partidos políticos 
de destinar un porcentaje de sus prerrogativas de gasto ordinario, en el marco 
del financiamiento público directo recibido, para la capacitación, promoción 
y desarrollo del liderazgo político de las mujeres. En 2014, este porcentaje se 
aumentó a 3 %. Esta acción afirmativa tomó como base la importancia de 
formar cuadros de liderazgos femeninos interesados en la participación polí-
tica, y que cuenten con los conocimientos y competencias necesarias que les 
permitieran desempeñarse de forma efectiva en una campaña política, en un 
cargo partidista, o en cualquier otro cargo de poder en los diferentes órganos 
de gobierno. Es decir, se buscó el desarrollo de liderazgos políticos femeninos 
con competencias necesarias para una efectiva participación y desempeño en 
la esfera pública. Ello debía propiciar la igualdad de oportunidades para su 
desarrollo político.

El financiamiento público directo recibido para la capacitación, promoción 
y desarrollo del liderazgo político de las mujeres (en adelante, “financiamiento 
del 3 %”) no forma parte del financiamiento para los procesos electorales, tiene 

6	 Claro ejemplo de ello fue el manejo al inicio de la contingencia sanitaria por la Covid-19, en que países liderados 
por jefas de Estado como Alemania, Finlandia, Islandia o Nueva Zelanda fueron capaces de tomar acciones mucho 
más rápidas, firmes y claras para la población, logrando controlar la crisis de forma casi inmediata. Esto en contraste 
con naciones como Estados Unidos, Reino Unido, España o Brasil (entre muchas otras) —todas naciones lideradas 
por hombres— y en donde la narrativa de las medidas de seguridad sanitaria y recomendaciones de la comunidad 
científica fueron rebasadas por el discurso político. En ese reciente ejemplo, los resultados en las referidas naciones 
de la toma de decisiones son contrastantes (Organización de las Naciones Unidas 2020).



Fan Jua Rivas Maldonado

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

108

Elecciones 21 (24), 2022

reglas bien definidas que impide que sea utilizado para actividades de cam-
paña, o algunos otros gastos que no están directamente vinculados a activi-
dades de capacitación, diagnósticos y difusión relacionadas con el rubro. En 
el caso del financiamiento en procesos electorales, se estableció en 2020 que 
no podrá otorgarse a las mujeres menos del 40 % del financiamiento público 
con el que cuente cada partido o coalición para las actividades de campaña. El 
mismo porcentaje se aplicaría para el acceso a los tiempos en radio y televisión 
en periodo electoral.

Como se observa en la Tabla 2, el financiamiento del 3 %, desde 2012, 
involucra la presentación de un Plan Anual del Trabajo (PAT) ante la Unidad 
de Fiscalización para el seguimiento de los recursos etiquetados de actividades 
específicas, y de capacitación, promoción y desarrollo de liderazgos políticos de 
las mujeres. Asimismo, desde 2015, la presentación del PAT también es una obli-
gación de los partidos locales, no solo los nacionales. Este es el más importante 
paso de la fiscalización, dado gracias a la Reforma Electoral de 2014. De esta 
reforma se desprenden nuevos retos en el seguimiento y comprobación de los 
recursos, ya que cada entidad tiene su propia legislación electoral y particularida-
des sociales, políticas, culturales, económicas y geográficas. De igual forma, cada 
partido local cuenta con reglas, estatutos, experiencia y estrategias distintas.

Otro hito significativo fue, en 2014, la aprobación por el Consejo General 
del Reglamento de Fiscalización del INE, en el cual se establecen las reglas 
de operación del gasto programado y, en 2015, de los Lineamientos del Gasto 
Programado. Estos instrumentos fueron reforzados en 2018 por el Protocolo 
para la Implementación de Buenas Prácticas en el Ejercicio de los Recursos 
del Gasto Programado: Capacitación, Promoción y Desarrollo del Liderazgo 
Político de las Mujeres.

En 2020, el Reglamento de Fiscalización sufre modificaciones de carácter 
preventivo, para evitar conductas de omisiones o simulación en la aplicación 
del gasto para el liderazgo político de las mujeres. Asimismo, se introduce el 
concepto de violencia política como uno de los temas que deben abordar los 
partidos políticos en sus programas de capacitación para prevenir conductas 
que podrían configurarse en violencia política contra las mujeres en razón de 
género y que, por ende, podrían ser sancionadas.
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Este desarrollo normativo indica un proceso de aprendizaje, especialmente 
a nivel de los órganos encargados de la fiscalización de este tipo de financia-
miento desde el INE. Esta institución, como parte de sus funciones, impulsa la 
correcta aplicación de los recursos para capacitación, promoción y desarrollo 
del liderazgo político de las mujeres mediante las reglas de fiscalización electo-
ral, con el propósito de incidir en la creación de mejores condiciones de equi-
dad y disminución de las brechas de género en la competencia electoral.

Año Normativa

2008 Se introduce la obligación a los partidos políticos de destinar el 2 % del presupuesto a 
capacitación, promoción y desarrollo de liderazgos políticos de las mujeres.

2012
Se introduce la obligación a los partidos políticos nacionales de presentar un PAT ante la 
Unidad de Fiscalización, para el seguimiento de los recursos etiquetados de actividades 
específicas y de capacitación, promoción y desarrollo de liderazgos políticos de las mujeres.

2014

•	 Con la transición del Instituto Nacional Federal (IFE) a Instituto Nacional Electoral 
(INE), la facultad de la Unidad Técnica de Fiscalización se volvió nacional. Por lo tanto, 
a partir de 2015 los partidos locales tienen la obligación de presentar su PAT ante la 
autoridad electoral.

•	 Aprobación, por el Consejo General, del Reglamento de Fiscalización del INE, en el cual 
se establecen las reglas de operación del gasto programado.

•	 Incremento al 3 % de la obligación de destinar presupuesto a capacitación, promoción y 
desarrollo de liderazgos políticos de las mujeres para partidos nacionales.

2015 Aprobación, por el Consejo General del INE, de los Lineamientos del Gasto Programado.

2018
Aprobación, por el Consejo General del INE, del Protocolo para la Implementación de 
Buenas Prácticas en el Ejercicio de los Recursos del Gasto Programado: Capacitación, 
Promoción y Desarrollo del Liderazgo Político de las Mujeres.

2020

•	 Modificaciones al Reglamento de Fiscalización.

•	 Introducción del concepto de violencia política como uno de los temas que deben abordar 
los partidos políticos en sus programas de capacitación.

•	 Se aumentan las evidencias para la comprobación de ejercicio del gasto programado.

•	 Presentación de informes trimestrales para reportar avances en el ejercicio del gasto 
programado.

•	 Sanciones para disminuir las conductas por simulación y subejercicio del gasto.

Fuente: Elaboración propia con base en normativa en la materia 1993, 1996, 2002, 2008, 2014, 2018 y 2020

Tabla 2

Desarrollo normativo del “financiamiento del 3 %” en México
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Respecto a las actividades de fiscalización del “financiamiento del 3 %”, se 
deben considerar los rubros de gasto permitidos por este, descritos en la Tabla 3. 
Como se observa, las actividades inscritas en este tipo de financiamiento son 
específicas y podrían considerarse fáciles de comprender. No obstante, como 
se verá posteriormente, aún se observan deficiencias en la efectividad de estos 
recursos, principalmente en los partidos del ámbito local. 

4.	 Los resultados de la fiscalización del financiamiento del 3 % 

En el primer ejercicio de fiscalización nacional realizado en 2016, en el que se 
debió fiscalizar también a los partidos locales, se aplicó la experiencia adqui-
rida para el seguimiento de los recursos del liderazgo político de las mujeres 

Rubros Actividades permitidas

Capacitación y 
formación

•	 Organización y realización de cursos y talleres que permitan a las mujeres 
desarrollar habilidades y aptitudes, así como adquirir conocimientos y 
herramientas que favorezcan su liderazgo y participación política.

•	 Organización y realización de mesas de trabajo, conferencias, talleres, 
coloquios, seminarios o cualquier evento que permita la capacitación en 
temas relacionados con la situación que guarda la participación política 
de las mujeres; así como el diseño, implementación, seguimiento y eva-
luación de acciones y programas orientados a dicho fin.

Investigación, análisis, 
diagnóstico y estudios 
comparados

•	 Investigaciones y diagnósticos cuyo objeto sea identificar e informar 
sobre la situación que guarda el ejercicio de los derechos de las mujeres en 
el ámbito político, a fin de generar indicadores que permitan el diseño e 
implementación de acciones y programas orientados a la disminución de 
brechas de desigualdad.

Divulgación y 
difusión

•	 Elaboración, publicación y distribución de libros, artículos, folletos, 
entre otros, que estén orientados a la difusión de las problemáticas, retos 
y avances en la participación política de las mujeres, así como a la promo-
ción de sus derechos en el ámbito político.

•	 Propaganda y publicidad relacionada con la ejecución y desarrollo de las 
acciones en la materia.

Fuente: Instituto Nacional Electoral 2017

Tabla 3

Uso de los recursos del “financiamiento del 3 %”
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con los partidos nacionales, con el propósito de establecer y redefinir las accio-
nes, considerando que ello conllevaba nuevos retos tanto para los partidos polí-
ticos como para la autoridad electoral.

Con la transición a una fiscalización nacional del INE se revelaron las 
malas prácticas en el ejercicio de los recursos por parte de diversos partidos 
políticos locales y, derivado de ello, se emitieron las sanciones y observaciones 
correspondientes. El resultado de las revisiones de los recursos mostró también 
que los partidos nacionales, con más tiempo de experiencia en la erogación de 
estos recursos etiquetados, en general, erogaban su gasto con mayor cuidado, 
mientras que los partidos del ámbito local, al menos en el ejercicio de 2017, 
incurrieron en mayor número de inconsistencias.

El resultado de dicha fiscalización se plasmó en el Dictamen y Resolución 
del Informe Anual 2015, con más de diez mil millones de pesos auditados. En 
este dictamen la sanción más importante tuvo que ver con un egreso no com-
probado que asciende, entre todos los partidos, a una cifra de poco más de cien 
millones de pesos.7 Los partidos políticos observados y sancionados destinaron 
un importe insuficiente de los recursos etiquetados, además de que los aplica-
ron en actividades que no se vinculaban al objetivo del gasto o, en su caso, eran 
actividades sin objeto partidista. 

Las medidas que se adoptaron en ese momento fueron extender una pró-
rroga a los partidos políticos locales para que ejercieran sus recursos durante 
el siguiente periodo ordinario y que tuvieran oportunidad de adaptarse a las 
nuevas reglas de fiscalización. 

En años subsecuentes se identificaron las mismas conductas de subejercicio 
de los recursos y de aplicación en gastos que no estaban alineados al mismo. 
Esta problemática de subejercer los recursos se ha observado de forma reiterada 
a la fecha, aunque debe reconocerse también que muchos de los institutos polí-
ticos se han esforzado por el cumplimiento de sus obligaciones.

7	 En 2015, un dólar equivalía en promedio a 15.97 pesos mexicanos.
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La información más reciente, resultado de la fiscalización de los recursos 
para el liderazgo político de las mujeres, es de 2020, año en que se contaba 
con 404 partidos políticos (diez partidos nacionales y 394 partidos locales).8 
Recibieron un monto total de financiamiento de $313 813 113; sin embargo, 
algunos partidos políticos presupuestaron un monto adicional9 de $20 931 391 
(pesos mexicanos), dando un total de $334 744 504. Al final del ejercicio se 
identificó que se ejercieron y reportaron solamente $313 387 918 que sí cum-
plieron con el objetivo del gasto, quedando, por lo tanto, un monto sin ejercer 
de $21 356 586.  

En 2020 también se identificaron quince conductas sobre la aplicación de 
recursos no alineados a los recursos y se emitieron 635 observaciones sancio-
natorias (26 a partidos nacionales y 609 a partidos locales), las cuales deriva-
ron en sanciones económicas por un total de $33 517 645.90 y 240 amones-
taciones públicas.

La conducta más sancionada fue por el no ejercicio del gasto, por lo cual se 
sancionó a 140 partidos políticos (dos partidos nacionales y 138 locales). Las 
multas que se impusieron solo por esta conducta a los partidos que incurrieron 
en esta omisión sumaron un total de $29 599 155.03 (Instituto Nacional 
Electoral 2017).

En el siguiente cuadro se muestran las quince conductas sancionadas por el 
incumplimiento en el ejercicio de los recursos para capacitación, promoción y 
desarrollo del liderazgo político de las mujeres.

8	 La legislación electoral mexicana contempla la creación de partidos nacionales y locales con reglas bien definidas 
en la Ley General de Partidos Políticos y en los códigos electorales de cada entidad federativa. Su existencia o extin-
ción de igual forma está sujeta a diversas reglas, entre la que destacan la obtención de al menos el 2 % de los votos 
emitidos en los procesos electorales. Por esta razón, la cantidad de partidos políticos puede variar de un año a otro.

9	 La norma permite a los partidos políticos incluir un presupuesto adicional sobre el monto autorizado para este 
rubro de gasto. Es decir, se pueden utilizar más recursos del financiamiento ordinario, superando el porcentaje 
mínimo establecido.
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Como ejemplo de los hallazgos de recursos no alineados con el objeto del gasto 
en diferentes ejercicios de 2015 a 2020, sobresalen las compras de insumos y 
realización de las siguientes actividades:

a)	 Bocinas, mochilas, combustible, detergente

b)	 Vivienda y financiamiento para las mujeres

c)	 Papelería, tóner para impresora

Concepto Casos Sanción %

Egresos no comprobados, falta de documentación 
comprobatoria del gasto 17 $546 417.60 1.63 %

Gastos sin objeto partidista 8 $2 419 178.62 7.22 %

No destinó el porcentaje establecido 130 $29 599 155.03 88.31 %

Pago fuera del ejercicio 6 $611 385.85 1.82 %

Actividades no informadas 39 $26 064.00 0.08 %

Avisos extemporáneos 107 $61 684.80 0.18 %

Omisión de presentar el estado de situaciones presupuestal 74 $23 457.60 0.07 %

Gastos no vinculados 3 $868.80 0.00 %

Modificaciones al PAT no informadas 29 $99 113.60 0.30 %

Falta de muestras 70 $46 046.40 0.14 %

Omisión de presentar PAT 51 $17 376.00 0.05 %

PAT sin estructura 12 $8 688.00 0.03 %

Omisión de presentar el registro ante INDAUTOR10 31 $22 588.80 0.07 %

Omisión de presentar evidencias de los mecanismos de 
difusión 47 $27 801.60 0.08 %

Omisión de presentar el grado de cumplimiento de las 
actividades 11 $7 819.20 0.02 %

Total 635 $33 517 645.90 100 %

Fuente: Elaboración propia con información del Dictamen de 2020. Se precisa que las conductas de la 5 a 15 fueron 
consideradas de forma; sin embargo, para mayor claridad de este artículo, se clasificaron por separado

Tabla 4

Conductas sancionadas en 2020

10	 Instituto Nacional del Derecho de Autor.
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d)	 “Tiempo aire” electrónico (paquete de datos) para celular

e)	 Pulseras de cáncer de mama

f)	 Cine-debate: problemas rurales y ambientales

g)	 Cursos: “Desarrollo de habilidades personales”, “Mujer en el arte”, “Con-
tra la drogadicción de mujeres jóvenes”; pláticas de autocuidado de salud

h)	 Talleres: “Comunicación e imagen personal”, “El reto de la energía verde”

i)	 Impresión de biografías de líderes políticos

j)	 Celebraciones del Día de la Madre

k)	 Actividades de posicionamiento partidista

Como se puede observar, las actividades señaladas no propician el desarro-
llo de ninguna competencia ni conocimiento que ayude a las mujeres a su for-
mación y empoderamiento político. 

La autoridad electoral, con el apoyo de las organizaciones feministas, orga-
nismos internacionales y de las propias mujeres militantes de los partidos, ha 
impulsado acciones para mejorar la erogación de estos recursos. 

5.		 La respuesta del INE

Como se ha mencionado anteriormente en este trabajo, la aplicación de los 
recursos para la formación de liderazgos femeninos presenta aún diversos obs-
táculos para su aplicación. Derivado de ello y de las revisiones y supervisión de 
actividades de fiscalización, se han identificado diversas áreas de oportunidad 
para lograr que los partidos políticos mejoren la erogación de recursos destina-
dos al desarrollo político de las mujeres, de los cuales destacan los siguientes:

a)	 Profesionalizar y capacitar con perspectiva de género al personal que 
tiene a su cargo el ejercicio de los recursos



115Financiamiento público que promueve el liderazgo político de las mujeres: 
hallazgos a partir de la fiscalización realizada por el INE de México

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

b)	 Planificar con el acompañamiento de los organismos de mujeres de los 
partidos políticos

c)	 Elaborar diagnósticos orientados a la desigualdad de género en la parti-
cipación política de las mujeres

d)	 Formular proyectos con objetivos y metas claras, con lenguaje incluyente 
y perspectiva de género, que abarque el mayor número posible de personas

e)	 Realizar programas de formación que permitan un verdadero desarrollo 
de habilidades de las participantes

Como resultado de las omisiones y malas prácticas en la erogación de los 
recursos del 3 %, el INE ha mejorado el modelo de fiscalización con perspec-
tiva de género a partir del 2018 por medio de las siguientes acciones:

a)	 Aprobación del Protocolo para la Promoción y Desarrollo del Liderazgo 
Político de las Mujeres

b)	 Incorporación en la agenda política de temas como la paridad de género; 
acciones contra la violencia política; la integración de las listas para pro-
cesos electorales respetando las reglas de paridad; mejor diseño de sus 
programas de capacitación; y mejores contenidos en sus publicaciones 
editoriales e investigaciones

c)	 Análisis cualitativo de los recursos para el liderazgo político de las muje-
res mediante la revisión de los PAT presentados por los partidos políticos

d)	 Emisión de observaciones y recomendaciones para mejorar la planeación 
y ejercicio del gasto

e)	 Modificaciones en el reglamento de fiscalización, para que los partidos 
políticos incluyan en sus actividades de capacitación para la formación 
de liderazgos femeninos; el concepto de violencia política contra las 
mujeres en razón de género; presentación de informes trimestrales con 
avances de ejercicio del gasto; así como sanciones más severas en el caso 
de incumplir sus obligaciones de fiscalización
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f)	 La autoridad fiscalizadora del INE también ha tomado acción para con-
tar con personal mejor capacitado en perspectiva de género, para contri-
buir a que la revisión de la auditoría contenga estos elementos

g)	 Sistematización y automatización de varios procedimientos del gasto 
programado

Sin embargo, aún deben evaluarse y sistematizarse los resultados de estas 
iniciativas, a fin de proponer buenas prácticas para la aplicación del financia-
miento en clave de género.

6.		 Obstáculos para la aplicación del “financiamiento del 3 %” 

De las revisiones anuales efectuadas a la fecha sobre el gasto de liderazgo polí-
tico de las mujeres, se han encontrado desviaciones en el uso de los recursos, 
que se atribuyen a desconocimiento, mala planeación, falta de diagnósticos, 
metas sin claridad, falta de compromiso y simulación.

 Las revisiones del gasto para liderazgo político de las mujeres y las eviden-
cias obtenidas de las verificaciones de las actividades realizadas por los partidos 
—realizadas entre 2015 y 2022— permiten identificar algunas conductas que 
obstaculizan el adecuado uso de los recursos, para las que la autoridad electoral 
ha implementado medidas para prevenir, erradicar y, en su caso, sancionar. Las 
conductas que al día se tienen identificadas son las siguientes:11

6.1. 	 Las estructuras partidistas y la administración de 
los recursos están usualmente a cargo de hombres 

Las estructuras partidistas y la administración de los recursos están usual-
mente a cargo de hombres, lo que determina frecuentemente que la asignación 
de recursos en el periodo ordinario y en los procesos electorales sea inequita-
tiva en detrimento de las mujeres. 

En esta tesitura, hoy en día, a pesar de tener un rol relevante en el desarrollo 
social de México, en una época en que cada vez más mujeres han accedido a los 

11	 Estos hallazgos se han detectado durante la supervisión del ejercicio y la revisión de auditoría en diferentes ejer-
cicios de 2015 a la fecha a los recursos que ejercen los partidos políticos en el rubro de capacitación, promoción 
y desarrollo del liderazgo político de las mujeres. Ver los dictámenes consolidados presentados por la autoridad 
electoral fiscalizadora como resultado de las auditorías a los informes anuales de ingresos y gastos realizados por los 
partidos políticos.
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niveles educativos de mayor grado; de formar parte activa del mercado laboral; 
de encabezar importantes acciones en pro del desarrollo económico, de orga-
nizaciones civiles y de políticas públicas, las mujeres continúan estigmatizadas 
con estereotipos que las relegan a roles de amas de casa; de cuidado de niños/as 
y personas adultas, sin remuneración alguna y, en muchos casos, expuestas a 
situaciones de violencia doméstica.12 

Es justamente aquí donde el correcto ejercicio de los recursos para la capaci-
tación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres es esencial. 
Ello afecta el financiamiento pues reproduce la falta de autonomía de las áreas 
de mujeres en los partidos políticos sobre la toma de decisiones para el ejercicio 
de sus recursos etiquetados. Entonces, se requiere una mayor sensibilización 
para realizar actividades que correspondan a las necesidades reales que tienen 
las mujeres para el desarrollo de su formación política.

6.2. Baja capacidad de planificación y ejecución del gasto

Desde el punto de vista de la comprobación del ejercicio del financiamiento 
del 3 %, los mecanismos de planeación y aplicación del gasto en general de los 
institutos políticos son un aspecto a mejorar en este tipo de financiamiento. 
Esto debido a que las actividades de los PAT13 carecen de una visión estratégica 
orientada a alcanzar el objetivo del gasto programado,14 que es beneficiar al 
mayor número de mujeres militantes y simpatizantes, para mejorar sus opor-
tunidades de participación y desarrollo en cualquiera de los espacios de la vida 
política y el servicio público. Entre los problemas que acarrea la baja capacidad 
de planificación y ejecución del gasto se encuentran:

12	 Asimismo, se les incorpora en cargos sin poder de toma de decisiones en el mercado laboral, con sueldos inferiores 
a los de sus compañeros varones, efectuando aun las mismas labores (Ocde 2017).

13	 El Plan Anual de Trabajo (PAT) del gasto programado es una herramienta metodológica a través de la cual los 
partidos políticos que cuentan con dicho financiamiento programan la ejecución de sus recursos, con una meto-
dología que debe incluir objetivo, meta, público objetivo, fecha de realización y financiamiento asignado. El PAT 
debe presentarse ante la Unidad Técnica de Fiscalización en un plazo no mayor a treinta días una vez autorizado el 
financiamiento para partidos nacionales y locales por el INE y los Organismos Públicos Locales (Oples), según 
corresponda (art. 170 del Reglamento de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral de México).

14	 El gasto programado se refiere a los recursos etiquetados a “actividades específicas” y a la “capacitación, promoción 
y desarrollo del liderazgo político de las mujeres”. En algunas entidades, la legislación electoral contempla otros 
rubros de gasto, como es el caso de los recursos para “liderazgos juveniles”. En el Reglamento de Fiscalización y en 
los Lineamientos del Gasto Programado están enunciadas las reglas para la aplicación de estos recursos (art. 163 del 
Reglamento de Fiscalización).
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•	 La simulación en el ejercicio de los recursos.

•	 El uso de los recursos en actividades que no generan conocimientos o 
competencias para la formación de liderazgos femeninos (por ejemplo, 
cursos de belleza, actividades deportivas y empresariales, pago de rentas 
de inmuebles o gastos operativos).

6.3. 	 Incumplimiento intencional de los criterios del 	
	 financiamiento

A partir de los resultados de la fiscalización se observan conductas que dejan 
entrever que aun la mayoría de las dirigencias de los partidos políticos se enfo-
can solo en la comprobación del gasto, pero se resisten a utilizarlo en activida-
des que realmente cumplan con el objetivo de esta acción afirmativa. Es decir, 
se aplica una comprobación contable, pero no actividades que hagan aporta-
ciones significativas al avance de las mujeres. La resistencia a aplicar la norma 
se puede manifestar de las siguientes formas:

•	 Desvío de recursos a actividades de posicionamiento partidista y de pro-
ceso electoral.

•	 Ocultamiento del financiamiento a los grupos de mujeres de institucio-
nes partidistas.

7.		 Conclusiones 

El “financiamiento del 3 %” surgió de la necesidad de contrarrestar la posición 
de desventaja en la que se encuentran las mujeres en México, en términos de 
preparación para la competencia política y desempeño en cargos de toma de 
decisión en la esfera pública. Los cuestionamientos y obstáculos a los que se 
enfrentan, aun con todos los avances en favor del libre ejercicio de sus derechos 
políticos y de la aceptación de su participación activa en la vida política, hacen 
necesario que fortalezcan su liderazgo y se empoderen a través del dominio de 
competencias como discurso político, debate, mercadotecnia política, políticas 
públicas y derechos humanos, por citar solo algunos ejemplos.
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Tras catorce años del ejercicio de los recursos para capacitación, promoción 
y desarrollo de los liderazgos políticos de las mujeres, se reconocen avances en 
el modelo que se ven reflejados en una cada vez mayor aceptación al interior 
de los institutos políticos de la importancia de contar con mujeres con mejores 
capacidades para la ocupación de cargos partidistas, cargos de elección popular 
y de toma de decisiones en los diferentes órganos de gobierno. Sin embargo, 
también se requiere mayor compromiso por parte de los partidos políticos para 
lograr su efectividad, pues aún se identifican resistencias y falencias al interior 
de las cúpulas partidistas para crear condiciones de igualdad para mujeres y 
hombres en los procesos electorales.

Esperamos que estos avances a favor de las mujeres se reflejen en los futu-
ros comicios electorales locales que se tendrán en 2023 (Coahuila y Estado de 
México), así como los que se están preparando para 2024; sin embargo, el reto 
es, además de lograr la paridad en todas las entidades en los distintos órganos 
de gobierno, avanzar en la eliminación de brechas de género y mejorar las condi-
ciones de igualdad entre mujeres y varones en el ejercicio de los cargos públicos.
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ARTÍCULOS

El modelo de financiación pública de campañas 
electorales en Brasil: errores y aciertos

[Resumen] La financiación pública de campañas es un tema de incipiente normatividad en Brasil, cuya 
evaluación es necesaria luego de tres procesos electorales realizados bajo este nuevo sistema. Con la entra-
da de ingentes recursos públicos en la política, se observan nuevas dinámicas con potenciales resultados 
problemáticos que requieren de una mayor exploración empírica. Para ello, este trabajo evalúa los resul-
tados del Fondo Especial de Financiación de Campañas (Fefc) aprobado en 2017, comparando sus ob-
jetivos con los datos disponibles, a fin de verificar si, de hecho, se concretaron las finalidades legislativas. 
Así, este artículo describe la aprobación del Fefc, sus criterios de acceso y reparto de fondos, los partidos 
beneficiados, entre otros aspectos. Luego, se exponen datos referidos a los efectos observados, relativos 
al peso de los recursos públicos en las arcas partidistas, la distribución de los fondos entre partidos y 
dentro de estos, su impacto en el éxito electoral. Se concluye que ninguno de los puntos utilizados para la 
aprobación del Fefc son acordes con los datos recogidos, lo que obliga a un replanteamiento sustancial 
del modelo.

[Palabras clave] Financiación electoral, recursos públicos, partidos políticos, Brasil, candidaturas 
femeninas.

[Title] The Brazilian model for public financing of electoral campaigns: mistakes and successes

[Abstract] Public funding of political campaigns in Brazil is still a newly regulated topic, subject to 
necessary evaluations after only two elections—and a third one on its way—under this new system. The 
massive inflow of public resources into Brazilian politics shed light on new dynamics, with potential 
problematic consequences that require further empirical exploration. To this effect, this article evaluates 
the results of the Campaign Financing Special Fund (Fefc, in Portuguese) approved in 2017, and verifies 
if it in fact reached its legislative goal. Thus, this study describes the approval of the Fefc, its access 
and fund distribution criteria, the benefited political parties, among other aspects. Then, this study 
presents facts on the observed effects related to the weight of public resources in the finances of political 
parties, fund distribution between parties and inside them, and its impact on electoral success. Lastly, it 
concludes that none of the topics used to approve the fund match the data collected, which forces a deep 
change in the Fefc model.
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1.	 Introducción

Brasil cuenta con un sistema legalmente mixto de financiación electoral, aun-
que en la práctica es predominantemente público. Antes de 2015, el sistema 
era sobre todo privado debido a la fuerte presencia de aportes económicos de 
personas jurídicas (alrededor del 95 %); sin embargo, después de la decisión 
del Supremo Tribunal Federal (STF) en 2015 declarando la inconstituciona-
lidad de dichas donaciones (Acción Directa de Inconstitucionalidad – ADI1 
4650),2 los recursos públicos terminaron por tener un protagonismo impar 
en la dinámica electoral. Ello provocó un profundo cambio en el panorama 
político-partidista, que se hizo patente en las elecciones realizadas bajo este 
enfoque (Speck 2016).

La decisión del STF puede ser clasificada como una de las más polémicas 
que han existido en el campo del Derecho Constitucional y Electoral, siendo 
el debate alrededor de esta de mayores alcances que la misma ley en cuestión 
(Santano 2015, 2016). Los partidos intentaron “recuperar” dichas donacio-
nes privadas principalmente durante la reforma política de 2015, que se desa-
rrolló de forma paralela al juicio de la ADI 4650. En esta coyuntura tensa entre 
el Poder Legislativo y el Judicial, el primero intentó preservar las condiciones 
económicas de las campañas electorales, y el segundo se esforzó para imponer 
cambios sustanciales con bases éticas. Cuando la opinión pública —enrare-
cida en aquel periodo— se hizo prevaleciente, el Poder Judicial terminó por 
“ganar” esta batalla, aunque no sin críticas. 

Ya en 2017, y sin muchas alternativas de cómo satisfacer la fuerte necesidad 
por recursos económicos identificada durante las elecciones locales de 2016,3 
los partidos parlamentarios empezaron el movimiento de aprobación de un 
mecanismo de financiación pública de campañas, que se acordó llamar Fondo 

1	 Una Acción Directa de Inconstitucionalidad (ADI) es la acción que tiene por objeto declarar la inconstitucionali-
dad de una ley o parte de ella, es decir, contraria a la Constitución Federal.

2	 Este fallo del Tribunal Constitucional brasileño fue motivado principalmente por los escándalos de corrupción en 
el caso conocido como “Lava Jato”, en el que se identificaron movimientos financieros sospechosos con recursos de 
una empresa estatal petrolífera que permitía filtrar recursos a las campañas electorales, al margen de la legislación 
vigente. Sobre el tema, ver Santano (2020).

3	 Las elecciones de 2016 se caracterizaron por una fuerte escasez de recursos económicos, que hizo que quien tuviera 
más recursos propios contara con más condiciones de elegirse. Sobre el tema, ver Zelinski (2020).



Ana Claudia Santano

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

128

Elecciones 21 (24), 2022

Especial de Financiación de Campañas (Fefc).4 Se trataba de un tipo de recur-
sos que sería transferido a los partidos con fines únicamente electorales. Aun-
que se llamaba “fondo”, era alimentado directamente por recursos públicos 
originados de dotaciones presupuestarias específicas en el año electoral.

Y así fue: con miras a las elecciones generales de 2018 se aprobó este modelo 
de financiación pública electoral que, al lado de los aportes públicos para el 
mantenimiento ordinario de los partidos, se volvería la principal fuente de 
recursos en la política electoral brasileña. Desde entonces, los cambios en el 
diseño institucional de la financiación, así como de la competición partidista, 
ocurren a pasos agigantados, sin que se destaque un debate o estudio signifi-
cativo sobre estos. Es justamente sobre los cambios respecto al financiamiento 
electoral que tratará este artículo.

El método utilizado es el empírico-analítico a partir de datos oficiales sobre 
la distribución y evolución de los recursos públicos a ser empleados en las cam-
pañas electorales, así como el descriptivo a partir de literatura especializada, 
que permite la elaboración de algunas recomendaciones de mejora del sistema 
desde el punto de vista legislativo. 

2.  	La creación del Fefc y el giro hacia el financiamiento 
público en Brasil

Brasil no cuenta con una larga experiencia respecto a la financiación pública 
directa de las campañas electorales. En todas las legislaciones que antecedieron 
a la introducción del Fefc en 2017, no había menciones sobre reglas de finan-
ciación pública electoral (Backes 2001). No obstante, antes del Fefc, había 
aportes públicos a las campañas electorales por medio del Fondo Especial de 
Asistencia Financiera a los partidos políticos o Fondo Partidario5 (Fundo Parti-
dário, en portugués), que correspondían a recursos destinados a la financiación 
ordinaria de las organizaciones partidarias, pero con autorización legislativa 

4	 Traducción directa del nombre en portugués, que es Fundo Especial de Financiamento de Campanhas.
5	 Según el artículo 38 de la Ley n.° 9.096/95, el Fondo Partidario está constituido por a) multas y sanciones pe-

cuniarias aplicadas en los términos del Código Electoral y leyes conexas; b) recursos financieros que les fueran 
destinados por ley, permanentemente o no; c) aportes de personas físicas y jurídicas realizados por transferencia 
bancaria directamente en la cuenta del fondo; y d) dotaciones presupuestarias de la Unión (gobierno central de 
Brasil), con un valor anual nunca inferior al número de electores/as inscritos al 31 de diciembre del año anterior al 
de la propuesta presupuestaria, multiplicados por 0.35 céntimos de real, en valores de agosto de 1995.
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para que una parte sea utilizada en las campañas electorales (art. 44, III, Ley 
n.° 9.096/95). Está claro que, al estar los partidos autorizados a utilizar dichos 
recursos en sus campañas electorales, no se podía considerar dicha financiación 
como exclusivamente ordinaria. Con todo, su fin era el mantenimiento de las 
organizaciones partidarias y, hasta el día de hoy, constituyen una importante 
fuente de recursos de especial importancia para las fuerzas políticas pequeñas 
y extraparlamentarias (Krause et al. 2015).

El Fondo Partidario se caracteriza por ser un modelo con criterios exclu-
yentes de acceso y reparto de financiamiento político, ya que ignora a los par-
tidos con representación en el Senado o en las casas legislativas de los estados 
y favorece principalmente a los partidos que obtuvieron escaños en la Cámara 
de Diputados.6 Así, consta en el artículo 41-A de la Ley n.° 9.096/95 que, del 
total de recursos del Fondo Partidario: (i) el 5 % debe ser destinado a todas 
las organizaciones partidarias registradas ante el Tribunal Superior Electoral 
(TSE) y, por tanto, debidamente reconocidas; y (ii) el 95 % debe dividirse entre 
los partidos en relación con la proporción de votos obtenidos en las últimas 
elecciones generales para la Cámara de los Diputados.

Una característica clave del Fondo Partidario, además de su distribución, es 
que una de sus fuentes corresponde a los aportes de personas físicas y jurídicas, 
que se deben transferir directamente a la cuenta del fondo. En 2015, como se 
mencionó en la introducción, se prohibieron los aportes de personas jurídicas, 
lo que generó una caída respecto al monto asignado al Fondo Partidario. No 
obstante, el Fondo Partidario iniciaría una tendencia al alza con la aprobación 
del Fefc en 2017 (Ver Gráfico 1). Ello sugiere el impacto de estos hitos sobre la 
financiación política brasilera, el cual fue alertado en su momento (Santano 
2014; Cervi 2016; Deschamps et al. 2021).

6	 No obstante, esta no es una característica del sistema brasileño. Claramente hay una concentración de criterios 
de reparto en la conformación del grupo parlamentario en la Cámara de Diputados, ignorando que los partidos 
en Brasil deben ser nacionales por obligación constitucional (art. 17) y que pueden tener presencia variada en sus 
diversas casas legislativas estatales en regiones del país (Mezzaroba 2018).
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Con la prohibición de aportes de personas jurídicas, se dejó un vacío significa-
tivo en los aportes privados del Fondo Partidario que otras donaciones priva-
das (de individuos y afiliados/as) no tuvieron la capacidad de llenar. De hecho, 
las donaciones de personas físicas y de afiliados/as no habían tenido una fuerte 
presencia en las arcas de los partidos entre 2007 y 2018, mientras los recursos 
de personas jurídicas (ver Gráfico 2) tenían mayor presencia, especialmente en 
2008, 2010 y 2014.

Gráfico 1

Evolución de recursos del fondo partidario (2014 – 2021)

1 000 000 000

900 000 000

800 000 000

700 000 000

600 000 000

500 000 000

400 000 000

300 000 000

200 000 000

100 000 000

0

2013	 2014	 2015	 2016	 2017	 2018	 2019	 2020	 2021	 2022	

		

811 285 000

313 494 882

737 890 048

665 790 581.3

780 357 505
810 050 743

836 940 341.8
872 821 061.1

Monto destinado por el presupuesto general (en R$)

Fuente: Elaboración propia con datos del TSE (2022)



131El modelo de financiación pública de campañas electorales en Brasil: 
errores y aciertos

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

Por su parte, si observamos el financiamiento privado por partido, queda claro 
que los aportes de personas jurídicas (empresas) fue, en alrededor del 44 % de 
los casos, la principal fuente de financiamiento privado.
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Gráfico 2
Proporción anual de fondos privados en los presupuestos partidistas

15.76

2.29 3.34

25.34

8.42

5.43

11.62

0.00 0.00 0.00 0.00

Promedio (afiliados/as)

Promedio (empresas)

Promedio (individuos)

Promedio general (recursos privados)



Ana Claudia Santano

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

132

Elecciones 21 (24), 2022

Gráfico 3

Proporción de fondos privados en los presupuestos partidistas, por partido 
(2007-2018)
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Asimismo, cabe señalar que, en Brasil, desde el 2006 se observa una tendencia 
negativa respecto al alcance numérico de la militancia, que parece agudizarse 
entre 2010 y 2014. Esta puede ser una variable a considerar para comprender 
el menor peso de las donaciones de individuos y afiliados/as, respecto a las de 
personas jurídicas (empresas), ver Gráfico 4.

Con todo, la prohibición de donaciones de personas jurídicas por parte del 
STF en 2015 y el consecuente giro, en 2017, al financiamiento público orien-
tado a campañas electorales, tuvieron como efecto directo el aumento de la 
proporción de recursos de origen público en las arcas partidarias. A partir de 
2015, entonces, se observa que esta proporción supera el techo histórico del 
89.92 % de forma continua hasta el 2018.

Gráfico 4

Proporción de afiliados/as de cuatro de los principales partidos en el periodo 
analizado, en relación con el total de electores/as brasileños/as
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En el Gráfico 6 es posible observar que hay variaciones en el peso —o depen-
dencia— de los partidos hacia los recursos públicos. Por ejemplo, el Partido de 
los Trabajadores (PT) es el que menos recursos públicos tiene en sus presupues-
tos —alrededor de 60 %—, pero es uno de los que más recursos del Fefc recibe 
para sus campañas debido al tamaño de su grupo parlamentario en la Cámara 
de Diputados. Es decir, aunque el PT reciba menos recursos públicos, todavía 
cuenta con otras fuentes de recaudación de recursos. Pero este tipo de casos 
son minoría, pues al menos dieciocho organizaciones partidarias cuentan con 
recursos públicos que representan 90 % o más en sus presupuestos. Otras diez 
se ubican en el margen de 80 % del presupuesto compuesto por estos recursos, 
restando otras seis que oscilan entre 70 % y 60 % del total de sus presupuestos.
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Gráfico 6

Proporción de recursos públicos en los presupuestos partidarios, 
por partido político (2007 - 2018)

Fuente: Elaboración de Silvana Krause (2022)
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Cabe mencionar que la ideología no parece ser un factor que se incluya en la 
participación de los recursos públicos en los presupuestos partidistas, conside-
rando que los dos extremos del gráfico son ocupados por partidos de izquierda 
—PSOL corresponde a la izquierda, más al extremo, y PT, más al centro—. Los 
partidos de derecha —centro y extremos— pueden ser encontrados en todo el 
gráfico, como es el caso del PSL (extrema derecha) y el DEM (centroderecha).7 

En este contexto tiene cabida una iniciativa como la del Fefc que, en 2017, 
refuerza los presupuestos partidarios con recursos públicos, dando inicio a un 
modelo de financiamiento político predominantemente público en Brasil. 

3.	  El modelo brasileño de financiación pública de 
campañas: el Fondo Especial de Financiación de Campañas 
(Fefc)

Parlamentarias y parlamentarios justificaron la aprobación del Fefc señalando 
que promovía la igualdad entre contendientes electorales gracias al acceso a los 
recursos públicos, y que este tipo de financiamiento aportaría a la lucha contra 
la corrupción. La distribución desigual no solo habría estado afectando a los 
partidos políticos, sino a las candidaturas de grupos históricamente excluidos, 
como las mujeres. Haciendo eco del debate sobre la reforma de 2015, se sumaba 
una preocupación por una eventual petrificación del sistema de partidos, su 
cartelización y el abandono de sus bases.8 

El Fefc fue aprobado utilizando reglas de reparto similares a las del Fondo 
Partidario. Según los criterios descritos en el artículo 16-D de la Ley n.° 9.504/97, 
del total de recursos para el Fefc, el 2 % es distribuido igualmente para todos 
los partidos; el 35 % se divide entre los partidos que hayan obtenido al menos un 
escaño en la Cámara de Diputados, conforme la proporción de votos obtenidos 
por estas organizaciones en la última elección general para dicha casa legisla-
tiva; el 48 % es repartido entre los partidos según la proporción del número 

7	 En muchos de los casos en los que los partidos tienen en sus presupuestos más de 90 % de recursos públicos, esto 
corresponde a opciones políticas que no se encuentran muy demarcadas ideológicamente para el electorado bra-
sileño. Muchos son partidos pequeños, como el PTB, PMN, PV, SD y PHS, y algunos incluso ni siquiera existen 
más porque, bien cambiaron de nombre (o hicieron rebranding, fenómeno que ocurrió en Brasil a partir de 2014, 
ver Régis et al. 2018). Este fue el caso de PPS, que actualmente se llama “Ciudadanía”, o de PHS, que fue incorpo-
rado por Podemos y DEM, que se fundió con el PSL, formando el União Brasil— (TSE 2022b).

8	 En el voto del ministro del TSE Luiz Fux, sobre la ADI 4650, se señalaba que los aportes de personas jurídicas 
podrían ser un factor que favorecía las candidaturas con ingresos en el cuartil superior. Dichas donaciones eran las 
responsables de este desequilibrio en la contienda electoral (Horochovski 2022).
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de representantes titulares en la Cámara de Diputados; y el 15 %, según la 
proporción de representantes en el Senado Federal (también titulares). Así, al 
menos aparentemente, estos criterios son menos excluyentes que los del Fondo 
Partidario; sin embargo, el peso del éxito electoral en la Cámara de Diputados 
es todavía fuerte, lo que per se afecta las estrategias partidarias. 

De acuerdo con la norma, los recursos del Fefc solamente son transferidos 
a los partidos por el TSE después de la definición de criterios para su distribu-
ción interna (art. 16-C, §7), aprobados por mayoría absoluta por las y los inte-
grantes de cada órgano de las direcciones ejecutivas nacionales de los partidos, 
y de manera pública. Ello permite la concentración de recursos en la dirección 
nacional, agudizando los problemas de democracia interna (Silva 2021).

Por su parte, según el artículo 16-C de la Ley n.° 9.504/97, el Fefc tiene 
dos fuentes: a) una dotación presupuestaria de la Unión, determinada para el 
año electoral, con base en un mínimo establecido por el TSE en cada elección; 
y b) parte de los recursos de reserva específica para programas resultantes de 
enmiendas impositivas de grupos parlamentarios estaduales, señalada en el 
proyecto de ley presupuestaria anual.

En 2022, como se observa en el siguiente gráfico, hubo un importante 
incremento en el Fefc, que puede ser interpretado como un ajuste basado en la 
experiencia de 2018 y 2020, y/o en la demanda de recursos públicos por parte 
de los partidos. Como hemos visto, la anulación del financiamiento privado 
por vía de personas jurídicas afectó los recursos partidarios y esto dio lugar a 
un financiamiento político sostenido por recursos públicos.
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En esa línea, en 2018, cuando se realizaron las primeras elecciones con aplica-
ción del Fefc, se puede observar que los recursos económicos de candidaturas 
y partidos disminuyeron casi en 35 % respecto a los de 2014. Es decir, la intro-
ducción del Fefc en 2017 no palió la ausencia de aportes de empresas, lo que, 
como se ha visto, podría explicar el aumento significativo y pragmático del 
Fefc en 2022.

Gráfico 7

Evolución de recursos referentes al Fefc 

Valor destinado por el presupuesto general

Fuente: TSE (2022a)

2018 2020 2022

1 716 209 431

4 961 519 777

2 034 954 824

Tabla 1

Recursos recibidos por candidaturas y partidos (elecciones de 2014 y 2018)

N 2014 R$ 2014 N 2018 R$ 2018 Var N % Var R$ %

Candidatos/as 25 471 5 615 634 689.61 28 077 3 362 956 745.73 +17.56 -40.11

Partidos 971 3 452 619 304.61 6402 2 560 620 090.23 +559.32 -25.83

Total 9 068 253 994.22 5 923 576 835.96 -34.67

Fuente: Elaboración de Rodrigo Horochovski (2022)
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4.	 Aspectos críticos del modelo de financiamiento electoral 

Luego de la implementación del Fefc en las elecciones generales de 2018 y 
2022 (y las elecciones locales 2020) es posible explorar, con los datos disponi-
bles, si los efectos esperados se corroboraron. En esta sección se describen los 
aspectos problemáticos relacionados con la implementación del Fefc de cara a 
sus objetivos en el discurso legislativo.

4.1.  La desigual distribución interpartidaria de recursos 	
del Fefc

Al analizar la distribución de los recursos del Fefc entre los partidos se puede 
verificar si se vienen cumpliendo con el objetivo de conseguir una mayor igual-
dad de recursos entre ellos. Con este fin, se toman como base las diez orga-
nizaciones partidarias que reciben mayores recursos del Fefc y se compara 
la suma de sus ingresos por Fefc con la suma del total recibido por más de 
treinta organizaciones políticas. En las elecciones de 2018, diez organizaciones 
recibieron R$ 1 320 822 163.18, que corresponde a 76.96 % del monto total. 

Gráfico 8

Distribución de recursos del Fefc en 2018

0	 500 000 000	 1 000 000 000	 1 500 000 000	 2 000 000 000                                            

Total
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Fuente: Elaboración propia con base en TSE (2018)
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En las elecciones locales de 2020 la concentración de recursos se repitió, con-
siderando que el cálculo de su distribución toma como base la conformación 
de los grupos parlamentarios resultantes de las elecciones generales, llevadas 
a cabo en 2018. Estos diez partidos recibieron en total R$ 1 410 278 981.49, 
equivalentes al 69.30 % del total de 33 partidos, lo que demuestra nuevamente 
la concentración de recursos en menos de un tercio de los partidos existentes.

Para las elecciones generales de 2022, las diez fuerzas que más recibirían recursos 
públicos tuvieron derecho a R$ 3 689 381 789.85, que corresponde a 74.36 % 
del monto total asignado a las organizaciones políticas.

Gráfico 9

Distribución de recursos del Fefc en 2020
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Por lo tanto, el hecho de que el modelo de financiación pública de campañas 
vía Fefc concentre recursos en algunos partidos se confirma numéricamente y 
también sugiere que, a mediano o largo plazo, se puede producir una petrifica-
ción del sistema de partidos en el ámbito parlamentario.

Sumado a lo anterior, uno de los principales problemas observados a nivel 
de diseño del Fefc es la vaguedad respecto al cálculo de los recursos a repartir. 
Incluso en el Derecho, más específicamente el Derecho Financiero, saber con 
exactitud qué representa el artículo 16-C es un desafío no cumplido, y esto 
quedó claro cuando el STF analizó la constitucionalidad del valor del Fefc 
para 2022, fruto de un aumento de 200 % en comparación con el de 2018 
(ADI 7058). Tampoco los votos de los/as ministros/as del STF dejaron claro 
cuál es la fórmula de cálculo que se debe aplicar para llegar al valor total, lo que 
deja abierto que el Parlamento proceda con su incremento ad hoc (Supremo 
Tribunal Federal 2022). 

Fuente: Elaboración propia con base en TSE (2022a)

Gráfico 10

Distribución de recursos del Fefc en 2022
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4.2.  La desigual distribución intrapartidaria de 
recursos del Fefc vista en clave de género

A partir de 2009 surgieron los primeros incentivos económicos para una mayor 
inclusión de las mujeres en política, con la utilización de recursos públicos del 
Fondo Partidario (art. 44, Ley n.° 9.096/95 y art. 9, Ley n.° 13.165/2015). No 
obstante, dichos dispositivos legales fueron declarados inconstitucionales por 
el STF justamente por no estar ajustados a la política de cuotas, ya que desti-
naban a las mujeres entre el 5 % y 15 % del valor total recibido por el partido 
a título del Fondo Partidario, mientras que la cuota de género establecía un 
mínimo de 30 % de candidaturas correspondientes a mujeres (ADI 5617). 
Debido a esto, el STF determinó que al menos 30 % de dichos recursos debían 
atender la financiación de candidaturas femeninas.9

En esta coyuntura, los colectivos de mujeres vieron una oportunidad de liti-
gio estratégico para extender los efectos de dicho fallo también para los recur-
sos del Fefc (Consulta n.° 0600252-18.2018.6.00.0000), lo que fue determi-
nado, a su vez, por el TSE para las elecciones de 2018 (Lóssio 2020).

De esta manera, desde 2018, por determinación del STF y el TSE, las can-
didatas brasileñas tienen derecho a 30 % del total de los recursos recibidos por 
los partidos, tanto a título de Fondo Partidario como del Fefc. No obstante, 
dichas decisiones judiciales no fueron bien recibidas por las organizaciones par-
tidarias, aún más en un año electoral como el de 2018 en el que, como vimos, 
disminuyeron sus recursos de origen privado y tomaron mayor relevancia los 
de origen público.

Desde entonces, existen indicios que alertan del incumplimiento de las 
disposiciones sobre el financiamiento a favor de candidatas mujeres, ya sea por 
la no destinación de recursos para estas candidaturas o por directo desvío de 
los recursos para poder utilizarlos en candidaturas masculinas (Wylie et al. 
2019; Santano y Machado 2021). Cabe mencionar que, en el plano econó-
mico, son los partidos los que deciden por sí solos —y únicamente por medio 
de sus directivas nacionales— cómo van a distribuir los recursos públicos 

9	 Brasil cuenta con una política de cuotas de candidaturas desde 1995, que muestra claras señales de no ser eficaz 
(Sacchet y Speck 2012; Backes y Costa 2020). Si bien por disposición legal de haber un mínimo de 30 % de 
candidaturas femeninas en las listas proporcionales abiertas que se presenten, las mujeres electas a nivel nacional 
no sobrepasan el 15 % en la Cámara Baja ni el 18 % en el Senado. Esto deja a Brasil en la posición 143.° del ranking 
de Inter-Parliamentary Union (2022).
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internamente y quiénes serán beneficiados/as con estos, sin que haya mecanis-
mos que los obliguen a ser más sensibles o igualitarios.10

Ante tales indicios, el TSE reforzó su fiscalización sobre dichos recursos 
y candidaturas —más allá del control sobre las candidaturas ficticias que ya 
afectan a las mujeres—, además de añadir en la Resolución n.° 23.607/2019, 
sobre rendición de cuentas, las penalidades dispuestas en el artículo 30-A de 
la Ley n.° 9.504/97, sobre pérdida de mandato, para los casos en los que fuera 
comprobado el desvío de recursos o su mala utilización.

Con todo, pese al esfuerzo para implementar estas acciones afirmativas, 
datos de las elecciones de 2020 muestran que todavía hay un largo camino 
por delante. Según la plataforma 72 Horas, basada en las informaciones del 
TSE, alrededor de 26 % de los recursos públicos (R$ 525 398 934) fueron 
destinados a las candidatas mujeres, es decir, las candidaturas del género mas-
culino recibieron el 74 % (R$ 1 255 857 636) (72 Horas, 2020). Estas cifras 
son preocupantes, más aun tomando en cuenta que el número de candidaturas 
de mujeres ha aumentado modestamente en las dos últimas elecciones y que 
sigue existiendo una alta relación entre el acceso a recursos económicos y el 
éxito electoral (ver Anexos 1 y 2).

4.3.  La ausencia de mecanismos efectivos de fiscalización

Desde la aprobación del Fefc en 2017, no se han implementado mecanismos 
de fiscalización y control de la financiación electoral en Brasil. Esto significa 
que el volumen de recursos públicos fue incrementado desproporcionalmente 
frente al control que se puede hacer de dichos recursos por parte de la autoridad 
electoral, que sigue amparándose en las mismas reglas y procedimientos adop-
tados antes, sin tantos recursos públicos en la política. Más allá de la ausencia 
de mejoras en estos procedimientos, los partidos políticos van en la dirección 
contraria a la fiscalización y transparencia de la financiación política en Brasil. 

10	 Según la Constitución Federal de 1988 (art. 17, §1), los partidos políticos brasileños cuentan con autonomía par-
tidista, concepto con sentido en disputa desde hace años. Si en un primer momento la Constitución les atribuyó 
dicha prerrogativa para garantizarles el derecho de autorregulación de materias interna corporis, en un segundo 
momento las propias organizaciones partidarias la utilizaron como una forma de blindaje en contra de cualquier 
intento de imposición de mecanismos de accountability. Esto, en muchos casos, viola otras garantías también de 
nivel constitucional, como la de la transparencia y ejercicio de derechos políticos, que a su vez son derechos funda-
mentales (Salgado y Pérez 2015).
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Desde 2018, las organizaciones partidarias aprobaron diversas leyes sobre 
amnistías de casos en los que la Justicia Electoral los penalizó por violación 
de las reglas referentes a las candidaturas femeninas. Así ocurrió con la Ley 
n.° 13.831/2019, que determinó que los partidos que no aplicaron los recur-
sos del fondo partidario para el incentivo a la participación femenina en la 
política hasta las elecciones de 2018 no podrían tener sus cuentas rechazadas 
en el proceso de rendición ante la Justicia Electoral, repitiendo lo que la Ley 
n.° 13.165/2015 ya había hecho en elecciones anteriores. 

La última amnistía es aun más polémica, considerando que fue objeto de la 
Enmienda Constitucional n.° 117 de 2022, que en su texto termina por cons-
titucionalizar la decisión de la ADI 5617, abarcando acciones afirmativas en 
favor de candidaturas femeninas y su financiación por medio del fondo parti-
dario y el Fefc, pero al mismo tiempo dispone una amnistía a los partidos, que 
prohíbe (utilizando esta palabra) condenas por parte de la Justicia Electoral a 
partidos en procesos de rendición de cuentas de ejercicios financieros anterio-
res a la promulgación de dicha Enmienda Constitucional (art. 2) (Observa-
tório de Violência Política Contra a Mulher 2022).

Como se ha visto, el impacto causado por el ingreso de recursos públicos 
en los presupuestos de los partidos políticos no correspondió en la práctica ni 
a los argumentos utilizados para promocionar la aprobación del Fefc, ni a las 
razones que fundamentaron la prohibición de donaciones de personas jurídi-
cas utilizadas en el fallo de la ADI 4650.

5.		 ¿Estamos ante una eventual cartelización de los 
partidos políticos en brasil?

Un modelo de financiación pública de la política bien configurado puede oxi-
genar el sistema de partidos, dando mayores oportunidades a otras fuerzas 
políticas, fuera del mainstream, de elegirse y consolidarse en la esfera pública. 
Para ello, los criterios de acceso y reparto de los recursos públicos son la clave 
para permitir que el modelo sea inclusivo y pueda equilibrar mejor la disputa, 
como si fuera, grosso modo, una acción afirmativa a los partidos pequeños o de 
reciente creación (Sánchez 2007; Fernández 2007). 

Sin embargo, en el caso de Brasil no se cumple con esta condición, según lo 
expuesto en la sección anterior. 
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Además, se observa que las desigualdades en la distribución de recursos 
abarcan las dinámicas intrapartidarias —en detrimento de la participación de 
las mujeres— y han sido acompañadas por escasos mecanismos de fiscaliza-
ción del financiamiento. Por otro lado, el peso de los recursos públicos en los 
presupuestos partidarios no parece brindar muchos incentivos para ampliar o 
mantener la militancia, que ha sido una de las fuentes privadas de donaciones 
más importantes para un grupo de partidos.11 

Al menos con base en los datos de las tres elecciones llevadas a cabo después 
de la aprobación del Fefc, no hay evidencias de que la competición electoral se 
haya vuelto más igualitaria, sea considerando todas las candidaturas o a partir 
del recorte de género, que es solamente uno de los posibles hechos. 

Además, tampoco parece que el mayor volumen de recursos públicos haya 
favorecido la transparencia, considerando que el control financiero de las cuen-
tas partidistas sigue estando muy perjudicado, más allá de ser directamente 
bloqueado por las fuerzas políticas a partir de amnistías aprobadas vía legis-
lativa, lo que inclusive provoca cuestionamientos sobre un eventual abuso del 
poder de autorregulación.

En este contexto, es posible que estemos ante un proceso de estatalización 
de las fuerzas políticas y también de cartelización (Van Biezen 2004). La 
cartelización de los partidos políticos es un fenómeno asociado a sistemas de 
financiación que cuentan con transferencias importantes de recursos públicos 
para las fuerzas políticas.12 La teoría de los partidos cartel, ideada por Katz y 
Mair (1995), es una de las que más suscitan preguntas en el campo de la finan-
ciación electoral. Si antes se podía pensar que la cartelización de las organiza-
ciones partidarias era únicamente un paso después de su forma catch-all, como 
si fuera una “evolución” tipológica (Gunther y Diamond 2015), ahora 

11	 Los datos muestran que el número de afiliados/as está en descenso. En este sentido, la militancia ya no tiene la im-
portancia de antes, sea para la promoción política del partido o para su mantenimiento económico. Así también, 
las afiliadas y los afiliados pueden estar perdiendo los incentivos de permanecer en los partidos políticos brasileños, 
al menos formalmente en un contexto de descontento y desprestigio de la política. Cabe subrayar que hay muchas 
otras variables que pueden impactar en el número de afiliados/as de un partido, como su reposicionamiento ideo-
lógico o niveles de democracia interna. Esto, claro, termina por afectar la democracia como un todo (Cervi 2020).

12	 La literatura sugiere que la presencia de medidas de financiación pública de fuerte impacto es una condición de 
la existencia de los partidos cartel, como ocurre en Brasil. Aunque sea así, cabe subrayar que no se debe afirmar 
automáticamente que en todo sistema público de financiación de campañas los partidos se vuelven cartelizados, es 
decir, que se comporten como si fueran un cartel. Por lo tanto, en el tema parece influir mucho más el volumen de 
recursos públicos utilizados para este fin (Melchionda 1997; Nassmacher 2001).
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dicha categoría resulta problemática por sus efectos en la democracia. Para el 
caso de Brasil, los riesgos se manifiestan de la siguiente manera:

a)	 Por el riesgo de captura del Estado por parte de las fuerzas políticas 
(Poguntke 2006) que, a su vez, excluyen a otros partidos de la distri-
bución de recursos, consolidando a los hegemónicos en las casas legis-
lativas por criterios de acceso y reparto de recursos elaborados por ellos 
mismos (Scarrow 2006). Una dinámica similar afecta la participa-
ción de ciertas candidaturas, como las de mujeres.

b)	 Por el alejamiento entre militancia y partidos políticos, en un clima 
de desazón y descontento respecto a la clase política (Santos 2016; 
Avritzer y Marona 2017) y un menor interés por parte de los parti-
dos en la militancia y su expansión

En Brasil, los estudios que abordan la problemática de la cartelización de los 
partidos ante el fuerte sistema de financiación pública de campañas empiezan 
a aportar datos, aunque desde antes ya señalaban evidencias de dicho proceso 
analizando solamente el fondo partidario (Krause et al. 2015).

6.		 Conclusiones 

Este artículo buscó aportar elementos de análisis sobre el desempeño y conse-
cuencias de la adopción del Fefc como fuente predominante para la financia-
ción de campañas en Brasil. En un primer momento, se observó que la fuerte 
inyección de recursos públicos para fines electorales podría solucionar el pro-
blema de la escasez de recursos provocada por la declaración de inconstitu-
cionalidad de las donaciones de personas jurídicas por parte del STF, sin que 
dicha medida fuera fruto de mayor reflexión sobre su modelo y resultados.

Luego, la aprobación del Fefc fue amparada por un discurso que afirmaba 
que más recursos públicos en las campañas podría volver más transparentes a los 
partidos y facilitar el acceso a los recursos por aquellas candidaturas desde par-
tidos pequeños o de reciente creación, más allá de atribuir eventualmente algún 
tipo de desarrollo en la estructura partidista para mantener sus bases sociales.

Pese a lo expuesto, los datos aportados en este trabajo muestran que ninguno 
de estos puntos se ha confirmado hasta el momento, sino todo lo contrario. 
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En lo que se refiere a la eventual cartelización de los partidos brasileños, hay 
indicios de que existe un alejamiento preocupante de la sociedad a las organi-
zaciones partidarias que, además de no buscar mejorar sus bases, tampoco ven 
la militancia como una posible fuente de financiación alternativa a los recur-
sos públicos, sugiriendo, inclusive, una posible dependencia de dichos recursos 
para su mantenimiento en la esfera política.

Los datos igual muestran que, al mismo tiempo, los recursos públicos son 
la principal fuente de financiamiento para los partidos y que el peso de esto 
alcanza a todas las fuerzas políticas, sin excepciones. 

Por otro lado, hay una fuga de afiliados y afiliadas que pueden estar per-
diendo sus incentivos para permanecer en los partidos de manera formal. Es 
cierto, como se ha alertado, que dicho comportamiento puede ser motivado 
por otras razones, aunque se cree que el hecho de haber desconsideración de 
la militancia, incluso como forma de mantenimiento económico, puede estar 
impactando en este cuadro.

Ya en lo que se refiere a la alternancia de poder y el aumento de posibilida-
des de elección de nuevos cuadros políticos debido al mayor ingreso de recur-
sos públicos en las campañas, hasta el momento tampoco se confirma. Lo que 
se tiene es que los datos indican que los que antes tenían mayores condiciones 
de ser elegidos siguen teniéndolas, mientras que los que no eran favorecidos 
por las reglas anteriores no han cambiado. Se reconoce la pequeña variación 
numérica que fue señalada, aunque todavía no se puede afirmar que se trata de 
una tendencia de mejora global de este punto.

A su vez, se tiene que, en términos de igualdad de oportunidades en la com-
petición electoral, esto definitivamente queda muy perjudicado en el análisis. 
Considerando que son los partidos mismos los que reparten internamente los 
recursos a los que tienen derecho, solamente pequeños grupos tienen acceso a 
ellos. A esto se añade el hecho de que el modelo de cálculo de la cuota debida 
por cada partido per se ya causa muchas distorsiones, por ser una fórmula 
excluyente y muy concentradora de recursos en menos de un tercio de las fuer-
zas políticas existentes. Dicho desequilibrio tiende a alcanzar a grupos recono-
cidamente marginados de la política, como es el caso de las mujeres.



Ana Claudia Santano

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

148

Elecciones 21 (24), 2022

Una posible solución para el ajuste del Fefc no es fácil y obliga a la combi-
nación de medidas legislativas con voluntad y oportunidad políticas. A pesar 
de ello, se delinean una serie de recomendaciones:

a)	 Es necesario que se piense en una fórmula de reparto más justa e iguali-
taria entre los partidos, agregando representación subnacional que ellos 
puedan tener y desconcentrando los criterios solamente de la conforma-
ción del grupo parlamentario de la Cámara de Diputados.

b)	 Se debe limitar el valor global del Fefc para desincentivar que los parti-
dos dependan de los recursos públicos, siendo obligados a buscar en sus 
bases y la sociedad para la promoción de sus agendas políticas. Paralela-
mente, se debe pensar en medidas de incentivos para donaciones priva-
das de personas físicas, generando una cultura de participación a partir 
de recursos económicos, y revertiendo la criminalización de la política, 
que todavía cobra un alto precio por su presencia en el discurso público.

c)	 Es menester que se reformule el sistema de fiscalización y rendición de 
cuentas de los partidos, anulando las amnistías y garantizando a la socie-
dad que las leyes de control serán efectivamente aplicadas. La sensación 
de impunidad no hace nada más que transmitir a las organizaciones par-
tidarias el mensaje de que “todo se puede”, provocando aún más apatía y 
alejamiento de la sociedad.

No se está defendiendo la eliminación del Fefc, sino su adecuación. Se 
entiende que la financiación pública, en dosis moderadas, puede ser un buen 
mecanismo de oxigenación del sistema político como un todo; sin embargo, el 
modelo vigente ya indica que no atiende el mínimo de condiciones para man-
tenerse y solo sustituyó el anterior para mantener el statu quo. 
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Cuartiles de centralidad y odds ratio – candidatos/as a diputados/as - 2014

Grado de 
centralidad

Centralidad de 
cercanía

Centralidad de 
intermediación

Centralidad del 
vector propio

Cuartil superior

Promedio de votos UF % 1.77 1.34 1.75 1.35

Promedio de ingresos UF % 1.87 1.59 1.90 1.49

Electos/as 448 381 443 380

No electo/a 707 774 712 775

Total 1155 1155 1155 1155

Promedio 51.51 0.22 10 715 142.99 0.02

Cuartil inferior

Promedio de votos UF % 0.04 0.18 0.04 0.07

Promedio de ingresos UF % 0.03 0.10 0.03 0.04

Electos/as 1 16 2 2

No electo/a 1154 1139 1153 1153

Total 1155 1155 1155 1155

Promedio 1.69 0.15 0.09 0.00

Odds ratio – Electos/as (cuartil superior x cuartil inferior)

Odds ratio 731.25 35.04 358.69 282.67

Sig. P < 0.0001 P < 0.0001 P < 0.0001 P < 0.0001

Fuente: Elaboración de Rodrigo Horochovski (2022)

Anexo 1

Centralidad y oportunidades de victoria en las urnas  
Cargo de diputado federal (2014)
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Anexo 2

Centralidad y oportunidades de victoria en las urnas  
Cargo de diputado federal (2018)

Cuartiles de centralidad y odds ratio – candidatos/as a diputados/as - 2018

Grado de 
centralidad

Centralidad de 
cercanía

Centralidad de 
intermediación

Centralidad del 
vector propio

Cuartil superior

Promedio de votos UF % 1.24 0.91 1.22 0.96

Promedio de ingresos UF % 1.24 1.01 1.24 1.03

Electos/as 429 324 413 341

No electo/a 1176 1281 1192 1264

Total 1605 1605 1605 1605

Promedio 32.29 0.24 5 917 029.81 0.03

Cuartil inferior

Promedio de votos UF % 0.05 0.15 0.12 0.07

Promedio de ingresos UF % 0.05 0.11 0.10 0.04

Electos/as 4 31 25 2

No electo/a 1601 1574 1580 1603

Total 1605 1605 1605 1605

Promedio 1.312 0.087 0.000 0.001

Odds ratio – Electos/as (cuartil superior x cuartil inferior)

Odds ratio 146.01 12.84 21.90 216.23

Sig. P < 0.0001 P < 0.0001 P < 0.0001 P < 0.0001

Fuente: Elaboración de Rodrigo Horochovski (2022)
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VARIA

Impacto de las elecciones subnacionales 2021 
en los homicidios dolosos en México: un análisis 

a través de series de tiempo interrumpidas

[Resumen] Este trabajo de investigación analiza el impacto de las elecciones subnacionales de 2021 en 
México en los niveles de homicidios dolosos. Se utilizaron series de tiempo interrumpidas para evaluar 
los cambios en el nivel y tendencia de los homicidios dolosos durante el periodo que abarcó el proceso 
electoral. Se analizaron los casos de Chihuahua, Sinaloa y Guerrero, y el grupo de control fue compuesto 
por los casos de Coahuila, Durango y Oaxaca. Los resultados muestran que el proceso electoral no derivó 
en un cambio estadísticamente significativo en las tendencias y/o el nivel de los homicidios dolosos, pero 
se observa un pico de homicidios dolosos un mes antes de la elección en cada uno de los casos. En otras 
palabras, aunque los cambios en los homicidios dolosos no fueron sostenidos, el mes anterior a la elección 
sí muestra un incremento significativo de este delito.
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[Title] The impact of the 2021 subnational elections on intentional homicides: an interrupted time 
series analysis
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through interrupted time series. The cases selected were Chihuahua, Sinaloa, and Guerrero; with Coahui-
la, Durango, and Oaxaca as the control group. The results show that the electoral process did not show a 
statistically significant impact in the tendency and/or level of intentional homicides. However, it is possible 
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1.	 Introducción

Este trabajo de investigación tiene como objetivo analizar el impacto del pro-
ceso electoral 2021 —específicamente, la elección de gubernaturas— en los 
homicidios dolosos en México, a través de series de tiempo que permiten com-
parar el comportamiento de los homicidios dolosos antes y después de iniciado 
el proceso electoral. El método aplicado son series de tiempo interrumpidas 
que permitieron analizar el impacto de la intervención en el nivel y la tenden-
cia de los homicidios dolosos, así como evaluar la significancia estadística del 
resultado (Penfold y Zhang 2013). 

Se seleccionaron tres casos de estudio para el análisis: Chihuahua, Sinaloa 
y Guerrero; por su distribución geográfica, las diferencias entre ellos y la dis-
ponibilidad de un grupo de control adecuado. Para robustecer el análisis, se 
utilizaron como grupos de control tres estados que no celebraron elecciones 
para elegir gobernadores/as pero que guardaban similitudes con el grupo expe-
rimental. El grupo de control lo conformaron los casos de Coahuila, Durango 
y Oaxaca. El diseño de la investigación permitió establecer si la elección de 
gobernadores/as provocó un cambio significativo en los niveles y tendencias 
del homicidio doloso en los tres estados analizados. 

Esta investigación abona al conocimiento sobre la relación entre las dinámi-
cas electorales subnacionales y su relación con la violencia crónica que enfrenta 
México, en un contexto de descentralización e incremento de los niveles de 
violencia. A continuación, se presenta una revisión de estudios que vinculan 
los procesos electorales con la violencia criminal en México, con énfasis en 
los factores que explican el nexo entre ambos. Posteriormente, se describe la 
metodología utilizada y los resultados obtenidos. Se concluye describiendo las 
implicaciones de la investigación presentada.

2.  México: violencia y elecciones   

La literatura sobre la relación entre violencia y elecciones en países con una 
presencia significativa del crimen organizado en América Latina es incipiente. 
No obstante, se han identificado aspectos relacionados con este nexo en los 
estudios que han abordado el caso de México. Particularmente, se destacan 
ciertas condiciones que inciden en la violencia electoral de tipo criminal, como 



163Impacto de las elecciones subnacionales 2021 en los homicidios dolosos 
en México: un análisis a través de series de tiempo interrumpidas 

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

el vínculo entre Estado y crimen organizado, la presencia de organizaciones 
criminales, la competencia y la incertidumbre que afecta a actores políticos 
y criminales. 

2.1	 Estado y crimen organizado

Diversos autores han señalado los alcances de la intervención del crimen orga-
nizado en la esfera política. Lessing (2015) sostiene que el crimen organizado 
no tiene la intención de sustituir o apropiarse del Estado, y Schedler (2014) 
propone que el crimen organizado no tiene como objetivo modelar a su antojo 
instituciones de gobernanza electoral. En ese sentido, para Lessing (2017), la 
explicación de que la gobernanza criminal aparece ante los vacíos del Estado1 
es incompleta, pues existen numerosos casos de gobernanza criminal en terri-
torios con presencia estatal. O casos en los que crimen organizado y Estado 
establecen relaciones simbióticas. Por lo tanto, la violencia y criminalidad no 
pueden explicarse desde narrativas de policías y ladrones. Lessing (2017) argu-
menta que se requiere entender mejor las zonas grises en donde se relacionan 
Estado y crimen organizado para comprender el surgimiento y prevalencia de 
la violencia asociada a esta problemática. 

De acuerdo con Trejo y Ley (2020), el crimen organizado en México —en 
particular el narcotráfico— creció bajo la protección y complicidad del Esta-
do.2 El narcotráfico, específicamente, creció en el siglo XX como una actividad 
ligada a las gubernaturas y al esquema de partido único que gobernó México 
(Astorga 2012). En ese sentido, durante buena parte del siglo XX, los acuer-
dos de protección y las reglas informales que rodeaban al crimen organizado 
en el país eran relativamente estables. 

Los grupos criminales dedicados al cultivo y tráfico de drogas ilegales 
hacia los Estados Unidos de América han existido en México desde inicios 
del siglo XX; sin embargo, el crecimiento de la violencia asociada al crimen 

1	 De acuerdo con Nozick (2012), la violencia aparecerá y se mantendrá mientras no haya un grupo que domine y 
ejerza ese monopolio. Los equilibrios de baja violencia y delincuencia están asociados al predominio de un grupo 
que controle el mercado de la violencia. En el sentido planteado por Weber (2008), el Estado como monopolio del 
ejercicio legítimo de la violencia impediría que otros grupos se apropien de una parte del mercado de la violencia.

2	 Cabe señalar que los procesos de democratización y descentralización en México no estuvieron acompañados de 
procesos de reforma y fortalecimiento de las instituciones de seguridad y justicia. La incertidumbre política, auna-
da a una debilitada capacidad de respuesta del Estado a los retos presentados por el crimen organizado, derivó en 
violencia crónica (Trejo y Ley 2020).     
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organizado se dio en el siglo XXI. En concreto, los sexenios de los presidentes 
Felipe Calderón, Enrique Peña Nieto y Andrés Manuel López Obrador se han 
caracterizado por cifras de homicidios dolosos superiores a las de países en gue-
rra civil y con amplias zonas del territorio nacional bajo algún tipo de gober-
nanza criminal (Ríos 2020). Se han señalado los procesos de democratización 
y descentralización como factores clave para explicar este aumento. 

Tras el desmantelamiento de las grandes organizaciones criminales durante 
la administración del presidente Felipe Calderón y buena parte de la adminis-
tración del presidente Enrique Peña Nieto, hoy las organizaciones crimina-
les se han realineado en dos grandes grupos: el Cártel de Sinaloa y el Cártel 
Jalisco Nueva Generación, que disputan territorios en todo el país a través de 
grupos locales que operan como franquicias (Guerrero 2021). La disputa 
entre las organizaciones criminales por controlar el territorio y asegurar la 
protección del Estado gira en torno a las nuevas rutas de tráfico de fentanilo 
hacia los Estados Unidos de América, el creciente negocio de tráfico de perso-
nas hacia dicho país, la explotación de recursos naturales y los mercados para 
el narcomenudeo (Pérez 2021).

Los procesos de democratización y descentralización en el siglo XXI gene-
raron incertidumbre respecto a las redes de protección entre el Estado y el cri-
men organizado.3 Esto orilló a los grupos criminales a recurrir a sus propios 
ejércitos privados para proteger sus negocios y presionar a los nuevos gobiernos 
—en especial los locales— a otorgarles protección (Trejo y Ley 2020). Los 
diferentes grupos criminales buscaron alianzas con los poderes locales, frag-
mentando las relaciones entre el Estado y el crimen organizado. Los grupos 
del crimen organizado enfrentaban una relación menos asimétrica ante los 
gobiernos locales, incrementando su capacidad para negociar o imponer. El 
Estado ya no tenía la capacidad para seguir administrando y conteniendo las 

3	 Respecto a la generación de equilibrios de alta violencia y delincuencia, Kleiman (2010) argumenta que estos 
se presentan ante escenarios de alta incertidumbre, en donde las personas tenderán a tomar todo lo que puedan 
mientras puedan. De acuerdo con Kleiman (2010), las variables fundamentales para la aparición de equilibrios de 
alta violencia y delincuencia son la certeza y celeridad respecto a las consecuencias de las conductas violentas o de-
lictivas. Una sociedad en donde la incertidumbre es alta y la respuesta ante las conductas criminales es lenta genera 
incentivos para la criminalidad y la violencia. La incertidumbre es inherente a la democracia. En ese sentido, si no 
se generan mecanismos para que la incertidumbre electoral propia de las democracias no devenga en un aumento 
en la criminalidad y la violencia, es muy probable que estas aparezcan. Si se quiere reducir los niveles de violencia, se 
requiere que las sociedades aumenten la certeza y celeridad con la que actúan frente a hechos violentos (Kleiman 
2010). Lo anterior se debe construir; no es inherente a las democracias, pues, como diría Niskanen (1996), “las 
democracias están diseñadas institucionalmente para ser ineficientes”.



165Impacto de las elecciones subnacionales 2021 en los homicidios dolosos 
en México: un análisis a través de series de tiempo interrumpidas 

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

actividades del crimen organizado (Astorga 2012). La idea del Estado como 
actor racional unificado frente al crimen organizado se diluyó.

El vínculo entre Estado y violencia criminal también se ve afectado por la 
capacidad del primero. Angélica Durán-Martínez (2015) señala que las capaci-
dades del Estado para responder a la violencia son una variable preponderante 
para explicar el fenómeno. La respuesta del Estado mexicano ante la creciente 
violencia ha sido ampliar las facultades de las Fuerzas Armadas e incrementar 
el despliegue de la Guardia Nacional. Dicho despliegue no se ha traducido en 
un incremento en las detenciones de miembros del crimen organizado o en 
los decomisos de mercancía a dichas organizaciones (Ferri 2021); tampoco 
ha sido acompañado por una estrategia para fortalecer a las policías o fiscalías 
locales. Probablemente, los esfuerzos más relevantes por parte del Estado para 
frenar la ola de violencia han sido los congelamientos de cuentas bancarias aso-
ciadas al crimen organizado por parte de la Unidad de Inteligencia Financiera, 
como fue el caso de la operación Agave Azul en junio de 2020 (Aristegui 
Noticias 2020). 

Tomando esto en cuenta, se ha observado una intervención creciente del 
crimen organizado en procesos electorales, con la finalidad de afectar a candi-
daturas que no son afines a sus intereses o coaccionar a funcionarios/as entran-
tes para implementar ciertas políticas públicas.      

2.2	 Crimen organizado y violencia en contexto 		
	 electoral 

Bolívar (2021) señala que la violencia en periodos electorales se explica por 
dos razones principales: 1) conflictos entre grupos políticos que se disputan el 
poder; y 2) la injerencia del crimen organizado (por ejemplo, a través de ata-
ques, secuestros y asesinatos) que busca cooptar presupuestos públicos, diversi-
ficar sus fuentes de ingresos, controlar a las policías municipales y tener acceso 
a información de seguridad para proteger sus negocios criminales. De hecho, la 
creciente participación de las organizaciones criminales en los procesos electo-
rales ha sido atribuida a una expansión de sus actividades a negocios de extrac-
ción de rentas, la intención de controlar territorios, la búsqueda por asegurar 
la protección del Estado y la cooptación de instituciones públicas. Al crimen 
organizado en México se le ha atribuido el asesinato de candidaturas contrarias 
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a sus intereses, la imposición de candidaturas afines y el financiamiento ilegal 
de campañas (Proceso 2021). La violencia en periodos electorales se presenta 
en mayor grado en aquellas circunscripciones donde la competencia entre gru-
pos criminales organizados es mayor (Bolívar 2021; Aguayo 2021). En 
esa línea, para Durán-Martínez (2015), los territorios que presenten una alta 
competencia criminal y poca capacidad de respuesta del Estado serán los que 
experimenten los niveles más altos de violencia en elecciones. 

Hernández (2020) señala que los homicidios en elecciones están relaciona-
dos con la cantidad de organizaciones criminales en un territorio y el nivel pre-
vio de homicidios dolosos en el mismo. En ese sentido, las entidades que tienen 
un mayor número de organizaciones criminales operando y altos niveles de 
homicidios previos al periodo electoral serán las más afectadas por la aparición 
de violencia en elecciones. Las actividades del crimen organizado explican en 
gran medida los homicidios durante los periodos electorales (Hernández 
2020). Asimismo, señala que, para el caso de México, la competencia electoral 
no parece ser una causa directa de los homicidios. Hernández (2020) también 
encuentra que una mayor presencia y despliegue de las autoridades de seguri-
dad tiende a disuadir la comisión de homicidios en periodo electoral.

Además de la competencia y la presencia del crimen organizado, Trejo y Ley 
(2020) proponen para el caso mexicano que la violencia durante los periodos 
electorales está relacionada con la incertidumbre propia de los procesos demo-
cráticos y el interés del crimen organizado por proteger sus negocios criminales 
ante los cambios en el poder político. 

En suma, en México, los procesos de democratización y descentralización 
que no fueron acompañados por una reforma y fortalecimiento de las insti-
tuciones de seguridad derivaron en menores capacidades del Estado frente 
al crimen organizado, que han coincidido con un incremento en los niveles 
de competencia entre organizaciones criminales por el control de territorios, 
generando un equilibrio de alta violencia y delincuencia. 

3.   Metodología 

Este trabajo de investigación analiza el impacto de las elecciones de gobernado-
res/as de 2021 en los homicidios dolosos en tres entidades: Chihuahua, Sinaloa 
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y Guerrero. Así, la hipótesis que guía la investigación es que la incertidumbre 
que generan los periodos electorales en contextos de alta competencia criminal 
incrementa los niveles y tendencias del homicidio doloso. En ese sentido, la 
variable independiente (tratamiento) son los procesos electorales para elegir 
gobernador/a y la variable dependiente son los homicidios dolosos. Se aplicó 
una contrastación teórica-empírica a través de series de tiempo interrumpidas. 
El estudio es de carácter longitudinal. A efectos de robustecer el análisis, se 
agregó un grupo de comparación a cada modelo de serie de tiempo aplicando 
la técnica de emparejamiento. 

3.1   Método

El instrumento utilizado para el análisis fue el método de series de tiempo 
interrumpidas. Este es un método cuasiexperimental robusto que permite eva-
luar la significancia estadística de los cambios en el comportamiento de una 
variable (en este estudio, los homicidios dolosos) a partir de una intervención 
(en este caso, el proceso electoral). El modelo de series de tiempo interrum-
pidas fue aplicado a los datos de carpetas de investigación de los homicidios 
dolosos de cada estado seleccionado, pues son la fuente oficial utilizada por los 
diferentes niveles de gobierno en México. Asimismo, el uso de series de tiempo 
interrumpidas permite probar los cambios en nivel y tendencia asociados a una 
intervención mientras se controla por la tendencia global en la variable de inte-
rés (Penfold y Zhang 2013). Las series de tiempo interrumpidas facilitan 
identificar cuándo ocurrió el cambio, qué estaba pasando antes de la interven-
ción, qué sucedió inmediatamente después de la intervención y qué sucedió en 
el periodo más largo posterior a la intervención (Rodgers y Topping 2012). 
Se aplicaron tres análisis utilizando series de tiempo interrumpidas con un 
grupo de control cada uno.

Los datos utilizados cumplen con los requerimientos para el uso de series 
de tiempo interrumpidas y se aplicaron las pruebas de autocorrelación 
correspondientes.

3.2   Grupo experimental y de control

La selección de los casos de control obedeció a un proceso de emparejamiento 
que tomó en cuenta aspectos como características sociodemográficas, vecindad 
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geográfica, actividad económica y desarrollo político/institucional. Aunado a 
lo anterior, se agruparon estados con tendencias y niveles similares en la varia-
ble de interés (homicidios dolosos) y se controlaron variables ocultas mediante 
el supuesto de tendencias paralelas. Para el caso de Chihuahua, el grupo de con-
trol seleccionado fue el estado de Coahuila; para el caso de Sinaloa, el grupo de 
control seleccionado fue el estado de Durango; y, para el caso de Guerrero, el 
grupo de control seleccionado fue el estado de Oaxaca.

3.3   Variable independiente

El 6 de junio de 2021 se llevaron a cabo elecciones subnacionales, en las que 
se eligieron 15 gubernaturas, 500 diputaciones federales, así como un número 
importante de presidencias municipales, entre otros cargos (El Financiero 
2021). Dicho proceso electoral ha sido considerado el más grande de la historia 
de México por el número de cargos de elección popular en disputa (El Finan-
ciero 2021). La elección sucedió a la mitad de la administración del actual 
presidente de México, Andrés Manuel López Obrador. A pesar de celebrarse 
en un contexto de pandemia por la Covid-19, las elecciones tuvieron una par-
ticipación superior al 52 % (Vallejo 2021). 

Las elecciones sucedieron sin incidentes mayores en gran parte del país 
durante la jornada electoral. Sin embargo, incidentes como el asesinato del 
candidato de Movimiento Ciudadano a la presidencia municipal de Cajeme, 
Abel Murrieta; el secuestro de la estructura electoral del Partido Revolucio-
nario Institucional (PRI) en Sinaloa durante la elección; las acusaciones del 
exgobernador de Michoacán contra el candidato del Movimiento de Regene-
ración Nacional (Morena), Alfredo Ramírez, de estar financiado por el cri-
men organizado; así como el triunfo de Ricardo Gallardo, candidato del Par-
tido Verde Ecologista de México (Pvem), a la gubernatura en San Luis Potosí, 
quien estuvo preso por delincuencia organizada y ha sido acusado de vínculos 
con el Cártel de los Zetas y el Cártel del Noreste, son una muestra de la par-
ticipación e influencia de las organizaciones criminales en el proceso electoral 
(Rubio 2021). 

Considerando los tiempos de campaña y precampaña estipulados por el 
Instituto Nacional Electoral, así como el periodo de transición posterior a la 
elección estipulado por la legislación en la materia, se consideró que el periodo 
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electoral abarca desde los cuatro meses antes de la elección hasta los cuatro 
meses posteriores. Dicho periodo comprende desde el inicio de las precampa-
ñas hasta la toma de posesión de las autoridades electas. Las fechas varían de 
una entidad a otra, por lo cual se optó por usar los promedios. Para efectos de 
este estudio, el periodo electoral comenzó en febrero de 2021 y terminó en sep-
tiembre de 2021. En ese sentido, la fecha de inicio de la intervención de interés 
para el estudio es febrero de 2021.

3.4   Variable dependiente

El homicidio doloso supone el conocimiento y la voluntad de la/s persona/s 
que lo llevan a cabo. Su característica principal es la intención de matar. La 
mayor parte de los homicidios dolosos en México están relacionados al cri-
men organizado y son cometidos con armas de fuego. Las elecciones podrían 
tener un mayor impacto en los homicidios dolosos de candidatos/as o funcio-
narios/as públicos; sin embargo, esta investigación abarca todos los homici-
dios dolosos, independientemente de su relación con el crimen organizado o el 
tipo de arma utilizada. 

En total, en el proceso electoral de 2021 fueron asesinados 91 personajes polí-
ticos, de los cuales 36 eran candidatos/as (Badillo 2021). Las entidades con 
más asesinatos fueron Veracruz y Oaxaca. La mayoría de los candidatos/as ase-
sinados/as pertenecen al ámbito municipal. A pesar de que la cantidad de per-
sonajes políticos asesinados sigue siendo considerablemente alta y refleja una 
intervención del crimen organizado en los procesos electorales mexicanos, la 
cifra en 2021 fue 41 % menor en comparación con la cantidad de políticos/as 
asesinados/as en el proceso electoral de 2018 (Badillo 2021). 

Para evaluar el impacto del proceso electoral en la incidencia de homicidios 
dolosos se optó por utilizar las cifras de carpetas de investigación por homi-
cidios dolosos reportadas al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública por las fiscalías/procuradurías de los estados de Chihua-
hua, Coahuila, Durango, Sinaloa, Oaxaca y Guerrero durante enero de 2020 
a septiembre de 2021.
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4.   Resultados 

Para evaluar los resultados del modelo, es importante mencionar que el uso de 
series de tiempo interrumpidas permite observar los cambios en dos aspectos 
en una variable de interés: nivel y tendencia. El cambio en el nivel se refiere a 
la variación en la cantidad de una variable entre el momento inmediatamente 
anterior a la intervención y el momento inmediatamente posterior a la inter-
vención. El cambio en la tendencia se refiere a la variación en la pendiente de la 
línea de tendencia lineal entre el periodo anterior a la intervención y el periodo 
posterior a la intervención.  

4.1    Modelo de serie de tiempo interrumpida para 		
	 chihuahua

Los resultados del modelo muestran que Chihuahua sí tuvo un alza en el nivel 
del delito de homicidios dolosos al inicio del proceso electoral en compara-
ción con Coahuila, la cual no fue significativa estadísticamente. También, en 
comparación con Coahuila, Chihuahua tuvo una disminución en la tendencia 
del delito de homicidio doloso a partir del inicio del proceso electoral, la cual 
tampoco fue significativa estadísticamente. Es importante mencionar que el 
caso de Coahuila no muestra cambios ni movimientos importantes. El com-
portamiento fue muy similar al contrafactual, facilitando su uso como grupo 
de control. 

En resumen, aunque el comportamiento del homicidio doloso en Chihua-
hua sí mostró variaciones en el nivel y tendencia a partir del inicio del proceso 
electoral, no fue posible encontrar cambios que fueran estadísticamente signi-
ficativos. Lo anterior puede deberse a la alta variación en el comportamiento 
de los homicidios dolosos durante el periodo electoral, lo cual contrasta con el 
grupo de control, Coahuila, que muestra una alta estabilidad en el compor-
tamiento de dicho delito. El aspecto más relevante del análisis es el pico de 
homicidios dolosos durante mayo de 2021, un mes antes de la elección, pero 
que se limita a ese punto en el tiempo. Finalmente, en el caso de Chihuahua, 
no se corrobora la hipótesis de que el proceso electoral da lugar a un aumento 
de los homicidios dolosos.
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A continuación, se presentan los resultados del modelo de series de tiempo 
interrumpidas para Chihuahua utilizando como caso de control a Coahuila. 

Mínimos cuadrados generalizados ajustados por máxima verosimilitud

Modelo: Homicidios ~ Tiempo + Chihuahua + Chihuahuatiempo + Nivel 
+ Tendencia + Chihuahuanivel + Chihuahuatendencia 

Estructura de correlación: ARMA(6,0)
Fórmula: ~Tiempo | Chihuahua 
Parámetros estimado(s):

AIC BIC logLik

365.7115 391.7766 -167.8558

Tabla 1

Resultados del modelo de serie de tiempo interrumpida para el caso 
de Chihuahua con Coahuila como grupo de control

Phi1 Phi2 Phi3 Phi4 Phi5 Phi6

0.07355414 0.25895948 -0.21221620 0.12148662 -0.05724831 -0.75381003

Variable Coeficientes Error estándar Estadístico t Valor P

Intercepto 20.08290 9.042168 2.221027 0.0331

Tiempo -0.47762 1.164166 -0.410266 0.6842

Chihuahua 176.41767 12.787557 13.796042 0.0000

Nivel -6.20110 13.959236 -0.444229 0.6597

Tendencia 1.16619 3.327914 0.350428 0.7282

Chihuahuanivel 17.91640 19.741341 0.907557 0.3705

Chihuahuatendencia -6.91125 4.706382 -1.468484 0.1512
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Correlación

Residuales estandarizados

Error residual estándar: 22.72935 
Grados de libertad: 42 total; 34 residual

(Intr) Tiempo Chihuh Chhhtm Nivel Tendnc Chhhnv

Tiempo -0.951

Chihuahua -0.707 0.672

Chihuahuatiempo 0.672 -0.707 -0.951

Nivel 0.247 -0.365 -0.174 0.258

Tendencia 0.534 -0.548 -0.378 0.387 -0.501

Chihuahuanivel -0.174 0.258 0.247 -0.365 -0.707 0.355

Chihuahuatendencia -0.378 0.387 0.534 -0.548 0.355 -0.707 -0.501

Min Q1 Med Q3 Max

-1.9405737 -0.3032798 0.0320567 0.2314727 2.4543142

Elaboración propia
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Análisis de residuales del modelo
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4.2    Modelo de serie de tiempo interrumpida para sinaloa

Se observa una disminución en el nivel de los homicidios dolosos desde el ini-
cio del proceso electoral, la cual no es significativa estadísticamente. También, 
con relación al grupo de comparación, Sinaloa muestra un ligero aumento en 
la tendencia de los homicidios dolosos desde el inicio del proceso electoral, 
pero tampoco es significativo estadísticamente. Es importante mencionar que 
el grupo de control —en este caso, Durango— tiene un comportamiento muy 
estable y similar al esperado en el contrafactual, facilitando su uso como grupo 
de control. 

Sinaloa muestra un cambio en la tendencia de los homicidios dolosos, que 
es coincidente con lo esperado partiendo de la teoría; sin embargo, dicho 
cambio no es significativo estadísticamente. En ese sentido, el caso de Sinaloa 
tampoco permite corroborar la hipótesis de que los procesos electorales gene-
ran un aumento en los homicidios dolosos. Destaca que, de manera similar a 

Gráfico 2

Serie de tiempo interrumpida para Chihuahua con grupo de control
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Chihuahua, se observa un pico en los homicidios dolosos en mayo de 2021, un 
mes antes de la elección.

A continuación, se presentan los resultados del modelo de series de tiempo 
interrumpidas para Sinaloa utilizando como grupo de control a Durango. 

Mínimos cuadrados generalizados ajustados por máxima verosimilitud

  Modelo: Homicidios ~ Tiempo + Sinaloa + Sinaloatiempo + Nivel + 
Tendencia + Sinaloanivel + Sinaloatendencia 

Estructura de la correlación: ARMA(5,0)
Fórmula: ~Tiempo | Sinaloa 
Parámetros estimados(s):

Coeficientes:

AIC BIC logLik

299.5434 323.8708 -135.7717

Tabla 2

Resultados del modelo de serie de tiempo interrumpida para el caso 
de Sinaloa con Durango como grupo de control

Phi1 Phi2 Phi3 Phi4 Phi5

0.06090895 -0.16648595 -0.15727800 0.05485255 -0.61316356

Valor Error estándar Estadístico t Valor P

Intercepto 11.20774 3.261701 3.436166 0.0016

Tiempo 0.16732 0.429598 0.389469 0.6994

Sinaloa 54.98781 4.612741 11.920854 0.0000

Sinaloatiempo -1.12450 0.607543 -1.850897 0.0729

Nivel -3.79404 7.000809 -0.541942 0.5914

Tendencia 0.08801 1.179421 0.074623 0.9410

Sinaloanivel -5.14377 9.900639 -0.519539 0.6068

Sinaloatendencia 1.03471 1.667953 0.620347 0.5392
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Correlación:

Residuales estandarizados:

Error residual estándar: 7.422664 
Grados de libertad: 42 total; 34 residual

(Intr) Tiempo Sinalo Snltmp Nivel Tendnc Snlnvl

Tiempo -0.934

Sinaloa -0.707 0.661

Sinaloatiempo 0.661 -0.707 -0.934

Nivel 0.430 -0.590 -0.304 0.417

Tendencia 0.191 -0.133 -0.135 0.094 -0.662

Sinaloanivel -0.304 0.417 0.430 -0.590 -0.707 0.468

Sinaloatendencia -0.135 0.094 0.191 -0.133 0.468 -0.707 -0.662

Min Q1 Med Q3 Max

-3.32890592 -0.69409108 -0.02851175 0.72136751 2.36080915

Elaboración propia
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4.3    Modelo de serie de tiempo interrumpida para guerrero

Los resultados del modelo para Guerrero muestran una disminución impor-
tante en el nivel de los homicidios dolosos en comparación con el grupo de 
control, Oaxaca, a partir del inicio del proceso electoral; sin embargo, dicho 
resultado no es significativo estadísticamente. La tendencia de los homicidios 
dolosos aumentó de manera significativa desde el inicio del proceso electoral 
en Guerrero, en comparación con lo sucedido en Oaxaca. Lo anterior es coin-
cidente con la teoría. Es importante mencionar que el comportamiento de los 
homicidios dolosos en el grupo de control, Oaxaca, es bastante estable y simi-
lar al contrafactual, facilitando su uso como grupo de control. 

En resumen, en el caso de Guerrero sí se confirma la hipótesis de que los 
procesos electorales derivan en un aumento de los homicidios dolosos. Es el 
único caso de estudio cuyos resultados confirman la hipótesis sobre el impacto 
de los procesos electorales a nivel subnacional. Lo anterior solo aplica para 

Gráfico 4

Serie de tiempo interrumpida para Sinaloa con grupo de control
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la tendencia de los homicidios dolosos, no así para los cambios en el nivel de 
dicho delito. 

Aunado a lo anterior, es importante resaltar que, al igual que en los casos 
anteriores, se observa un pico de homicidios dolosos en mayo de 2021, un mes 
antes de la elección. Solo en el caso de Guerrero, dicho pico se prolongó tam-
bién a junio de 2021. A continuación, se presentan los resultados del modelo 
de series de tiempo interrumpidas para Guerrero utilizando como grupo de 
control a Oaxaca.  

Mínimos cuadrados generalizados ajustados por máxima verosimilitud

  Modelo: Homicidios ~ Tiempo + Guerrero + Guerrerotiempo + Nivel + 
Tendencia + Guerreronivel + Guerrerotendencia 

Estructura de correlación: ARMA(6,0)
Fórmula: ~Tiempo | Guerrero 
Parámetros estimado(s):

Coeficientes:

AIC BIC logLik

310.9308 336.9958 -140.4654

Phi1 Phi2 Phi3 Phi4 Phi5 Phi6

-0.4945555 -0.7057939 -0.7572226 -0.7190973 -0.4471206 -0.7296500

Tabla 3

Resultados del modelo de serie de tiempo interrumpida para el caso 
de Guerrero con Oaxaca como grupo de control

Valor Error estándar Estadístico t Valor P

Intercepto 78.02730 1.662633 46.92995 0.0000

Tiempo -1.70055 0.220078 -7.72703 0.0000
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Correlación:

Residuales estandarizados:

Error residual estándar: 10.38718 
Grados de libertad: 42 total; 34 residual

Guerrero 31.05191 2.351319 13.20617 0.0000

Guerrerotiempo 0.39941 0.311237 1.28329 0.2081

Nivel 13.22212 4.281373 3.08829 0.0040

Tendencia -0.46021 0.716637 -0.64218 0.5251

Guerreronivel -7.63649 6.054776 -1.26123 0.2158

Guerrerotendencia 2.26318 1.013478 2.23309 0.0322

(Intr) Tiempo Guerrr Grrrtm Nivel Tendnc Grrrnv

Tiempo -0.956

Guerrero -0.707 0.676

Guerrerotiempo 0.676 -0.707 -0.956

Nivel 0.581 -0.710 -0.410 0.502

Tendencia -0.134 0.229 0.095 -0.162 -0.816

Guerreronivel -0.410 0.502 0.581 -0.710 -0.707 0.577

Guerrerotendencia 0.095 -0.162 -0.134 0.229 0.577 -0.707 -0.816

Min Q1 Med Q3 Max

-2.24049031 -0.70343357 -0.09297522 0.89933054 2.19734347

Elaboración propia

Valor Error estándar Estadístico t Valor P
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5.	 Conclusiones

Los resultados de esta investigación arrojan conclusiones importantes sobre el 
impacto del proceso electoral subnacional de 2021 en los homicidios dolosos 
en México. Los procesos electorales alteran los contextos criminales locales y 
los acuerdos de protección entre Estado y crimen organizado; sin embargo, el 
impacto del proceso electoral (elecciones a gubernaturas) sobre la tendencia 
de homicidios dolosos no se ha comprobado. Otras posibles hipótesis como el 
incremento en el nivel de los homicidios dolosos al inicio del proceso electoral 
tampoco pudieron comprobarse, pues no se presentaron resultados estadís-
ticamente significativos; sin embargo, sí se confirma la presencia de un pico 
importante de homicidios dolosos un mes antes de la elección en cada uno de 
los casos estudiados.  

Una primera conclusión derivada del análisis es que en dos de los casos se 
observa un aumento de la tendencia en los homicidios dolosos durante el periodo 
electoral, pero este no es significativo estadísticamente. Lo anterior no permite 
comprobar la hipótesis sobre el impacto del proceso electoral en los homicidios 
dolosos. Ante los riesgos e incertidumbre inherentes a un proceso electoral 
democrático, los grupos criminales buscan influir en el resultado o asegurar la 
protección de las autoridades que resulten electas mediante el financiamiento o 
la violencia. No obstante, a pesar de que los datos muestran un aumento en la 
tendencia en la mayoría de los casos, no es suficiente para ser estadísticamente 
significativo. En resumen, no se obtuvieron datos concluyentes para aseverar 
que el proceso electoral aumentó la tendencia de homicidios dolosos. 

Una segunda conclusión derivada del análisis es que los niveles de homi-
cidio doloso al inicio del proceso electoral tuvieron cambios contradictorios. 
En los casos de Chihuahua y Guerrero, efectivamente, hubo un aumento en 
el nivel de los homicidios dolosos al iniciar el proceso electoral. Lo anterior 
era lo esperado conforme a la premisa de que el inicio del proceso electoral 
detonaría un aumento de la violencia ante el deseo de los grupos criminales de 
influir en la elección y mantener sus redes de protección. En el caso de Sinaloa 
se observó lo contrario, pues el nivel de homicidios dolosos estuvo por debajo 
de lo esperado al inicio del proceso electoral. Los cambios en el nivel de homi-
cidios dolosos al inicio del proceso electoral tampoco fueron estadísticamente 
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significativos. En resumen, no pudo constatarse que el inicio del proceso elec-
toral aumentara el nivel de los homicidios dolosos. 

Una tercera conclusión que arroja la investigación es la presencia de picos 
de homicidios dolosos un mes antes de la elección en cada uno de los casos de 
estudio. No se observa un aumento significativo en el nivel o la tendencia de 
los homicidios dolosos a lo largo del proceso electoral, pero sí se detecta un 
crecimiento significativo de dicho delito el mes previo a la elección. En ese 
sentido, en la medida en que se acerca el día de la votación, se incrementa el uso 
de la violencia por parte de los grupos criminales. Una vez pasada la elección, 
los homicidios dolosos regresan a los niveles previos. 

Finalmente, es pertinente esbozar algunas implicaciones para la política 
pública derivadas del estudio. El aumento de los homicidios dolosos parece 
concentrarse en el mes previo a la elección. En ese sentido, una estrategia de 
disuasión y prevención enfocada en el mes previo a la elección en localidades 
de mayor riesgo pudiera ser efectiva para disminuir la violencia en periodos 
electorales. Concentrar los esfuerzos de seguridad en un mes específico, así 
como en las localidades y personas en mayor riesgo, ayudaría a no dispersar los 
escasos recursos y obtener mejores resultados. Asimismo, una estrategia de pre-
vención y disuasión enfocada en el último mes de campaña pudiera disminuir 
los incentivos de los grupos criminales para tratar de influir en las elecciones 
por medio de la violencia. 

A efectos de poder avanzar en la comprensión del impacto de los procesos 
electorales en los niveles de homicidios en el país, futuros estudios pudieran 
comparar lo sucedido en las elecciones de 2021 con lo sucedido en otros perio-
dos electorales, cuestión que está ausente en esta investigación. Un estudio 
de ese tipo permitirá comprender el fenómeno más allá de lo sucedido en un 
periodo electoral específico.
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requierements for childreń s upper outwear garments”. Arch Pediatr Adolesc Med, 
166(7): 651–655. DOI: 10.1001/archpediatrics.2011.1269

Rubio, Carlos. 2021. Crimen organizado y el proceso electoral 2020-2021. Integralia 
Consultores. Edición en PDF. http://bit.ly/3UYOpl6

Schedler, Andreas. 2014. “The Criminal Subversion of Mexican Democracy”. Journal 
of Democracy, 25(1): 5–18. https://www.journalofdemocracy.org/articles/the-
criminal-subversion-of-mexican-democracy/

Trejo, Guillermo, y Sandra Ley. 2020. Votes, drugs and violence: The political logic of 
criminal wars in Mexico. Cambridge University Press. 

Vallejo, Guadalupe. 2021. “La participación electoral cierra en 52.67%, cinco puntos 
más que en 2015”. Decisión 2021. Acceso el 8 de agosto de 2022. 

	 http://bit.ly/3EQ9ubP

Weber, Max. (2008). Economía y sociedad. Fondo de Cultura Económica.



José Andrés Sumano Rodríguez

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

184

Elecciones 21 (24), 2022

Conflictos de interés: 

El autor declara no tener algún conflicto de interés.

Contribuciones de las autoras y/o los autores: 

José Andrés Sumano Rodríguez: conceptualización, investigación, diseño de metodología, 
redacción (borrador original), redacción (revisión y edición).

Licencia de uso y distribución Esta obra está bajo una Licencia Creative Commons Atribución 4.0 
Internacional (CC BY 4.0).

Las autoras y los autores son libres de depositar versiones de su manuscrito 
en cualquier repositorio (Sherpa/Romeo, Dulcinea y Diadorim, entre otros). 
Tanto la versión enviada del artículo como la aceptada y publicada (versión 
de registro) pueden ser depositadas en repositorios, sin que esto provoque 
sanciones o embargo.



185Impacto de las elecciones subnacionales 2021 en los homicidios dolosos 
en México: un análisis a través de series de tiempo interrumpidas 

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

[Sobre el autor]

José Andrés Sumano Rodríguez

Doctor en Política Pública por el Tecnológico de Monterrey. Miembro del Sistema Nacional 
de Investigadores Nivel 1. Ha colaborado en distintas instituciones como la Subsecretaría de 
Prevención y Participación Ciudadana del Gobierno de Nuevo León, la Comisión Nacional de 
Seguridad y la Secretaría de Seguridad Pública Federal. Ha trabajado temas como prevención de 
las violencias, policía orientada a la solución de las violencias, disuasión focalizada y evaluación de 
políticas públicas. Es autor de numerosos libros y artículos académicos en materia de seguridad 
ciudadana y prevención del delito. Actualmente es catedrático del Conacyt adscrito a El Colegio 
de la Frontera Norte.





Notas de investigación





© Oficina Nacional de Procesos Electoraleswww.onpe.gob.pe

ISSN 1994-5272
e-ISSN 1995-6290

NOTAS DE 
INVESTIGACIÓN

Movimiento de mujeres y gobierno local: 
hacia una agenda de investigación 

sobre democracia paritaria en Cuenca, Ecuador

Romina Accossatto 
<raccossatto@mendoza-conicet.gob.ar>

Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas
Argentina 

ORCID: 0000-0003-0306-3704

[Resumen] Esta investigación es un estudio de caso sobre la construcción de la democracia paritaria a 
nivel local en Cuenca, Ecuador. Tiene un alcance exploratorio-descriptivo, y su objetivo es reconstruir la 
experiencia de los avances y limitaciones de la democracia paritaria según sus diferentes dimensiones, a 
saber: la formación de la representación política institucional; las experiencias de organización y empode-
ramiento local; y las iniciativas ciudadanas vinculadas a la conciencia de género. A partir de una revisión 
de fuentes y entrevistas con actores clave, explora la acción política y relaciones que se establecen entre las 
organizaciones de mujeres, las instancias gubernamentales y la sociedad civil en Cuenca. Los principales 
resultados muestran avances en la democracia a nivel subnacional en los últimos cuatro lustros, aunque 
con desafíos y limitaciones desde el punto de vista de las protagonistas.

[Palabras clave] Ecuador, democracia paritaria, género y política, gobierno local, participación política.

[Title] Women’s movement and local government: towards a research agenda on parity democracy in 
Cuenca, Ecuador 

[Abstract] This research is a case study on the construction of parity democracy at a local level, in 
Cuenca, Ecuador. With an exploratory-descriptive scope, it aims to reconstruct the experience on the 
advances and limitations of parity democracy on its different dimensions: the creation of institutional 
political representation; local organization and empowerment experiences; and citizen initiatives linked 
to gender awareness. Based on source reviews and interviews with key actors, this research explores the 
political action and relationships between women’s organizations, government agencies, and civil society 
in Cuenca. Even though the main results show progress in democracy at the subnational level in the last 
fifteen years, from the protagonists’ perspective, it still shows challenges and limitations.

[Keywords] Ecuador, parity democracy, gender and politics, local government, political participation.

Ronald Sáenz Leandro 
<ronald.saenz@ucr.ac.cr>
Universidad de Costa Rica

Costa Rica
ORCID: 0000-0001-8717-1870



Contenido

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

190

Elecciones 21 (24), 2022

[Recibido] 16/08/22 y [Aceptado] 24/10/22

Accossatto, Romina, y Ronald Sáenz Leandro. 2022. "Movimiento de mujeres y gobierno local: 
hacia una agenda de investigación sobre democracia paritaria en Cuenca, Ecuador". Elecciones (julio-
diciembre), 21(24): 189-218. DOI: 10.53557/Elecciones.2022.v21n24.06



191Movimiento de mujeres y gobierno local: hacia una agenda de 
investigación sobre democracia paritaria en Cuenca, Ecuador

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

1.	 Introducción1

América Latina y el Caribe son las regiones con mayor presencia parlamentaria 
de mujeres a nivel mundial (30.6 %, en promedio), a excepción de los países nór-
dicos (44 % en promedio) (Unión Interparlamentaria 2019). El incre-
mento en estas regiones de la representación femenina se dio principalmente 
en los últimos treinta años, entre 1990 y 2018, cuando se triplicó la cantidad de 
legisladoras nacionales, pasando del 9 % al 30.7 % (OIG-Cepal 2019).

Estos datos reflejan el resultado de profundas transformaciones a nivel 
político, cultural y social que han venido experimentando las sociedades lati-
noamericanas, impulsadas por los diversos movimientos de mujeres tanto a 
nivel nacional como internacional. Desde un punto de vista institucional, la 
presencia de mujeres en los espacios políticos se produjo a partir de deman-
das que surgieron de estos movimientos, lo que se tradujo en la incorporación 
paulatina de cuotas de género y acciones afirmativas en gran parte de la región 
(Archenti y Tula 2008).

Este aumento significativo en la representación descriptiva de las mujeres 
ha traído resultados importantes en términos de representación sustantiva. La 
participación de mujeres comprometidas con la agenda de género en el sistema 
legislativo ha mostrado, por ejemplo, aportes a la incorporación de nuevos 
temas en la agenda legislativa, así como enfoques innovadores en los debates 
llevados a cabo en dichos espacios y en los discursos públicos. Además, favo-
rece la formación de nuevas formas de liderazgo y sirven como modelos de 
actuación para otras mujeres (Freidenberg 2017).

No obstante, es necesario señalar que estos avances normativos no son 
homogéneos en la región. Por un lado, se perciben grandes disparidades entre 
diferentes grupos sociales. En particular, en el impacto limitado de las nor-
mas en mujeres indígenas, afrodescendientes y de sectores rurales. De la 
misma manera, se observan desigualdades entre los diferentes niveles de 
gobierno. Diversas investigaciones han identificado patrones comunes en 
los países de la región respecto a la baja representación de mujeres a nivel 

1	 Agradecemos a los tres pares revisores de la revista Elecciones, cuyas importantes observaciones ayudaron a mejorar 
sustancialmente la presentación de los resultados de la investigación. Asimismo, a su editora, la Mag. Narda Ca-
rranza, por el acompañamiento, las valiosas sugerencias y toda la apertura durante el proceso de publicación.
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subnacional, alcanzando un promedio de 12 % en alcaldías y 25 % en conce-
jos (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 2013; 
Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y 
el Empoderamiento de las Mujeres 2015). Este dato es paradójico si 
tenemos en cuenta que el rol de la mujer es central en las organizaciones comu-
nitarias y locales (Haro 2008; Radcliffe 2008).

Teniendo en cuenta el nivel subnacional, esta investigación coincide en un 
punto de inflexión en la ciencia política latinoamericana de los últimos quince 
años, que ha comenzado a vincularse más al territorio, centrándose en lo local.

[…] Los procesos de descentralización política llevados a cabo en las últimas décadas 
han puesto en relieve la necesidad de incorporar el estudio de lo subnacional, debido 
al fortalecimiento de esta arena de competencia, y dado que algunos partidos opta-
ron por competir solo a nivel local y no a nivel nacional, como se requería hasta ahora 
en muchos países con sistemas unitarios (Freidenberg y Suárez-Cao 2014: 4).

El objetivo del estudio es explorar la participación política de las mujeres en 
Cuenca, Ecuador, entendida de manera amplia. Este artículo se estructura de la 
siguiente manera: en primer lugar, presenta el caso de estudio (Cuenca, Ecuador); 
luego, la sección metodológica detalla el enfoque cualitativo y la ubicación del 
campo; el apartado de análisis y discusión de los resultados presenta los princi-
pales hallazgos. Finalmente, las conclusiones recogen las reflexiones más impor-
tantes del trabajo y destacan la importancia de seguir avanzando en el estudio de 
buenas prácticas de democracia paritaria en los ámbitos subnacionales.

2.	 El caso de Cuenca  

El caso de Ecuador presenta un ejemplo paradigmático en el contexto regional 
(Parra et al. 2015). Por un lado, es ampliamente reconocido que ha logrado 
avances importantes en materia de participación política de las mujeres: fue el 
primer país latinoamericano en reconocer el derecho al voto de las mujeres en 
1929, así como uno de los primeros en proponer paridad en las candidaturas 
y adoptar un marco legal correspondiente, esto en el año 2000 con la Ley de 
Cuotas (Goyes 2014).

Ecuador, además, cuenta con un sistema normativo que incorpora garan-
tías a los derechos de las mujeres basado en dos pilares fundamentales. Por un 
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lado, está la Constitución de la República (2008), que incluye la igualdad de 
género en los capítulos 1 y 2; y, por otro lado, los instrumentos internacionales 
vinculantes ratificados por el Estado ecuatoriano: la Convención Contra Toda 
Forma de Discriminación Contra la Mujer (Cedaw) de 1981; la Plataforma 
de Acción de Beijing (PAB) de 1996; la Resolución 1325 del Consejo de Segu-
ridad, que incluye resoluciones adicionales sobre mujeres, paz y seguridad; y la 
Declaración del Milenio y los Objetivos de Desarrollo del Milenio del 2000 
(Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y 
el Empoderamiento de las Mujeres 2018). 

Desde el punto de vista de la participación política de las mujeres, la ele-
vación del principio de paridad a rango constitucional en 2008 amplió su 
influencia en todos los cargos de nominación a nivel estatal, e influyó en la 
toma de decisiones y el comportamiento de los partidos políticos. Esto tuvo 
un fuerte impacto en el porcentaje de participación de las mujeres en las dife-
rentes esferas del poder estatal, especialmente en la adjudicación de escaños en 
elecciones pluripersonales.2 En la Asamblea Nacional, la presencia femenina 
aumentó dramáticamente, pasando de 3.8 % en 1994 a 43.1 % en 2013.

Pese a ello, se observa que el impacto de estas leyes no ha sido homogéneo 
en los distintos niveles de gobierno: mientras que en las elecciones nacionales 
de 2013 y 2017 el porcentaje de mujeres electas alcanzó casi el 40 %, en las elec-
ciones subnacionales de 2009 y 2014 los resultados fueron de 23.3 % y 25.7 %, 
respectivamente (Consejo Nacional Electoral 2021). Estos resultados 
a nivel subnacional se agudizan al observar los cargos unipersonales.3 En las 
últimas elecciones de 2019, los porcentajes de candidatas y mujeres electas al 
cargo de alcaldesa representaron solo el 14.2 % y el 8.1 %, respectivamente 
(Consejo Nacional Electoral 2021). La considerable distancia entre los 
resultados obtenidos a nivel de cargos unipersonales y de cargos plurinomina-
les puede estar asociada, al menos, a dos elementos: por un lado, la legislación 
ecuatoriana carece de medidas que promuevan la paridad horizontal o incen-
tiven efectivamente la participación de mujeres como candidatas a cargos uni-
personales y, por otro, la falta de compromiso de los partidos políticos que, al 
margen de las exigencias del marco legal nacional, dificulta la promoción de la 
participación política de las mujeres (Accossatto 2021).

2	 Para mayor detalle, ver la Sección V del Código de la Democracia.
3	 A saber, las candidaturas a la fórmula presidencial, gobernaciones, prefecturas y alcaldías municipales o distritales.
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En este contexto, la complejidad y variabilidad de los escenarios que con-
forman el caso ecuatoriano ha despertado un importante interés en el campo 
de los estudios sobre paridad política. Se han desarrollado trabajos relevantes 
centrados en el papel de la mujer y las cuestiones de género en la política ecua-
toriana (Cañete 2005; Vásconez 2016; Morales 2019). También existen 
investigaciones que abordan la regulación de la paridad y su impacto en la par-
ticipación política de las mujeres (Archenti y Albaine 2013; Archenti 
y Tula 2014). Además, numerosos estudios analizan la participación de las 
mujeres en elecciones específicas, a partir del análisis del impacto del sistema 
electoral y del sistema normativo (Arboleda 2014; Goyes 2013, 2014). Tam-
bién han surgido investigaciones recientes que se preguntan por el papel de los 
partidos y movimientos políticos en la promoción efectiva de la mujer en ellos 
(Silva 2014; Accossatto 2021).

A pesar de lo anterior, los estudios sobre la paridad en Ecuador tienen un 
alcance nacional y se enfocan en el estudio de la democracia paritaria4 como 
una subárea de los estudios electorales. En este sentido, muy poco se ha explo-
rado sobre las formas en las que la participación de las mujeres, en un sentido 
amplio, ha evolucionado a nivel local, más allá de las representaciones parla-
mentarias nacionales y de los procesos electorales. Este trabajo pretende avan-
zar en este aspecto a partir de un estudio de caso sobre democracia paritaria a 
nivel local en el cantón de Cuenca, en Ecuador. 

Cuenca además es un ejemplo emblemático para el estudio de proyectos 
de democracia paritaria (Bernal 2014). Entre las investigaciones académicas 
más importantes en estudios de género para este caso de estudio se encuen-
tran aquellas que se enfocan en la participación y representación política local 

4	 Una propuesta teórico-metodológica que pretende aprehender la paridad como fenómeno integral es el concepto 
de democracia paritaria propuesto en la Norma Marco para consolidar la Democracia Paritaria (2015), establecida 
por el Parlamento Latinoamericano y Caribeño (Parlatino), en colaboración con la Entidad de las Naciones 
Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU Mujeres). Bajo esta noción ca-
talizadora, se representa un modelo de democracia en el que la paridad e igualdad sustantiva entre hombres y 
mujeres son la columna vertebral de las transformaciones emprendidas por un Estado responsable e incluyente. 
Además, “su implementación y consolidación implica la evolución hacia relaciones equitativas de género, así como 
de etnicidad, condición socioeconómica y otras relaciones para el goce igualitario de los derechos”. Es un concepto 
integral que trasciende lo meramente político (Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de 
Género y el Empoderamiento de las Mujeres y Parlamento Latinoamericano y Caribeño 2015: 
9). La Norma Marco identifica como columna vertebral del cambio un modelo de Estado incluyente que asuma 
su responsabilidad en la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres, y genere todas las garantías nece-
sarias para que mujeres y hombres gocen de las mismas oportunidades y condiciones de igualdad en los ámbitos 
políticos, económicos, sociales, culturales y civiles.
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(Palacios 2014; Méndez y Quito 2020; Calle y Costales 2021), las 
iniciativas de control ciudadano (Paño y Torrejón 2018), la organización 
de mujeres indígenas (Pérez-Gañán 2018), o la opinión pública (López-
Alvarado et al. 2020; Sacaquirin y Peña 2020). Sin embargo, no se ha 
abordado en profundidad desde una perspectiva que sitúe el diálogo simbió-
tico entre la representación institucional y la trayectoria de las organizaciones 
de mujeres en esta ciudad.  

En ese sentido, este artículo propone explorar de forma inductiva elemen-
tos clave de la democracia paritaria en Cuenca, Ecuador, tomando en cuenta 
el punto de vista de mujeres que ocupan roles de liderazgo en la localidad. Se 
tomaron como punto de partida los avances y limitaciones que atañen a la con-
formación de la representación política institucional, las experiencias de orga-
nización y empoderamiento local, y las nuevas iniciativas de sensibilización de 
género entre la ciudadanía. 

3.	 Metodología  

Este trabajo tiene un enfoque cualitativo exploratorio-descriptivo. Se alimenta 
principalmente de la revisión de fuentes primarias y secundarias, pero también 
de la triangulación de información de una visita de campo del equipo de inves-
tigación a Ecuador.

El trabajo de campo de esta investigación se dio en las ciudades de Quito 
y Cuenca entre febrero y abril de 2019, en el marco del proyecto “Democracia 
Paritaria en América Latina, con énfasis en las élites parlamentarias”, llevado a 
cabo por la Universidad de Salamanca y la Entidad de las Naciones Unidas para 
la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU Mujeres).

Durante esos meses se construyeron y aplicaron instrumentos de entrevista 
a profundidad bajo una estrategia de muestreo cualitativo por actores clave, 
con lo cual se completó la información necesaria para llevar a cabo esta inves-
tigación. Los instrumentos de entrevista se diseñaron partiendo de tres ejes de 
interés fundamentales: 1) historia de la acción política local de las mujeres en 
Cuenca, 2) gestión local de los temas de género, e 3) iniciativas de educación ciu-
dadana. El análisis y presentación de los resultados giran en torno a este tronco.
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En concreto, se entrevistó a las siguientes personas: Juanita Ortega, direc-
tora de Equidad y Género del Municipio de Cuenca entre 2017 y 2019; María 
Cecilia Alvarado, candidata a la prefectura del Azuay por el partido Izquierda 
Democrática; Nidya Solís, coordinadora del Cabildo de Mujeres de Cuenca; 
Paola Flores, concejala de Cuenca (2014-2019); y Sandra López, presidenta del 
Observatorio Ciudadano de la Comunicación de Cuenca.

4.	 Análisis y hallazgos preliminares        

4.1. 	 La representación descriptiva de las mujeres 		
	 concejalas en cuenca

Cuenca es un municipio ecuatoriano que pertenece a la provincia del Azuay. 
Está ubicado al sur del Ecuador y, en 2010, contaba con un total de 505 585 
habitantes, de los cuales 52.6 % son mujeres y 47.4 % son hombres. Admi-
nistrativamente se divide en quince parroquias urbanas y veintiuna rurales, 
siendo las primeras las que concentran la mayor parte de la población del can-
tón (Instituto Nacional de Estadística y Censos  2010).

De acuerdo a lo establecido en el Código Orgánico de Organización Terri-
torial, Autonomía y Descentralización, el Municipio de Cuenca debe ser res-
ponsable, entre otros aspectos, de la formulación de políticas públicas locales 
que garanticen la equidad de género en su territorio, así como la promoción de 
la ciudadanía en el marco de la igualdad de oportunidades para todas y todos 
(Ayuntamiento de Cuenca 2022).

El Concejo Cantonal de Cuenca, en particular, es el órgano legislativo local 
del Municipio, encargado de proponer, aprobar y modificar acuerdos y decre-
tos dentro del cantón. Está integrado por dieciséis miembros elegidas y elegidos 
democráticamente en elecciones seccionales: una alcaldía municipal y quince 
concejalas/es. El Concejo es importante para la promoción de la paridad, en 
tanto su composición histórica puede dar cuenta del avance de la agenda de 
género a nivel subnacional (Ayuntamiento de Cuenca 2022).

Por ello, y aun con sus recientes avances y retrocesos, en el Gráfico 1 se 
puede apreciar que la representación política de la mujer en este organismo ha 
cobrado protagonismo, especialmente a partir de las dos últimas décadas. En el 
periodo 1998-2000 se evidencia un despegue que continuó hasta 2005-2007 y 
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que se recuperó en el quinquenio 2014-2019 (el periodo con la proporción más 
alta de mujeres concejalas). 

Se observa cómo en el período 2009-2014, luego de la promulgación del 
Código de la Democracia, el porcentaje de representación en el Concejo 
alcanzó el 33.3 %, aumentando un 53.3 % entre 2014 y 2019. A pesar de este 
positivo precedente, en el periodo 2019-2024 la proporción de concejalas fue 
solo del 13.3 %. Las cifras alcanzadas superaron no solo la media nacional, sino 
también el promedio a nivel regional —25 % en concejos, según estudios de 
Pnud (2013) y ONU Mujeres (2015)—. 

En el periodo 2019-2024, sin embargo, se observa una caída estrepitosa, solo 
comparable a los niveles de representatividad de los años ochenta y noventa, 
cuando no había legislación relacionada con el género (Consejo Nacional 
Electoral 2021).
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Gráfico 1

Evolución de la representación política en el Concejo Cantonal de Cuenca 
según sexo (1984-2024)*

*Entre 1984 y 2000, el Concejo estuvo integrado por trece concejales y concejalas. Entre 2000 y 2003, el número 
ascendió a catorce. A partir de 2003, el número ascendió a quince

Fuente: Palacios (2014) y CNE
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La Tabla 1 ofrece una presentación detallada de la evolución en la elección 
de concejales y concejalas en Cuenca, según partido político y naturaleza del 
distrito electoral. Como punto de partida, se toman las primeras elecciones 
locales a partir de la promulgación del Código de la Democracia en 2009: aquí 
los datos puestos a disposición por el Consejo Nacional Electoral de la Repú-
blica del Ecuador (CNE) permiten observar las dinámicas de participación 
y reelección de varias concejalas durante tres administraciones en el Concejo 
Cantonal de Cuenca (2009-2014, 2014-2019 y 2019-2024). 

Distrito Concejala Fue reelecta Partido político

2009-2014

Urbana María Cecilia Alvarado No Alianza País

Urbana Juanita Bersosa No Alianza País

Urbana Monserrath Tello Sí Alianza País

Rural Ruth Caldas Sí Alianza País

Rural Norma Illares Sí Alianza País

2014-2019

Urbana Carolina Martínez Alianza País

Urbana Dora Ordóñez No Igualdad-Creo

Urbana Paola Flores Sí Igualdad-Creo

Urbana Gabriela Brito No Alianza País

Urbana Monserrath Tello Sí Igualdad-Creo

Rural Ruth Caldas Sí Alianza País

Rural Norma Illares Sí Alianza País

Rural Narcisa Gordillo No Igualdad-Creo

2019-2024

Urbana Paola Flores Sí Igualdad-Creo

Rural Marisol Peñaloza No Renace

Fuente: Elaboración propia con base en el CNE

Tabla 1

Concejalas electas al Concejo Cantonal de Cuenca (2009-2024)
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Aunque no se muestra una tendencia consistente, hasta la fecha el partido 
Alianza País ha contado con más mujeres reelectas durante el periodo obser-
vado. El Gráfico 2 presenta las organizaciones políticas a las que pertenecen las 
concejalas electas, y la cantidad de representantes durante los tres periodos de 
administración en el Concejo Cantonal de Cuenca desde la promulgación del 
Código de la Democracia. Para el período 2009-2014, el partido de gobierno 
a nivel nacional, Alianza País, fue el único con representación de mujeres en 
los puestos de concejalías, alcanzando un 33.3 % del total de representantes 
de este órgano colegiado. Para 2014-2019 se repartieron los escaños en partes 
iguales con 26.7 %, al igual que la alianza conformada en el Azuay por los 
movimientos Igualdad y Creando Oportunidades (Creo).

Gráfico 2

Concejalas electas al Concejo Cantonal de Cuenca por partido político 
(2009-2024) 

(Relativos)

Fuente: Elaboración propia con base en el CNE

35,0

30,0

25,0

20,0

15,0

10,0

5,0

0,0
Alianza País Igualdad-Creo Renace

2009-2014 33,3 0 0

2014-2019 26,7 26,7 0

2019-2024 0 6,7 6,7

%

Partido Político



201Movimiento de mujeres y gobierno local: hacia una agenda de 
investigación sobre democracia paritaria en Cuenca, Ecuador

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

Es importante aclarar que, si bien la legislación nacional de 2009 (Código de 
la Democracia) incorporó avances institucionales que favorecieron la paridad 
en las estructuras formales de representación, esto no garantizó un nivel soste-
nido de presencia femenina en el Concejo Cantonal de Cuenca. Por el contra-
rio, como se observaba en los datos del Gráfico 1 y la Tabla 1, para el período 
de 2019-2024 se observa una caída significativa en el número de concejalas 
titulares electas.

4.2. 	 El movimiento de mujeres y el Plan de Igualdad de 	
	 Oportunidades (PIO)

El trabajo de las organizaciones de mujeres en Cuenca se remonta por lo menos 
a fines de la década del setenta, coincidiendo con el retorno a la democracia en 
Ecuador. Es en ese momento que la agenda feminista comenzó a buscar algu-
nos espacios dentro de las estructuras internas de los partidos políticos, espe-
cialmente entre los de izquierda. Como resultado de la paulatina apertura de 
espacios de intervención pública, el movimiento de mujeres logró posicionar 
a sus primeras representantes en el Municipio en 1996, a través de la Coordi-
nadora Política de Mujeres (Palacios 2014). La acción de las organizaciones 
de mujeres, aliadas a la búsqueda de la igualdad formal establecida en la Cons-
titución de 1998 y la Ley Electoral de 2000, fue trascendental a principios de 
siglo al formular la iniciativa de transitar por el camino de la paridad en el 
cuerpo político. 

En el marco de la lucha de estas organizaciones, surgieron dos grandes 
plataformas de articulación de políticas públicas municipales en materia de 
género, a saber: 1) las distintas ediciones del Plan de Igualdad de Oportuni-
dades (PIO),5 y 2) el Plan Cantonal para la Erradicación de la Violencia de 
Género (Pcevg). Gracias a estos hitos se ha avanzado en el vínculo entre las 
demandas de las organizaciones de mujeres y las competencias de los gobiernos 
locales (comunicación personal: Ortega 2019). Lo plasmado tanto en el PIO 
como en el Pcevg pretende dar respuesta a los diferentes consensos alcanza-
dos por las organizaciones de mujeres a lo largo de los años, con la mediación 
de elementos técnicos. Este ha sido un mecanismo innovador en la democra-
tización del presupuesto, ya que las reformas se aplican en constante atención 

5	 Desde su primera edición, en 2001, el PIO se ha ido actualizando periódicamente, añadiendo diferentes líneas de 
actuación según el contexto.
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a las demandas de esta población (Fondo de Desarrollo de las Nacio-
nes Unidas para la Mujer 2007).

La dinámica de elaboración del PIO consistió en generar mesas de trabajo 
sobre diversos temas, a saber: vivienda, desarrollo económico, cultura, educa-
ción, participación política, entre otros. Si bien, en principio, estos espacios 
generaron avances muy limitados, fueron el primer acercamiento colaborativo 
entre las organizaciones y el municipio, en los que aprovechó la oportunidad 
histórica de tener más mujeres posicionadas en cargos considerados importan-
tes en la administración local (comunicación personal: Flores 2019). Con 
base en esos diagnósticos, posteriormente emerge el primer PIO, como la pri-
mera política pública local que focaliza en problemáticas de género.6

En las siguientes secciones, se exploran algunos de las iniciativas y resultados 
que se gestaron a partir de las actualizaciones y el seguimiento al PIO en Cuenca.

4.2.1. La creación del Cabildo por las Mujeres en Cuenca

El acercamiento de las organizaciones de mujeres al municipio a partir de la 
elaboración y el seguimiento al PIO dio lugar a nuevas iniciativas de coordi-
nación. De esta manera, el movimiento de mujeres buscó conformar un meca-
nismo de coordinación especializado, surgiendo el Cabildo por las Mujeres de 
Cuenca en el 2000 (comunicación personal: Flores 2019).

Como parte de su composición, existe un núcleo duro con presencia regu-
lar formado por reconocidas organizaciones locales como “Gamma”, “Sendas”, 
“María Amor”, “Corporación Mujer a Mujer”, “Mujeres por la Vida” y “Muje-
res por la Vida, el Cambio”. También cuenta con la participación de grupos 
de estudiantes universitarias y colegios profesionales. Las mujeres del cabildo 
dicen que no tienen una estructura jerárquica, pues parten del lema de que 
“todas pueden ser voceras”. Tienen su base en una asamblea y sus decisiones se 
toman en consenso (comunicación personal: Solís 2019).

El Cabildo por las Mujeres de Cuenca emergió de la mano del PIO, y ha lle-
gado a convertirse en un espacio de articulación de la militancia por los dere-
chos de las mujeres y un referente a nivel local, nacional y regional, superando 

6	 Para profundizar sobre la experiencia del PIO, véase Procasur (2008).
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el objetivo con el que inicialmente surgió. Esta plataforma se posiciona polí-
ticamente a partir de un enfoque abiertamente feminista, lo que le permitió 
trascender su función de coordinación municipal al autodenominarse difusora 
de buenas experiencias y prácticas en todo el Ecuador (comunicación personal: 
Flores 2019).

El Cabildo busca estar constantemente atento a la correcta aplicación y 
actualización del PIO. “Seguiremos siendo críticas y teniendo un sentido de 
exigencia al municipio, como lo hemos hecho siempre. No estamos atadas a 
la institucionalidad municipal, nuestro trabajo va mucho más allá de lo que 
representa nuestro nexo con el Municipio” (comunicación personal: Solís 
2019). Actualmente, el Cabildo trabaja para priorizar los temas relacionados 
con la violencia política, los derechos sexuales y reproductivos, los emprendi-
mientos de autonomía económica, el fortalecimiento organizativo y forma-
tivo, y el rescate de las prácticas y saberes indígenas ancestrales. Un ejemplo 
de coordinación fue la negociación de la Ordenanza para la Erradicación de 
la Violencia de Género, que se elaboró de manera colaborativa entre la coordi-
nación de la Dirección de Planificación y Gestión por la equidad Social y de 
Género y las entidades que conforman el Cabildo.

En la Tabla 2 se sintetizan los hitos fundamentales del accionar de las 
organizaciones de mujeres y del Cabildo en la Municipalidad de Cuenca de 
2000 a 2016.

Año Descripción

2000
Construcción del primer Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres, 2001-2004
Creación de la Red de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar

2001
Firma del Acuerdo por la Equidad del cantón de Cuenca
Creación del Cabildo por las Mujeres de Cuenca
Incorporación de una funcionaria municipal formada en Género

Tabla 2

Hitos en torno al accionar de las organizaciones de mujeres 
en la Municipalidad de Cuenca (2000-2016)
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4.2.2. 	 La creación de la Dirección de Planificación y 
Gestión por la Equidad social y de Género del 
Municipio de Cuenca

La Dirección de Planificación y Gestión del Patrimonio Social y de Género 
del Municipio de Cuenca fue creada en 2004, como órgano institucional per-
teneciente a la Junta Municipal de Planificación. Así, su ubicación siguió un 
criterio estratégico para dar una perspectiva transversal al enfoque de género 
en el ámbito local. La dirección tuvo un vínculo histórico con el movimiento 
de mujeres, que fue el que abogó por la creación de un área en el municipio 
especializada en estos temas. Esta demanda fue facilitada por las actividades de 
coordinación y seguimiento del PIO (comunicación personal: Ortega 2019).

2002 Aprobación de la Ordenanza para la Prevención y Erradicación de la Violencia 
Intrafamiliar en el cantón de Cuenca

2003 Creación de la Comisión de Género, como instancia permanente de Concejo 
Cantonal

2004

Creación del Departamento de Planificación y Gestión por la Equidad Social y de 
Género
Creación del premio “Dolores J. Torres”, conferido a personas, instituciones u 
organizaciones cuencanas que hayan hecho un aporte significativo al fomento de la 
equidad de género en los medios de comunicación
Apertura del canal permanente de coordinación entre la Municipalidad de Cuenca y 
las organizaciones de defensa de los derechos de la mujer y de la equidad de género

2005 Construcción del segundo Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y 
Hombres, 2006-2020

2008

Reforma de la Ordenanza de 2002 para incluir un aspecto de la rendición de 
cuentas institucional periódico, conforme a las acciones seguidas en cada periodo. 
Esto ha quedado estipulado para la sesión del Concejo del 25 de noviembre de 
cada año

2013 Constitución de la Mesa Cantonal de Erradicación de Violencia de Género

2016
Aprobación de la Ordenanza para la Inclusión, el Reconocimiento y Respeto a la 
Diversidad Sexual y Sexo-Genérica en el cantón de Cuenca
Actualización del segundo PIO, con la inclusión de nuevos ejes

Fuente: Elaboración propia con base en Palacios (2016) y Unión Iberoamericana de Municipalistas (2018)

Año Descripción
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La Dirección está conformada por una coordinadora y apoyada por un 
equipo técnico especializado en temas de género y derechos humanos. Como 
parte de la función de asesoría y seguimiento a la generación de políticas públi-
cas, se dedica a la prevención y atención integral de casos de violencia de género 
contra las mujeres, así como a la formación de servidoras y servidores públicos 
y ciudadanía en general en temas relacionados con enfoque de género.

La Dirección mantiene estrechos vínculos con las organizaciones de muje-
res de Cuenca, por lo que forma parte activa del Cabildo por las Mujeres de 
Cuenca; participa y rinde cuentas. En particular, actúa como contraparte 
institucional directa para informar sobre el trabajo del Municipio frente a 
las demandas de las mujeres dentro de la agenda local (Ayuntamiento de 
Cuenca 2022).

4.2.3. 	 La creación del Observatorio de Comunicación 
Ciudadana de Cuenca (OCC)

El Observatorio de Comunicación Ciudadana de Cuenca (OCC) es otro 
ejemplo de las iniciativas ciudadanas que surgieron con la implementación del 
PIO. El OCC como proyecto nació de una colaboración entre el municipio y 
las organizaciones sociales feministas de Cuenca que participaban de la Red 
Cantonal de Mujeres desde la década del noventa. Ya en la década de 2000, 
con el nacimiento del Cabildo de Mujeres y la introducción del PIO, vieron 
una oportunidad para impulsar la democracia paritaria en el ejercicio de la 
comunicación. El Observatorio se institucionalizó como tal en 2004 (comuni-
cación personal: Ortega 2019).

La gestión del OCC la lleva a cabo la Fundación Gamma, organización no 
gubernamental creada en 1994, que desde 1996 produce el programa radial 
“Mujeres en la radio”, dedicado a la promoción y debate de los derechos de las 
mujeres. Esta primera experiencia posibilitó en el futuro sumar simpatizantes 
a su causa, por lo que fue necesario buscar espacios con mayor incidencia. Esto 
fue posible con la llegada del PIO y la promoción más destacada de la agenda 
de equidad en el municipio de Cuenca (comunicación personal: López 2019).

Desde entonces, el OCC ha logrado generar mecanismos de articulación 
política en el impulso de repensar los imaginarios sociales que ayuden a perpetuar 
los mensajes que normalizan la discriminación, violencia física y psicológica, y el 
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maltrato y exclusión de las mujeres en sociedad, con el objetivo de deconstruir 
y sugerir alternativas no violentas a la comunicación y contenidos publicitarios 
sexistas (Ayuntamiento de Cuenca 2022).

El OCC funciona gracias al financiamiento parcial de la Municipalidad 
de Cuenca, específicamente de la Dirección de Planeación y Gestión para la 
Equidad Social y de Género, pero su organización está directamente a cargo 
de la Fundación Gamma, que se encarga de contribuir con el equipo técnico 
al agregar mucho de la obra de forma voluntaria, y gestionando los fondos 
alternativos de cooperación que le han permitido operar de manera continua 
durante casi dos décadas (Ayuntamiento de Cuenca 2022).

Su composición es bastante amplia, ya que su comisión permanente está 
conformada por once representantes, a saber: dos del municipio, dos de dere-
chos humanos, dos de sindicatos de periodistas, tres de redes de movimientos 
de mujeres, el Cabildo por las Mujeres y la Red por la Prevención de la Violen-
cia (Ayuntamiento de Cuenca 2022).

Dentro de las múltiples actividades que realiza el OCC, se destacan dos 
labores fundamentales. Por un lado, se encuentran los trabajos de seguimiento 
e investigación de campañas y propaganda electorales, en los que se percibe 
la baja representación de la mujer en términos positivos, los escasos reporta-
jes periodísticos que abordan candidatas mujeres, o el tema de la igualdad de 
género y los estereotipos de género asociados a la profesión política. Por otra 
parte, en el contexto de generación de informes periódicos de seguimiento de 
mensajes en los medios de comunicación, el OCC creó una iniciativa deno-
minada “Sala de Comunicación”, que consiste en una presentación pública 
(dirigida a poblaciones no necesariamente especializadas) con el objetivo de 
someter los informes al escrutinio abierto y directo de la ciudadanía.

La “Sala” se convirtió en una de sus contribuciones más tangibles, al haber 
institucionalizado la presentación de un informe anual elaborado entre marzo 
y junio de cada año, meses en los que se llevan muestras digitales itinerantes a 
escuelas, universidades y organizaciones. “Es lindo ver la reacción de la gente, 
se impacta por ver todas las publicidades juntas y la cantidad de sexismo que 
hay” (comunicación personal: López 2019). Hasta la fecha se han presentado 
quince ediciones de esta muestra itinerante, donde desde hace más de diez años 
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se entregan los “Dolores J. Torres” y el “Premio a la Equidad”, ambos recono-
cimientos otorgados a los medios de comunicación, agencias y particulares que 
contribuyen a la producción y patrocinio de anuncios que transmitan mensajes 
y nuevas formas de relaciones equitativas, así como pautas que promuevan la 
igualdad de condiciones y oportunidades, contribuyendo a romper barreras y 
estereotipos de género. Del mismo modo, a diferencia del anterior, se crearon 
sanciones éticas y morales que funcionan como un llamado de atención para 
la promoción del sexismo y la exclusión. “Ignominia”, “Indignación” y “Ver-
güenza” son los nombres de los deméritos dictados por el OCC, basados en el 
voto de las ciudadanas y los ciudadanos presentes en el salón (comunicación 
personal: Lopez 2019).

5.	 Notas críticas sobre la institucionalidad política 		
	 local en 2019

Los cuarenta años de presencia femenina en el Concejo y la activa participación 
de la sociedad civil de la mano del municipio no implicaron necesariamente 
una mayor representación sustantiva de las mujeres en este espacio. Para las 
personas entrevistadas, este tema es crítico, ya que no todas las mujeres que lle-
garon a los puestos directivos y de toma de decisiones —como las concejalas—
necesariamente habían interiorizado nociones básicas de igualdad de género 
(comunicación personal: Solís 2019). Por lo tanto, si bien cuantitativamente 
hubo una mayor presencia histórica de mujeres en el Concejo —sobre todo 
en los últimos veinte años—, esto no ha garantizado una posición definida y 
constante en estos temas (comunicación personal: Solís 2019). 

Respecto a esta situación, Paola Flores, concejala cantonal de Cuenca para 
el período 2014-2024, manifiesta lo siguiente:

Tuvimos un Concejo mayoritariamente de mujeres, pero todavía tenemos un largo 
camino por recorrer. No todos los concejales estaban dispuestos a trabajar por los 
derechos de las mujeres. Era una oportunidad de hacer un cambio, pero no la toma-
mos bien (comunicación personal: Flores 2019).

A esto se le suma la configuración de los partidos políticos de Cuenca como 
espacios hostiles para las mujeres que aspiran a ocupar cargos de liderazgo. Res-
pecto a esta situación, Nidia Solís, representante del Cabildo por las Mujeres 
de Cuenca, sostiene lo siguiente:
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Los partidos pueden haber incorporado algunas de las agendas de las mujeres, pero 
no se han realineado. En el sentido de que tenemos otras necesidades, otras con-
diciones de vida (todas las tareas de reproducción y cuidado), otras circunstancias 
que debemos atender. En este sentido, los partidos políticos se adaptan al modelo 
masculino. Antes, las mujeres no estaban en estos espacios, por lo que no estaban 
estructurados con esta dinámica. A las mujeres les resulta más fácil organizarse entre 
mujeres para participar en diferentes espacios políticos (comunicación personal: 
Solís 2019).

Otro elemento a considerar es que la violencia política contra las mujeres es 
una de las expresiones más generalizadas y palpables para las activistas que se 
posicionan en la arena política (Freidenberg y Valle 2017). Esta ha sido 
una afirmación recurrente en las entrevistas, quienes denuncian la articulación 
de campañas de desvalorización y escarnio público como forma de neutralizar 
el avance de candidaturas.

6.	 Consideraciones finales

La introducción de acciones afirmativas y paritarias ha demostrado ser una 
herramienta fundamental para posibilitar el acceso de las mujeres a la política; 
sin embargo, estas herramientas también han sido insuficientes para garantizar 
una participación plena e igualitaria, ya que inciden en un momento particular 
y específico del largo camino que deben recorrer las mujeres para construir 
una carrera política, esto es, en la candidatura a cargos de elección popular. De 
esta forma, la participación política de las mujeres es un fenómeno multicausal 
en el que coexisten numerosas barreras —muchas de ellas estructurales— que 
deben ser superadas en las culturas sociales, económicas y políticas: dificulta-
des para conciliar la vida familiar y la vida política; estereotipos sociales sobre 
la autoridad de la mujer; violencia política de género o prácticas caudillistas al 
interior de los partidos políticos; gestión concentrada del financiamiento elec-
toral; invisibilidad en los medios; entre otras. Estos son algunos de los aspectos 
que dificultan el principio de paridad, además de su dimensión cuantitativa 
(Cañete 2005; Massolo 2009; Llanos y Sample 2012; Arboleda 
2014). Además, uno de los nodos críticos en torno a las barreras para el avance 
de la democracia paritaria es la disparidad en el desarrollo e implementación 
de este principio a nivel nacional y local en los diferentes gobiernos latinoame-
ricanos. Al mismo tiempo, y como corolario de ello, la participación política 
de las mujeres en los gobiernos locales no ha sido suficientemente abordada en 
estudios especializados.
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En este contexto, nuestra intención fue resaltar la experiencia del muni-
cipio de Cuenca como un caso paradigmático que muestra avances muy sig-
nificativos en la democracia paritaria, incluso a nivel regional. Y esto se debe 
principalmente a que se buscó construir un carácter integral y transversal de la 
igualdad sustantiva, a través de la articulación de los diferentes estamentos del 
Estado y actores sociales fundamentales.

En este sentido, este estudio ofrece una aproximación al entramado que se 
teje entre organizaciones de la sociedad civil y espacios políticos institucionales 
en un periodo de alta representación femenina en el Concejo de Cuenca (entre 
2009-2014 alcanzó el 33.3 %, aumentando a un 53.3 % entre 2014 y 2019). 
Esta exploración es importante de cara al inicio de un periodo de significada 
reducción de la representación descriptiva de mujeres en el Concejo. A partir 
de ello, se abren algunos caminos para futuras investigaciones empíricas.

El primero se refiere a los mecanismos que generan retrocesos en la repre-
sentación descriptiva de las mujeres en instancias locales, en contextos de 
alta (o relativamente alta) participación de la sociedad civil. En este marco, 
sería pertinente indagar en los partidos y en las modalidades que estos actores 
políticos impulsaron (o no) el fomento de la igualdad de género, teniendo en 
cuenta que la gran mayoría de las entrevistadas los identificaron como espacios 
hostiles para su participación. 

Por otra parte, si bien la principal limitante metodológica de este estudio 
es que se enfoca en el análisis de un caso paradigmático en torno a la construc-
ción de democracia paritaria a nivel subnacional, sus resultados se encuentran 
contextual y regionalmente situados. Por lo tanto, se abren oportunidades 
para estudios comparativos en la línea de lo propuesto por Escobar-Lemmon 
y Funk (2018), procurando encontrar “caminos propios” que respondan más a 
las dinámicas e iniciativas locales. 

Otro de los caminos para seguir profundizando en este trabajo es la medi-
ción de la calidad de la democracia paritaria en contextos locales. Como se 
mencionó anteriormente, uno de los nodos críticos en torno a las barreras para 
el avance de la democracia paritaria es la disparidad en el desarrollo de este 
principio a nivel nacional y local, especialmente en contextos no electorales. 
No obstante, el papel articulador del movimiento organizado de mujeres y 
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feministas de Cuenca, con iniciativas como las del Cabildo de Mujeres, obligan 
a abordar la paridad incluyendo a la militancia por los derechos de las mujeres y 
su trabajo de incidencia a nivel local. 

Finalmente, sería interesante indagar, a través de las actitudes de acto-
res clave, cómo se comprende el alcance de la representación sustantiva de 
las mujeres concejalas y se evalúa el éxito de sus gestiones desde la sociedad 
civil. Asimismo, es importante preguntarse cómo el papel de la Secretaría de 
Planificación y Gestión para la Equidad Social y de Género y sus redes con 
organizaciones sociales de toda la ciudad, a través del Cabildo de Mujeres, ha 
influido en ello. 
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[Resumen] América Latina es la región del mundo con más cambios en reglas político-electorales en las 
últimas cuatro décadas. Esto hace que el estudio de las reformas electorales resulte una agenda central 
en la investigación comparada para comprender el funcionamiento de los sistemas políticos latinoameri-
canos. En este trabajo se propone describir la metodología y mecánica de investigación del Observatorio 
de Reformas Políticas en América Latina (#ObservatorioReformas) al momento de estudiar los cambios 
institucionales de doce dimensiones de los sistemas políticos y electorales de este continente. En el docu-
mento se enmarca el caso, presentando algunos aspectos relevantes para los estudios sobre las reformas 
electorales. Luego, se describe la experiencia del #ObservatorioReformas, sus objetivos, composición y 
actividades. También se expone la metodología utilizada para sistematizar las reformas político-electo-
rales a través de tablas comparativas y bases de datos de acceso abierto. Se concluye que el #Observatorio-
Reformas no solo promueve la investigación comparada en temas políticos-electorales, sino que presenta 
dinámicas de trabajo colaborativo, incluyente e innovador que pueden servir como referente.

[Palabras clave] Reformas políticas, política comparada, cambio institucional, América Latina, Obser-
vatorioReformas.

[Title] The Observatory of Political Reforms in Latin America (2015 - 2022): an approach to its
methodology and results

[Abstract] Latin America is the region with the most changes to its political-electoral rules in the last 
four decades. This fact makes the study of electoral reforms a central agenda in the comparative research 
that seeks to understand how Latin American political systems work. This article aims to describe 
the methodology and research mechanics of the Observatory of Political Reforms in Latin America 
(#ObservatorioReformas) when studying the institutional changes of twelve dimensions in Latin 
American political and electoral systems. The document frames the case by presenting some relevant 
aspects for the study on electoral reforms. Then, it describes the experience of #ObservatorioReformas: 
its objectives, composition, and activities; and presents the methodology used to systematize the political-
electoral reforms through comparative tables and open-access databases. Thus, this study concludes that 
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#ObservatorioReformas not only promotes comparative research on political-electoral issues, but also 
proposes collaborative, inclusive, and innovative work dynamics that can serve as a reference.
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1.	 Introducción1

América Latina es la región del mundo donde más cambios de reglas político-
electorales se han aplicado en las últimas cuatro décadas. En el periodo de 1978 
a 2019 se realizaron 239 reformas político-electorales en once dimensiones crí-
ticas en dieciocho países de la región (Freidenberg et al. 2022: 3). Esto 
hace que el estudio de las reformas electorales resulte central en la agenda de 
investigación comparada para comprender el funcionamiento de los sistemas 
políticos latinoamericanos. Las reformas a las reglas de juego afectan el com-
portamiento de las élites políticas, y sus efectos han oscilado entre una mayor 
concentración y personalización del poder, por un lado, y una mayor inclusión 
en la representación política, por otro (Freidenberg y Došek 2016a: 38).

El contenido y el ritmo de los cambios en las reglas políticas (el qué, cómo, 
el origen y cuándo de las reformas) es parte de la agenda de la política compa-
rada contemporánea y un campo cada vez más fértil de conocimiento sobre 
los sistemas políticos de la región. Precisamente, esta labor de investigación 
requiere equipos especializados preocupados por “sistematizar insumos, iden-
tificar aprendizajes y repensar buenas prácticas que ayuden a entender las 
causas de las agendas reformistas y sus efectos sobre el funcionamiento de la 
democracia” (Freidenberg 2022a: 14). Esta es una de las razones que han 
llevado al estudio de las reformas político-electorales en dieciocho países de 
América Latina y que ha conducido el trabajo del Observatorio de Reformas 
Políticas en América Latina (#ObservatorioReformas), creado en 2014 por la 
Organización de los Estados Americanos y que, actualmente, tiene su Secre-
taría Técnica y Administrativa en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la Universidad Nacional Autónoma de México (Iijunam), bajo el liderazgo de 
la Dra. Flavia Freidenberg. 

Este trabajo busca contribuir en la investigación comparada al exponer 
cómo se recolecta, sistematiza y difunde el conocimiento acerca de las refor-
mas políticas en América Latina. El principal objetivo de este texto es descri-
bir la metodología y mecánica de investigación del #ObservatorioReformas al 

1	 Esta nota de investigación forma parte de los productos del proyecto “La capacidad de resiliencia de las democra-
cias: elecciones y política en tiempos de pandemia”, del Papiit Dgapa IN302122, adscrito al Iijunam. El autor 
agradece la lectura y comentarios que generosamente realizó la Dra. Flavia Freidenberg en este texto, así como las 
recomendaciones de la editora y las personas dictaminadoras.
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momento de estudiar los cambios institucionales de los sistemas políticos y 
electorales de América Latina a partir de doce dimensiones. 

La estructura del documento es la siguiente. Primero, se enmarca el objeto 
de estudio del observatorio a partir de dos preguntas: ¿Qué son las reformas 
políticas? y ¿Cuáles son los aspectos sobre las reformas políticas que deben 
estar presentes en la agenda de la política comparada? Segundo, se describe 
brevemente el origen, composición, objetivos, buenas prácticas y agenda de 
investigación, actividades y productos del #ObservatorioReformas. Tercero, 
se expone la metodología para la elaboración de tablas comparativas y bases 
de datos que permiten sistematizar las reformas político-electorales. El tra-
bajo cierra con algunas reflexiones sobre el estudio de las reformas políticas 
en América Latina y la agenda pendiente para el desarrollo de esta agenda 
de investigación.

2.	 Las reformas políticas en américa latina como objeto 	
	 de estudio  

Las reformas políticas y electorales son modificaciones a las reglas de juego en 
el ámbito político que constriñen el comportamiento de los actores y cuyo 
carácter no es estático, sino de constante cambio, adaptación y/o resisten-
cia (Freidenberg y Uribe Mendoza 2019: 195; North 1990: 3-4; 
O’donnell 1996: 36). Es decir, las reformas son procesos estratégicos 
(Freidenberg 2022a: 7; Boix 1999: 604) en los cuales los cambios norma-
tivos implican la transformación de las reglas de juego formales, específica-
mente aquellas que forman parte de los sistemas electorales tanto en sentido 
estricto (el que define solo a las reglas que traducen votos en escaños) como 
en sentido amplio (que incluyen otras dimensiones que también definen el 
modo en que se distribuye el poder).2 Regularmente, estas reglas están con-
tenidas en las constituciones, así como en la legislación electoral de cada país. 
Por lo tanto, las reformas de este tipo suponen ajustes a las reglas mediante 
modificaciones constitucionales o legales.

2	 Las dimensiones más importantes del sistema electoral son el principio de representación, la fórmula electoral, la 
magnitud de los distritos, el umbral electoral y el tamaño de las cámaras legislativas (Lijphart, 1995; Nohlen, 
2004). La discusión académica concibe estos componentes como el “corazón del sistema electoral” (Lijphart, 
1995) o su definición en “sentido estricto” (Nohlen 1993, 2004).
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Los procesos de reforma ponen en evidencia las expectativas sobre el poder 
y el modo en que interactúan las élites que controlan el poder para proteger sus 
intereses (Benoit, 2004: 373), así como también permiten conocer el modo 
en que se comportan y reaccionan frente a esas reglas quienes no están inclui-
dos en la competencia por la representación política (Celis et al. 2011: 524-
525). Los primeros intentan mantener las reglas vigentes, a menos que no refor-
mar sea más costoso que hacerlo (Scherlis 2015: 85), mientras los segundos 
buscan ampliar el marco de derechos y obligaciones vigentes. Las reformas se 
plantean como una forma de adaptación a los cambios en el entorno con miras a 
tener mayores niveles de inclusividad en el sistema político (Gilas 2022a: 128). 

Los procesos de reformas pueden dar lugar a contrarreformas que suponen 
retrocesos respecto a los cambios previamente aprobados porque las reformas 
son impopulares o porque los efectos que han tenido sobre otras dimensiones 
son contrarios a las expectativas que se tenían respecto a los cambios previos. 
Las contrarreformas pueden suponer retrocesos en términos de instituciona-
lización democrática porque ese es su objetivo o porque se busca el desmante-
lamiento de los cambios implementados. Las contrarreformas también pue-
den implicar retrocesos a nivel de instituciones democráticas (Freidenberg 
2022a: 10). Por otro lado, para algunos, los términos “reforma” y “contrarre-
forma” son neutros (Romero 2018: 923).

En el discurso político, técnico e incluso en el campo académico es recu-
rrente encontrar que la presencia de reformas políticas tiene una carga positiva, 
pues se asume que las modificaciones a las reglas son útiles para “aumentar la 
legitimidad y eficiencia del sistema político o de fortalecer la gobernabilidad 
de un país” (Nohlen 1996: 72). No obstante, los resultados de las refor-
mas no siempre implican avances o tienen los efectos esperados. Las refor-
mas no necesariamente construyen siempre partidos más fuertes, sistemas 
de partidos más institucionalizados o mejores vínculos élites-ciudadanía, 
como sería de esperar para el fortalecimiento de la democracia. Los cambios 
normativos pueden incidir (al menos teóricamente) sobre las instituciones 
democráticas en dos sentidos normativos: a) las fortalecen o b) las desinsti-
tucionalizan. Por ello, hay quien argumenta que el espíritu reformista puede 
resultar contraproducente y no aportar al perfeccionamiento de la democra-
cia (Marván 2022: 60). 
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La evaluación de los resultados de las reformas políticas parte de la verifica-
ción del cumplimiento de los objetivos planteados. Además, la discusión sobre 
la evaluación de sus efectos debe realizarse tomando en cuenta los siguientes 
supuestos: a) que las reglas importan, ya que condicionan o restringen los 
comportamientos individuales; b) que las reglas reflejan las expectativas y las 
preferencias de los actores, pero no siempre generan los mismos efectos en 
contextos diversos; c) que las élites tienden, por lo general, a ser conservado-
ras y, por lo tanto, esperan que los sistemas electorales también sean estables 
y resistentes al cambio, al menos en la mayoría de las democracias estables; 
pero d) que algunas dirigencias políticas buscan impulsar cambios en las reglas 
porque creen que los sistemas vigentes las perjudican y, por lo tanto, fomentan 
reformas como parte de juegos estratégicos que buscan alterar la distribución 
del poder (Freidenberg 2022a: 9).3 Asimismo, es necesario poner mayor 
atención en los matices que implica la asociación entre cambios legales y cam-
bio político (Freidenberg y Saavedra 2020: 21; Saavedra 2022: 36). 

En países como Ecuador, Perú y México, las evaluaciones han mostrado que 
las reformas han generado incentivos que no consiguen constreñir comporta-
mientos políticos (Freidenberg y Došek 2016a: 51). En Ecuador y Perú, en 
particular, las reformas orientadas a la flexibilización de la estructura de voto 
(desde las listas cerradas y bloqueadas hasta el voto preferencial) no resolvie-
ron su objetivo de mejorar el vínculo entre las y los representantes y las y los 
representados/as. Por el contrario, debilitaron los incentivos para mantener la 
lealtad y la disciplina partidista, incrementaron el costo financiero de las cam-
pañas y el clientelismo, y debilitaron las organizaciones de partidos (Gilas 
2022a: 137; Gilas 2022b: 149). De ahí que, en los últimos años, esas reformas 
han ido hacia el otro sentido, cambiando la estructura de voto, desde el voto 
preferencial hacia el cierre de las listas.  

Otro fenómeno de interés en los estudios sobre reformas electorales tiene 
que ver con la manera en que los contenidos de las reformas son resultado de 
un “efecto contagio” de ideas que viajan de un contexto a otro, es decir, de un 

3	 En ese sentido, cualquier evaluación de una reforma debe considerar diferentes estrategias metodológicas que 
deben incluir: a) evaluar las intenciones de los actores; b) evaluar las motivaciones que están en la ley; c) evaluar 
las consecuencias de lo que se aprobó (en relación con si produce un sistema político más representativo; elec-
ciones más competitivas y/o confiables, o posibles problemas de coordinación e implementación de las normas) 
(Freidenberg 2022a: 9).
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proceso de difusión (Picado 2022; Romero 2016; Weyland 2011). Los 
países asumen reformas similares en momentos específicos del tiempo (“olas 
de cambio”). La contraparte de las olas reformistas son las reformas que res-
ponden a evaluaciones parroquialistas de actores que las impulsan y/o aprue-
ban, independientemente de las reformas promovidas por otros países. En 
este contexto, las agencias de cooperación y/o organismos gubernamentales 
pueden tener un rol clave alertando a las tomadoras y los tomadores de deci-
siones respecto a las lecciones que dejan sobre determinadas reformas la expe-
riencia internacional.

Del estudio de los procesos de difusión de reformas político-electorales se 
identifican rasgos y tendencias compartidas. Por ejemplo, Romero Ballivián 
(2018) destaca cinco tendencias de reforma política para el caso latinoameri-
cano: a) la multiplicación de los procesos electorales, b) la reelección presiden-
cial y umbral mínimo; c) la descentralización político-administrativa y elec-
ción de autoridades locales; d) la reforma partidaria y e) la ampliación de los 
mecanismos de democracia directa. Freidenberg (2022a), en su estudio sobre 
las tendencias de las reformas en la región, ha identificado siete rasgos comunes: 
a) mayor inclusividad de la regla de elección presidencial; b) mayor personali-
zación del poder presidencial; c) mayor proporcionalidad e inclusión en la fór-
mula de elección de diputados y diputadas; d) personalización del vínculo entre 
las y los electores y partidos, y cierta reducción de la capacidad de control de los 
partidos sobre las candidaturas; e) mayor representación descriptiva e inclusión 
de grupos subrepresentados en las instituciones políticas; f) ampliación de los 
derechos políticos de la ciudadanía; y g) mayor intervención del Estado para la 
democratización de los procedimientos de selección de candidaturas.

El estudio de las reformas político-electorales y sus resultados es clave para 
el análisis del poder y para evaluar el funcionamiento del sistema político. Los 
estudios comparados y sobre la difusión de las reformas pueden ayudar a com-
prender mejor su impacto. En el contexto latinoamericano, una de las fuentes 
de información más importantes para la investigación en estos temas es el 
Observatorio de Reformas Políticas en América Latina. El Observatorio ha 
contribuido en este campo de estudios de manera significativa a través de sus 
tablas comparativas y bases de datos; esto debido a la amplitud de los temas 
tratados, la continua actualización de la información, la participación de 
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especialistas de toda la región en su elaboración, y sus actividades complemen-
tarias. Gracias a la investigación comparada sobre las reformas políticas y elec-
torales en América Latina realizada por el Observatorio, se han identificado 
al menos 239 reformas electorales aprobadas entre 1977 y 2019 en dieciocho 
países de América Latina (Freidenberg et al. 2022). 

3.	 El proyecto del Observatorio de Reformas Políticas en 	
	 América Latina: de un repositorio de leyes a un espacio 	
	 formativo basado en la pedagogía activa e incluyente  

El Observatorio de Reformas Políticas en América Latina es un proyecto de la 
Organización de los Estados Americanos y el Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas de la Universidad Nacional Autónoma de México orientado a estudiar 
las reformas políticas que se aplican en América Latina. En su origen, en 2015, 
el principal interés del #ObservatorioReformas fue la generación de conoci-
miento sobre los cambios institucionales en diecinueve países latinoamerica-
nos, con la intención de profundizar en el modo en que esos cambios incidían 
en el sostenimiento del régimen democrático,4 así como también en la posi-
bilidad de influir en los procesos de reformas políticas que realizan los países 
de la región. Si bien originalmente nació como un repositorio normativo, con 
los años se ha ido consolidando como una iniciativa basada en la pedagogía 
activa e incluyente que desarrolla investigación, docencia, divulgación y asis-
tencia técnica sobre las reformas y sus consecuencias en los países de la región. 
Por lo tanto, la relevancia del Observatorio está en su labor para sistematizar la 
información de las reformas político-electorales en América Latina y en ser un 
espacio formativo de investigación en política comparada.  

Desde 2018, el #ObservatorioReformas cuenta con el apoyo de la Secretaría 
para el Fortalecimiento de la Democracia de la Organización de Estados Ame-
ricanos y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 
Autónoma de México. Junto al proyecto original orientado al estudio de las 
reformas políticas, denominado “Construyendo reformas políticas eficaces”, el 
Observatorio ha ido desarrollando otros proyectos y agendas de investigación 
en los últimos años vinculados al estudio de las democracias, de las elecciones 

4	 Los países objeto de análisis del #ObservatorioReformas son Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador, Colombia, Costa 
Rica, Chile, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Uruguay y Venezuela.
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y los partidos políticos. Así, ha dejado de ser un mero repositorio de informa-
ción para convertirse en el motor principal de varios proyectos de investigación 
financiados por instituciones y universidades nacionales e internacionales, que 
buscan conocer, analizar, explicar y enseñar los procesos políticos que vive la 
región, en clave democrática. Por ejemplo, en la agenda de investigación del 
Observatorio recientemente se ha promovido responder las siguientes pregun-
tas: ¿Cómo reaccionaron las instituciones electorales, los actores, los partidos 
y la ciudadanía a esta crisis sanitaria? ¿De qué manera se adaptaron, innova-
ron y respondieron a los retos que suponía organizar elecciones en tiempos 
de pandemia?5 Asimismo, en los últimos años, un equipo de investigación del 
Observatorio también ha desarrollado un proyecto de formación cívica a estu-
diantes de secundaria con la intención de apoyar en la docencia en modalidad 
virtual o remota.6 Otro equipo ha desarrollado investigaciones comparativas 
sobre la representación política de las mujeres desde una perspectiva multidi-
mensional y multinivel en las entidades federativas mexicanas.7 

Además de las actividades de investigación, el Observatorio ha impulsado 
una activa agenda de discusión, intercambio y divulgación a partir de la orga-
nización de los seminarios internacionales bianuales “Las reformas políticas a 
la representación en América Latina”, llevados a cabo en 2018, 2020 y 2022;8 
del seminario permanente de “Reformas Electorales y Democracia”, que viene 
desarrollándose de manera ininterrumpida desde 2018; por la puesta en mar-
cha de una profusa estrategia de formación metodológica a partir de talleres, 

5	 Diversos proyectos de investigación han sido adscritos al Observatorio de Reformas Políticas en América Lati-
na, como el proyecto sobre “La capacidad de resiliencia de la democracia: elecciones y política en contexto de 
pandemia”. Programa de Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación Tecnológica (Papiit) (Convocatoria 
2021). Código IN302122, adscrito al Iijunam (2022-2024) y el Proyecto sobre “Reformas político-electorales y 
democracia en América Latina”, programa de apoyo a proyectos de investigación e innovación tecnológica (Con-
vocatoria 2020). Código IN301020, adscrito al Iijunam (2020-2022).

6	 Este proyecto de Difusión de la Cultura Democrática se denomina “Faro democrático en línea para estudiantes 
y profesorado”, y está adscrito al Iijunam y financiado por el Instituto Nacional Electoral (INE) en dos etapas 
(2019-2020; 2022). El proyecto puede encontrarse en el portal https://www.ine.mx

7	 En esta agenda se han desarrollado diversos proyectos, como el de Mujeres Políticas (INE e Iijunam 2017 a 2019) 
o el de la representación descriptiva a la sustantiva: evaluando la implementación de la paridad de género en los 
congresos mexicanos (enero 2020 a diciembre 2022).

8	 La organización de estos eventos es posible con la colaboración de organizaciones e instituciones aliadas como la 
Red de Politólogas - #NoSinMujeres, organismos electorales (como el Instituto Nacional Electoral de México, el 
Instituto Electoral de la Ciudad de México, el Tribunal Superior de Elecciones de Costa Rica o la Oficina Nacional 
de Procesos Electorales de Perú), asociaciones profesionales y académicas nacionales (como la Sociedad Argentina 
de Análisis Político) e internacionales, y universidades de América Latina, Estados Unidos y Europa. La informa-
ción de los seminarios internacionales se puede encontrar en http://bit.ly/3U5ErNz
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seminarios de tesis, seminarios de investigación y cursos formativos;9 de acti-
vidades de diálogo entre academia y praxis política (como fueron los ciclos 
de diálogos);10 el apoyo en la elaboración de tesis doctorales, de maestría y de 
licenciatura,11 el desarrollo de estancias de investigación, así como también la 
creación de publicaciones académicas y de divulgación producto de las activi-
dades de investigación.12 

El Observatorio agrupa a diversos equipos de investigación interesados en 
conocer más sobre las reformas políticas, las elecciones y la democracia con 
un enfoque de política comparada. Está integrado por personas expertas en 
diferentes áreas del ámbito político-electoral, con adscripciones académicas y 
profesionales en diferentes instituciones electorales, universidades o centros 
de investigación de Europa, Estados Unidos y América Latina, dedicadas al 
estudio de los países de la región. La relevancia del Observatorio está prin-
cipalmente enmarcada en dos aspectos: uno es la contribución que hace con 
evidencia empírica de las experiencias de reformas políticas que han ocurrido 
en los países que estudia; el otro está en su capacidad formativa que le hace un 
excelente espacio de desarrollo académico y profesional, en el que las personas 
adquieren habilidades para la investigación y, de esta manera, aportan en la 
discusión de los diversos temas vinculados a la agenda del Observatorio.

La división de trabajo en el #ObservatorioReformas contempla diferentes 
áreas. Se cuenta con una secretaría académica y administrativa, responsable de 

9	 Como el taller de análisis de datos (2021), el taller de herramientas de análisis en R (2021); el taller de identidad 
digital y uso de redes sociales (2021), el taller ¿Cómo escribir un artículo académico, que te lo publiquen y no 
morir en el intento? (2022), el seminario de tesis (2022) o el curso de especialización sobre elecciones, sistemas 
electorales y partidos [#EscuelitaElecciones] (2022).

10	 En estas actividades destacan el ciclo de conferencias “Gobernanza electoral" que se celebró anualmente entre 2016 
y 2020; el ciclo de diálogos “Democracia y elecciones en tiempos de pandemia 2021”, así como los #TwitterSpaces 
que se llevan a cabo al concluir la cobertura de las jornadas electorales. Estos recursos se encuentran en los canales 
de YouTube y Spotify del #ObservatorioReformas. Los encuentros presenciales han sido otra actividad de diálogo, 
en los que las y los estudiantes tienen oportunidad de conversar con personas de amplia experiencia en la academia 
y la praxis política.

11	 Hasta el momento se han elaborado tres tesis de doctorado, tres de maestría y una de licenciatura. Además, están 
en proceso tres tesis de doctorado, una de maestría y seis de licenciatura.

12	 El Observatorio cuenta con espacios de difusión para publicar artículos de opinión vinculados a temas políticos-
electorales, construcción de ciudadanía y difusión de conocimiento comparado. Estos son el blog en el sitio web 
de la revista Voz y Voto (México) y las columnas en los periódicos El Universal (México) y El Faro (El Salvador). 
De igual manera, las investigaciones realizadas en el marco de los diferentes proyectos de investigación han sido 
difundidas a través de diversos medios de comunicación de países como Argentina, Colombia, Ecuador, España, 
Estados Unidos, México y Perú.
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la gestión de los proyectos de investigación, de la coordinación del consejo ase-
sor, de la gestión administrativa de los equipos de investigación, de la docencia 
y las tareas de vinculación con otras instituciones y asociaciones. También hay 
un área de comunicación, difusión y redes, que se ocupa de divulgar todo el 
trabajo del #ObservatorioReformas, tanto en las redes sociales13 como a través 
de un boletín semanal que sistematiza y publica todas las actividades que se 
desarrollan en cada semana de trabajo,14 y el portal electrónico.15 Asimismo, 
están las áreas responsables de la creación de contenidos, en las que investigado-
ras e investigadores contribuyen con publicaciones originales que se divulgan 
en columnas de opinión, documentos de investigación y/o capítulos de libros 
colectivos,16 así como la sistematización de la normativa electoral, la vincula-
ción colaborativa con medios de comunicación y el monitoreo de elecciones.17 

La Secretaría Académica y Técnica es la instancia que define las directrices 
de trabajo de los diversos proyectos de investigación que cobija el Observato-
rio. Es la encargada de coordinar el trabajo de las personas investigadoras y 
estudiantes que se encuentran vinculados al #ObservatorioReformas. La plu-
ralidad de perfiles y experiencias que nutren el proyecto se encuentran en el 
consejo asesor, un grupo de más de setenta personas residentes en América 

13	 El Observatorio ha desarrollado una importante presencia en redes sociales. En ese sentido, ha podido crecer sos-
tenidamente en Twitter (actualmente cuenta con 15 836 seguidores) y en Facebook (con un grupo de 3989 miem-
bros y una página propia con 4488 usuarios). También cuenta con un grupo en LinkedIn (de 215 miembros), un 
perfil en Instagram (que cuenta con 693 seguidores) y un canal de YouTube (con 434 seguidores), con un reposito-
rio de memoria digital de las actividades que hemos realizado y difundido a través de medios audiovisuales (Zoom, 
Facebook Live, YouTube). Los datos son con corte al 22 de noviembre de 2022.

14	 Las actividades mediante boletines están disponibles en la siguiente dirección y se pueden suscribir de manera 
directa: http://bit.ly/3EYxCcs

15	 El Observatorio cuenta con un nuevo portal que se lanzó el 23 de septiembre a través de sus redes sociales, es decir, 
el mismo día que comenzó el seminario internacional. El portal cuenta con un tráfico de visitas sostenido, por 
ejemplo, durante el Seminario Internacional (23/09/22 – 30/09/22) hubo 732 visitas por parte de 439 usuarios 
únicos con una duración media por sesión de dos minutos, por lo que, en promedio, cada usuario visitó el portal 
161 veces (#ObsevatorioReformas 2022).

16	 Una buena práctica del Observatorio ha sido la de generar productos académicos que son leídos y comentados 
por colegas del propio grupo de investigación previo a su publicación en acceso abierto o envío a dictaminación. 
Varios de los productos también son revisados colectivamente en seminarios de investigación. Los productos de 
investigación se encuentran disponibles en http://bit.ly/3V4Q88m

17	 Entre 2021 y 2022, el Observatorio ha realizado el monitoreo de veintitrés jornadas electorales en América Latina, 
que consiste en la cobertura digital en tiempo real de lo que ocurre en cada proceso electoral de los países de la 
región. Lo anterior supone una serie de actividades previas, durante y posteriores al día de la jornada electoral, entre 
ellas la capacitación del equipo que realizará la cobertura; la elaboración de materiales didácticos sobre la situación 
política del país (mapas, infografías, videos, entre otros); y la preproducción de los contenidos digitales para el hilo 
de Twitter que se realizará el día de la jornada electoral. La información está disponible en http://bit.ly/3EZ0HEu
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Latina, Europa y Estados Unidos expertas en las diferentes dimensiones de la 
agenda de investigación sobre reformas políticas, elecciones y democracia, que 
cuentan con una amplia experiencia y reconocimiento desde la academia, las 
instituciones electorales o la esfera pública. Además participan colegas y estu-
diantes miembros de los diferentes equipos de investigación vinculados a los 
diferentes proyectos que desarrolla el Observatorio.18  

El área de generación y sistematización de datos en tablas y bases de datos 
es responsable de investigar, registrar y sistematizar las modificaciones a la 
normatividad político-electoral de los diecinueve países que se estudian en el 
#ObservatorioReformas. Esta área tiene a su cargo la elaboración de las tablas 
comparativas, que son recursos para la sistematización de información sobre 
las reformas electorales, con la intención de divulgar en un público más amplio 
el conocimiento generado sobre los cambios normativos, así como de las bases 
de datos que son un insumo para el análisis estadístico de las reformas electo-
rales en América Latina, más orientado al trabajo académico y que permite el 
desarrollo de estudios cuantitativos de N grande. 

El área de tablas comparativas y bases de datos ha sido un excelente espacio 
para la práctica de la pedagogía activa e incluyente, ya que las y los estudiantes 
colaboran en la recolección y sistematización de la información sobre reformas. 
La pedagogía activa e incluyente es una metodología que hace del #Observato-
rioReformas un espacio de formación de capital humano apto para la investi-
gación comparada. La pedagogía activa e incluyente se centra en la necesidad 
de que la persona “aprenda haciendo”(de manera directa y con indicaciones 
claras y precisas) el trabajo de investigación. Esta metodología consiste en la 
generación de aprendizajes colaborativos, horizontales y participativos que se 
traducen en la formación integral de las y los estudiantes. Lo anterior implica 
que las y los estudiantes que colaboran en el #ObservatorioReformas aprenden 
valores y saberes, y desarrollan habilidades y competencias de investigación y 
de acción para su vida profesional.

18	 La integración del consejo asesor y de los diferentes equipos de investigación puede encontrarse en el portal web: 
http://bit.ly/3Xyejh9
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4.	 El corazón del #ObservatorioReformas: la generación, 	
	 sistematización y difusión de datos para la 			 
	 investigación comparada  

La investigación de uno de los proyectos principales del #ObservatorioRefor-
mas sobre “Reformas Electorales y Democracia” está articulada en la genera-
ción de conocimiento en torno al contenido y ritmo de las reformas políti-
cas en diecinueve países de América Latina, lo cual implica la sistematización 
de datos sobre las reformas provenientes de fuentes documentales primarias, 
como las Constituciones, leyes o reglamentos de cada país, donde expresamente 
aparecen las modificaciones al contenido de las normas. Este ejercicio de con-
sulta de documentos oficiales es el primer paso en la extracción de información 
sobre las reformas electorales. Esta información se encuentra organizada por 
temas (dimensiones) y por países, de manera que toda la normativa legal que 
regula el modo en que se accede al poder en la región se encuentra disponible, 
en acceso abierto, a través del portal. La manera de sistematizar y exponer la 
información es una contribución original para el estudio de los cambios en los 
sistemas políticos de América Latina. 

La sistematización de las reformas que se estudian en el #ObservatorioRe-
formas se hace a partir de una clasificación en doce dimensiones. Las dimen-
siones son sistemas electorales, candidaturas, partidos políticos, financiación, 
voto, género y política, gobernanza electoral, medios y campañas electorales, 
democracia directa, delitos electorales, elecciones y competencia política, y 
presidencias y congresos. Las dimensiones de candidaturas, así como la de 
género y política, cuentan con subdimensiones. En el caso de la primera se 
encuentran organizadas en procesos de selección de candidaturas, selección 
de dirigencias y candidaturas independientes, mientras que la segunda dimen-
sión se divide en la que analiza la representación política de las mujeres, la de 
violencia política contra las mujeres y la que estudia los derechos de las perso-
nas de las diversidades.

Hasta el momento, el #ObservatorioReformas ha publicado veintiséis tablas 
comparativas y dieciséis bases de datos sobre reformas político-electorales en 
América Latina. Todos estos recursos son de acceso abierto (open access) y están 
disponibles para su consulta en el sitio electrónico del #ObservatorioReformas. 
La sistematización de esos datos se organiza en tablas descriptivas, de acceso 
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amigable y que busca divulgar las reformas en un público no académico o, al 
menos, que tiene intención de conocer de manera sencilla y bajo una perspec-
tiva comparada las características de los cambios que atravesaron sus respecti-
vas normativas. Las tablas y bases de datos son revisadas permanentemente y 
se procura que las actualizaciones de reformas sean publicadas dos veces al año 
durante los meses de mayo y noviembre. Estos procedimientos mantienen al 
día la información disponible en el portal electrónico del Observatorio. 

La recolección de información sobre las reformas electorales principal-
mente se hace mediante la indagación documental en constituciones, leyes, 
reglamentos o cualquier recurso normativo relacionado con alguna modifi-
cación legal en alguna de las dimensiones temáticas previamente indicadas. 
La búsqueda documental inicia con la consulta de fuentes institucionales, las 
cuales son páginas electrónicas de organismos electorales, instituciones guber-
namentales o parlamentarias, así como organizaciones de la sociedad civil en 
los diecinueve países estudiados. Esto garantiza que la recopilación de la infor-
mación sea certera y oficial.

De esta manera, se procura el acceso a información confiable y pertinente 
de los diecinueve países estudiados. Un recurso fundamental en esta fase 
es la visita de los sitios web de los diarios oficiales de cada país, lo cual no 
está exento de dificultades. Ejemplos de lo anterior son Nicaragua y Vene-
zuela, donde regularmente la visita a portales electrónicos de ambos países 
se torna complicada porque carecen de información actualizada o porque 
la navegación en ellos está bloqueada. Esta situación requiere otro tipo 
de estrategias para acceder a la información. Una solución exitosa para el 
equipo de investigación ha sido la consulta a personas expertas sobre polí-
tica nacional de los países estudiados y, en particular, a las y los miembros 
del consejo asesor del Observatorio. 

El registro de un cambio en la normativa ocurre una vez que la reforma ha 
sido sancionada y difundida por los canales institucionales de cada país. Lo 
anterior conduce a una revisión de las tablas comparativas respectivas para que 
estén al día de manera constante. Esta actualización de las tablas comparativas 
es acompañada de una verificación a cargo de una persona especialista en la 
dimensión respectiva, así como de otra que sea experta en la política del país 
que tuvo ese cambio normativo.
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Las tablas comparativas son un recurso útil para comprender el contenido 
y alcances de las reformas político-electorales. En este tipo de recursos se sis-
tematiza información de las reformas por país y año, las cuales aparecen en 
las filas, mientras que las columnas sistematizan los cambios que las reformas 
introducen en algunos tópicos definidos de manera previa por el equipo de 
investigación. Las tablas comparativas sintetizan el contenido de la reforma y 
procuran registrar la mayor cantidad de información de las fuentes documen-
tales consultadas.

Las tablas comparativas permiten conocer qué y cuándo cambian las nor-
mas con respecto a las doce dimensiones que se estudian en el #Observato-
rioReformas. Las tablas son un excelente recurso para observar la evolución 
normativa de los tópicos de cada dimensión por país y en toda la región. Un 
ejemplo son las reformas en el ámbito de la selección de candidaturas presi-
denciales, en las que es visible el paso de mecanismos cerrados y excluyentes a 
otros más inclusivos como las elecciones primarias. Lo mismo ocurre con las 
reformas orientadas al régimen electoral de género. En la tabla comparativa se 
observan las 45 reformas que varios países aplicaron, fortaleciendo los niveles 
de exigencias de las normas, pasando de las cuotas a la paridad de género en al 
menos los últimos treinta años (Freidenberg 2022b: 272).

Por otro lado, el #ObservatorioReformas pone a disposición bases de datos 
a partir de las tablas elaboradas. Las bases de datos son recursos digitales con la 
codificación numérica del contenido de las tablas comparativas, para su trata-
miento con softwares estadísticos. Las bases de datos también son recursos de 
acceso abierto. En las bases, las filas representan a las unidades de observación, 
mientras que las columnas son las variables. Gran parte del contenido de las 
reformas es operacionalizado como variables dicotómicas (presencia/ausen-
cia), pero también hay variables operacionalizadas como variables ordinales, 
de intervalo o de razón.

El objetivo de contar con insumos como las bases de datos se debe a la pre-
ocupación por procurar análisis estadísticos descriptivos e inferenciales acerca 
del contenido y ritmo de las reformas, y la necesidad de facilitar información 
sistematizada y organizada para contribuir en la investigación con N grande 
de observaciones. La conversión del contenido de las tablas comparativas en 
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códigos numéricos es un procedimiento acompañado por miembros del con-
sejo asesor y de los equipos de investigación, quienes hacen sugerencias sobre el 
tratamiento de las variables y la manera en que se conciben los datos. 

Las bases de datos son acompañadas por los libros de códigos que expli-
can la operacionalización y codificación de las variables. Los libros de códigos 
contienen las decisiones de quienes fueron responsables de la conversión de la 
tabla comparativa en la base de datos respectiva. Cabe señalar que la tarea de 
conversión es un ejercicio que requiere alto rigor metodológico, pues el proceso 
de operacionalización de los conceptos es lo que hace factible que las bases de 
datos sean un insumo confiable para realizar investigación comparada. Los 
libros de códigos como las bases de datos están accesibles a través del portal y de 
la cuenta en Figshare, repositorio en línea para investigadores/as del #Observa-
torioReformas que permite generar un código de huella digital (DOI) a cada 
una de las bases de datos.19  

La variación en los términos usados en materia electoral en cada país es una 
de las dificultades que enfrenta el equipo de investigación durante el proceso 
de conversión de la información de las tablas comparativas a los códigos de 
las bases. Este hecho implica, para el equipo responsable de la codificación, 
tener conocimientos mínimos acerca de las realidades y contextos particulares 
de cada uno de los diecinueve países de América Latina que se estudian y no 
asumir una codificación sin el esfuerzo de comprender lo que hay alrededor de 
los cambios legales.

19	 La cuenta de Figshare se encuentra disponible en https://bit.ly/3ic4MMN
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Algunos de los hallazgos obtenidos a partir del análisis de las bases de datos 
son que desde 1978 se han aplicado 46 cambios en las reglas de inscripción 
de partidos en diecisiete países, identificándose al menos dos tendencias: una 
orientada a defender que los partidos son entes privados (Brasil, Colombia y 
Perú), mientras que el resto destaca que los partidos son entes públicos y que, 
por lo tanto, el Estado puede regular su vida interna y el modo en que deberían 
organizarse y tomar decisiones. 

También se han aplicado 58 reformas electorales sobre selección de can-
didaturas en diecisiete países de América Latina, las cuales han ocurrido en 
el periodo de 1978 a 2021. De estas reformas, el 20.69 % están asociadas a la 
existencia de disposiciones en el texto constitucional referentes a los mecanis-
mos internos que pueden adoptar los partidos políticos para la selección de 
candidatura presidencial.20  

Otro ejemplo está en la dimensión de acceso a medios de comunicación, 
de cuya base de datos se desprenden las siguientes cifras: 10.77 % de las refor-
mas sucedió en la década de 1980, mientras que el 24.61 %, en la década de 
1991 a 2000; el 30.77 % de las modificaciones se dio en la primera década 
del siglo XXI; y el mayor porcentaje de cambios legales en la materia (33.85 %) 
pasó entre 2011 y 2020.21  

Asimismo, un hallazgo más al analizar las bases de datos es que las barreras 
legales como condición para acceder a las cámaras bajas están ausentes de la 
normativa, pues el 82.86 % de reformas electorales no consideran esta figura. 
Las reformas que sí lo hacen son Bolivia (1996, 2009 y 2010), al fijarla en 3 %; 
México (1996 y 2014), al establecer una de 2 % y luego otra de 3 %; Colombia 
(2015), que establece una igual al 50 % del cociente simple; mientras que Perú 
(2004, 2005, 2009 y 2019) fija la necesidad de contar con seis representantes 
en la Cámara o alcanzar 5 % de la votación.

20	 Estos cambios se han observado en Bolivia (2001 y 2018), Chile (1996 y 2013), Colombia (2003, 2011 y 2020), 
así como en Uruguay (1997, 1998 y 2009) y Venezuela (1978 y 2010).

21	 En esta dimensión, uno de los elementos clave es la regulación de la compra de propaganda electoral por parte de 
los actores políticos. Al respecto, solamente 24.61 % de las reformas han establecido prohibiciones a esta actividad 
y sucedió en Argentina (2007, 2009 y 2019), Brasil (1997, 2009, 2013, 2015 y 2017), Ecuador (2009, 2012 y 
2020), Guatemala (2016), México (2008 y 2014) y Perú (2018 y 2020).
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5.	 Reflexiones finales

Las reformas políticas y electorales en América Latina son un tema que ha 
ganado su lugar en la agenda de investigación comparada. En las últimas déca-
das, de ser un gran ausente en los estudios de la región se ha convertido en 
un objeto de estudio cada vez más importante. La mayoría de las reformas 
políticas-electorales tienen un componente positivo para la institucionalidad 
democrática. Las mismas suponen ampliación de derechos e inclusión política. 
A pesar de ello, muchas veces no necesariamente implican cambios positivos 
ni unidireccionales. Algunas veces, el avance en unas reformas puede impli-
car acciones contrapuestas con aquellas reformas que anulan cambios previos. 
Una reforma es un cambio en las reglas, las cuales son adecuadas porque los 
comportamientos de los actores y las funciones de las instituciones son fijos y 
deben ajustarse; de ahí que deba procurarse mayor atención en cuáles son las 
fórmulas que mejor cumplen con este fin y en qué contextos.

El Observatorio de Reformas Políticas en América Latina es un proyecto en 
el que confluyen esfuerzos para la comprensión de las reformas y sus implica-
ciones para la democracia en la región latinoamericana. Supone generar siner-
gias entre personas académicas y profesionales electorales, junto a agentes de la 
cooperación internacional, con la intención de encontrar claves que permitan 
entender la dinámica y el contenido del espíritu reformista en la región más 
reformista del mundo (Freidenberg y Došek 2016a; 2016b). El #Observa-
torioReformas ha hecho esfuerzos sustantivos por sistematizar las leyes, ana-
lizarlas, organizarlas y generar insumos para sumarse a la discusión académica 
sobre los cambios institucionales y su impacto en la democracia. Este tipo de 
esfuerzos suman a la comprensión del desarrollo político de América Latina. 

El estudio de doce dimensiones de reformas políticas-electorales es valioso 
para la discusión pública sobre el estado de la democracia en América Latina. 
La generación de mejores reformas hace necesario contar con datos sobre el 
contenido y el ritmo de las reformas en la región. La experiencia comparada 
muestra que en ciertos contextos las reformas pueden tener efectos no desea-
dos y conducir a los sistemas políticos a crisis políticas. La mejor manera de 
salir de esta situación es generar conocimiento que permita a tomadores de 
decisiones y ciudadanía sumarse con mayores argumentos a la discusión de qué 
reformas quiere para qué dimensiones de su sistema político.
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Las tablas comparativas y las bases de datos de acceso abierto son un 
esfuerzo por contribuir con insumos para la investigación comparada sobre los 
cambios institucionales en América Latina. Ambos recursos son una manera 
de sistematizar los datos sobre la evolución de los sistemas políticos latinoame-
ricanos. Además, son un material valioso de apoyo en las labores de docencia, 
investigación y transferencia de conocimiento a la opinión pública. De igual 
manera, las tablas comparativas y las bases de datos procuran sistematizar de 
forma constante los cambios normativos que se continúan dando, con la inten-
ción de establecer patrones comparados (tendencias), avances y retrocesos en 
las democracias latinoamericanas. 

La elaboración de este tipo de insumos también muestra la capacidad de 
trabajo de los equipos de investigación articulados en torno al #Observatorio-
Reformas. Para el proyecto, ha sido central el involucramiento de varias per-
sonas en su elaboración (estudiantes y expertos/as), y las sinergias promovidas 
por personas miembros del #ObservatorioReformas. A través de una metodo-
logía de aprendizaje activa e incluyente que permite “aprender haciendo” sobre 
las instituciones y la vida pública en América Latina, el trabajo del #Observa-
torioReformas también es un caso de investigación colaborativa e innovadora 
para los estudios bajo un enfoque comparado. La difusión abierta de las tablas 
comparativas y las bases de datos, así como sus diferentes actividades comple-
mentarias, pueden ser un referente para otros observatorios.
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[Resumen] Las Elecciones Regionales y Municipales 2022 se celebraron el domingo 2 de octubre en 
24 regiones, 1 provincia constitucional, 196 provincias y 1896 distritos. Debido a la cantidad de cir-
cunscripciones y al número elevado de cargos en disputa, este proceso ha sido el más complejo que los 
organismos electorales peruanos han debido organizar. A la complejidad logística se le suma también 
la crisis sanitaria producida por la Covid-19 aún presente en Perú, y los recientes procesos de reforma 
electoral que afectan directamente la elección de candidaturas, conformación de listas y otros procesos 
de estos comicios.
En consecuencia, este artículo busca describir el desarrollo de las Elecciones Regionales y Municipales 
2022, destacando su importancia en el escenario político nacional. Para ello, el manuscrito se divide en seis 
apartados. El primero es la introducción, en la cual se detallan brevemente los datos más importantes de 
estos comicios. El apartado de los antecedentes resalta la relevancia de estas elecciones y algunas acciones 
realizadas por parte de los organismos electorales. Posteriormente, en las secciones de candidaturas y orga-
nizaciones políticas, campaña electoral y resultados de la elección se describe el proceso electoral. La eva-
luación final de esta elección demuestra que, nuevamente, los movimientos regionales siguen acaparando 
preferencias en el ámbito subnacional y los partidos políticos continúan siendo desplazados por estos.

[Palabras clave] Perú, elecciones subnacionales, partidos políticos, organismos electorales.

[Title] The 2022 Peruvian Regional and Municipal Elections: the continued prevalence of regional mo-
vements

[Abstract] The 2022 Regional and Municipal Elections held on Sunday, October 2, included all 24
regions, 1 constitutional province, 196 provinces, and 1,896 districts. This was the most complex process 
to organize, due to the number of electoral districts and the high number of positions in dispute. This 
complexity arose from different angles: logistics; the COVID-19 health crisis still present in Peru; 
and the recent electoral reform processes that directly affect candidate selection, party lists, and other 
electoral processes.
This article aims to describe the development of these subnational elections, highlighting their 
importance in the national political scenario. For this purpose, the article is divided into six sections. 
The first section, the introduction, briefly details the most important data of these elections. The second 
section, the background, highlights the relevance of these elections and some of the actions taken by the 
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electoral organizations. The subsequent sections detail candidacies and political organizations, electoral 
campaigns, and election results, so as describes the entire process. The final evaluation for this election 
shows that, once again, regional movements continue to monopolize the preferences at the subnational 
level and continue to displace political parties.
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1.	 Introducción1

El domingo 2 de octubre de 2022 se celebraron en Perú las Elecciones Regio-
nales y Municipales. Este fue el sexto proceso consecutivo en el cual perua-
nas y peruanos escogieron a todas sus autoridades subnacionales en las divi-
siones político-administrativas correspondientes a nivel regional, provincial y 
distrital. Este proceso involucró a toda la ciudadanía radicada en el territorio 
peruano, que sumaron en total 24 760 062 electoras y electores. La celebración 
de estas elecciones también tiene un significado simbólico, pues se llevaron a 
cabo veinte años después del primer proceso electoral que involucró los tres 
niveles mencionados.

Además de la importancia simbólica señalada, las Elecciones Regionales 
y Municipales 2022 (ERM 2022) también son de relevancia por el contexto 
excepcional en que se desarrollaron. Este proceso se llevó a cabo tras las eleccio-
nes internas, simultáneas y obligatorias para todas las organizaciones políticas, 
celebradas el 15 y 22 de mayo de 2022. Asimismo, el proceso electoral se ejecutó 
en medio de la crisis sanitaria producida por la Covid-19, por lo que se aplica-
ron medidas de protección y bioseguridad para los actores electorales. Bajo esta 
línea, también es importante destacar la aplicación del protocolo para garanti-
zar el derecho al voto de las personas trans y no-binarias, así como el protocolo 
para atender a las personas con discapacidad y brindar la atención preferente.

2.	 Antecedentes

Las elecciones regionales y municipales son procesos electorales en los que se 
eligen las autoridades que ocupan los cargos de gobernador/a, vicegobernador/a 
y consejero/a regional, así como las alcaldías y regidurías provinciales y distri-
tales. El primer antecedente de un proceso de esta naturaleza se produjo en 
2002, tras las reformas de descentralización llevadas a cabo por el gobierno del 
entonces presidente Alejandro Toledo. 

1	 Este estudio forma parte del Observatorio de Reformas Políticas en América Latina, que se desarrolla en el Ins-
tituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México y la Secretaría de Fortale-
cimiento Democrático de la Organización de los Estados Americanos. La investigación ha sido realizada gracias 
al Programa de  Apoyo  a  Proyectos  de  Investigación  e  Innovación  Tecnológica  (PAPIIT)  de  la  UNAM  al  
Proyecto  “Reformas  electorales y democracia en América Latina” [Clave del proyecto: IN301020], dirigido por 
Flavia Freidenberg.
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Así, estas elecciones destacan por su alcance y por la cantidad considera-
ble de autoridades electas. Este tipo de comicios abarca los tres niveles polí-
tico-administrativos del Perú: el regional, provincial y distrital. Al respecto, 
es necesario destacar que el número de distritos y provincias no se ha mante-
nido constante a lo largo del tiempo. Al contrario: desde 2002, el Congreso 
peruano ha impulsado la creación de 261 distritos y 2 nuevas provincias bajo 
distintas justificaciones, como la mejora de la relación entre las autoridades y 
la ciudadanía o diferencias culturales y sociales (Infogob - Observatorio 
para la Gobernabilidad 2022).

Como el resto de los comicios en Perú, estos fueron organizados por la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales (Onpe). El Jurado Nacional de Elecciones 
(JNE) se encargó de la fiscalización de las elecciones y la administración de jus-
ticia electoral; y el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec) 
elaboró el padrón electoral. En 2022, la Onpe tuvo que organizar elecciones 
en 24 regiones, 1 provincia constitucional, 196 provincias y 1896 distritos en 
Perú. Esto supuso la elección de 25 gobernaciones y vicegobernaciones,2 342 
consejerías regionales, 196 alcaldías y 1714 regidurías provinciales, 1694 alcal-
días y 9036 regidurías distritales (Onpe 2022).

Con respecto al sistema electoral, este proceso electoral se rige mediante la 
Ley Orgánica de Elecciones (Ley n.° 26859), la Ley de Elecciones Regionales 

2	 La región de Lima es la única con una provincia autónoma, la provincia de Lima, que es administrada por la Mu-
nicipalidad Metropolitana de Lima (MML). La MML está dotada de un régimen especial que le otorga facultades 
y competencias de gobierno regional en la jurisdicción de la provincia de Lima. En ese sentido, la alcaldesa o el 
alcalde de la MML ejerce atribuciones de gobernador/a, aunque es elegido en elecciones municipales.

ERM 2002 ERM 2006 ERM 2010 ERM 2014 ERM 2018 ERM 2022

Regiones 24 24 24 24 24 24

Provincias 194 195 195 195 196 196

Distritos 1.635 1.637 1.639 1.647 1.874 1.896

ERM: Elecciones Regionales y Municipales
Fuente: Elaboración propia basada en datos de INFOgob - Observatorio para la Gobernabilidad (2022)

Tabla 1

Evolución del número de regiones, provincias y distritos en Perú (2002-2022)
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(Ley n.° 27683) y la Ley de Elecciones Municipales (Ley n.° 26864). En estas se 
especifica que la elección de las alcaldías y sus respectivas regidurías se dan por 
mayoría simple. En contraste, la elección conjunta de la gobernación y vicego-
bernación requiere que la fórmula ganadora supere el 30 % de votos válidos. 
En caso ninguna fórmula alcance este porcentaje, las dos fórmulas con mayor 
número de votos compiten en una segunda vuelta.

En total, para las Elecciones Regionales y Municipales 2022, la Onpe 
implementó 84 323 mesas de sufragio distribuidas en 11 299 locales de vota-
ción. Las mesas de sufragio se mantuvieron abiertas desde las 7 hasta las 17 
horas. Para la ejecución de estos comicios, la Onpe aprobó e implementó un 
protocolo de seguridad y prevención de contagio contra la Covid-19.3 En este 
se especificaba un horario escalonado para el electorado, quienes podían acu-
dir a votar en un rango específico de horas según el último dígito de su DNI. 
Además, se contó con un horario especial (desde las 14 hasta las 17 horas) para 
las personas adultas mayores, mujeres embarazadas, y personas con discapaci-
dad y vulnerables. Asimismo, estas fueron las primeras elecciones subnaciona-
les en las que la Onpe implementó el protocolo para garantizar el derecho al 
voto de las personas trans y no-binarias en la jornada electoral.4 

3.	 Candidaturas y organizaciones políticas 

De acuerdo al calendario electoral, la inscripción de listas para las Elecciones 
Regionales y Municipales 2022 se llevó a cabo hasta el 14 de junio de 2022.5 
Tras una revisión por los jurados electorales especiales de la documentación 
presentada por las distintas organizaciones políticas, en este proceso electoral 
se llegaron a inscribir 232 listas para gobiernos regionales, 1391 para muni-
cipalidades provinciales y 9104 para municipalidades distritales. En total, en 
este proceso participaron 12 partidos políticos, 114 movimientos regionales y 
1 alianza electoral.

Un análisis descriptivo del número de listas presentadas en estos procesos 
electorales demuestra un aumento continuo, que en el nivel regional y provincial 
alcanzó su máximo histórico en el proceso de 2018. El incremento del número 
de listas responde directamente al número de organizaciones políticas inscritas 

3	 Resolución Jefatural n.° 2659-2022-JN/ONPE
4	 Resolución Jefatural n.° 003001-2022-JN/ONPE 
5	 Resolución n.° 0932-2021-JNE



Cristhian Jaramillo

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

254

Elecciones 21 (24), 2022

y la erosión del sistema partidario peruano. Tal y como mencionan Levitsky y 
Zavaleta (2016), Perú representa uno de los casos más extremos de colapso de 
partidos en América Latina. Esta descomposición partidaria se evidencia en el 
incremento de listas debido a la formación de nuevas agrupaciones.

No obstante, el proceso electoral celebrado en 2022 parece indicar que la 
tendencia al aumento de las listas se ha interrumpido. Una comparación entre 
las listas inscritas para los comicios de 2022 con las inscritas en 2018 demues-
tra una disminución considerable. Como se observa en el Gráfico 1, en el caso 
de las regiones, la cantidad de listas presentadas para competir disminuyó en 
un 36.69 %, a pesar de los incrementos continuos que había presentado desde 
2002, en los cuales alcanzó un máximo de 368 listas en 2018 en 24 regiones y 1 
provincia constitucional. A nivel provincial, una comparación entre el mismo 
intervalo revela una reducción del 31.04 % del total de listas presentadas, 
teniendo en consideración que en años anteriores el número de listas también 
se había incrementado hasta alcanzar el máximo histórico de 2017 fórmulas 
en competencia en las elecciones de 2018. Finalmente, a nivel distrital la dis-
minución del número de listas es de 25.14 %. Esta reducción se produjo tras 
incrementos progresivos entre 2006 y 2018 (INFOgob – Observatorio 
para la Gobernabilidad 2022).

Gráfico 1

Comparativo de número de listas en competencia a nivel regional, provincial 
y distrital en las Elecciones Regionales y Municipales (2002-2022)
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Esta reducción considerable del número de listas presentadas encuentra expli-
cación directa en el proceso de reforma propuesto por la Comisión de Alto 
Nivel para la Reforma Política, y aplicado por el Congreso de la República en 
la Ley n.° 30995 (2019).6 Esta legislación modificó drásticamente los requisitos 
para la inscripción de nuevas organizaciones políticas, exigiendo un número 
significativo de afiliaciones para poder participar en los procesos electorales. La 
mencionada ley también implementó mayores condicionales para la cancelación 

6	 Ley que modifica la legislación electoral sobre inscripción, afiliación, comités partidarios, suspensión, cancelación, 
integración y renuncia a organizaciones políticas.
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de organizaciones políticas. Así, la aplicación de esta normativa redujo de manera 
significativa el número de partidos inscritos: de 24 en 2021 a 12 en 2022.

Otra normativa que impactó significativamente en las candidaturas fue la 
que introdujo la paridad y la alternancia como criterios obligatorios de confor-
mación de listas. Las listas a nivel subnacional están sujetas al cumplimiento 
de tres cuotas electorales: la paridad y alternancia de género en listas regiona-
les, provinciales y distritales; la cuota joven (20 %), que no abarca las fórmulas 
a la gobernación y vicegobernación; y la cuota indígena (15 %), aplicable solo 
a aspirantes a consejeros/as regionales y a regidores/as provinciales en circuns-
cripciones establecidas por el JNE. Ninguna cuota abarca las candidaturas a 
las alcaldías provinciales y distritales.

El aumento de la cuota de género del 30 % al 50 % y la aplicación de la 
alternancia produjeron un incremento en el número de mujeres que parti-
ciparon en este proceso electoral. De las 90 098 candidaturas presentadas, 
38 993 corresponden a mujeres, lo que representa el 43.28 %. La diferencia 
existente entre ambos géneros, a pesar de la aplicación de la paridad y alter-
nancia, se debe a la falta en la normativa de la paridad horizontal como criterio 
para definir candidaturas a las alcaldías (INFOgob - Observatorio para 
la Gobernabilidad 2022).

Por su parte, la participación de distintos tipos de organizaciones políti-
cas en elecciones subnacionales ha servido para que distintos estudios evalúen 
la capacidad de los partidos políticos para atraer al electorado y consolidarse 
como organizaciones estables. Al respecto, la literatura peruana ha concluido 
que en las elecciones subnacionales se evidencia el protagonismo de los movi-
mientos regionales por sobre los partidos, así como disparidades severas en la 
representación de mujeres, jóvenes e indígenas a pesar de la existencia de cuo-
tas a favor de estos grupos (Zavaleta 2014; Levitsky y Zavaleta 2016; 
Pease y Tuesta Soldevilla 2007; Freidenberg et al. 2018). 

4.	 Campaña electoral

De acuerdo al cronograma establecido por el JNE, la campaña electoral inició 
el 3 de agosto de 2022, con la publicación de listas admitidas, y concluyó el 29 
de setiembre de 2022. Debido a la aún vigente crisis sanitaria producida por 
la Covid-19, las actividades de campaña tradicionales de las organizaciones 



257Perú: Elecciones Regionales y Municipales 2022 
La continua prevalencia de los movimientos regionales

www.onpe.gob.pe Elecciones 21 (24), 2022

políticas se llevaron a cabo en muchos casos a través de redes sociales. Las can-
didatas y los candidatos optaron por usar con frecuencia Facebook, Twitter 
y TikTok. Esta última plataforma fue una de las que más emplearon los dis-
tintos partidos políticos con el objetivo de atraer los votos de las y los jóvenes 
(Correo 2022).

La campaña electoral de las Elecciones Regionales y Municipales 2022 tam-
bién destaca por ser la primera a nivel subnacional en la que se aplicó la Ley n.° 
30905.7 Esta legislación es producto directo del Referéndum Nacional 2018, 
en el que se decidió la modificación del financiamiento de los partidos polí-
ticos, entre otras propuestas. La aprobación de esta consulta supuso cambios 
en la legislación, para que especifique que toda la publicidad televisiva y radial 
provenga del financiamiento público, eliminando la posibilidad de compra de 
espacios por parte de los partidos y/o candidaturas. Ello ha forzado a cambiar 
las dinámicas de campaña previas.

Un hito importante del periodo de campaña fueron los debates organiza-
dos por el JNE. Estos fueron efectuados en todas las regiones del país entre el 
20 y el 23 de setiembre, y contaron con la participación de las candidatas y los 
candidatos a los gobiernos regionales. De todos estos, el debate municipal de 
la alcaldía de Lima fue uno de los que más concentró la atención de los medios 
de comunicación y del electorado. Lima, capital del Perú y circunscripción que 
concentra aproximadamente el 30 % de la población electoral, contó hasta con 
ocho listas inscritas en la competencia, todas de partidos políticos. El debate 
capitalino se centró en problemas vinculados al transporte público, la repre-
sentación de las minorías y la violencia contra la mujer (RPP noticias 2022).

5.	 Resultados de la elección 

Los resultados de este proceso electoral demuestran el protagonismo de los 
movimientos regionales a nivel subnacional. Antes de las Elecciones Regio-
nales y Municipales 2002, Perú desarrollaba solo elecciones municipales. En 
estas, como señala Tanaka (1998), los partidos políticos conseguían apoyos 
superiores al 92 % entre 1980 y 1986. Tras el colapso del sistema de partidos 

7	 Ley que modifica el artículo 35 de la Constitución Política del Perú para regular el financiamiento de organizacio-
nes políticas.
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peruano, estas organizaciones fueron desplazadas por listas independientes 
y movimientos regionales. Tras veinte años de la aplicación de las elecciones 
regionales y municipales, los partidos continúan perdiendo apoyo. En los casos 
más extremos, los partidos han sido cancelados debido a su falta de represen-
tatividad; ejemplo de ello es el Partido Aprista y el Partido Popular Cristiano, 
dos organizaciones históricas que no participaron en las elecciones subnacio-
nales debido a la pérdida de registro partidario por su mal desempeño en las 
Elecciones Generales 2021 (Jaramillo 2022).

Una evaluación histórica del desempeño de los partidos políticos frente a los 
movimientos regionales revela la predominancia de estos últimos desde el 2006. 
En su pico más alto, dieciocho de veinticinco gubernaturas pertenecían a movi-
mientos regionales (2014). En la última elección, esta cifra disminuyó a quince 
gubernaturas. Esto último evidencia que, a pesar las dificultades que tienen los par-
tidos políticos para enraizarse en el nivel subnacional, su presencia ha aumentado.

Gráfico 2

Organizaciones políticas que ganaron gubernaturas regionales (2002-2018)
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De las veinticinco gubernaturas, nueve serán elegidas en segunda vuelta, a 
realizarse el 4 de diciembre. Estas son las regiones de Amazonas, Cajamarca, 
Callao, Cusco, Lambayeque, Lima, Moquegua, Pasco y Piura. De estas, en 
cuatro regiones competirán dos movimientos regionales, en dos se disputarán 
la gubernatura dos partidos, y en tres la competencia se desarrollará entre un 
partido y un movimiento regional. Por otro lado, once de las otras dieciséis 
regiones que sí lograron escoger a su gobernación en una sola vuelta corres-
ponden a movimientos regionales y solo cinco a partidos políticos. El patrón 
descrito en el Gráfico 2 parece repetirse, pues como mínimo quince gobiernos 
regionales serían encabezados por movimientos regionales.

Al analizar los resultados electorales (Onpe 2022), se observa el partido 
político con mejores resultados electorales es Somos Perú, la organización más 
votada de este proceso y que participará en cinco de las nueve segundas eleccio-
nes regionales a realizarse el 4 de diciembre de 2022. Asimismo, es necesario 
destacar a partidos como Renovación Popular, que consiguió ganar la alcaldía 
de Lima, y a Fuerza Popular, que obtuvo el peor resultado desde su fundación, 
pues no logró ocupar ninguna gobernación (Onpe 2022).

6.	 Conclusiones 

Las Elecciones Regionales y Municipales 2022 celebradas el 2 de octubre fue-
ron organizadas en 24 regiones y 1 provincia constitucional, 196 provincias y 
1896 distritos. Esto, sumado a la aún crisis sanitaria que afecta al Perú, supuso 
un reto considerable para los organismos electorales del país. 

Además de la organización de este proceso, estos comicios destacan por 
continuar con el patrón a favor de los movimientos regionales que continúan 
acaparando las preferencias del electorado por sobre los partidos políticos. 
A nivel subnacional, los movimientos regionales potencialmente obtendrán 
más de quince gobernaciones. A pesar de ello, algunos partidos políticos dan 
señales de mejora en su fortaleza institucional, como Renovación Popular, 
que obtuvo la alcaldía de Lima, y Somos Perú, que fue la organización más 
votada de estos comicios. 
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1.	 Introducción

El 30 de septiembre de 2021 comenzaron los procesos electorales en seis esta-
dos mexicanos para la elección de gubernaturas: Aguascalientes, Durango, 
Hidalgo, Oaxaca, Quintana Roo y Tamaulipas (Instituto Nacional 
Electoral 2022a). Además de la renovación de las veinticinco curules del 
Congreso de Quintana Roo —quince de mayoría relativa y diez de repre-
sentación proporcional— y los 39 cabildos municipales de Durango —39 
presidencias municipales, 39 sindicaturas y 327 regidurías— (Instituto 
Nacional Electoral 2022a). La pandemia de Covid-19 condicionó 
aún el ejercicio electoral, empero aparentó encontrarse en una etapa menos 
aguda que en años anteriores (Guadarrama 2021). Por ello, el Instituto 
Nacional Electoral (INE) dispuso protocolos de sana distancia que no rebasa-
ron la aplicación de agentes desinfectantes y uso de cubrebocas (Instituto 
Nacional Electoral 2021).

En comparación con la elección federal y las elecciones locales de 2021, este 
proceso fue considerablemente más pequeño. Para renovar 436 cargos por vía 
del sufragio, se citó el 5 de junio de 2022 a aproximadamente 11 300 000 
personas votantes, equivalentes al 12.7 % del padrón electoral nacional, de los 
cuales se presentaron 5 251 695 para ejercer el sufragio, es decir, el 46.48 %. 
Para ello, los Organismos Públicos Locales Electorales (Oples) y el INE dis-
pusieron 21 074 casillas para votar. 

2.	 Antecedentes y contexto 

El diseño constitucional de México establece que es una federación. Los gobier-
nos estatales obedecen al diseño presidencial. Las gubernaturas son electas por 
mayoría simple para periodos de seis años sin posibilidad de reelección. Las 
diputaciones locales sirven períodos de tres años, con posibilidad de reelec-
ción hasta por dos períodos en ocho estados y cuatro períodos en los restan-
tes (Báez y Bárcena 2021). Los congresos se conforman de manera mixta 
por diputaciones de mayoría relativa y representación proporcional, las cuales 
usualmente obedecen a una proporción que oscila entre el 70/30 y el 60/40 
(Montaño y Macedonio 2021).
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En México, la administración del Sistema Nacional Electoral corresponde 
al INE en el nivel federal. Este organismo coordina con los Oples a través 
de convenios para la administración de los comicios locales. Para cada caso se 
establecen las condiciones de colaboración y obligaciones de cada una de las 
partes, por ejemplo, la impresión de boletas e instalación de mesas receptoras 
(Guadarrama 2021). 

Sobre el sistema de arbitraje electoral y sobre este proceso penden más de 
cuarenta iniciativas de reforma electoral contenidas en tres propuestas: una 
planteada por el Ejecutivo Federal y dos contrapropuestas promovidas por la 
oposición. Dicha reforma propone el retorno del Sistema Nacional Electoral a 
las potestades del Ejecutivo, esto como el episodio más reciente de la campaña 
de desprestigio y marcadas reducciones presupuestales emprendida por el Eje-
cutivo Federal y su mayoría legislativa contra el organismo electoral, la cual ha 
alcanzado los tribunales en repetidas ocasiones (Córdova 2022). Cabe desta-
car que este es el cuarto proceso electoral con López Obrador en la presidencia. 

Estos comicios suponen el tercer enfrentamiento entre el gobierno y la opo-
sición, que conforman dos coaliciones de socio mayoritario, entendidas como 
aquellas en las que uno de los miembros aporta la mayor cantidad de los votos e 
insumos institucionales, con una tercera opción —Movimiento Ciudadano— 
de lento crecimiento. Por un lado, está Juntos Hacemos Historia, liderado por 
el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), complementado por el 
Partido Verde Ecologista de México (Pvem) y el Partido del Trabajo (PT). 
Por el otro lado, Va por México es una coalición conformada por el Partido 
Acción Nacional (PAN), el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el 
Partido Revolución Democrática (PRD). Esta división es clara en el escenario 
nacional, a la vez que permite apreciar un panorama de polarización entendido 
como la aparición de dos propuestas partidistas programáticas en clara oposi-
ción (Abramowitz y Saunders 2008). En los estados el panorama es más 
diverso, pues presenta desencuentros entre los liderazgos partidistas locales, 
además de actores políticos locales.
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Para las gubernaturas en competencia, Juntos Hacemos Historia presentó 
candidaturas únicas en Durango, Oaxaca, Quintana Roo y Tamaulipas. En 
Aguascalientes, Morena presentó una candidata propia. A su vez, en Hidalgo 
fue el Pvem el que rompió con la coalición al presentar a un candidato propio. 
Respecto a las alianzas con partidos locales, en Oaxaca participó un partido 
local en alianza con Juntos Hacemos Historia: Unidad Popular (PUP). En 
Durango, participó con Redes Sociales Progresistas (RSP). En Quintana Roo, 
participó Fuerza por México (FPM). En Hidalgo, Nueva Alianza (Panal) 
compartió candidatura con Morena y el PT (López 2022). 

Va por México se coaligó en todos los casos, excepto en Oaxaca y Quintana 
Roo, donde PAN y PRI presentaron candidatos propios, respectivamente. Res-
pecto a las alianzas con partidos locales, en Quintana Roo participó un partido 
local en alianza con Va por México: Confianza por Quintana Roo (CQ).

Coalición 1 (Gobierno) Coalición 2 (Oposición)

Nombre Juntos Hacemos Historia Va por México

Socio mayoritario Movimiento de Regeneración 
Nacional (Morena)

Revolucionario Institucional 
(PRI) o Acción Nacional 
(PAN), dependiendo 
del estado

Socios minoritarios 
en la mayoría de estados

Partido Verde Ecologista 
de México (Pvem) 
Partido del Trabajo (PT)

Revolución Democrática 
(PRD)

Socios minoritarios 
en un estado

Fuerza por México (FPM)
Unidad Popular (PUP)
Nueva Alianza (Panal)

Confianza por Quintana 
Roo (CQ)

Elaboración propia

Tabla 1

Coaliciones presentadas en las elecciones de gubernaturas de 2022
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Movimiento Ciudadano apareció en solitario en todos los casos, derivado 
del intento de construcción de un proyecto alternativo, y obtuvo porcentajes 
de votación menores al diez por ciento y con poca influencia en los resultados 
finales (Infobae 2022a; López 2022).

Los partidos FPM, Panal y Movimiento Auténtico Social (MAS) parti-
ciparon en solitario en un estado cada uno. FPM presentó a una candidata en 
solitario en Aguascalientes, Panal en Oaxaca y MAS en Quintana Roo. 
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3.	 La jornada electoral 

La jornada ocurrió el domingo 5 de junio de 2022. Las campañas electorales 
se realizaron del 3 de abril al 1 de junio en Aguascalientes, Hidalgo, Oaxaca, 
Tamaulipas; mientras que en Durango comenzó el 13 y en Quintana Roo, el 
18 de abril. Las actividades alrededor de la jornada comenzaron cerca de las 
seis de la mañana con la instalación y preparación de los materiales para más 
de 21 000 casillas. En sintonía, los Consejos Generales de los Oples y del INE 
sostuvieron sesiones extraordinarias desde las primeras horas de la mañana 
para dar seguimiento. 

Previo a las elecciones, el 30 de mayo, la costa de Oaxaca y Guerrero pade-
ció el toque en tierra del huracán Agatha, que cobró lamentablemente la vida 
de once personas y causó la desaparición de veinte más (Álvarez 2022). A 
consecuencia de ello, se registró la quema de material electoral en seis comu-
nidades del Istmo de Tehuantepec, a manera de protesta (El Universal 
Oaxaca 2022). Aunado a ello, la Fiscalía Especializada en Materia de Deli-
tos Electorales (Fisel) reportó un estimado de treinta denuncias (Fiscalía 
Especializada en materia de Delitos Electorales 2022). De lo 
anterior destaca el arresto de un asistente legislativo en Durango y la acusa-
ción de intervención del narcotráfico en Tamaulipas (Casas 2022; Infobae 
2022b; Suárez 2022).

La jornada transcurrió de manera exitosa según la consideración del INE. 
La instalación de casillas fue de 99.99 % (Instituto Nacional Electo-
ral 2022b). El sistema de conteo rápido logró resultados acertados en todos 
los casos, generando confianza respecto a la correspondencia entre el sufragio 
y el cómputo final (Instituto Nacional Electoral 2022c). En paralelo, 
el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (Tepjf) resolvió 442 
demandas al 6 de junio (Martínez 2022; Suárez 2022). En los tribuna-
les electorales estatales se presentaron impugnaciones sobre conteos en casi-
llas específicas, denuncias sobre el rebase del tope de gastos en campaña, acoso 
policiaco y, en el caso particular de Quintana Roo, la asignación de curules 
de representación proporcional (Alatorre 2022; Vázquez 2022; García 
2022; Raziel 2022; Milenio 2022).

La participación equivalió al 46.05 % del padrón electoral, como indica 
la tabla siguiente para cada uno de los estados. El proceso de 2022 no resulta 
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excepcional, empero sí denota una tendencia a la baja en la participación desde 
2018, tomando en cuenta los dos últimos procesos federales y las dos últi-
mas elecciones estatales, así como los promedios de participación entre 1994 
y 2017 (Sánchez 2019). De hecho, la jornada de 2022 está marcada parti-
cularmente por el abstencionismo, aun en estados en los que los niveles de 
participación suelen ser relativamente bajos. Destacan Oaxaca e Hidalgo por 
la caída de la participación.

En México, la abstención no produce castigos de ningún tipo, aun cuando el 
voto es constitucionalmente obligatorio. Consecuencia de ello es que la parti-
cipación electoral en México promedia el 50 % con alza de menos de diez pun-
tos porcentuales para elecciones presidenciales (Sánchez 2019). El triunfo 
electoral del partido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) en las 

Estado

Porcentaje de participación 

2022* 2021** 2018** 2016* 2010* Promedio 
1994-2017

Aguascalientes 45.99 50.23 59.37 52.50 54.45 56.40

Durango 50.46 42.61 57.12 56.62 53.63 53.50

Hidalgo 47.58 44.66 65.71 56.69 47.38 50.10

Oaxaca 38.79 56.62 67.23 58.53 55.07 54.10

Quintana Roo 40.45 44.23 60.16 46.20 44.35 52.90

Tamaulipas 53.31 52.25 62.12 52.91 44.26 52.10

Total 46.05 50.09 63.11 55.63 50.32 57.10

* Señaliza elecciones exclusivamente locales, mientras que 
** representa elecciones concurrentes.

Fuente: Elaboración propia con datos de Oples (con corte al 2022)

Tabla 3

Porcentajes de participación electoral en los estados muestra1

1	 Si bien es claro que los procesos electorales concurrentes con elecciones federales convocarán más votantes a las 
casillas, el dato permite apreciar una tendencia de participación electoral cercana o menor al 50 %, que aumenta de 
forma extrema para el ejercicio 2018.
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elecciones federales y locales de 2018 supone un caso extremo que, pendiente de 
estudios posteriores, puede justificarse en la capacidad de convocatoria del can-
didato ganador en función de una campaña populista (Freidenberg 2022). 
Tomando en cuenta la baja participación electoral de las elecciones analizadas, 
en este trabajo se cotejarán los resultados electorales como proporciones de los 
votos válidos con los resultados como proporciones del padrón electoral, a fin 
de ofrecer mayor claridad respecto al comportamiento del electorado. 

4.	 Análisis de los resultados

De las seis gubernaturas disputadas, la coalición que ostenta el gobierno fede-
ral logró el triunfo en cuatro. De los cerca de 5 200 000 votos válidos, el Movi-
miento de Regeneración Nacional (Morena) obtuvo el 42.9 %, equivalente a 
más de 2 200 000 votos. Aunado a ello, logró las quince diputaciones de mayo-
ría relativa del Congreso de Quintana Roo y 20 de los 39 ayuntamientos del 
estado de Durango. Se destaca el ascenso meteórico de este movimiento con 
antecedentes en 2005, conformación formal bajo el acrónimo Morena en 
2011 y que se institucionalizó como partido en 2014. Hasta 2022, la coalición 
que lidera Morena gobernaba veintidós estados, más de 800 municipios,2 y 
cuenta con mayorías o primeras minorías en veintiún congresos locales, ade-
más de ambas cámaras del Congreso de la Unión (Solano y Juárez 2021; 
Cruz et al. 2021).

La revisión de los porcentajes del voto obtenido por cada uno de los partidos 
miembros contra el total de cada coalición muestra modelos de socio mayoritario.

La coalición electoral Juntos Hacemos Historia presentó un modelo de 
socio mayoritario en el que Morena aporta el grueso de los votos y los socios 
minoritarios tienen aportaciones menores, como muestra la Tabla 3. En tres 
casos, la coalición se presentó junto con otros partidos de presencia local: 
Redes Sociales Progresistas (Durango), Unidad Popular (Oaxaca) y Fuerza por 
México (Quintana Roo). Redes Sociales Progresistas aportó con 2.14 %, Uni-
dad Popular con 2.75 % y Fuerza por México sumó 1.62 %, y aunque lograron 
el triunfo electoral, cada uno de estos partidos perdió el registro a nivel local, 
pues no lograron superar el rasero del 3 % de los votos.

2	 Considerando los gobernados por Morena, PT, Pvem, RSP, FPM, y PES.
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El fenómeno se repite para la alianza de partidos tradicionales Va por 
México, empero sigue tendencias electorales locales históricas. En Aguasca-
lientes, Quintana Roo y Tamaulipas, Acción Nacional (PAN) aportó el grueso 
de los votos en favor de la coalición, ganando en el primer caso pero perdiendo 
en los otros dos, donde quedó en segundo lugar (aunque con resultados dis-
pares) (Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes 2022; Ins-
tituto Electoral de Quintana Roo 2022; Instituto Electoral 
de Tamaulipas 2022c). Cabe señalar que en Quintana Roo la coalición no 
incluyó al PRI, incluyendo solo al PAN, PRD y al partido local CQ. Por otro 
lado, el PRI fungió como socio mayoritario en Durango, Hidalgo y Oaxaca, que 
son estados de larga tradición priista en elecciones locales, lo cual podría haber 
facilitado la victoria en Durango, empero no bastó en los dos casos restantes. 

Cabe señalar que el PRI, al competir en solitario en Quintana Roo, obtuvo 
apenas el 2.97 % de la votación, 1.2 % respecto del padrón, con lo cual perde-
ría el registro a nivel local. De forma similar, el PAN compitió en solitario en 
Oaxaca para recabar apenas 3.76 % de los votos, 1.45 % respecto del padrón. 

El PRD, como parte de la coalición Va por México, por su parte, no alcanzó 
la mayoría de votos en ninguno de los casos. Actuó siempre como tercer socio 
y, en cuatro de los seis casos, quedó por debajo del rasero necesario para con-
servar el registro, excepto en Aguascalientes y Oaxaca. Esto se suma a la ten-
dencia de decrecimiento de la presencia del partido en los cargos de represen-
tación, coincidente con la creación de Morena y la migración de simpatías 
(Cruz et al. 2021).

Movimiento Ciudadano, frente a estas dos coaliciones y un escenario pola-
rizado, aparece como una tercera alternativa. Este partido obtuvo su mayor 
votación en Quintana Roo (13.14 %) y la segunda mejor en Aguascalientes 
(6.96 %). Los restantes casos oscilaron entre el 3 % y 4.5 % de la votación y 
entre el 1 % y 2 % respecto al padrón3 (Instituto Estatal Electoral y 
de Participación Ciudadana de Oaxaca 2022b; Instituto Elec-
toral de Tamaulipas 2022a; Instituto Electoral de Quintana 
Roo 2022; Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 

3	 El partido, así, añade un episodio más a un lento devenir de crecimiento discreto. Es hipótesis para trabajos futuros 
de quien escribe que este crecimiento tiene por foco las clases medias de las ciudades con mayores rentas en el país.
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del Estado de Durango / Instituto Electoral y de Participa-
ción Ciudadana de Durango 2022; Instituto Estatal Electo-
ral de Aguascalientes 2022; Instituto Estatal Electoral de 
Hidalgo 2022).

Por último, Fuerza por México se presentó en solitario en Aguascalientes: 
logró apenas 1.4 % de la votación y perdió el registro en el estado (Instituto 
Estatal Electoral de Aguascalientes 2022). El otro socio de esta 
coalición que participó en solitario fue el Pvem en Hidalgo, y su candidato 
consiguió el 1.14 % de los votos. 

Quien se unió a la mencionada alianza fue Panal para aportar al candidato 
ganador el 7.56 % de los votos, 3.6 % del padrón, mientras que el mismo compi-
tió independientemente en Oaxaca para lograr solo el 1.62 % de los sufragios.

En lo que respecta a partidos locales, los resultados no fueron favorables a 
pesar de sus respectivas alianzas: PUP solo logró el 2.75 % de votos, y CQ, el 
1.15 %. El único partido local que conservará el registro será el Movimiento 
Auténtico Social de Quintana Roo tras obtener el 7.11 % de votos, 2891 del 
padrón habilitado para votar.

En la Tabla 4, por su parte, se observa que los seis nuevos gobiernos estatales 
fueron electos con votos que no superaron el 30 % respecto del padrón.

Tabla 4

Resultados de la elección de gubernaturas 
(porcentaje de votos en actas contabilizadas)

Juntos Hacemos Historia

Morena PT Pvem FPM PUP Panal RSP Total

Aguascalientes 33.52 (NC) .86 .71 1.39 (NC) - - - 1.57

Durango 30.48 3.60 2.63 - - - 2.14 38.86

Hidalgo 51.34 2.77 1.14 (NC) - - 7.56 - 61.68

Oaxaca 50.32 5.32 2.18 - 2.75 1.62 (NC) - 60.57

Quintana Roo 32.13 2.80 19.86 1.62 - - - 56.41

Tamaulipas 30.16 10.05 10.05 - - - - 50.27
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Juntos Hacemos Historia

Morena PT Pvem FPM PUP Panal RSP Total

Aguascalientes 15.42 (NC) .40 .33 .64 (NC) - - - .72

Durango 15.38 1.82 1.33 - - - 1.08 19.61

Hidalgo 24.43 1.32 .54 
(NC) - - 3.60 - 29.32

Oaxaca 19.33 2.04 .84 - 1.05 .62 (NC) - 23.26

Quintana Roo 13.07 1.14 8.08 .66 - - - 22.95

Tamaulipas 16.08 5.36 5.36 - - - - 26.80

Tabla 5

Resultados electorales en porcentajes del padrón electoral

Va por México

PAN PRI PRD CQ Total MC MAS Ind. Ind.

Aguascalientes 19.76 3.47 1.49 - 24.73 3.2 - - -

Durango 8.18 17.57 1.38 - 27.12 2.26 - - -

Hidalgo 2.58 11.17 1.20 - 14.95 1.46 - - -

Oaxaca 1.45 (NC) 17.56 1.18 - 18.74 1.26 - .71 .29

Quintana Roo 4.91 1.21 
(NC) 1.19 .47 6.57 5.34 2.89 - -

Tamaulipas 20.42 2.38 .75 - 23.56 1.69 - - -

Fuente: Elaboración propia con datos de Oples (cómputo al 25/06/2022)
NC: No coaligado

Va por México

PAN PRI PRD CQ Total MC MAS Ind. Ind.

Aguascalientes 42.98 7.55 3.24 - 53.77 6.96 - - -

Durango 16.20 34.81 2.73 - 53.75 4.49 - - -

Hidalgo 5.42 23.47 2.53 - 31.42 3.07 - - -

Oaxaca 3.76 (NC) 45.71 3.07 - 48.79 3.27 - 1.84 .76

Quintana Roo 12.07 2.97 (NC) 2.92 1.15 16.14 13.14 7.11 - -

Tamaulipas 38.32 4.46 1.41 - 44.19 3.17 - - -

Fuente: Elaboración propia con datos de Oples (cómputo al 25/06/2022)
NC: No coaligado
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5.	 Conclusiones 

Las elecciones locales de 2022 y sus resultados permiten identificar las tenden-
cias y tensiones que caracterizan al sistema político mexicano a nivel subnacio-
nal. La presencia de dos coaliciones electorales —Juntos Hacemos Historia y 
Va por México— con tres partidos políticos actuando como socios mayorita-
rios en estas, indica un contexto electoral plural y tendiente a la polarización. 

La coalición que ostenta el gobierno federal, Juntos Hacemos Historia, man-
tiene el mismo modelo de coalición en todos los casos, donde la participación 
de los socios minoritarios es casi siempre significativamente menor a la de 
Morena, el socio mayoritario. Morena podría haber ganado la elección en 
solitario en tres de los cuatro casos donde ganó en coalición. 

Para Va por México, el modelo depende de tendencias estatales y regionales 
del voto en favor o bien del PAN o del PRI, y no del PRD, cuya existencia ya 
no puede considerarse garantizada hacia 2024. PAN y PRI obtuvieron votos 
suficientes para ganar en Aguascalientes y Durango respectivamente, aun sin 
alianzas, sin embargo se debe considerar que, en Aguascalientes, Morena (en 
el bando contrario) no se coaligó. 

Asimismo, resulta llamativo que, de entre los partidos con menor afluencia 
de votantes, Movimiento Ciudadano (MC) registre entre 3 % y 13 % de los 
votos (estando en primer lugar Quintana Roo). En varios casos, MC superó en 
votos a los socios minoritarios de las dos coaliciones.

Resta comprender los factores del éxito electoral, la decisión de presentarse 
como partido coaligado o no, las dinámicas internas de las coaliciones y las 
razones que le hacen funcional para todos los socios, y del abstencionismo. 
Posibles líneas de investigación a futuro para sistemas políticos como el mexi-
cano tendrán que lidiar con las condiciones causales y consecuencias de las 
coaliciones de socio mayoritario, del panorama de polarización a través de 
coaliciones discursivamente antagónicas, y de los altos índices de abstención 
en estados específicos. También resultaría interesante explorar las preferencias 
y el comportamiento electoral respecto al partido MC, así como las dinámi-
cas institucionales federales y estatales de este partido en lento crecimiento 
(Cruz et al. 2021; Freidenberg y Suárez-Cao 2014).
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1.	 Introducción

El análisis de las elecciones de 2022 en Brasil se enmarca en un contexto rele-
vante para comprender la emergencia de un fenómeno social y político que se 
expande no solamente en la región latinoamericana, sino también en el mundo. 
En la última década, América Latina se ha visto interpelada por el estallido de 
movilizaciones sociales que no se han sabido prever, hecho que hace evidente 
la complejidad del fenómeno que presagiaba un cambio de paradigma en torno 
a la representación política y la dinámica de la competencia político-electoral.

En Brasil, 2013 fue un año emblemático, denominado por muchos como 
el “despertar de un gigante”, dadas sus multitudinarias movilizaciones. Brasil 
parecía rebelarse contra su “cordialidad”1 (Buarque de Holanda 1995), y 
abrir camino hacia una sociedad más participativa y demandante. Si bien en 
un primer momento estas movilizaciones se identificaron con reclamos por 
el aumento de los costos del transporte público, con el pasar de los días las 
demandas se volvieron más difusas, hasta transformarse en un fuerte elemento 
de contestación y desestabilización de la estructura que conectaba a los princi-
pales elementos políticos y económicos tanto entre sí y como con la sociedad.

La ola de descontento tuvo como caldo de cultivo las denuncias e 
investigaciones sobre actos de corrupción que involucraron gran parte del sistema 
político brasileño, en especial el Partido de los Trabajadores (PT), el Movimiento 
Democrático Brasileño (MDB), el Partido Progresista (PP) y el Partido de la Social 
Democracia Brasileña (Psdb). Los dos principales casos de corrupción, el llamado 
Mensalão y la operación Lava Jato, destaparon una explosiva caja de pandora. 

Al deterioro de la economía, que golpeó fuertemente el segundo mandato de la pre-
sidenta Rousseff del PT (2010-2016) —con una drástica caída del producto interno 
bruto (-3.8 %), y el alza del desempleo (11.6 % en 2016) y de la inflación (10 %)—, 
se sumó una crisis de legitimidad de la política y un desplazamiento del modelo 
consociativo de la democracia representativa. Estos hechos abrieron espacio para la 
entrada en escena de actores con discursos disruptivos, conservadores y violentos 
(Simpson 2022).

1	 Para el reconocido historiador y sociólogo Sérgio Buarque de Holanda, la contribución brasileña a la civilización 
es la cordialidad. La delicadeza en el trato, la hospitalidad y la generosidad son virtudes que, además, remiten a una 
remaneciente influencia ancestral de un pasado rural emocional, patriarcal y de ciertas características peculiares de 
los pueblos ibéricos. Este pasado imprimió en la sociedad brasileña la imagen del padre como detentor del derecho 
a la vida y a la muerte de todo, y dificultó la separación entre lo público y lo privado, tan necesaria como fundamen-
tal en la construcción de las sociedades liberales modernas.
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El primer resultado concreto de esta nueva coyuntura fue la destitución de la 
presidenta Dilma Rousseff en 2016 y el empoderamiento de una figura que, a 
pesar de formar parte del establishment político, unía en su discurso dos ele-
mentos hasta entonces desconectados en la política brasileña: una agenda eco-
nómica ultraliberal y una prédica de valores conservadores. La conjugación de 
estos elementos representó la emergencia de un nuevo actor político: la extrema 
derecha radical.

Fue así que en 2018 alcanzó la presidencia de Brasil el capitán retirado del 
Ejército y diputado nacional durante veintiséis años, Jair Messias Bolsonaro. 
La elección de Bolsonaro reveló tres aspectos o variables claves para compren-
der las implicancias de las elecciones brasileñas de 2022, no solo para Brasil, 
sino también para América Latina.

El primer aspecto se refiere al cambio de paradigma en relación con la diná-
mica de la competencia electoral y de sus estrategias de campaña, que remite 
a una nueva forma de interacción entre la o el político/a y la o el elector/a. El 
segundo se relaciona con el aumento del peso de los sectores militares en la 
arena decisoria y la administración pública, principalmente en puestos tradi-
cionalmente ocupados por civiles (Amorim y Rodríguez 2022). El tercero 
es la emergencia de un nuevo actor social y político, la extrema derecha radical, 
identificada con una agenda reaccionaria en los valores y alejada del compro-
miso ciudadano con los principios democráticos. Este aspecto, a su vez, une e 
institucionaliza a los dos primeros.

En las próximas secciones, este artículo busca describir y analizar cada uno 
de estos tres aspectos desde una perspectiva longitudinal, intentando resaltar 
su dinámica en el tiempo a partir de su emergencia en 2013. En la parte final 
del artículo se abordan los posibles escenarios desde su conexión con los tres 
aspectos presentados. 

2.	 La era de la desinformación 

Las elecciones de 2018 en Brasil fueron un punto de inflexión, no solamente 
desde la óptica de la organización del sistema de partidos, sino también en la 
dinámica de la sociedad. Este escenario electoral obligó a repensar los límites 
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y dificultades de la democracia liberal, e inauguró, más enfáticamente, una 
nueva forma de hacer política: la era de las redes sociales, la cual sorprendió 
por su alcance y por su capacidad de impacto en las preferencias electorales. 
Todo esto lo consiguió la clase política a un bajo costo e inversión.

La importancia que tuvieron las redes sociales en la campaña electoral bra-
sileña de 20182 tomó desprevenidas a las instituciones electorales y judiciales 
del país. El volumen de noticias falsas y su impacto enfatizó la relevancia de las 
redes sociales como herramienta de poder. No obstante, el análisis de las conse-
cuencias del uso sistemático de estas herramientas digitales no puede dejar de 
tomar en cuenta las desigualdades formativas-educacionales entre los grupos 
sociales afectados por estas herramientas. La comunicación política, aspecto 
crucial de nuestra actividad pública en sociedades democráticas, puede conver-
tirse en una poderosa herramienta de manipulación de las masas en contextos 
de mayor desigualdad social (Simpson 1994, 1986). 

El uso exhaustivo de bots para el envío masivo de mensajes a través de la 
aplicación de mensajería WhatsApp (en su mayoría noticias falsas) adquirió 
una connotación quasi conspirativa, principalmente por la dificultad en su 
detección. En un reportaje para el diario Folha de S. Paulo, la periodista Patrí-
cia Campos Mello (2018) desveló una red de contratos ilegales de compra de 
paquetes de envío masivo de mensajes contrarios al PT por parte de empre-
sarios ligados al entonces candidato Jair Messias Bolsonaro. En un reportaje 
posterior para el mismo diario, Artur Rodrigues y Patrícia Campos Mello 
(2018) denunciaron el uso ilegal de nombres y documentos de personas sin su 
consentimiento para la compra de chips de celulares por parte de empresas de 
marketing electoral, también vinculadas al entonces candidato Bolsonaro. Los 
contratos alcanzaron una cifra superior a los tres millones de dólares, constitu-
yendo un importante crimen electoral, ya que la legislación electoral brasileña 
prohíbe el financiamiento privado o vía donaciones de empresas a candidatas, 
candidatos o partidos y tampoco permite la compra de bases de datos de terce-
ros con fines electorales. 

2	 En las elecciones de 2018 competían para el Ejecutivo Federal el delfín del expresidente Luiz Inácio Lula da Silva 
y exalcalde de São Paulo (2013-2016), Fernando Haddad, y el diputado federal Jair Messias Bolsonaro.
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Estos reportajes abrieron camino a otras investigaciones periodísticas de 
medios de comunicación como la BBC (Gragnani 2017), culminando con 
la creación de una Comisión Parlamentaria de Investigación en el Senado 
Federal3 denominada Cpmi (Comissao Parlamentar Mista de Inquérito RQN 
11/2019), además de una investigación por parte de la Policía Federal orde-
nada por la entonces Fiscal General de la República Raquel Dodge para apurar 
las denuncias.4 

Un hecho que merece ser considerado es la sorpresa que generaron algunos 
resultados, principalmente después de la primera vuelta electoral en 2018: 
candidaturas que no figuraban en las intenciones de voto emergieron como 
ganadoras, o candidaturas que ya parecían haber ganado la elección termina-
ron en cuarto o quinto lugar. Los casos más emblemáticos de la campaña de 
2018 fueron los de las candidaturas al senado de Dilma Rousseff (PT) por 
Minas Gerais y Eduardo Suplicy (PT) por São Paulo. Ambos perdieron la 
elección frente a candidaturas con poca trayectoria política. La expresidenta y 
el emblemático exsenador del PT lideraban las intenciones de voto al Senado 
Federal, según Datafolha e Ibope, pero Dilma terminó cuarta y Suplicy, ter-
cero, quedando ambos fuera de la Cámara Alta.

Este inusitado patrón también se presentó en la competencia al Gobierno 
de los estados, como en los casos de Romeu Zema (Partido Novo) por 
Minas Gerais y Wilson Witzel (Partido Social Cristiano - PSC) por Río de 
Janeiro, quienes resultaron ganadores con un número significativo de votos, 
a pesar de su escasa trayectoria política. Zema y Witzel aparecían ambos en 
el tercer lugar de las encuestas difundidas en la víspera de la primera vuelta 
de 2018 y terminaron en primer lugar en los resultados finales (Portal G1 
2018a; Portal G1 2018b).

En las elecciones de octubre de 2022 se observó una dinámica similar. La 
mayoría de las encuestas indicaban la posibilidad del triunfo de Lula en la pri-
mera vuelta,5 con un margen de error de 2 % (Poder360 2022a). En general, 
las encuestas mostraron a Lula con una puntuación entre el 47 % y el 51 % de 

3	 Más información en http://bit.ly/3EgGcSc
4	 Oficio 934/2018/Gab/PGR. Más información en http://bit.ly/3UWn5UA
5	 La legislación brasileña exige que, para que la candidatada o candidato obtenga una victoria en primera vuelta, 

debe alcanzar el 50 % + 1 de los votos válidos y estar a una distancia de diez puntos del segundo candidato.
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los votos válidos. El expresidente terminó con el 48.4 % de los votos. Por lo 
tanto, el desempeño del PT estuvo en línea con las encuestas. La disparidad 
ocurrió, sin embargo, en relación con el desempeño de Bolsonaro. Los princi-
pales institutos le arrojaban entre 35 % y 38 % de las intenciones de voto, con 
un margen de error de dos puntos porcentuales. Bolsonaro obtuvo el 43.2 % de 
los votos válidos, por encima de lo que proyectaban las encuestas.

Tanto en la elección de 2018 como en la de 2022, estas discrepancias entre 
sondeos y resultados en las urnas fueron citadas por los partidarios del presi-
dente y candidato a la reelección Jair Bolsonaro (PL), no solamente como argu-
mentos para deslegitimar las encuestas de opinión, sino también para atacar el 
sistema de votación electrónico utilizado en Brasil desde 1996.6 

Algunos de los comentarios en Twitter de seguidores de Bolsonaro 
son ilustrativos.7

“Si creyéramos en las encuestas, Dilma sería elegida senadora por Minas Gerais, 
Suplicy sería senadora por São Paulo y Bolsonaro perdería con todos los candidatos 
en la segunda vuelta” — Raquel Stasiaki (@RaquelStasiaki), 17 de septiembre de 
2022. 

Raquel Stasiaki es diputada federal suplente por el Partido Liberal (PL) de Jair Bol-
sonaro por el estado de Río de Janeiro y ha sido acusada de malversación de fondos 
públicos. 

“DataFolha no es un instituto de investigación, sino de literatura de ficción. Según 
DataFolha, Dilma sería senadora, Romeu Zema y Witzel no pasarían ni a la segunda 
vuelta, y, bueno, ya sabes, Bolsonaro perdería con todos en la segunda vuelta… Pura 
literatura…”— Marco Feliciano 2270 (@marcofeliciano), 24 de junio de 2022.

Feliciano es diputado federal del mismo partido por el estado de São Paulo y pastor 
evangélico.

El diputado federal electo con un millón y medio de votos en Minas Gerais 
por el Partido Liberal (PL) Nikolas Ferreira dijo, después de la elección del 2 de 
octubre de 2022, que no cree en el sistema de votación brasileño. En su cuenta 
de Twitter, una seguidora le preguntó si, tras el resultado que lo convirtió en el 

6	 El año 1996 marcó un hito en la historia de la informatización del proceso electoral brasileño, cuando los votantes 
de 57 ciudades tuvieron su primer contacto con la máquina de votación electrónica. En las Elecciones Municipales 
de 1996 los votos de más de 32 millones de brasileños, un tercio del electorado en ese momento, fueron recogidos 
por cerca de 70 000 máquinas de votación electrónica.

7	 Traducción propia.
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diputado más votado del país, llegó a creer en las máquinas de votación electró-
nica. En respuesta, el virtualmente electo diputado federal dijo que cree tener 
más votos que los contabilizados según los resultados difundidos por el Tribu-
nal Superior Electoral (TSE). “¿Puedes confirmar que la máquina de votación 
electrónica es confiable?”, preguntó la periodista Ana Carolina Silva, mientras 
el diputado escribió en un tuit que él era el “diputado más votado de Brasil”.

“No, creo que tenía más. ¿Vas a llorar?”, publicó y añadió una imagen de un bebé llo-
rando, en tono de burla— Nikolas Ferreira (@nikolas_dm), 4 de octubre de 2022.

Al momento, aún no existen razones concretas sobre las discrepancias entre 
predicciones y resultados encontrados, aunque se barajan posibles causas. Una 
de ellas puede ser la naturaleza dinámica y de constante flujo de las redes digi-
tales en la comunicación política-electoral. Ese nuevo entorno genera cambios 
mucho más dinámicos en las preferencias del electorado, al punto de poder 
modificar una tendencia de voto a muy pocos días de la contienda. Otra causa, 
apuntada por algunos investigadores (Azevedo 2022), es el comportamiento 
de seguidoras y seguidores de Bolsonaro en las encuestas, con una mala predis-
posición para responder preguntas.

Lo más preocupante, sin embargo, es el uso exhaustivo de noticias falsas 
para difamar a la o el contrincante y, más aún, la incapacidad de gran parte de 
la población para identificarlas. El grupo de investigación del Instituto Nacio-
nal de Ciencia y Tecnología en Democracia Digital, con sede en la Universidad 
del Estado de Río de Janeiro, demostró que, durante los cinco meses anteriores 
a las elecciones de 2018, grupos de WhatsApp a favor del candidato Jair Bol-
sonaro tuvieron un alcance mayor y una mayor organización en la disemina-
ción de noticias falsas, en comparación con otros grupos de apoyo político. 
El grupo de investigación detectó también que las personas que en aquellos 
grupos ponían en duda de forma insistente la veracidad de la información eran 
inmediatamente excluidas y escrachadas con adjetivos como “comunistas”, 
“petistas” o “traidores”. En Brasil, el aplicativo cuenta con 120 000 000 de 
usuarias y usuarios y tiene un impacto tan grande como los mayores canales 
televisivos, gracias a que la tecnología 3G ya está presente en el 91.5 % de los 
municipios. A su vez, según la encuestadora Datafolha, en 2018 alrededor de 
la mitad del electorado (47 %) que utilizaba la plataforma afirmó creer en las 
informaciones que recibían a través de esta. 
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Una encuesta del Instituto DataSenado sobre las elecciones de 2018 arrojó 
que el 45 % de las encuestadas y encuestados afirmaba haber decidido su voto 
a partir de la información vista en una red social, siendo su principal fuente 
WhatsApp. De las 2400 personas entrevistadas, el 79 % afirmó usar siempre 
esta red social para informarse. A su vez, el uso de las redes sociales fue mayor 
entre votantes que se consideran de derecha, personas con educación superior 
y personas con mayores ingresos familiares (Senado Federal de Brasil 2019). 
En 2022, más de 150 000 000 de personas en Brasil utilizan las redes sociales, 
lo que representa el 70.3 % de la población. Según datos de 2020 del TSE, 
147 918 483 brasileñas y brasileños están habilitados para votar. Es decir, el 
número de personas usuarias de redes sociales y votantes es semejante.

A pesar de las medidas tomadas para contener la desinformación por parte 
de las instituciones y organismos que regulan el proceso electoral, es indiscu-
tible el cambio de paradigma en torno a las estrategias de marketing político 
y electoral. En sociedades más desiguales y con bajos niveles de educación for-
mal, como es el caso de Brasil (UNESCO 2020), las noticias falsas captan con 
mayor facilidad y rapidez a electores y electoras sin recursos para defenderse; 
en otras palabras, pasan a ser herramientas de manipulación aún más peligro-
sas en una realidad social cada vez más volátil.

3.	 Democracia militarizada y ascensión de la extrema 
derecha radical 

El segundo aspecto abordado en este artículo se relaciona con el aumento sig-
nificativo de los sectores militares en la arena política y en puestos de la admi-
nistración pública, algo inédito desde el fin de la dictadura militar (1964-1985) 
(Amorim y Rodríguez 2022). Desde que asumió la presidencia, el exmilitar 
Bolsonaro ha promovido la presencia de militares activos y retirados en lugares 
antes ocupados por civiles, pasando de 2765 al finalizar el Gobierno de Michel 
Temer (2016-2018) a 6175 en 2021 (Simpson 2022). 

Asimismo, es preciso mencionar que en Brasil los militares han gozado de 
un relativamente alto prestigio entre los sectores de la sociedad, como por ejem-
plo las clases altas y medias más conservadoras. En los últimos años, el discurso 
basado en el lema “Orden y progreso” (lema positivista inscripto en la bandera 
nacional) caló hondo en una sociedad golpeada por la violencia y empantanada 
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en denuncias de corrupción, llevando a que la opción por la intervención mili-
tar, en algunos casos, y su mayor presencia en la administración de sectores 
estratégicos, en otros, fueran vistas como algo deseable para parcelas cada vez 
más amplias de la sociedad.

De acuerdo con el Instituto Ranking Pesquisa (2021), en junio de 2021 las 
Fuerzas Armadas y la Policía (federal, civil y militar) se ubicaban en el tercer y 
cuarto puestos entre las instituciones públicas y civiles más confiables para bra-
sileñas y brasileños. La actuación de las Fuerzas Armadas en la Misión de Paz 
de las Naciones Unidas en Haití (Minustah, 2004-2017), su intervención 
en la seguridad pública del estado de Río de Janeiro en 2018, y su fuerte presen-
cia en el Mundial de 2014 y en las Olimpiadas de 2016 también ayudaron a la 
ampliación de su prestigio frente a la opinión pública, a pesar de las diversas críti-
cas recibidas por organizaciones de la sociedad civil e institutos de investigación 
especializados en derechos humanos y violencia urbana (Nexo Jornal 2022). 
Al respecto, en un reciente y categórico artículo, Amorim Neto (2022) analiza 
la relación entre el poder político y los militares a lo largo de los doscientos 
años de historia brasileña y llega a una “enfáticamente pesimista” conclusión: 
en Brasil hay una relación inversa entre la relevancia política de los militares y 
la calidad de la democracia.

En ese contexto, en Brasil resurge la discusión sobre la flexibilización de la 
portación de armas con proyectos de ley de representantes aliados a Bolsonaro, 
como el senador Eduardo Bolsonaro (PL, SP), hijo del presidente. A pesar de 
no haber sido aprobado por la Cámara de Diputados, después de una intensa y 
mediática disputa, la difusión de las discusiones sobre el proyecto en los medios 
de comunicación incentivó su mayor uso y generó un clima social más permi-
sivo a actos vinculados al uso de la violencia. Un claro ejemplo fue la aproba-
ción —el siete de junio de 2022—del proyecto de Ley n.° 5417/2020 (presen-
tado también por Eduardo Bolsonaro) que autoriza propagandas vinculadas 
al uso de armas de fuego. La propuesta consiste en que fabricantes de armas, 
comerciantes, clubes de tiro e instructores/as podrán hacer uso de vehículos 
de comunicación y redes sociales para difundir sus actividades. Según el autor, 
“la medida tiene como objetivo acabar con el prejuicio contra las y los dueños 
de tiendas de armas”. En palabras del diputado Capitão Derrite (PL-SP), quien 
votó a favor del proyecto de Ley, “las imágenes de armas de fuego no estimulan 



Ximena Simpson

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

292

Elecciones 21 (24), 2022

cualquier práctica criminosa”, y agrega que “contribuyen para la libertad de 
información e instrucción de la población” (Poder360 2022b).

Otro dato que llama la atención es el aumento considerable de candidatu-
ras a cargos legislativos provenientes de las fuerzas de seguridad pública en los 
tres niveles de Gobierno (nacional, estados y municipios). Según el Tribunal 
Superior Electoral (2022), el número de personas con carreras militares y de 
la Policía que se postulan para diputaciones creció un 20 % de 2014 a 2018, y 
un 17 % de 2018 a 2022. En procesos electorales nacionales, el avance de este 
sector fue más contundente, con un crecimiento del 47 % de 2014 a 2018, y de 
73 % de 2018 a 2022 (Tribunal Superior Electoral 2022).

Al respecto, es interesante destacar que estas candidaturas, a su vez, se han 
concentrado en partidos a la derecha del espectro ideológico. En 2014, en las 
elecciones para diputado provincial, las candidatas y los candidatos prove-
nientes de la Policía y de las Fuerzas Militares se distribuyeron de la siguiente 
manera: 56 % en partidos de derecha, 23 % en partidos de centro y 21 % en 
partidos de izquierda. En la elección de 2022, las candidaturas pertenecientes 
al sector militar se registraron en un 76 % en partidos de derecha, en un 19 % 
en partidos de centro y en un 5 % en partidos de izquierda. En la elección para 
la Cámara de Diputados Nacional, la tendencia fue muy similar: entre 2014 y 
2022, estas candidaturas pasaron de representar el 58 % de las candidaturas 
totales de los partidos de derecha a 77 %, mientras que descendieron en los 
partidos de centro (de 24 % a 17 %) y de izquierda (de 18 % a 6 %) (assis et 
al. 2022). La Tabla 1 ilustra esa tendencia.
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Espectro 
ideológico Partido político

Total de 
candidaturas 

(valores absolutos)

% en términos 
comparativos con los 

demás partidos

% total por 
espectro 

ideológico

Derecha

Unión 135 7.15 %

57.42 %

Patriota 121 6.41 %

PSC 76 4.03 %

Progresistas 98 5.19 %

Novo 5 0.26 %

DC 51 2.70 %

AGIR (ex PTC) 62 3.28 %

PL 232 12.29 %

Republicanos 135 7.15 %

PROS 76 4.03 %

PRTB 93 4.93 %

Centro derecha

Podemos 92 4.87 %

35.89 %

PMB 69 3.65 %

MDB 63 3.34 %

PSD 72 3.81 %

PHS 0 0. %

PMN 69 3.65 %

Avante 71 3.76 %

PSDB 38 2.01 %

PTB 142 7.52 %

Centro

REDE 10 0.53 %

1.75 %
Ciudadanía 19 1.01 %

PV 4 0.21 %

PSB 29 1.54 %

Centro izquierda

Solidaridad 72 3.81 %

5.82 %PDT 28 1.48 %

PT 10 0.53 %

Tabla 1

Candidaturas pertenecientes a las fuerzas de seguridad pública por partido y 
espectro ideológico (2022)



Ximena Simpson

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

294

Elecciones 21 (24), 2022

4.	 Nuevo actor: extrema derecha

El tercer aspecto central para analizar las elecciones presidenciales de 2022 
en Brasil se remite a la emergencia de la extrema derecha radical, de la mano 
del fortalecimiento de una agenda políticamente iliberal vinculada a valores y 
comportamientos. Este es el elemento que une los dos aspectos anteriormente 
mencionados y que da forma a un nuevo paradigma político que, en el caso de 
Brasil, parece haberse consolidado.

Como refieren Santos y Tanscheit (2019), Bolsonaro personifica la emer-
gencia de este nuevo actor político y social, producto del debilitamiento de las 
derechas brasileñas: la liberal y la tradicional. Los autores lo describen con tres 
características esenciales: a) orientación neoliberal en relación con la econo-
mía, marcada por una postura radicalmente no intervencionista del Estado en 
el mercado; b) pautas conservadoras en relación a las desigualdades del ámbito 
social, como el apoyo a la injerencia del Estado en las elecciones privadas indi-
viduales y familiares, y en temas referentes a la orientación sexual, religiosa, 
cultural y educativa; c) en términos de la democracia, hostilidad hacia el sis-
tema político y hacia la forma con la cual se practica la representación política 
en el país, buscando suprimir discursos y partidos políticos opositores. 

Al respecto, esta investigación considera que la orientación económica libe-
ral no necesariamente constituye una característica identitaria de la ultrade-
recha radical. Si bien fue una agenda defendida por Bolsonaro a lo largo de 

Izquierda

PSdoB 3 0.16 %

0.85 %

PSOL 11 0.58 %

PCB 0 0 %

PCO 0 0 %

PSTU 2 0.11 %

Total 32 1888 100 % 100 %

Fuente: TSE; Lima y Sobral (FSP, 2022); Bolognesi et al. (2021) 

Espectro 
ideológico Partido político

Total de 
candidaturas 

(valores absolutos)

% en términos 
comparativos con los 

demás partidos

% total por 
espectro 

ideológico
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su campaña electoral, sus políticas posteriores, como por ejemplo su reiterada 
interferencia en la política de precios de la empresa Petrobrás8 y la consecuente 
inestabilidad de sus directores por presiones del Ejecutivo (Portal G1 2022), 
muestran que la agenda económica del bolsonarismo tiende a ser de mayor 
intervención del Estado en áreas de mayor popularidad. Este comportamiento 
encuentra eco al observar las decisiones en el campo económico de otros líderes 
de la extrema derecha radical en el mundo.

Berman y Snegovaya (2019) refuerzan esta idea en su agudo análisis sobre 
las causas del surgimiento de la ultraderecha europea. Su principal argumento 
refiere, justamente, a la pérdida de la agenda económica de la izquierda tradi-
cional posicionándose mucho más a la centroderecha del espectro ideológico, 
al punto de defender e implementar una agenda de reformas liberales, como 
ocurrió en gran parte del mundo. Este hecho conllevó dos importantes conse-
cuencias: a) el fortalecimiento de una agenda de valores e identidades, frente a 
la ausencia de una agenda económica que se diferencie de la centroderecha, y 
que se identifique con los sectores medios y bajos de la población; y b) la recu-
peración de una propuesta más intervencionista del Estado por actores emer-
gentes de la extrema derecha radical, aunque desde una postura chauvinista y 
discriminatoria. En otras palabras, el abandono de una agenda económica con 
mayor presencia del Estado por parte de la izquierda tradicional trasladó el tra-
dicional clivaje partidario entre derecha e izquierda en torno a la intervención 
del Estado en la economía al campo de las disputas culturales e identitarias. 

En ese sentido, Rennó (2020) observó que, durante la campaña electoral 
de 2018 en Brasil, hubo una alta correlación entre posiciones conservadoras y 
el voto por Bolsonaro. Lo más contundente fue la fuerte presencia del afecto 
como variable central en la decisión del voto y la estabilidad encontrada en la 
politización de temas vinculados a cuestiones culturales (casamiento iguali-
tario, aborto y educación religiosa), penales (pena de muerte, reducción de la 
edad imputable, flexibilización de la portación de armas y descriminalización 
de las drogas) y en torno a cuestiones de política social (cuotas raciales y pro-
grama Bolsa Familia). Del mismo modo, en las elecciones de 2022, de acuerdo 
con Folha de S. Paulo (2022), el 49 % de las personas entrevistadas consideró 
que la religión es un criterio importante al momento de decidir su voto.

8	 Más información en http://bit.ly/3u4sc9D
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Además de estas características, es necesario observar los cambios profun-
dos ocurridos en la arena política a lo largo del tiempo: en el Congreso Nacio-
nal, entre 2010 y 2022 hubo un aumento del 94 % en el número de diputadas y 
diputados vinculados a partidos de derecha (de 136 en 2010 a 264 en 2022), y 
en el Senado Federal la variación fue del 75 %, pasando de 12 a 21 senadoras y 
senadores. Como bien afirma Nicolau (2020), indefectiblemente, Brasil dobló 
hacia la derecha.

5.	 A modo de conclusión: escenarios posibles 

La conjunción entre los tres aspectos arriba mencionados apunta al hecho de 
que, en una democracia, como sugieren Levitsky y Ziblatt (2018), pueden surgir 
elementos disruptivos que pongan en jaque los preceptos democráticos. Estos 
elementos pueden hallarse latentes en la sociedad, y emerger como consecuen-
cia de drásticos y decisivos cambios en el equilibrio de poder en la arena política.

En consecuencia, los distintos países de América Latina deben estar aten-
tos al hecho de que un mercado político abierto y competitivo no se relaciona 
causalmente con una democracia plena, del mismo modo que una sociedad 
de mercado no se caracteriza en sí misma por ser una sociedad industrial. En 
ambos casos, es posible afirmar que un sistema abierto, ya sea en lo político o 
económico, puede ser una condición necesaria (pero no suficiente) para una 
democracia o para alcanzar el desarrollo económico. Es decir, las característi-
cas de la competencia y de sus resultados van a depender, en gran parte, de las 
formas de integración de los diferentes grupos sociales al sistema partidario, así 
como de la internalización de los valores de la democracia representativa en la 
mayor parte de la sociedad. En términos sociológicos, nos referimos al grado 
de legitimidad de las reglas del juego político que mantienen las disputas de 
poder dentro de parámetros democráticos en una sociedad determinada.

Si desde el ámbito de la geopolítica internacional se discute el resurgimiento 
de una nueva Guerra Fría enmarcada por la disputa económica, pero también 
entre modelos de sociedad (la Rusia de Putin y la China de Xi Jinping, por un 
lado, y los Estados Unidos, por otro), también es posible apreciar la emergencia 
de fuertes liderazgos de extrema derecha radical en el corazón de Europa Occi-
dental, como es el caso de Giogia Meloni en Italia, Marie Le Pen en Francia 
y Viktor Orban en Hungría. En Centroamérica, los casos de Daniel Ortega 
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en Nicaragua y Nayib Bukele en El Salvador son una fuerte señal de alerta. El 
emblemático caso del asalto al Capitolio por seguidores del derrotado Donald 
Trump en plena sesión conjunta del Congreso para confirmar la victoria elec-
toral del demócrata Joe Biden puede ser ilustrativo de los desafíos que pueden 
enfrentar democracias como la de Brasil. En recientes entrevistas, Bolsonaro 
ha levantado diversas críticas al sistema de voto electrónico que rige en su 
país sin ningún tipo de evidencia, poniendo en duda su transparencia y la 
validez de sus resultados (Lupion 2022). Además, ha amenazado con no 
entregar el mando en caso de no considerar legítimos los resultados. A esto 
se suman los casos de violencia (por lo menos con tres asesinatos) contra 
votantes de Lula por seguidores de Bolsonaro durante la última contienda 
electoral (Anjos et al. 2022).

Buscando dilucidar el futuro, se hace necesario recordar el efecto Mühl-
mann señalado por el sociólogo francés René Lourau para entender los cam-
bios en la sociedad (Lourau 1970). Este efecto sucede cuando fuerzas sociales 
marginales, minoritarias o anómicas (o las tres a la vez) logran corporizarse en 
una determinada sociedad a partir de su previo reconocimiento por el con-
junto de las formas sociales ya presentes en ella. Así, lo instituido acepta lo 
instituyente cuando puede integrarlo, es decir, tornarlo equivalente a las for-
mas ya existentes. Lo subrayado por Lourau evoca dos posibles escenarios para 
la política brasileña: el primero es la consolidación de la extrema derecha y su 
hegemonización en el campo político, con consecuencias no previsibles para 
el futuro del régimen democrático en el país; y el segundo, la consolidación de 
este nuevo elemento como actor político no hegemónico, como consecuencia 
del fortalecimiento de otras siglas ubicadas desde el centro hacia la derecha 
en el mercado electoral. Países enfrentados a cualquiera de estos escenarios 
enfrentan un gran desafío.
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Política Editorial

Sobre la revista Elecciones

La Revista Elecciones es una publicación de la Oficina Nacional de Procesos Electorales 
(ONPE) especializada en temas electorales. Elecciones fue fundada en el año 2002 y está 
dedicada al análisis multidimensional de las elecciones en los sistemas democráticos. La 
Revista publica artículos inéditos e innovadores, elaborados por personas dedicadas al 
estudio de la Ciencia Política, el Derecho, la Comunicación Política y otras áreas afines, 
provenientes de diversas instituciones públicas y privadas, así como también por autori-
dades y funcionarios electorales interesados en las elecciones y la democracia. La Revista 
Elecciones busca ser un espacio de diálogo plural, riguroso y de intercambio constante 
entre la academia y actores claves de la gobernanza electoral.

Periodicidad y estructura

La Revista Elecciones se publica dos veces al año (julio y diciembre) y recibe artículos, 
notas de investigación y análisis sobre elecciones, actores políticos y/o democracia, origi-
nales en español, portugués e inglés, aunque las versiones finales de los artículos acepta-
dos se publican y editan en español.

La Revista se estructura en cuatro secciones:

1)	 Artículos: manuscritos relacionados con el tema central o dossier principal del 
volumen, que no superan las 8.000 palabras (48.000 caracteres con espacios 
aproximadamente).

2)	 Varia: manuscritos relacionados relacionados con cualquier temática vinculada 
a las elecciones, actores políticos y/o la democracia, que no superan las 8.000 
palabras (48.000 caracteres con espacios aproximadamente).
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3)	 Notas de Investigación: manuscritos que no superan las 5000 palabras (30 000 
caracteres con espacios aproximadamente).

4)	 Análisis sobre Elecciones: manuscritos que no superan las 3000 palabras (18 000 
caracteres con espacios aproximadamente).

En la sección de Artículos se publican trabajos originales e inéditos sobre el tema 
central o dossier que articulará el volumen. Cada año el Editor o Editora y el Comité de 
Redacción harán público con la suficiente antelación los temas de los dossiers de cada 
volumen. Los artículos de esta sección deben cumplir con un proceso de revisión por 
pares a través del sistema de doble ciego para poder ser publicados.

En la sección Varia se publican trabajos originales e inéditos, sobre tema libre, rela-
cionados con el estudio de las elecciones, los actores políticos y la democracia. Los tra-
bajos para la sección de “Varia” también deben cumplir con un proceso de revisión por 
pares a través del sistema de doble ciego para poder ser publicados.

En la sección de Notas de Investigación se publican artículos originales e inéditos 
que describen y analizan diversas herramientas metodológicas que permiten contribuir 
en la investigación sobre elecciones, actores políticos y/o democracia. Las Notas de 
Investigación pueden ser sobre técnicas de medición, estrategias de recolección y/o aná-
lisis de datos, procesamiento de datos, formas de medición de conceptos, entre otros. 
Las contribuciones para esta sección también deben estar vinculadas con temas del 
ámbito electoral. Los artículos para esta sección serán dictaminados a través del sistema 
de revisión por pares de doble ciego.

En la sección de Análisis sobre Elecciones se publican artículos que tienen como 
objetivo describir, de manera objetiva y con empleo de evidencia cuantitativa y/o cua-
litativa, un proceso electoral reciente celebrado en un sistema político. El proceso elec-
toral estudiado puede ser una elección nacional o federal (ejecutivas, legislativas) o 
una elección subnacional (regionales, estatales, u otra), ya sean de manera comparada 
por nivel institucional o como estudio de caso comparativo. Los artículos para la sec-
ción de Análisis sobre Elecciones también serán dictaminados a través del sistema de 
doble ciego.

Proceso de evaluación por pares

La Revista Elecciones solo publica manuscritos inéditos, que no se encuentran en pro-
ceso de evaluación por otra publicación. Las personas que remitan manuscritos deben 
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anonimizar su documento siguiendo las normas específicas señaladas por la Revista 
Elecciones. El Comité de Redacción revisará que se cumpla este proceso para garantizar 
el carácter anónimo de la revisión por pares ciegos.

Los artículos deben ser enviados a través de la plataforma de la Revista Elecciones, 
Open Journal System (OJS). Toda la comunicación con las y los autores será a través del 
sistema OJS. La Revista no tendrá comunicación electrónica vinculada a los manuscri-
tos con las personas autoras a través de una vía diferente a la plataforma.

Al realizar el envío del manuscrito debe consignarse a todos/todas los/las autores/
autoras del mismo. No se permiten modificaciones en la autoría del manuscrito una vez 
presentado.

 Luego de la recepción del manuscrito, el Editor o la Editora de la Revista y los 
miembros del Comité de Redacción procederán a pre-evaluar el manuscrito. Esta 
pre-evaluación tiene como objetivo determinar si el artículo presentado cumple con 
el enfoque y las directrices establecidas. En caso de que el manuscrito no cumpla con 
el enfoque o las directrices de la Revista Elecciones, el Editor o la Editora procederá a 
devolver el manuscrito con los comentarios respectivos. Las personas que presentaron 
el manuscrito tienen la posibilidad de volver a enviar una nueva versión del documento 
u otra publicación si es que lo estiman conveniente.

Los artículos que superen la pre-evaluación comenzarán con el proceso de revisión 
por pares ciegos. El Comité de Redacción será el encargado de asignar cada artículo a 
un mínimo de dos revisores/revisoras externos/externas a la Revista, los cuales dictami-
narán cada manuscrito de acuerdo al formato establecido por la Revista Elecciones que 
estará disponible online en su perfil del OJS.

Durante el proceso de revisión, tanto el Editor/la Editora como los miembros del 
Comité de Redacción están impedidos de contactar o tener algún tipo de comunica-
ción con el/la autor/autora sobre su manuscrito.

Una vez finalizada la revisión por pares ciegos, el Editor/la Editora se comunicará 
con el/la autor/autora vía correo electrónico con el fin de comunicarle la decisión edito-
rial sobre el manuscrito. El artículo presentado puede recibir una valoración de:

1)	 No publicable.

2)	 Publicable atendiendo sugerencias y tras una nueva revisión de las y los dictami-
nadores.
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3)	 Publicable después de atender a sugerencias menores.

4)	 Publicable sin observaciones.

Política de acceso abierto

Elecciones provee acceso libre inmediato a su contenido por medio de su portal web. 
Esta revista cree que la investigación de calidad y gratuita contribuye a un mayor inter-
cambio de ideas y a la generación de más conocimiento científico.

Sin costos de envío ni de publicación

El envío de manuscritos a la Revista Elecciones no tiene costo. Tampoco se cobra por 
editar o publicar estos artículos.

Normas éticas de la Revista Elecciones

Las y los autores que envíen manuscritos a la Revista Elecciones se comprometen a 
aceptar un estricto código de ética. Estos deben respetar la normativa internacional 
sobre derechos de autoría de los textos, gráficos y demás materiales que se incorporen 
en sus artículos.

No se tolerará el plagio y, en caso de que este sea detectado, el artículo presentado no 
será considerado para su publicación.

Tanto el Editor/la Editora, el Comité de Redacción, las y los dictaminadores y las 
personas que remiten su manuscrito son responsables de velar por el cumplimiento de 
la integridad ética de los artículos.

Declaración de originalidad y Cesión de derechos

De acuerdo a la política editorial de la Revista Elecciones, las y los autores que presenten 
sus manuscritos deberán llenar un formato de “Declaración de originalidad y Cesión 
de derechos”. En este, las y los autores certificarán la originalidad de su artículo y la 
cesión de derechos de reproducción, edición y distribución del artículo en cuestión a 
la Revista.
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Sobre el Comité Científico

El Comité Científico cumple las siguientes funciones:

•	 Colabora con el Editor/la Editora y el Comité de Redacción en el mapeo de posi-
bles autores/autoras.

•	 Asesora en la planificación y los procesos editoriales de la Revista Elecciones.

•	 Promociona la Revista Elecciones en eventos, conferencias, congresos y otros espa-
cios de difusión académica.

•	 Sugiere bases de datos y repositorios para la indexación de la Revista Elecciones.

•	 Sugiere cambios en el proceso editorial que tengan como objetivo la mejora de la 
calidad de la Revista Elecciones.

Sobre el Comité de Redacción

El Comité de Redacción cumple las siguientes funciones:

•	 Se encarga de la recepción de los manuscritos originales, de la pre-evaluación de 
los mismos y su posterior distribución a las y los dictaminadores.

•	 Monitorea el desarrollo editorial de la Revista Elecciones y la publicación de la misma.

•	 Vigila el cumplimiento de la política editorial y política ética de la Revista 
Elecciones.

•	 Se asegura que el portal web y los medios de comunicación virtuales de la Revista 
Elecciones se encuentren actualizados.





Editorial guidelines

About Elecciones

Elecciones Journal is a publication of the National Office of Electoral Processes (ONPE 
by its Spanish acronym) specialized in electoral issues. Elecciones was founded in 2002 
and is dedicated to the multidimensional analysis of elections in democratic systems. The 
Journal publishes original and innovative articles prepared by researchers in Political 
Science, Law, Political Communication, and other related fields, from various public 
and private institutions, and by authorities and electoral officials interested in elections 
and democracy. The Elecciones Journal seeks to be a space for plural, rigorous dialogue 
and constant exchange between the academy and key actors of electoral governance.

Periodicity and structure

Elecciones Journal is published twice a year (July and December). It receives original 
articles, research notes, and analysis of elections, political actors and democracy, in 
Spanish, Portuguese and English. However, the final versions of the accepted articles 
are published and edited in Spanish.

The Journal articles are structured in four sections:

1)	 Articles, which are related to the central theme or main dossier of the volume, 
and do not exceed 8000 words (approximately 48 000 characters with spaces).

2)	 Varia, which are related to any subject on elections, political actors and/or 
democracy, and do not exceed 8000 words (approximately 48 000 characters 
with spaces).
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3)	 Research Notes, which do not exceed 5000 words (approximately 30 000 
characters with spaces).

4)	 Analysis of Elections, which do not exceed 3000 words (approximately 18 000 
characters with spaces).

The Articles section contains original and unpublished works on the central 
theme or dossier that articulates the volume are published. Each year the Editor and 
the Drafting Committee will publicize the dossiers topics of each volume in advance. 
To be published, the articles in this section must comply with a peer-review process 
through the double-blind system.

The Varia section includes original and unpublished works are published, on a free 
subject related to the study of elections, political actors and democracy. Papers for the 
Varia section must also comply with a peer-review process through the double-blind 
system to be published.

The Research Notes section presents original and unpublished articles that describe 
and analyze various methodological tools that contribute to research on elections, 
political actors and/or democracy are published. Research Notes can be about 
measurement techniques, data collection and/or analysis strategies, data processing, 
ways of measuring concepts, among others. Contributions to this section must also 
be related to electoral issues. The articles for this section will be judged through the 
double-blind peer-review system.

In the Analysis of Elections section, articles published aim to objectively describe a 
recent electoral process held in a political system using quantitative and/or qualitative 
evidence. The electoral process studied can be a national or federal election (executive, 
legislative) or a subnational election (regional, state, or other), either in a comparative 
way by institutional level or as a comparative case study. Articles for the Election 
Analysis section will also be judged through the double-blind system.

Peer-review process

The Elecciones Journal only publishes unpublished manuscripts which are not being 
evaluated by another means of publication. People who submit manuscripts must 
anonymize their manuscripts following the specific rules indicated by Elecciones 
Journal. The Drafting Committee will review compliance with this process to ensure 
the anonymity of the blind peer-review.
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Articles must be submitted through the Elecciones Journal platform Open Journal 
System (OJS). All communication with the authors will be through the OJS system. 
The Journal will not have any electronic communication linked to the manuscripts 
with the authors through a channel other than the platform.

When sending the manuscript, it must be consigned to all authors of the same. 
Modifications to the authorship of the manuscript are not allowed once it has 
been submitted.

 After receiving the manuscript, the Editor of the Journal and the Drafting 
Committee members will pre-evaluate it. This pre-evaluation aims to determine if 
the submitted article complies with the established approach and guidelines. If the 
manuscript does not adhere to the focus or guidelines of Elecciones Journal, the Editor 
will return the manuscript with the respective comments. Those who submitted the 
manuscript can resubmit a new version of the document or another publication if they 
deem it appropriate.

Articles that pass the pre-evaluation will begin the blind peer-review process. The 
Drafting Committee will be in charge of assigning each article to a minimum of two 
external reviewers, who will judge each manuscript according to the format established 
by the Elecciones Journal that will be available online in the author’s OJS profile.

Both the Editor and the Drafting Committee members are prevented from 
contacting or communicating with the author about their manuscript during the 
review process.

Once the blind peer-review is completed, the Editor will contact the author via 
email to communicate the editorial decision on the manuscript. The manuscript 
submitted can receive the assessment of:

1)	 Not publishable.

2)	 Publishable if suggestions are addressed and after a new review by the reviewers.

3)	 Publishable after addressing minor suggestions.

4)	 Publishable without comments.
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Open access policy

Elecciones provides immediate free access to its content through its web portal. This 
journal believes that free, quality research contributes to a greater exchange of ideas 
and the generation of more scientific knowledge.

No shipping or publishing costs

Sending manuscripts to Elecciones Journal has no cost. There is also no charge for 
editing or publishing these articles.

Elecciones Journal’s ethical standards 

Authors who submit manuscripts to Elecciones Journal accept a strict code of ethics. 
They must respect international regulations on the copyright of the texts, graphics, and 
other materials that are incorporated into their articles.

Plagiarism will not be tolerated and, if it is detected, the submitted article will not 
be considered for publication.

Both the Editor, the Publisher, the Drafting Committee, the reviewers and the 
people who submit their manuscript are responsible for ensuring compliance with the 
ethical integrity of the articles.

Declaration of originality and Transfer of rights

According to the editorial policy of Elecciones Journal, the authors who submit their 
manuscripts must fill out a form of “Declaration of originality and Transfer of rights”. 
In it, the authors will certify the originality of their article and the assignment of rights 
of reproduction, edition and distribution of the article to the Journal.

About the Scientific Committee

The Scientific Committee fulfills the following tasks:

•	 Collaborate with the Editor and the Drafting Committee in mapping possible  
authors.

•	 Advise on the planning and editorial processes of the Elecciones Journal.



Editorial guidelines 319

•	 Promote Elecciones Journal in events, conferences, congresses and other spaces for 
academic dissemination.

•	 Suggest databases and repositories for indexing the Elecciones Journal.

•	 Suggest changes in the editorial process aimed at improving the quality of the 
Elecciones Journal.

About the Drafting Committee

The Drafting Committee fulfills the following tasks:

•	 Responsible for the reception of the original manuscripts, their pre-evaluation 
and their subsequent distribution to the reviewers.

•	 Supervise the editorial development of Elecciones Journal and its publication.

•	 Oversee compliance with the editorial policy and ethical policy of Elecciones Journal.

•	 Certify that the web portal and the virtual media of the Elecciones Journal are 
up-to-date.





Guía para autoras y autores

La presente Guía para autores y autoras detalla los requisitos que estos deben tomar en 
consideración y el proceso de envío de su manuscrito a la Revista Elecciones. Esta Guía 
está organizada en tres secciones diferenciadas que ayudarán a preparar el manuscrito a 
remitir para su consideración.

1.  Puntos a considerar antes del envío

Política editorial y consideraciones sobre la ética en la investigación

La Revista Elecciones publica artículos originales e inéditos. Las y los autores deberán 
respetar la normativa internacional sobre derechos de autoría de los textos, gráficos y 
demás materiales que se incorporen en sus artículos. El respeto de la política editorial 
y la ética en la investigación serán supervisadas por el Editor/la Editora, el Comité de 
Redacción, las y los dictaminadores. Aunque, y en primera instancia, estos deberán tam-
bién ser garantizados por las y los autores.

Declaración de intereses

Las y los autores deben mencionar, en caso exista, cualquier tipo de relación con otras 
personas o instituciones que puedan sesgar lo argumentado en el artículo presentado. 
La relación no necesariamente puede ser financiera. En caso de que exista este tipo de 
relación se debe indicar en el manuscrito mediante un pie de página.

Uso de lenguaje inclusivo

La Revista Elecciones emplea y fomenta el uso de lenguaje inclusivo. Con el lenguaje inclu-
sivo se reconoce la diversidad y el respeto a todas las personas. Asimismo, los artículos 



Guía para autoras y autores

© Oficina Nacional de Procesos Electorales

322

enviados no deben contener información que argumente a favor de la superioridad de 
un individuo o grupo de individuos a razón de su raza, género, edad, orientación sexual, 
cultura, entre otros.

Las y los autores deben emplear el lenguaje inclusivo en todo su artículo y este debe 
reflejar un contenido libre de estereotipos y prejuicios. En esta línea, se recomienda 
emplear palabras neutrales.

Derechos de autoría

Las y los autores ceden a la Revista Elecciones el derecho de reproducción, edición y 
distri-bución del artículo en cuestión. Los artículos se registran con la licencia de atri-
bución 4.0 Internacional de Creative Commons (CC BY 4.0), que permite a terceros 
utilizar lo publicado siempre que se otorguen los créditos necesarios de manera ade-
cuada a los/as autores/as y la revista.

2.	  Preparación y envío del manuscrito

Formato, límite de palabras y estilo del texto

Los manuscritos remitidos a la Revista Elecciones deben estar en formato Microsoft 
Word. Asimismo, el artículo presentado debe estar completamente anonimizado, sin 
autoreferencias a obras publicadas y sin metadatos del archivo word. Aunque, las y los 
autores sí pueden citar su propio trabajo en la bibliografía.

Cada artículo cuenta con un límite de palabras y caracteres. Estos son:

•	 Artículos y Varia: 8000 palabras (entre 48 000 caracteres con espacios apro-
ximadamente).

•	 Notas de Investigación: 5000 palabras (entre 30 000 caracteres con espacios 
aproximadamente).

•	 Análisis sobre Elecciones: 3000 palabras (entre 18 000 caracteres con espacios 
aproximadamente).

El conteo de palabras y caracteres incluye el título, resumen, notas a pie de página 
y bibliografía.

El título del artículo no debe exceder un máximo de 15 palabras y debe incluir en el 
mismo los elementos centrales del contenido del artículo.
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Todo el documento debe estar en letra tipo Garamond tamaño 12 interlineado 
sencillo. En el caso de las notas a pie de página, estas deben estar en letra tipo Gara-
mond tamaño 9. El artículo debe estar justificado y no contener sangrías. Asimismo, 
no se emplea negrita ni subrayado en los títulos ni en el contenido del artículo. Tam-
poco se debe emplear espacios entre líneas. La diferencia de niveles debe realizarse 
mediante enumeración.

En el caso de las siglas o acrónimos, es necesario que se escriba el nombre de 
manera completa la primera vez que aparecen en el texto. Luego bastará con la sigla 
o el acrónimo.

Información esencial a consignar

Las y los autores deben detallar en una carta anexa sus nombres y apellidos, su afiliación 
institucional, su código de identidad digital [ORCID ID] y su correo de contacto en el 
sistema Open Journal System (OJS). Esta información no debe consignarse en el artículo.

Título

El título debe ser claro, conciso y no debe exceder un máximo de 15 palabras. Se debe 
presentar también una versión en inglés del mismo.

Resumen y Abstract

Los resúmenes no deben exceder las 250 palabras y deben indicar de manera clara y 
concisa el objetivo y el argumento del artículo. También debe presentarse una versión 
en inglés.

Palabras clave

Las y los autores deben proveer un máximo de 5 palabras clave que hagan referencia 
directa a lo abordado por su texto. También deben presentarse una versión en inglés.

Estructura del artículo

El artículo debe contar con una estructura estándar y clásica, respetando la división 
en secciones que deben contener estos elementos centrales: I. Introducción. II. Discu-
sión Teórica. III. Metodología. IV. Análisis de Datos. V. Conclusiones. VI. Referencias 
Bibliográficas.  Estos títulos son sugeridos.
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Cuadros y gráficos

Los cuadros deben enviarse como texto editable. Estos pueden ubicarse en el texto o al 
final del mismo en páginas separadas. Se recomienda usar moderadamente los cuadros 
y que estos no dupliquen información ya descrita en el artículo. Evitar el sombreado 
de las celdas, el uso de negritas y el uso de márgenes verticales o bordes laterales. Los 
cuadros deben también estar en letra tipo Garamond.

Los gráficos deben consignarse en archivos aparte en formato JPG o TIF. La Revista 
Elecciones no publica fotografías o imágenes digitalizadas. Tampoco se aceptan archi-
vos con una resolución demasiado baja o gráficos desproporcionadamente grandes para 
el contenido.

Todos los cuadros y gráficos deberán estar numerados y debidamente referenciados.

Notas al pie de página

Estas deben encontrarse numeradas y en formato superíndice. Las notas al pie de 
página deben emplearse sólo para texto adicional. En ningún caso deben consignarse 
referencias bibliográficas completas pues estas deben incluirse al final del artículo. Se 
recomienda no abusar de las notas a pie y, para ello, no usar más de 15-20.

Citas bibliográficas

Las citas deben aparecer en el texto y no en las notas a pie de página. Estas deben indi-
car el apellido del autor o autora, el año y la página de la publicación, todo esto entre 
paréntesis. Ejemplo:

(Suárez Cao 2014, 193)

En caso de que el documento tenga dos autores o autoras se citan sus apellidos uni-
dos por “y”. Ejemplo:

(Martínez-Hernández y Zapata 2020, 65)

En el caso de que el documento tenga tres o más autores o autoras, basta con citar el 
primer autor o autora seguido de et al. Ejemplo:

(de Souza Vieira et al. 2019, 99-101)
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En caso de citar varios trabajos de un mismo autor/autora o grupo de autores/auto-
ras que corresponden a un mismo año, es necesario añadirse luego del año la letra a, b, 
c.... Ejemplo:

        	 (Ziblatt 2019b, 48)

El citado puede emplearse en el texto por lo que debe indicarse entre paréntesis el 
año y la página. Ejemplo:

        	 Como señala Tuesta Soldevilla (2020, 15),...

Referencias bibliográficas

La bibliografía se incorporará al final del artículo y solo debe contener referencias cita-
das en el texto. No es posible consignar referencias adicionales que no se encuentren en 
el artículo. La bibliografía debe ordenarse alfabéticamente por el primer apellido. Se 
recomienda no usar sistemas de gestión de bibliografía que dificultan la edición de los 
textos. Asimismo, debe seguir el Manual de Estilo de Chicago, 16° edición.

En caso se citen a dos o más referencias de un autor o autora que han sido publicadas 
en el mismo año, estas se distinguirán por medio de una letra. Ejemplo:

Campos, Milagros. 2020a. “El control parlamentario en tiempos de COVID-
19.” En  Constitución y emergencia sanitaria, coordinado por César Landa 
Arroyo, 105-110. Lima: Palestra Editores.

Campos, Milagros. 2020b. “La parlamentarización del presidencialismo 
peruano.” En Derechos Fundamentales, coordinado por César Landa Arroyo, 
25-30. Lima: Palestra Editores.

Otros ejemplos empleados comúnmente son:

•	 Libros de un autor o autora

Power, Margaret. 2002. Right-Wing Women in Chile: Feminine Power and 
the Struggle against Allende, 1964–1973. University Park: Pennsylvania State 
University Press.
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•	 Dos o más autores/autoras

Levitsky, Steven, y Mauricio Zavaleta. 2019. ¿Por qué no hay partidos políticos en 
el Perú?. Lima: Planeta Perú.

•	 Capítulos de libros

Rodriguez Olivari, Denisse. 2017. “Partidos pobres, campañas ricas.” En Perú: 
elecciones 2016. Un país dividido y un resultado inesperado, editado por Fernando 
Tuesta Soldevilla, 65-90. Lima: PUCP.

•	 Artículos de revistas científicas

Gooch, Andrew, Alan Gerber y Gregory A. Huber. 2021. “Evaluations of candi-
dates’ non-policy characteristics from issue positions: Evidence of valence spillo-
ver”. Electoral Studies, 69. DOI: 10.1016/j.electstud.2020.102246

•	 Artículos publicados en diarios (impreso)

Dowd, Maureen. 2020. “Oh, Brother! Tears for Trump.” New York Times, 
Noviembre 26.

•	 Artículos publicados en diarios (online)

Campos, María Alejandra. 2020. “La política de la ficción”. El Comercio, 
Noviembre 28. https://elcomercio.pe/opinion/columnistas/la-politica-de-la-
ficcion-por-maria-alejandra-campos-noticia/

Envío del artículo

Los artículos deben ser remitidos a través de la plataforma de la Revista Elecciones Open 
Journal System (OJS) mediante el registro de las y los autores.

Formato de Declaración de originalidad y Cesión de derechos

Las y los autores deberán llenar y remitir el Formato de Declaración de originalidad y 
Cesión de derechos. En este, las y los autores certificarán la originalidad del artículo y 
la cesión de derechos de reproducción, edición y distribución del artículo en cuestión.
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Evaluación por pares

De acuerdo a las políticas editoriales de la Revista Elecciones, todos los artículos pasan 
por un proceso de pre-evaluación en donde el Editor o la Editora de la Revista y los 
miembros del Comité de Redacción determinan si el manuscrito presentado cumple 
con el enfoque y las directrices establecidas. Una vez superada esta etapa, el Comité 
de Redacción asigna cada artículo a un mínimo de dos revisores/revisoras externos/
externas. En caso de que haya diferentes decisiones, el Comité de Redacción evaluará la 
posibilidad de remitirlo a una o un tercero. La evaluación se realizará de acuerdo a un 
formato establecido por la Revista Elecciones.

Decisión editorial

Una vez finalizada la revisión por pares ciegos, el Editor o la Editora se comunicará con 
las y los autores vía correo electrónico con el fin de comunicarles la decisión editorial 
sobre el manuscrito. El artículo presentado puede recibir una valoración de:

•	 No publicable.

•	 Publicable atendiendo sugerencias y tras una nueva revisión de las y los dictami-
nadores.

•	 Publicable después de atender a sugerencias menores.

•	 Publicable sin observaciones.

3.   Luego de ser aceptado

Correcciones realizadas por las y los dictaminadores

En caso de recibir la valoración de “publicable atendiendo sugerencias y tras una nueva 
revisión de las y los dictaminadores” o “publicable después de atender a sugerencias 
menores”, las y los autores recibirán la retroalimentación proporcionada por las y los 
dictaminadores. Los comentarios y sugerencias deberán ser atendidos por las y los auto-
res y una vez corregido el mismo puede ser devuelto a las y los dictaminadores para que 
consideren si los cambios realizados atienden las sugerencias realizadas.
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Envío del artículo corregido

El Comité de Redacción determinará un plazo prudente para el envío del artículo 
corregido. Este plazo dependerá de las correcciones establecidas y será comunicado a 
las y los autores.

Revisión de Estilo

Los artículos aceptados sin observaciones y los corregidos son luego enviados a un/a 
Revisor/a de Estilo el o la cual sugerirá, si lo cree conveniente, cambios en el texto. Estos 
cambios son remitidos a las y los autores y su incorporación es opcional.

Publicación

La última versión de los artículos ya editados es enviada a las y los autores para su última 
aprobación. Luego estos pasan por un proceso de diagramación y publicación. La ver-
sión digital y física del número de la Revista Elecciones son enviadas a las y los autores.



Guidelines for authors

This Guide for authors details the requirements and the process for submitting a 
manuscript to Elecciones Journal. It is organized into three sections that help the 
preparation of the manuscript to be submitted for consideration.

1.  Considerations before submission

Editorial policy and research ethics guidelines

Elecciones Journal publishes original, previously unpublished research articles. Authors 
must respect international regulations on the copyright of texts, graphics, and other 
materials incorporated into their pieces. The Editor, the Drafting Committee, and the 
reviewers supervise editorial policy and research ethics. Although, in the first instance, 
authors must also guarantee it.

Declaration of interests

Authors must disclose any relationships with other people or institutions that could 
bias what the manuscript submitted argues. The relationship may not necessarily be 
financial. If this type of relationship exists, it must be acknowledged in the manuscript 
with a footnote.

Use of inclusive language

Elecciones Journal uses and encourages the use of inclusive language. Inclusive language 
recognizes diversity and respect for all people. Likewise, manuscripts shall not contain 
any content implying the superiority of an individual or group of individuals based on 
race, gender, age, sexual orientation, culture, etc.
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Authors should use inclusive language throughout their articles, which should 
display contents free of stereotypes and prejudices. In this line, the use of neutral words 
is recommended.

Authorship rights

The  authors  transfer  to  Elecciones  Journal  the  right  of  reproduction,  edition,  and  
distribution  of  their  articles.  All  articles  are  licensed  under  the  Creative Commons 
Attribution 4.0 International license (CC BY 4.0), which allows third parties to use 
the material as long as they credit the author/s and its publication in this journal.

2.	  Preparation and submission of the manuscript

Format, word limit, and text style

Manuscripts must be submitted to Elecciones Journal in Microsoft Word format. 
Likewise, it must be thoroughly anonymized, removing self-identifying citations and 
document metadata. Although, the authors can cite their work in the bibliography.

Each article has a word and character limit. These are:

•	 Articles and Varia: 8000 words (approximately 48 000 characters with spaces).

•	 Research Notes: 5000 words (approximately 30 000 characters with spaces).

•	 Elections Analysis: 3000 words (approximately 18 000 characters with spaces).

The word and character count includes the title, abstract, footnotes, and 
bibliography.

The article’s title should not exceed a maximum of 15 words and should include 
the central elements of the article’s content.

The entire document must be written in Garamond, font size 12, single-spaced. In 
the case of footnotes, these must be in Garamond, font size 9. The text must be fully 
justified and should not be indented. The titles or the content of the paper should not 
be bolded or underlined. Do not place additional line spacing between paragraphs. 
Heading levels must be numbered.
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The first-time abbreviations or acronyms appear in the text, the full spelled-out 
version has to be presented as well. After this, it is enough to use the abbreviation or 
acronym alone.

Essential information 

In an attached letter, the authors must detail their names and surnames, their 
institutional affiliation, their digital identity code [ORCID ID], and their contact 
email in the Open Journal System (OJS) system. This information should not be 
included in the article.

Title

The title must be clear, concise, and must not exceed a maximum of 15 words. A Spanish 
version of it must also be submitted.

Abstract

Abstracts should not exceed 250 words and should clearly and concisely state the 
objective and argument of the article. A Spanish version must also be submitted

Keywords

Authors must provide a maximum of 5 keywords that directly reference what is 
addressed by their text. A Spanish version must also be submitted.

Article structure

The article must have a standard, classic structure and be divided into sections 
containing the following core elements: I. Introduction. II. Theoretical Discussion. III. 
Methodology. IV. Data analysis. V. Conclusions. VI. Bibliographic references. These 
are suggested titles.

Tables and figures

Tables must be submitted as editable text. Tables can be placed in the text or, at the end, 
on separate pages. It is recommended to use tables moderately and to avoid duplicating 
information described elsewhere in the article. Avoid applying cell shading, using bold 
fonts, vertical margins or side borders. In tables, Garamond font should be used.
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Figures must be submitted in separate files in JPG or TIF format. Elecciones Journal 
does not publish photographs or scanned images. Files that are too low in resolution or 
graphics that are disproportionately large for the content will not be accepted.

All tables and figures must be numbered and duly referenced.

Footnotes page

Footnotes should be indicated by superscript numerals. Use footnotes for adding text 
only. In no case should complete bibliographic references be included as these should 
be included at the end of the article. It is recommended not to overuse footnotes and 
not to use more than 15-20.

Bibliographic citations

Citations must be placed within the body of text and not in the footnotes. These 
should indicate the author’s last name, year of publication, and the page number, all in 
parentheses. Example:

(Suárez Cao 2014, 193)

If the work has two authors, their surnames are joined by the conjunction “and”. 
Example:

(Martínez-Hernández and Zapata 2020, 65)

If the document has three or more authors, it is enough to cite the first author 
followed by et al. Example

(from Souza Vieira et al. 2019, 99-101)

If citing multiple works by the same author or group of authors in the same year, a 
letter (a, b, c…) must be added after the year. Example:

        	 (Ziblatt 2019b, 48)
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The quoted author’s name can be used in the text; the year and the page must be 
placed in parentheses. Example:

        	  As Tuesta Soldevilla (2020, 15) points out, ...

Bibliographic references

The bibliography will be incorporated at the end of the article and should only contain 
references cited in the text. It is not possible to enter additional references that are not 
in the article. The bibliography must be arranged alphabetically by the first surname. It 
is recommended not to use bibliography management systems that make it challenging 
to edit the texts. You must also follow the Chicago Manual of Style, 16th edition.

In case there are two or more references with the same author and year, distinguish 
them by using a letter. Example:

Campos, Milagros. 2020a. “Parliamentary control in times of COVID-19.” In 
Constitution and health emergency, coordinated by César Landa Arroyo, 105-
110. Lima: Palestra Editores.

Campos, Milagros. 2020b. “The parliamentarism of the Peruvian 
presidentialism.” In Fundamental Rights, coordinated by César Landa Arroyo, 
25-30. Lima: Palestra Editores.

Other commonly used examples are:

•	 Books by an author

Power, Margaret. 2002. Right-Wing Women in Chile: Feminine Power and 
the Struggle against Allende, 1964–1973. University Park: Pennsylvania State 
University Press.

•	 Two or more authors

Levitsky, Steven, and Mauricio Zavaleta. 2019. Why are there no political parties 
in Peru? Lima: Planet Peru.
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•	 Chapters of books

Rodriguez Olivari, Denisse. 2017. “Poor parties, rich campaigns.” In Peru: 2016 
elections. A divided country and an unexpected result, edited by Fernando Tuesta 
Soldevilla, 65-90. Lima: PUCP.

•	 Scientific journal articles

Gooch, Andrew, Alan Gerber, and Gregory A. Huber. 2021. “Evaluations of 
candidates’ non-policy characteristics from issue positions: Evidence of valence 
spillover”. Electoral Studies, 69. DOI: 10.1016 / j.electstud.2020.102246

•	 Articles published in newspapers (printed)

Dowd, Maureen. 2020. “Oh, Brother! Tears for Trump.” New York Times, 
Noviembre 26.

•	 Articles published in newspapers (online)

Campos, María Alejandra. 2020. “The politics of fiction.” El Comercio, 
November 28. https://elcomercio.pe/opinion/columnistas/la-politica-de-la-
ficcion-por-maria-alejandra-campos-noticia/

Submission

Articles must be submitted through the Elecciones Journal platform (OJS) following 
the registration of the authors.

Statement of Originality and Copyright Transfer Form

Authors must fill out and submit the Statement of Originality and Copyright 
Transfer Form. Here, the authors certify the originality of the article and transfer the 
reproduction, edition, and distribution rights to the Journal.

Peer evaluation

According to the editorial policies of Elecciones Journal, all submitted works go 
through a pre-evaluation process where the Editor and the members of the Drafting 
Committee determine if the submitted manuscript complies with the approach and 
the established guidelines. Once this stage has ended, the Drafting Committee assigns 
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each article to a minimum of two external reviewers. If their assessments differ, the 
Drafting Committee will evaluate the possibility of consulting a third reviewer. The 
evaluation will be carried out according to a format established by Elecciones Journal.

Editorial decision

Once the blind peer-review is completed, the Editor will contact the authors via email 
to communicate the editorial decision on the manuscript. The manuscript submitted 
can receive the assessment of:

•	 Not publishable.

•	 Publishable if suggestions are addressed and after a new review by the reviewers.

•	 Publishable after addressing minor suggestions.

•	 Publishable without comments.

3.   After being accepted

Corrections made by the reviewers

In the event of receiving the assessment of “publishable if suggestions are taken into 
account and after a new review by the reviewers” or “publishable after addressing 
minor suggestions”, the authors will receive the reviewers’ feedback. The comments 
and suggestions must be taken care of by the authors, and once the manuscript has been 
corrected, it can be returned to the reviewers so they can assess whether the changes 
made meet their suggestions.

Submitting the revised article

The Drafting Committee will determine a reasonable deadline for submitting the 
revised article. This term will depend on the given review and will be communicated 
to the authors.

Style Review

Articles accepted without observations and corrected are then sent to a Style Reviewer 
who will suggest changes to the text when appropriate. These changes are sent to the 
authors, and their incorporation is optional.
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Publication

The latest version of the edited articles is sent to the authors for their final approval. It 
then goes through a process of layout and publication. The digital and physical versions 
of the issue of Elecciones Journal are sent to the authors.
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